
INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO 

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que le corresponde a las iniciativas con proyecto de de-
creto y a las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
jueves 2 de febrero de 2017, de conformidad con los artículos 100, numeral 1, y
102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS 

LEY DEL MERCADO DE VALORES

Del diputado Salvador Zamora Zamora, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 10 de la Ley del Mercado de Valores. Se turna a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

De la diputada María Candelaria Ochoa Avalos, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
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y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria. Se remite a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE JUEGOS Y SORTEOS

Del diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, se recibió la  iniciativa con proyecto de decreto que adicio-
na los artículos 18, 19 y 20 de la Ley Federal de Juegos y Sorteos. Se turna a la
Comisión de Gobernación, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

Del diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Ser-
vicios. Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . 

LEY GENERAL DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA LA ATENCIÓN,
CUIDADO Y DESARROLLO INTEGRAL INFANTIL

Del diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de la Ley General de Prestación de Servicios para la Atención, Cui-
dado y Desarrollo Integral Infantil. Se turna a la Comisión de Derechos de la Ni-
ñez, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 69 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se re-
mite a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, 
REGLAMENTARIA DEL APARTADO B) DEL ARTÍCULO 123 CONSTITU-
CIONAL

De la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un se-
gundo párrafo al artículo 127 Bis de la Ley Federal de los Trabajadores al Servi-
cio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional. Se
turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y
LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA

Del diputado Víctor Manuel Sánchez Orozco, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y deroga
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el Capítulo Cuarto del Título Segundo de la Ley Federal contra la Delincuencia
Organizada. Se remite a la Comisión de Puntos Constitucionales la parte que le co-
rresponde y de Justicia la parte que le corresponde, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

LEY DE INVERSIÓN EXTRANJERA

De las diputadas Rosa Alba Ramírez Nachis, Ma. Victoria Mercado Sánchez y del
diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 23 de
la Ley de Inversión Extranjera. Se turna a la Comisión de Economía, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De las diputadas Rosa Alba Ramírez Nachis, Ma. Victoria Mercado Sánchez y del
diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 350
Bis 4 de la Ley General de Salud. Se remite a la Comisión de Salud, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el
artículo 380 de la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE AVIACIÓN CIVIL

Del diputado José Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona los artículos 17, 48, 52, 61 y 62 de la Ley de Aviación Civil. Se remite
a la Comisión de Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN

Del diputado José Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 191 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. Se tur-
na a la Comisión de Comunicaciones, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DECLARA EL 19 DE ABRIL DE CADA AÑO COMO “DÍA NACIONAL DE
LA BICICLETA”

Del diputado Jonadab Martínez García, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto por el que se declara el
19 de abril de cada año como “Día Nacional de la Bicicleta”. Se remite a la Co-
misión de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

46

56

61

65

68

74

80



Año II, Segundo Periodo, 2 de febrero de 2017 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados4

LEY DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE FIANZAS; Y LEY SOBRE EL
CONTRATO DE SEGURO

Del diputado José Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 200 de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas y adiciona el ar-
tículo 162 Bis de la Ley Sobre el Contrato de Seguro. Se turna a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

De la diputada Mirza Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 222 de la Ley del Seguro Social. Se remite a la Comisión de Seguridad Social,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,
LEY DE PLANEACIÓN Y LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Salvador Zamora Zamora, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 69 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6o. de la
Ley de Planeación y 7o. de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales la parte que
le corresponde, de Hacienda y Crédito Público la parte que le corresponde y de
Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias la parte que le corresponde, pa-
ra dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

De la diputada Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona
el artículo 170 de la Ley Federal del Trabajo. Se remite a la Comisión de Trabajo
y Previsión Social, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD AMBIENTAL

De la diputada Mirza Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 28 de la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental. Se turna a la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De las diputadas Ma. Victoria Mercado Sánchez,  Rosa Alba Ramírez Nachis y del
diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 341
Bis de la Ley General de Salud. Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.
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LEY GENERAL DE TURISMO

De la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis y del diputado Carlos Lomelí Bolaños,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona el artículo 15 de la Ley General de Turismo. Se
turna a la Comisión de Turismo, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el
artículo 77 Bis 37 de la Ley General de Salud. Se remite a la Comisión de Salud,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

Del diputado Macedonio Salomón Tamez Guajardo, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 104 y 105 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Se tur-
na a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Del diputado Luis Ernesto Munguía González, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 15-A de la Ley Federal del Trabajo. Se remite a la Comisión de Trabajo y
Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL

Del diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona
los artículos 287 Bis y 287 Ter al Código Penal Federal. Se turna a la Comisión de
Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

Del diputado René Cervera García, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos
2o. y 10 y deroga el artículo 2-C de la Ley del Impuesto Especial sobre Produc-
ción y Servicios. Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

Del diputado René Cervera García, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 2o.
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

100

103

109

110

112

116

119



Año II, Segundo Periodo, 2 de febrero de 2017 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados6

LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN INTEGRAL DE LOS
RESIDUOS

De la diputada Angie Dennisse Hauffen Torres, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona
el artículo 27 de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Re-
siduos. Se remite a la Comisión Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DECLARA EL 20 DE MARZO DE CADA AÑO COMO “DÍA NACIONAL DE
LAS ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS DE MÉXICO”

De la diputada Angie Dennisse Hauffen Torres, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
declara el 20 de marzo de cada año como “Día Nacional de las Áreas Naturales
Protegidas de México”. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 36 de la Ley General de Salud. Se remite a la Comisión de Salud, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

APÉNDICE II

LEY DE CÁMARAS EMPRESARIALES Y SUS CONFEDERACIONES

De la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis y del diputado Carlos Lomelí Bolaños,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona el artículo 9o. de la Ley de Cámaras Empresa-
riales y sus Confederaciones. Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

De los diputados Elías Octavio Iñiguez Mejía y Carlos Lomelí Bolaños, de los
grupos parlamentarios del Partido Acción Nacional y de Movimiento Ciudadano,
se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que  adiciona un artículo 24 Bis a
la Ley General de Desarrollo Social. Se remite a la Comisión de Desarrollo So-
cial, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO

Del diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Es-
tado. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

De la diputada Angie Dennisse Hauffen Torres, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto  que adicio-
na el artículo 68 de la Ley General de Desarrollo Social. Se remite a la Comisión
de Desarrollo Social, para dictamen y a la Comisión de Agricultura y Sistemas de
Riego, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DECLARA EL 30 DE MAYO COMO “DÍA NACIONAL DE LAS PERSONAS
SOBREDOTADAS”

Del diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
declara el 30 de mayo como “Día Nacional de las Personas Sobredotadas”. Se tur-
na a la Comisión de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, LEY
GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA Y LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA
INFORMACIÓN PÚBLICA

Del diputado Jorge Álvarez Maynez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y de
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Se remite a
las Comisiones Unidas de Gobernación y de Transparencia y Anticorrupción, pa-
ra dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY GENERAL DEL BANCO NACIONAL DE HUELLAS 
GENÉTICAS

Del diputado Víctor Manuel Sánchez Orozco, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que expide la
Ley General del Banco Nacional de Huellas Genéticas. Se turna a la Comisión de
Justicia con opinión de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen.. . . . . . . . . 

LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA

Del diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos
1o., 12, 13 y 39 de la Ley de Ciencia y Tecnología. Se remite a la Comisión de
Ciencia y Tecnología, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE TRANSICIÓN ENERGÉTICA

Del diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones a la Ley de Transición Energética. Se turna a la Comi-
sión de Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE TURISMO Y LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PER-
SONAS ADULTAS MAYORES

Del diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones a la Ley General de Turismo y de la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores. Se remite a las Comisiones Unidas de Tu-
rismo y de Atención a Grupos Vulnerables, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Del diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones a la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Sa-
lud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCA-
PACIDAD

Del diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artícu-
los 6o., 16, y 27 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapa-
cidad. Se remite a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para dictamen.

LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

De la diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 48 y 50 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.
Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona el artículo 17 Bis de la Ley General de Salud. Se remite a la Comisión de
Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS, ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO

De los diputados Elías Octavio Iñiguez Mejía y Carlos Lomelí Bolaños, de los
grupos parlamentarios del Partido Acción Nacional y de Movimiento Ciudadano,
se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Te-
rritorial y Desarrollo Urbano. Se turna a la Comisión de Desarrollo Urbano y Or-
denamiento Territorial, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA LA ATENCIÓN,
CUIDADO Y DESARROLLO INTEGRAL INFANTIL

De los diputados Elías Octavio Iñiguez Mejía y Carlos Lomelí Bolaños, de los
grupos parlamentarios del Partido Acción Nacional y de Movimiento Ciudadano,
se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones
de la Ley General de Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y Desa-
rrollo Integral Infantil. Se remite a la Comisión de Derechos de la Niñez, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

De la diputada Mirza Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que  reforma y adicio-
na los artículos 16 y 17 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia. Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA

Del diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na los artículos 18, 111 y 142 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública. Se remite a la Comisión de Seguridad Pública, para dictamen. . . . . 

LEY GENERAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LOS 
DELITOS EN MATERIA DE TRATA DE PERSONAS Y PARA LA PROTEC-
CIÓN Y ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS DE ESTOS DELITOS

De la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 10 de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Mate-
ria de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos
Delitos. Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia y de Derechos Humanos,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE NAVEGACIÓN Y COMERCIO MARÍTIMOS

Del diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y deroga los artículos 10 y 11 de la Ley de Navegación y Comercio Maríti-
mos. Se remite a las Comisiones Unidas de Marina y de Transportes, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

Del diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona el artículo 60 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes. Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, para dictamen.. . 
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PROPOSICIONES 

RECLASIFICACIÓN DE LA TARIFA EN EL COBRO DEL SUMINISTRO DE
ENERGÍA ELÉCTRICA

Del diputado Miguel Ángel Sulub Caamal, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta a la Conagua, para que elabore un estudio regional sobre los niveles de
temperatura en el estado de Campeche que permita una reclasificación de la tari-
fa en el cobro del suministro de energía eléctrica. Se turna a la Comisión de Ener-
gía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ENFERMEDAD VASCULAR CEREBRAL ISQUÉMICA (INFARTO CERE-
BRAL)

Del diputado Jesús Antonio López Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, relativo a la enfermedad
vascular cerebral isquémica (infarto cerebral). Se remite a la Comisión de Salud,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DECISIÓN DE LICONSA DE COMPRAR LECHE EN POLVO EN EL
EXTRANJERO EN 2016

De la diputada Araceli Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, relativo a la decisión de Liconsa de comprar le-
che en polvo en el extranjero en 2016. Se turna a la Comisión de Desarrollo So-
cial, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTRUIR UN MURO ENTRE MÉXICO Y LOS ESTADOS UNIDOS DE
AMÉRICA

De la diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se hace un ex-
trañamiento y rechazo a las declaraciones del primer ministro del estado de Israel,
Benjamín Netanyahu, quien expresó su apoyo a la propuesta del presidente esta-
dounidense Donald Trump, de construir un muro entre México y los Estados Uni-
dos de América. Se remite a la Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen.

FORTALECER Y GARANTIZAR LAS CONDICIONES DE LOGÍSTICA DE
ALMACENAMIENTO, TRANSPORTE Y COMERCIALIZACIÓN DEL
MERCADO DE COMBUSTIBLE EN MÉXICO

De la diputada Mirna Isabel Saldívar Paz, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares de
la SHCP, de la Sener, de Pemex y de la CRE, a que lleven a cabo las acciones pa-
ra fortalecer y garantizar las condiciones de logística de almacenamiento, trans-
porte y comercialización del mercado de combustible en México. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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MODIFICAR EL ACUERDO NÚMERO 25/12/16 POR EL QUE SE EMITEN
LAS REGLAS DE OPERACIÓN DEL PROGRAMA NACIONAL DE BECAS
PARA EL EJERCICIO FISCAL 2017

Del diputado Miguel Ángel Sulub Caamal, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta a la SEP, a fin de modificar el acuerdo número 25/12/16 por el que se emi-
ten las Reglas de Operación del Programa Nacional de Becas para el ejercicio fis-
cal 2017. Se remite a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EMITAN LAS ZONAS DE SEGURIDAD PARA LA NAVEGACIÓN Y
SOBREVUELO EN LAS INMEDIACIONES DE LAS INSTALACIONES 
PETROLERAS

De la diputada Nelly del Carmen Márquez Zapata, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta a diversas autoridades, para que emitan las zonas de seguridad para la navega-
ción y sobrevuelo en las inmediaciones de las instalaciones petroleras. Se turna a
la Comisión de Transportes, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GRUPO PLURAL QUE DÉ SEGUIMIENTO A LAS ACCIONES EMPRENDIDAS
PARA ATENDER LA REMEDIACIÓN AMBIENTAL Y A LA POBLACIÓN
AFECTADA, POR EL DERRAME DE 40 MIL METROS CÚBICOS DE 
SUSTANCIAS TÓXICAS EN LOS RÍOS BACANUCH Y SONORA

De la diputada María Chávez García y del diputado Mario Ariel Juárez Rodríguez,
del Grupo Parlamentario de Morena, proposición con punto de acuerdo, por el que
se exhorta a la Junta de Coordinación Política de esta soberanía, a integrar un gru-
po plural que dé seguimiento a las acciones emprendidas para atender la remedia-
ción ambiental y a la población afectada, por el derrame de 40 mil metros cúbicos
de sustancias tóxicas en los ríos Bacanuch y Sonora, acontecido el día 6 de agos-
to de 2014. Se remite a la Junta de Coordinación Política, para su atención. . . . . 

ALERTA DE VIOLENCIA DE GÉNERO CONTRA MUJERES EN SAN LUIS
POTOSÍ

De la diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Segob, para que difunda el fallo a la solicitud de alerta de violencia de género con-
tra mujeres en San Luis Potosí, presentada en noviembre de 2015. Se turna a la
Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IMPLEMENTAR MEDIDAS DE AUSTERIDAD Y DISCIPLINA PRESUPUES-
TARIA BAJO LOS PRINCIPIOS DE TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE
CUENTAS, ANTE LA ACTUAL CRISIS ECONÓMICA QUE ATRAVIESA EL
PAÍS

De la diputada María Eloísa Talavera Hernández, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-

210

214

216

222



Año II, Segundo Periodo, 2 de febrero de 2017 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados12

ta a los congresos locales y a la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México, a
implementar medidas de austeridad y disciplina presupuestaria bajo los principios
de transparencia y rendición de cuentas, ante la actual crisis económica que atra-
viesa el país. Se remite a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IMPLEMENTAR UNA POLÍTICA DE AUSTERIDAD CENTRADA EN LA RE-
DUCCIÓN EN UN CINCUENTA POR CIENTO O MÁS DE LOS SALARIOS
DE LEGISLADORES Y ALTOS FUNCIONARIOS EN LA ENTIDAD

Del diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, del Grupo Parlamentario de
Morena, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los tres pode-
res del estado de Chiapas, a proteger, respetar y garantizar los derechos laborales
de los trabajadores al servicio del Estado e implementar una política de austeridad
centrada en la reducción en un cincuenta por ciento o más de los salarios de le-
gisladores y altos funcionarios en la entidad. Se turna a la Comisión de Trabajo y
Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INVESTIGUEN Y SANCIONEN LOS HECHOS COMETIDOS POR LOS 
INTEGRANTES DEL AYUNTAMIENTO SAN MARTÍN PERAS, EN PERJUICIO
DE GABRIELA MALDONADO RIVERA

De la diputada María Candelaria Ochoa Avalos, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que exhorta a la
Procuraduría de Justicia, y a la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Oaxaca, investiguen y sancionen los hechos cometidos por los integrantes del
ayuntamiento San Martín Peras, en perjuicio de Gabriela Maldonado Rivera. Se
remite a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . 

GARANTICEN EL ACCESO EFECTIVO, OPORTUNO, DE CALIDAD Y SIN
DISCRIMINACIÓN NI DESEMBOLSO, AL MOMENTO DE UTILIZARSE
LOS SERVICIOS MÉDICO-QUIRÚRGICOS, FARMACÉUTICOS Y HOSPI-
TALARIOS

Del diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, del Grupo Parlamentario de
Morena, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud del gobierno federal y a la Secretaría de Salud del estado de Chiapas, pa-
ra que garanticen el acceso efectivo, oportuno, de calidad y sin discriminación ni
desembolso, al momento de utilizarse los servicios médico-quirúrgicos, farma-
céuticos y hospitalarios de la entidad. Se turna a la Comisión de Salud, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CENTRO INTEGRALMENTE PLANEADO NAYARIT (CIP NAYARIT)

Del diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, relativo al Centro In-
tegralmente Planeado Nayarit (CIP Nayarit). Se remite a la Comisión de Turismo,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INFORME AL SENADO DE LA REPÚBLICA DE LOS TÉRMINOS Y CON-
DICIONES EN QUE CONVINO CON EL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS
UNIDOS, DONALD TRUMP

Del diputado Juan Romero Tenorio, del Grupo Parlamentario de Morena, propo-
sición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, para que
informe al Senado de la República de los términos y condiciones en que convino
con el Presidente de los Estados Unidos, Donald Trump, ya no hablar pública-
mente del muro fronterizo, así como el contenido y agenda de los temas del su-
puesto déficit comercial de Estados Unidos de América con México. Se turna a la
Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS QUE REALIZAN DEPENDEN-
CIAS DEL PODER EJECUTIVO, ENTIDADES ESTATALES Y ÓRGANOS
AUTÓNOMOS

De la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, relativo al fortalecimiento
de los procesos de adquisición de bienes y servicios que realizan dependencias del
Poder Ejecutivo, entidades estatales y órganos autónomos. Se remite a la Comi-
sión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ATENDER SATISFACTORIAMENTE LAS DEMANDAS SALARIALES DE
LOS TRABAJADORES ACADÉMICOS Y ADMINISTRATIVOS, AFILIADOS
AL SITUAM

Del diputado Mario Ariel Juárez Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las autoridades de la
UAM, a atender satisfactoriamente las demandas salariales de los trabajadores
académicos y administrativos, afiliados al SITUAM, y evitar una huelga que afec-
taría las actividades docentes. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión So-
cial, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INVESTIGAR, OBSERVAR, RECOMENDAR Y APLICAR LAS MEDIDAS
RESULTANTES AL GOBERNADOR DEL ESTADO DE HIDALGO, OMAR
FAYAD MENESES, DEBIDO A LAS DECLARACIONES Y ACCIONES 
MISÓGINAS Y DISCRIMINATORIAS

De la diputada María Candelaria Ochoa Avalos, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
CNDH, a investigar, observar, recomendar y aplicar las medidas resultantes, al
gobernador del estado de Hidalgo, Omar Fayad Meneses, debido a las declaracio-
nes y acciones misóginas y discriminatorias que ha realizado contra las mujeres de
la entidad. Se remite a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.. . . . . 
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CANCELACIÓN DE CONCESIONES OTORGADAS A LA EMPRESA BRA-
SILEÑA ODEBRECHT, SUS FILIALES Y SUBSIDIARIAS, EN VIRTUD DE
LAS DENUNCIAS DE CORRUPCIÓN PRESENTADAS EN SU CONTRA

De la diputada Norma Rocío Nahle García, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, relativo a la cancelación de todas las concesio-
nes, contratos, proyectos de prestación de servicios y asociaciones público-priva-
das, otorgados a la empresa brasileña Odebrecht, sus filiales y subsidiarias, en vir-
tud de las denuncias de corrupción presentadas en su contra y en las que están
involucrados servidores públicos. Se turna a la Comisión de Transparencia y An-
ticorrupción, para dictamen . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTABLECER UN SISTEMA NACIONAL DE LICENCIA PARA CONDUCIR
POR PUNTOS

Del diputado Germán Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, relativo a establecer un sistema na-
cional de licencia para conducir por puntos, así como el establecimiento de requi-
sitos para su obtención. Se remite a la Comisión de Transportes, para dictamen. . 

VIGILAR Y SANCIONAR EL ALZA INJUSTIFICADA EN LOS PRECIOS DE
LOS PRODUCTOS QUE COMPONEN LA CANASTA BÁSICA Y EN LOS
SERVICIOS DE CONSUMO POPULAR

Del diputado Jesús Serrano Lora, del Grupo Parlamentario de Morena, proposi-
ción con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SE, a la Profeco y a la Co-
fece, a conducir una política de precios que apoye la economía de los pequeños
productores y consumidores, así como vigilar y sancionar el alza injustificada en
los precios de los productos que componen la canasta básica y los servicios de
consumo popular. Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen. . . . . . . . 

DAR SEGUIMIENTO PUNTUAL A LAS 13 ACCIONES DEL PROGRAMA
INTEGRAL PARA PREVENIR, ATENDER, SANCIONAR Y ERRADICAR LA
VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES

De la diputada María Candelaria Ochoa Avalos, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Segob, a dar seguimiento puntual a las 13 acciones del Programa Integral para Pre-
venir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. Se remite a
la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMA DE COINVERSIÓN SOCIAL DEL INSTITUTO NACIONAL DE
DESARROLLO SOCIAL

De la diputada Araceli Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, relativo a la redictaminación de proyectos por
parte del programa de Coinversión Social del Instituto Nacional de Desarrollo So-
cial. Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . 

249

252

255

257

259



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 2 de febrero de 2017 / Apéndice  I15

AMPLIAR A DIECISÉIS SEMANAS, POSTERIORES A LA DESOCUPACIÓN,
EL PERÍODO DE CONSERVACIÓN DEL DERECHO DE LOS ASEGURADOS
QUE QUEDEN PRIVADOS DE TRABAJO REMUNERADO

De la diputada Araceli Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, pa-
ra que solicite al consejo técnico del IMSS, se amplíe a dieciséis semanas, poste-
riores a la desocupación, el período de conservación del derecho de los asegura-
dos que queden privados de trabajo remunerado. Se remite a la Comisión de
Seguridad Social, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 260
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INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE
ACUERDO 

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a las iniciativas con proyecto de decreto y a
las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el
orden del día del jueves 2 de febrero de 2017, de confor-
midad con los artículos 100, numeral 1, y 102, numeral 3,
del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
informa a la honorable Asamblea los turnos dictados a las
iniciativas con proyecto de decreto y a las proposiciones
con punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 2
de febrero de 2017 y que no fueron abordadas.(*) 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de febrero de 2017.— Diputado
Edmundo Javier Bolaños Aguilar (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma el artículo 10 de la Ley del Mercado de Va-
lores, a cargo del diputado Salvador Zamora Zamora, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

2. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a
cargo de la diputada María Candelaria Ochoa Avalos, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen.

3. Que adiciona los artículos 18, 19 y 20 de la Ley Federal
de Juegos y Sorteos, a cargo del diputado Germán Ernesto
Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.

4. Que reforma y adiciona el artículo 2o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, a cargo del
diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

5. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y Desa-
rrollo Integral Infantil, a cargo del diputado Carlos Lomelí
Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez, para dictamen.

6. Que reforma el artículo 69 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada
Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

7. Que adiciona un segundo párrafo al artículo 127 Bis de
la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado,
Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Constitu-
cional, a cargo de la diputada Marbella Toledo Ibarra, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

8. Que reforma el artículo 16 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y deroga el Capítulo Cuar-
to del Título Segundo de la Ley Federal Contra la Delin-
cuencia Organizada, a cargo del diputado Víctor Manuel
Sánchez Orozco, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, la parte que
le corresponde, y a la Comisión de Justicia, la parte que le
corresponde, para dictamen..

9. Que reforma el artículo 23 de la Ley de Inversión Ex-
tranjera, suscrita por los diputados Rosa Alba Ramírez Na-
chis, Ma. Victoria Mercado Sánchez y Carlos Lomelí Bo-
laños, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 2 de febrero de 2017 / Apéndice   I17

(*) El Apéndice corresponde a lo mencionado por la Presi-
dencia, en la página 297 del Diario de los Debates del 2
de febrero de 2017.



Año II, Segundo Periodo, 2 de febrero de 2017 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados18

10. Que adiciona el artículo 350 Bis 4 de la Ley General de
Salud, suscrita por los diputados Rosa Alba Ramírez Na-
chis, Ma. Victoria Mercado Sánchez y Carlos Lomelí Bo-
laños, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

11. Que adiciona el artículo 380 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

12. Que reforma y adiciona los artículos 17, 48, 52, 61 y 62
de la Ley de Aviación Civil, a cargo del diputado Clemen-
te Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.

13. Que reforma el artículo 191 de la Ley Federal de Tele-
comunicaciones y Radiodifusión, a cargo del diputado
Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Comunicaciones, para dictamen.

14. De Decreto por el que se declara el 19 de abril de cada
año, Día Nacional de la Bicicleta, a cargo del diputado Jo-
nadab Martínez García, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.

15. Que reforma el artículo 200 de la Ley de Instituciones
de Seguros y de Fianzas y adiciona el artículo 162 Bis de
la Ley Sobre el Contrato de Seguro, a cargo del diputado
Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

16. Que reforma el artículo 222 de la Ley del Seguro So-
cial, a cargo de la diputada Mirza Flores Gómez, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

17. Que reforma los artículos 69 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, 6o. de la Ley de Pla-
neación y 7o. de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Sal-
vador Zamora Zamora, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, la parte que
le corresponde, a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, la parte que le corresponde, y a la Comisión de Ré-
gimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, la parte
que le corresponde, para dictamen.

18. Que adiciona el artículo 170 de la Ley Federal del Tra-
bajo, a cargo del diputado Germán Ernesto Ralis Cumpli-
do, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

19. Que reforma el artículo 28 de la Ley Federal de Res-
ponsabilidad Ambiental, a cargo de la diputada Mirza Flo-
res Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

20. Que adiciona el artículo 341 Bis de la Ley General de
Salud, suscrita por los diputados Rosa Alba Ramírez Na-
chis, Ma. Victoria Mercado Sánchez y Carlos Lomelí Bo-
laños, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

21. Que adiciona el artículo 15 de la Ley General de Turis-
mo, suscrita por los diputados Rosa Alba Ramírez Nachis
y Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Turismo, para dictamen.

22. Que adiciona el artículo 77 Bis 37 de la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión Salud, para dictamen.



23. Que reforma los artículos 104 y 105 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, a cargo del diputado Macedonio
Salomón Támez Guajardo, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.

24. Que reforma el artículo 15-A de la Ley Federal del Tra-
bajo, a cargo del diputado Luis Ernesto Munguía González,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

25. Que adiciona los artículos 287 Bis y 287 Ter al Código
Penal Federal, a cargo del diputado Germán Ernesto Ralis
Cumplido, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

26. Que reforma los artículos 2 y 10 y deroga el artículo 2o.
-C de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios, a cargo del diputado René Cervera García, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

27. Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios, a cargo del diputado
René Cervera García, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

28. Que adiciona el artículo 27 de la Ley General para la
Prevención y Gestión Integral de los Residuos, a cargo de
la diputada Angie Dennisse Hauffen Torres, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

29. De Decreto por el que se declara el 20 de Marzo de ca-
da año como Día Nacional de las Áreas Naturales Protegi-
das de México, a cargo de la diputada Angie Dennisse

Hauffen Torres, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.

30. Que reforma el artículo 36 de la Ley General de Salud,
a cargo de la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

31. Que adiciona el artículo 9o. de la Ley de Cámaras Em-
presariales y sus Confederaciones, suscrita por los dipu-
tados Rosa Alba Ramírez Nachis y Carlos Lomelí Bolaños,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen.

32. Que adiciona un artículo 24 Bis a la Ley General de
Desarrollo Social, suscrita por los diputados Elías Octavio
Iñiguez Mejía y Carlos Lomelí Bolaños, de los Grupos Par-
lamentarios de Movimiento Ciudadano y del Partido Ac-
ción Nacional 

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.

33. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, a
cargo del diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

34. Que adiciona el artículo 68 de la Ley General de Desa-
rrollo Social, a cargo de la diputada Angie Dennisse Hauf-
fen Torres, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano. 

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen, y a
la Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego, para opi-
nión.

35. De decreto por el que se declara el 30 de mayo como
Día Nacional de las Personas Sobredotadas, a cargo del
diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.
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36. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, de la
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información
Pública, y de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a
la Información Pública, a cargo del diputado Jorge Álvarez
Máynez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano. 

Turno: Comisiones Unidas de Gobernación, y de Transpa-
rencia y Anticorrupción, para dictamen.

37. Que expide la Ley General del Banco Nacional de Hue-
llas Genéticas, a cargo del diputado Víctor Manuel Sán-
chez Orozco, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen, y a la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

38. Que reforma los artículos 1o., 12, 13 y 39 de la Ley de
Ciencia y Tecnología, a cargo del diputado Carlos Lomelí
Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano. 

Turno: Comisión de Ciencia y Tecnología, para dictamen.

39. Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley
de Transición Energética, a cargo del diputado Carlos Lo-
melí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

40. Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley
General de Turismo y de la Ley de los Derechos de las Per-
sonas Adultas Mayores, a cargo del diputado Carlos Lo-
melí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Turno: Comisiones Unidas de Turismo, y de Atención a
Grupos Vulnerables, para dictamen.

41. Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley
General de Salud, a cargo del diputado Carlos Lomelí Bo-
laños, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

42. Que reforma y adiciona los artículos 6o., 16, y 27 de la
Ley General para la Inclusión de las Personas con Disca-
pacidad, a cargo del diputado Carlos Lomelí Bolaños, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para
dictamen.

43. Que reforma los artículos 48 y 50 de la Ley de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, a cargo de la
diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

44. Que reforma y adiciona el artículo 17 Bis de la Ley Ge-
neral de Salud, a cargo de la diputada Claudia Sofía Cori-
chi García, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

45. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento
Territorial y Desarrollo Urbano, suscrita por los diputados
Elías Octavio Iñiguez Mejía y Carlos Lomelí Bolaños, de
los Grupos Parlamentarios de Movimiento Ciudadano y
del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento
Territorial, para dictamen.

46. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
de Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y De-
sarrollo Integral Infantil, suscrita por los diputados Elías
Octavio Iñiguez Mejía y Carlos Lomelí Bolaños, de los
Grupos Parlamentarios de Movimiento Ciudadano y del
Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez, para dictamen.

47. Que reforma y adiciona los artículos 16 y 17 de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, a cargo de la diputada Mirza Flores Gómez, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.



48. Que reforma y adiciona los artículos 18, 111 y 142 de
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
a cargo del diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.

49. Que reforma el artículo 10 de la Ley General para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Tra-
ta de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víc-
timas de estos Delitos, a cargo de la diputada Marbella
Toledo Ibarra, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Turno: Comisiones Unidas de Justicia, y de Derechos Hu-
manos, para dictamen.

50. Que reforma y deroga los artículos 10 y 11 de la Ley de
Navegación y Comercio Marítimos, a cargo del diputado
Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano 

Turno: Comisiones Unidas de Marina, y de Transportes,
para dictamen.

51. Que reforma y adiciona el artículo 60 de la Ley Gene-
ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a car-
go del diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez, para dictamen.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Cona-
gua, para que elabore un estudio regional sobre los niveles
de temperatura en el estado de Campeche que permita una
reclasificación de la tarifa en el cobro del suministro de
energía eléctrica, a cargo del diputado Miguel Ángel Sulub
Caamal, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

2. Con punto de acuerdo, relativo a la enfermedad vascular
cerebral isquémica (infarto cerebral), a cargo del diputado
Jesús Antonio López Rodríguez, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

3. Con punto de acuerdo, relativo a la decisión de Liconsa
de comprar leche en polvo en el extranjero en 2016, a car-
go de la diputada Araceli Damián González, del Grupo
Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.

4. Con punto de acuerdo, por el que se hace un extraña-
miento y rechazo a las declaraciones del primer ministro
del estado de Israel, Benjamín Netanyahu, quien expresó
su apoyo a la propuesta del presidente estadounidense Do-
nald Trump, de construir un muro entre México y los Esta-
dos Unidos de América, a cargo de la diputada Claudia Co-
richi García, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Turno: Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen.

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titula-
res de la SHCP, de la Sener, de Pemex y de la CRE, a que
lleven a cabo las acciones para fortalecer y garantizar las
condiciones de logística de almacenamiento, transporte y
comercialización del mercado de combustible en México,
a cargo de la diputada Mirna Isabel Saldívar Paz, del Gru-
po Parlamentario de Nueva Alianza. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP, a
fin de modificar el Acuerdo Número 25/12/16 por el que se
emiten las Reglas de Operación del Programa Nacional de
Becas para el ejercicio fiscal 2017, a cargo del diputado
Miguel Ángel Sulub Caamal, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, para dictamen.

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, para que emitan las zonas de seguridad para la
navegación y sobrevuelo en las inmediaciones de las insta-
laciones petroleras, a cargo de la diputada Nelly del Car-
men Márquez Zapata, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.
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8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Junta
de Coordinación Política de esta soberanía, a integrar un
grupo plural que dé seguimiento a las acciones emprendi-
das para atender la remediación ambiental y a la población
afectada, por el derrame de 40 mil metros cúbicos de sus-
tancias tóxicas en los ríos Bacanuch y Sonora, acontecido
el día 6 de agosto de 2014, suscrito por los diputados Ma-
ría Chávez García y Mario Ariel Juárez Rodríguez, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su atención.

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob,
para que difunda el fallo a la solicitud de alerta de violen-
cia de género contra mujeres para San Luis Potosí, presen-
tada en noviembre de 2015, a cargo de la diputada Claudia
Corichi García, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los Con-
gresos locales y a la Asamblea Legislativa de la Ciudad de
México, a implementar medidas de austeridad y disciplina
presupuestaria bajo los principios de transparencia y rendi-
ción de cuentas, ante la actual crisis económica que atra-
viesa el país, a cargo de la diputada María Eloísa Talavera
Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los tres
Poderes del estado de Chiapas, a proteger, respetar y ga-
rantizar los derechos laborales de los trabajadores al servi-
cio del Estado e implementar una política de austeridad
centrada en la reducción en un cincuenta por ciento o más
de los salarios de legisladores y altos funcionarios en la en-
tidad, a cargo del diputado Guillermo Rafael Santiago Ro-
dríguez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

12. Con punto de acuerdo, por el que exhorta a la Procura-
duría de Justicia, y a la Comisión de Derechos Humanos
del Estado de Oaxaca, investiguen y sancionen lo hechos
cometidos por los integrantes del ayuntamiento San Martín

Peras, en perjuicio de Gabriela Maldonado Rivera, a cargo
de la diputada María Candelaria Ochoa Ávalos, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud del gobierno federal y a la Secretaria de
Salud del estado de Chiapas, para que garanticen el acceso
efectivo, oportuno, de calidad y sin discriminación ni des-
embolso, al momento de utilizarse los servicios médico-
quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios de la entidad, a
cargo del diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

14. Con punto de acuerdo, relativo al Centro Integralmen-
te Planeado Nayarit (CIP NAYARIT), a cargo del diputado
Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Turismo, para dictamen.

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que informe al Senado de la República de
los términos y condiciones en que convino con el Presi-
dente de los Estados Unidos, Donald Trump, ya no hablar
públicamente del muro fronterizo, así como el contenido y
agenda de los temas del supuesto déficit comercial de Es-
tados Unidos de América con México, a cargo del diputado
Juan Romero Tenorio, del Grupo Parlamentario de More-
na. 

Turno: Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen.

16. Con punto de acuerdo, relativo al fortalecimiento de los
procesos de adquisición de bienes y servicios que realizan
dependencias del Poder Ejecutivo, entidades estatales y ór-
ganos autónomos, a cargo de la diputada Rosa Alba Ramí-
rez Nachis, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

17. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las auto-
ridades de la UAM, a atender satisfactoriamente las de-
mandas salariales de los trabajadores académicos y admi-



nistrativos, afiliados al SITUAM, y evitar una huelga que
afectaría las actividades docentes, a cargo del diputado
Mario Ariel Juárez Rodríguez, del Grupo Parlamentario de
Morena. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

18. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
CNDH, a investiga, observar, recomendar y aplicar las me-
didas resultantes, al Gobernador del Estado de Hidalgo,
Omar Fayad Meneses, debido a las declaraciones y accio-
nes misóginas y discriminatorias que ha realizado contra
las mujeres de la entidad, a cargo de la diputada María
Candelaria Ochoa Ávalos, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

19. Con punto de acuerdo, relativo a la cancelación de to-
das las concesiones, contratos, proyectos de prestación de
servicios y asociaciones público privadas, otorgados a la
empresa brasileña Odebrecht, sus filiales y subsidiarias, en
virtud de las denuncias de corrupción presentadas en su
contra y en las que están involucrados servidores públicos,
a cargo de la diputada Norma Rocío Nahle García, del Gru-
po Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen

20. Con punto de acuerdo, relativo a establecer un sistema
nacional de licencia para conducir por puntos, así como el
establecimiento de requisitos para su obtención, a cargo del
diputado Germán Ralis Cumplido, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.

21. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SE, a
la Profeco y a la Cofece, a conducir una política de precios
que apoye la economía de los pequeños productores y con-
sumidores, así como a vigilar y sancionar el alza injustifi-
cada en los precios de los productos que componen la ca-
nasta básica y en los servicios de consumo popular, a cargo
del diputado Jesús Serrano Lora, del Grupo Parlamentario
de Morena. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen.

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob,
a dar seguimiento puntual a las 13 acciones del Programa
Integral para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra las Mujeres, a cargo de la diputada María
Candelaria Ochoa Ávalos, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

23. Con punto de acuerdo, relativo a la redictaminación de
proyectos por parte del programa de Coinversión Social del
Instituto Nacional de Desarrollo Social, a cargo de la dipu-
tada Araceli Damián González, del Grupo Parlamentario
de Morena. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

24. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que solicite al consejo técnico del IMSS,
se amplíe a dieciséis semanas, posteriores a la desocupa-
ción, el período de conservación del derecho de los asegu-
rados que queden privados de trabajo remunerado, a cargo
de la diputada Araceli Damián González, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.»

INICIATIVAS 

LEY DEL MERCADO DE VALORES

«Iniciativa que reforma el artículo 10 de la Ley del Merca-
do de Valores, a cargo del diputado Salvador Zamora Za-
mora, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

El suscrito, Salvador Zamora Zamora, integrante del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la LXIII
Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 10 de la Ley
de Mercado de Valores.
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Exposición de Motivos

La iniciativa de decreto en comento tiene por objeto que
las denominadas Sociedades Anónimas Promotoras de
Inversión sean sujetas a vigilancia por la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores, vigilancia que actualmen-
te no tienen en perjuicio de pequeños inversionistas; pa-
ra ello se sustenta en los razonamientos expresados en la
exposición de motivos que a continuación se transcribe:

Todo tipo de inversión conlleva un riesgo, el cual por lo ge-
neral es proporcional al beneficio esperado, el mercado de
las inversiones en el libre mercado, ha abierto la puerta al
público en general y la oportunidad de que los ciudadanos
entren en el mercado cambiario nacional e internacional,
con el fin de poder acrecentar su capital económico y me-
jorar su nivel de vida, además de ser una de las bases para
el desarrollo económico del país, pues es importante resal-
tar que el sistema económico en el que está inmerso Méxi-
co se sustenta en los préstamos de desarrollo para la micro
y mediana empresa.

La actividad de inversionistas ciudadanos surgen en el go-
bierno encabezado por el presidente Plutarco Elías Calles,
quien en 1925 abrió las puertas del Banco de México el
cual ha sido desde su fundación el núcleo del sistema ban-
cario en el país, y auxiliado por la Ley de Bancos de 1926,
armonizó la situación crediticia de los ciudadanos mexica-
nos otorgando la posibilidad de préstamos a partir de los
ahorros, en un sistema de inversión primitivo e indirecto.

Para 1932 se configura y pone en marcha la banca de desa-
rrollo, la cual funciona como una alternativa al sistema ban-
cario privado, y utilizaremos de ejemplo para señalar la di-
rección del sistema de préstamos e inversión que ha tomado
el país, pues el objetivo de esta banca no era la beneficen-
cia pública o aumentar su capital financiero, sino un pro-
yecto de préstamos para la inversión agraria y las nuevas fi-
guras resultado del desarrollo del capital, microempresarios
y medio empresarios, pues la finalidad de estos préstamos
es la de capitalizar a los sectores mencionados y puedan ex-
pandir o rescatar su negocio; es decir son préstamos ligados
al desarrollo de las actividades económicas y no a la am-
pliación del capital individual, una banca que invierte en
sectores estratégicos para el progreso del país.

La Real Academia Española define invertir como “emple-
ar, gastar, colocar un caudal”.1 Por otra parte, John May-
nard Keynes, en Teoría general del empleo, el interés y el

dinero, define invertir como comprar bienes de capital,
cuando un individuo invierte, literalmente “compra el de-
recho a la serie de ingresos descontados que él espera ob-
tener durante la vida útil del capital con la venta de su pro-
ducción, deducción hecha de los gastos corrientes para
obtener dicha producción”.2

Al elevarse la inversión en bienes de capital, la eficiencia
del capital es objeto de dos influencias que se suman, pri-
mero, los rendimientos esperados disminuyen; esta dismi-
nución se debe al efecto de los rendimientos decrecientes,
y segundo si los costes de las empresas que producen los
bienes de capital son crecientes, el precio de oferta aumen-
ta, es así que para cada tipo de bien capital, la eficiencia
disminuye cuando la inversión crece.

Tomando en cuenta lo anterior, John Maynard Keynes di-
ce: “Trazar la curva que relaciona los diversos flujos glo-
bales de inversión con el valor correspondiente de la efi-
ciencia marginal del capital, adicionando para todos los
tipos de capitales el flujo de inversión que corresponde a
un mismo valor de la eficiencia accesoria del capital”.

Esa curva, naturalmente decreciente, es denominada por
John Maynard Keynes curva de eficiencia marginal del ca-
pital, algunas veces, en la curva de demanda de capital, a
medida que descendemos sobre la curva aumenta el precio
de los bienes de capital ya que estos precios se relacionan
inversamente con los rendimientos, encareciendo el dinero
sobre los productos que proporciona y beneficiando a la
volatilidad del mercado con tendencias a la baja.

Por lo anterior debemos considerar lo complicado y frágil
que es el sistema económico, mas no por ello debe ser re-
servado a los grandes capitales, las inversiones de peque-
ños capitales son de gran utilidad, en especial cuando se
agrupan y enfocan en transacciones directas, pues los be-
neficios y pérdidas obtenidas se reparten proporcionalmen-
te, como plantea Harry Markowitz, quien indica la ventaja
de los portafolios con acciones distintas, con el fin de que
las acciones de bajo rendimiento se vean compensadas con
las acciones de alto rendimiento, generando un fondo man-
comunado de acciones positivas y negativas,3 por lo que
con una buena propuesta de inversión se puede obtener
grandes beneficios, sin embargo, el acceso a estos esque-
mas de inversión solo pueden ser alcanzados con grandes
capitales, es por ello la importancia de que los ciudadanos
se reúnan en sociedades de inversión y con la suma de ca-
pitales lograr mejores rendimientos en su dinero.



Sin embargo, la inversión sin información ni experiencia es
sumamente arriesgada, pues depende de factores inheren-
tes al inversionista, como

Riesgo de mercado, la pérdida que puede sufrir un in-
versionista debido a la diferencia en los precios que se
registran en el mercado o en los movimientos de los lla-
mados factores de riesgo (tasas de interés, tipos de cam-
bio, precio de las acciones). También se puede definir
como la posibilidad de que el valor presente neto de los
portafolios se mueva adversamente ante cambios en las
variables macroeconómicas que determinan el precio de
los instrumentos que componen la cartera de valores.
Según Jorion, el riesgo de mercado se deriva de cambios
en el precio de los activos y pasivos financieros (o vo-
latilidades) y se mide a través de cambios en el valor de
las posiciones abiertas.

Riesgos de liquidez, el cual se refiere a las pérdidas que
pueda sufrir una institución al requiere una mayor can-
tidad de recursos para financiar sus actividades a un cos-
to posiblemente inaceptable. El riesgo de liquidez se re-
fiere también a la imposibilidad de transformar en
efectivo un activo o portafolios (imposibilidad de ven-
der un activo en el mercado). Este riesgo se presenta en
situaciones de crisis, cuando en los mercados hay úni-
camente vendedores.

Riesgo de crédito, el más antiguo y probablemente el
más importante que enfrentan las entidades bancarias.
Se puede definir como la pérdida potencial producto del
incumplimiento de la contraparte en una operación que
incluye compromiso o pago.

Riesgo legal, se refiere a la pérdida que se sufre en ca-
so de que exista incumplimiento de una contraparte y no
se pueda exigir, por la vía jurídica, cumplir con los com-
promisos de pago. Se refiere a operaciones que tengan
algún error de interpretación jurídica o alguna omisión
en la documentación.

Riesgo operativo, un concepto muy amplio y que se
asocia con fallas en los sistemas, procedimientos en los
modelos o en las personas que manejan dichos siste-
mas.4

Las sociedades anónimas promotoras de inversión, nacen
como una entidad encargada de auxiliar y apoyar a los ciu-
dadanos que desean invertir su dinero, pero no conforman
un capital suficiente como para invertir en grandes bolsas

o utilizar métodos de portafolio, lamentablemente no exis-
te un método de vigilancia, y los depredadores del merca-
do utilizan un método piramidal, perteneciente al capitalis-
mo salvaje y que básicamente paga réditos de los
inversionistas que llevan más tiempo con el capital de los
inversionistas que recién han ingresado, con el fin de en-
tregar beneficios rápidos y muy altos en inversiones.

El 15 de diciembre de 2012, la revista Proceso publicó un
artículo en el que menciona al empresario Víctor Íñiguez
Guerrero, presunto responsable de fraude en Jalisco, Gua-
najuato y Oaxaca, el cual asciende a 26 millones de pesos.5

Actualmente, la Ley del Mercado de Valores establece que
las sociedades promotoras de inversión no serán vigiladas,
lo cual deja una puerta abierta a los depredadores del ca-
pital, enriqueciéndose de las inversiones que utilizan en
forma piramidal y que busca solo su beneficio propio,
afectando no sólo a las personas que confiaron su dinero,
el cual muchas veces proviene de sus ahorros, también
perjudicando el desarrollo nacional y realizando un retro-
ceso del libre mercado al no generar la confianza de los
pequeños capitales.

Por ello consideramos que una sola modificación al último
párrafo del artículo la de la Ley del Mercado de Valores,
en el que actualmente dice: “Las sociedades anónimas
promotoras de inversión no estarán sujetas a la supervi-
sión de la comisión, salvo que inscriban valores en el re-
gistro”,6 éste no los exime de cualquier revisión, limitan-
do con ello las medidas preventivas que pudiera tomar la
autoridad ante los malos manejos, los cuales ya han dete-
riorado el capital y la vida de varios ciudadanos, quienes
interesados en ingresar al mercado de valores, se vieron
engañados por los depredadores de capitales emergentes,
quienes ante la opacidad de ley realizaron fraudes millo-
narios, con esta modificación sostenemos que bajo la su-
pervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
se podrá alertar a los inversionistas cuando su capital se
encuentre aplicado en sistema piramidal, o cualquier otro
tipo de fraude financiero, pues tal y como lo comentado en
esta exposición de motivos, el fraude en estas sociedades
ha acontecido varias veces y ya es momento que la Legis-
lación en la materia tome cartas en el asunto, previniendo
que no vuelva ocurrir un nuevo fraude en ninguna parte de
la República Mexicana”.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración del ple-
no de la Cámara de Diputados el presente
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Decreto

Único. Se reforma el artículo 10 de la Ley del Mercado de
Valores, para quedar como sigue:

Artículo 10. …

I. y II. …

Las sociedades anónimas promotoras de inversión esta-
rán sujetas a la supervisión de la Comisión, y deberá in-
formar a los inversionistas su opinión respecto a las ope-
raciones realizadas por las sociedades anónimas
promotoras de inversión.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Real Academia Española.

2 John Maynard Keynes. Teoría general del empleo, el interés y el di-

nero.

3 Markowitz, Harry, 1952. “Portfolio selection”, en The Journal of Fi-

nance, volumen 7, número 1, páginas 77-91.

4 Jorion Phillipe (2003). Valor en riesgo, Limusa, Universidad de Ca-
lifornia. México, Distrito Federal.

5 http://www.proceso.com.mx/?p=327908

6 Ley del Mercado de Valores.

Dado en el Palacio Legislativo de la Cámara de Diputados, a 27 de oc-
tubre de 2016— Diputado Salvador Zamora Zamora (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABI-
LIDAD HACENDARIA

«Iniciativa que reforma el artículo 2o. y modifica el capí-
tulo IV de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria, a cargo de la diputada María Candelaria
Ochoa Avalos, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

La suscrita, diputada María Candelaria Ochoa Avalos, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no, con arreglo a las facultades y atribuciones conferidas
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción
I, 77 y 78 del Reglamento de la Honorable Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma distintas dis-
posiciones de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El presupuesto de egresos de la federación es uno de los
instrumentos más importantes con los que cuenta el Estado
mexicano para llevar a cabo funciones administrativas, pa-
ra poder implementar políticas públicas que den solución a
las grandes problemáticas nacionales y para cumplir con
los compromisos asumidos en los Planes Nacionales de
Desarrollo. 

El presupuesto, en un principio, había sido desarrollado a
partir del tipo de gasto que se realizaría y a la lógica pro-
gramática que cada dependencia planeaba para realizar sus
funciones. A esta forma de presupuestar, desde el 2008, se
sumó la de presupuestar a partir de temáticas específicas
que conjugan programas y acciones de distintas dependen-
cias, lo que se vio traducido en la integración de anexos
transversales en el presupuesto de egresos de la federación.

Este proceso de integración de anexos trasversales al pre-
supuesto se vio institucionalizado en el 2011 cuando se re-
formó la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria para definirlos e integrarlos como parte del
presupuesto de egresos.

Así, la ley los define como: 

“Artículo 2. Para efectos de esta ley, se entenderá por:

I …



II…

III… 

III Bis. Anexos Transversales: anexos del Presupuesto
donde concurren Programas Presupuestarios, compo-
nentes de éstos y/o Unidades Responsables, cuyos re-
cursos son destinados a obras, acciones y servicios vin-
culados con el desarrollo de los siguientes sectores:
Igualdad entre mujeres y hombres; atención de niños,
niñas y adolescentes; desarrollo integral de los pueblos
y comunidades indígenas; desarrollo de los jóvenes;
Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Ru-
ral Sustentable; Programa de Ciencia, Tecnología e In-
novación; Estrategia Nacional para la Transición Ener-
gética y el Aprovechamiento Sustentable de la Energía;
atención a grupos vulnerables; y los recursos para la mi-
tigación de los efectos del cambio climático.”

Con ello, la ley reconoce 9 temáticas específicas que con-
forman cada uno de los anexos. Estos anexos responden,
por un lado, a la necesidad de atención a problemáticas na-
cionales específicas y, por otro lado, a cumplir con reco-
mendaciones de organismos internacionales realizadas al
país en diversas materias. 

En este sentido, la asignación presupuestaria contenida en
estos anexos presupuestales es, a su vez, el reconocimien-
to y compromiso del Estado mexicano de trabajar en torno
a aquellos temas que hoy se encuentran en la agenda na-
cional –y mundial– como prioritarios para lograr un desa-
rrollo armónico, plural e incluyente.

Así, por ejemplo, se atendió a las recomendaciones reali-
zadas desde la cuarta Conferencia Mundial Sobre la Mu-
jer,1 celebrada en Beijín en 1995, en la que se establecen
acuerdos para todos los países miembros de las Naciones
Unidas para dotar de recursos presupuestarios a temas de
salud, educación, desarrollo social y desarrollo económico
vinculados con las mujeres y la igualdad de género; así co-
mo a los mecanismos que tengan como objetivos erradicar
la violencia contra las mujeres y los mecanismos de ade-
lanto de las mujeres, entre otros tópicos.

Asimismo, en el caso del anexo transversal del presupues-
to sobre atención a niñas, niños y adolescentes, se atendió
a lo estipulado en la Convención Sobre los Derechos de los
Niños; en particular a su artículo cuarto, el cual establece
que los Estados miembros adoptarán todas las medidas ad-

ministrativas, legislativas y de otra índole para dar efecti-
vidad a los derechos reconocidos en la convención hasta el
máximo de los recursos de que dispongan.2

Para el caso del desarrollo de los pueblos indígenas, la de-
claración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los
pueblos indígenas establece –en su artículo cuarto– que es-
tos tienen derecho a la libre determinación, autonomía y
autogobierno, así como el derecho a disponer de los me-
dios para financiar sus funciones,3 elementos que susten-
tan el anexo trasversal relativo.

El cambio climático, por su lado, es uno de los temas que
ha generado más debates y políticas públicas en los últimos
años. A nivel internacional se han organizado encuentros y
conferencias de alto nivel que han puesto el acento en las
posibles consecuencias negativas si no se actúa para miti-
garle, y de los que han surgido compromisos internaciona-
les. Dentro de ellos se encuentra la convención marco de las
Naciones Unidas sobre el cambio climático,4 y el Protoco-
lo de Kioto resultante, en los que los estados miembros se
comprometen a financiar –a través de distintos mecanis-
mos– proyectos y mecanismos de mitigación, así como el
uso de tecnologías limpias. En el caso de México, el anexo
trasversal cumple parte de la función presupuestaria.

De igual manera, en otros instrumentos internacionales a
los que el Estado mexicano se ha vinculado, como fueron
los Objetivos de Desarrollo del Milenio –hoy transforma-
dos en Objetivos de Desarrollo Sostenible;5 se adoptó el
compromiso de crear políticas públicas que permitieran al
país lograr cumplir con las metas propuestas en estos ins-
trumentos sobre educación, salud, igualdad de género y
combate al cambio climático, entre otros, para lo cual la
parte presupuestaria era una necesidad primordial.

Así, los anexos trasversales se diseñaron como parte de los
instrumentos nacionales que permitieran dar cumplimiento
a dichos compromisos internacionales, pero los anexos
también responden a problemáticas y necesidades identifi-
cadas nacionalmente.

En este orden de ideas, la igualdad de género sigue siendo
un tema en el que, a pesar de los avances conseguidos, aún
hay muchos retos; como el cambio cultural sobre el papel
de la mujer en la sociedad mexicana, el acceso a puestos de
trabajo dignos, la igualdad salarial, la igualdad de oportu-
nidades, la aceptación de su participación en la esfera polí-
tica y empresarial, entre muchos otros.
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Por su parte, la pirámide poblacional de nuestro país aún
muestra el llamado bono demográfico, en el que la princi-
pal población siguen siendo jóvenes, adolescentes y niñas,
por lo que elaborar políticas públicas para estos grupos es
fundamental en el proyecto de largo plazo de nuestro país. 

También el desarrollo indígena es primordial en nuestro
país, pues la composición poblacional muestra una alta
concentración y diversidad de comunidades indígenas, las
cuales han sido históricamente marginadas y condenadas a
la pobreza. Revertir esta situación y socializar las ventajas
de la diversidad cultural es menester en nuestro país por
justicia social y por beneficio nacional.

El caso del cambio climático y su impacto es un tema de es-
pecial preocupación para nuestra nación, pues la biodiversi-
dad de nuestro territorio, que nos hace ser uno de los prin-
cipales países megadiversos del mundo,6 se ve
comprometida de manera sustantiva antes los efectos de es-
te fenómeno, lo que puede ocasionar grandes conflictos so-
ciales entre los ciudadanos y comunidades que viven –y de-
penden– de esta biodiversidad.

El desarrollo rural en nuestro país es un tema que se ha
postergado y que urge atender. Aún hoy, poco más del 20
por ciento de la población nacional se encuentra en el ám-
bito rural y lleva a cabo actividades vinculadas al sector
primario; un porcentaje muy alto comparado con otros paí-
ses de ingreso similar al nuestro. Dentro de esta población
hay muchos pequeños y medianos productores cuya pro-
ducción todavía es de temporal y que dependen de las fuer-
tes fluctuaciones del mercado y de los cambios de clima no
previstos. En este sentido, el Anexo vinculado al desarrollo
agrícola y al campo mexicano es prioritario para nuestro
país.

Sin duda, los temas que atienden los anexos trasversales re-
quieren atención y, por lo tanto, de presupuesto, que per-
mita desarrollar programas y proyectos para lograr cumplir
con las diferentes recomendaciones que en la materia se le
han dado al país, así como las necesidades internas de de-
sarrollo.

Sin embargo, un tema ausente de los anexos trasversales es
el de los derechos humanos. México es firmante de la De-
claración Universal de los Derechos Humanos, lo que lo
compromete a trabajar en torno a ellos, su respeto y su apli-
cación.

Y aunque ha habido avances, no ha sido suficiente lo has-
ta ahora logrado, y hay temas en la agenda de los derechos
humanos que aún están pendientes, como el de la desapari-
ción forzada, el de la erradicación de la tortura, la defensa
de periodistas, las detenciones arbitrarias, entre otras. Ello
se hace patente en los informes y recomendaciones que Na-
ciones Unidas ha realizado a nuestro país.

En este sentido, el Informe del Grupo de Trabajo sobre el
Examen Periódico Universal del Consejo de Derechos Hu-
manos de la Asamblea General de la Naciones Unidas so-
bre México, que se presentó en 2013,7 emitió 176 reco-
mendaciones; entre las que se encuentran:

“Asignar recursos suficientes a la Unidad de Vincula-
ción Ciudadana y ampliar su capacidad con objeto de
hacer frente a los peligros de una fuerte presencia mili-
tar en las calles para combatir la delincuencia organiza-
da”.

“Considerar la posibilidad de utilizar plenamente las en-
miendas constitucionales de manera más efectiva para
prevenir e investigar violaciones a los derechos huma-
nos, sancionar a quienes las cometen, y proporcionar re-
paración y recursos efectivos a las víctimas de violacio-
nes de los derechos humanos”.

“Redoblar los esfuerzos para combatir la impunidad y la
corrupción en todo el país mediante la creación de una
institución federal de lucha contra la corrupción, con ca-
pacidad de enjuiciar; así como mediante la asignación
de recursos suficientes para investigar y enjuiciar los
delitos contra las mujeres y los niños”.

“Garantizar la aplicación efectiva del Mecanismo para
la Protección de Personas Defensoras de Derechos Hu-
manos y Periodistas con fondos gestionados adecuada-
mente y recursos humanos capacitados, y asegurar que
en México se investiguen y enjuicien las denuncias de
amenazas, ataques y desapariciones”.

“Asignar suficientes recursos financieros y humanos pa-
ra la aplicación efectiva de su Plan Nacional de Desa-
rrollo con miras a la erradicación de la pobreza y el ac-
ceso a la educación”.

“Seguir reforzando sus medidas encaminadas a la re-
ducción de la pobreza y el hambre para promover el
bienestar del pueblo mexicano”.



Estas son sólo algunas de las recomendaciones que se con-
jugan con informes específicos y que también hacen reco-
mendaciones al Estado mexicano, como son:

– El Informe sobre la situación de las y los Defensores
de Derechos Humanos en México,8 publicado en 2009,
que menciona en sus recomendaciones: 

“Mejorar la efectividad de las medidas precautorias para
proteger a los defensores de derechos humanos, inclu-
yendo la adopción de estrategias de prevención en el ám-
bito federal y estatal para prevenir ataques y proteger la
vida y la integridad psicológica de los defensores, y ga-
rantizar que esos programas tengan suficientes recursos
económicos y compromiso políticos para garantizar su
cumplimiento”.

–Del Comité de Desaparición Forzada, en sus observa-
ciones finales sobre el informe presentado por México
en virtud del artículo 29, párrafo 1, de la Convención,9

menciona que el Estado mexicano deberá:

“Garantizar la efectiva coordinación, cooperación y cru-
ce de datos entre los órganos con competencia para la
búsqueda de personas desaparecidas e identificación de
sus restos cuando hubieran fallecido y asegurar que
cuenten con los recursos económicos, técnicos y de per-
sonal necesarios”.

Así como otros informes relativos a la Convención contra
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o
Degradantes; las observaciones finales del Comité para la
Eliminación de la Discriminación Racial; del Comité de la
Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Mi-
gratorios y de sus Familiares; y sobre desplazados internos,
ejecuciones extrajudiciales, sobre detención arbitraria, so-
bre libertad de expresión y sobre alimentación, entre otros
temas y recomendaciones.

El Estado mexicano lleva a cabo acciones y programas re-
lativos al respeto, promoción y aplicación de los derechos
humanos, así, por ejemplo, en la estructura programática
del 2016 se identifica que, al menos en los ramos de go-
bernación, relaciones exteriores, defensa nacional, salud,
Procuraduría General de la República, desarrollo social y
en las entidades no sectorizadas hay por lo menos un pro-
grama o dirección que atienden el tema de derechos huma-
nos.

Sin embargo, al día de hoy, identificar y analizar los pro-
gramas y las acciones presupuestarios que realiza el Esta-
do mexicano con miras a la atención de los derechos hu-
manos es complejo, pues no hay un instrumento general
que los permita identificar de forma certera.

Así, se tienen elementos suficientes para considerar que en
el presupuesto de egresos de la federación se incluya un
anexo transversal sobre el tema de derechos humanos que
permita a los observadores nacionales e internacionales te-
ner mejor información, y de esta forma facilitar la identifi-
cación y el análisis del esfuerzo realizado sobre los temas
y las recomendaciones emitidas.

Por lo anterior, someto a consideración de esta legislatura
el siguiente proyecto de

Decreto que reforma y adiciona disposiciones de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria

Artículo Único: Se reforman los artículos 2, numeral
III Bis, y se modifica el Capítulo IV para quedar como
sigue:

Artículo 2

I. a III…

III Bis. Anexos Transversales: anexos del Presupuesto
donde concurren Programas Presupuestarios, compo-
nentes de éstos y/o Unidades Responsables, cuyos re-
cursos son destinados a obras, acciones y servicios vin-
culados con el desarrollo de los siguientes sectores:
igualdad entre mujeres y hombres; atención de niños,
niñas y adolescentes; desarrollo integral de los pueblos
y comunidades indígenas; desarrollo de los jóvenes;
Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Ru-
ral Sustentable; Programa de Ciencia, Tecnología e In-
novación; Estrategia Nacional para la Transición Ener-
gética y el Aprovechamiento Sustentable de la Energía;
atención a grupos vulnerables; los recursos para la miti-
gación de los efectos del cambio climático; y derechos
humanos

Artículo 41. …

I. …

II. a) a v)
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x) Las previsiones de gasto que correspondan a De-
rechos Humanos

III. …

a)…

b)…

c) La metodología, factores, variables y fórmulas
utilizadas para la elaboración de los Anexos Trans-
versales a los que se refieren los incisos j), o), p), q),
r), s), t), u), v) y x) de la fracción anterior, estable-
ciendo con claridad los porcentajes o cuotas que del
presupuesto de los Programas Presupuestarios y/o
de las Unidades Responsables son considerados pa-
ra la integración de dichos Anexos. En caso de que
existan modificaciones en la metodología con res-
pecto a la utilizada en el ejercicio fiscal anterior, se
deberá incluir un apartado donde se explique y justi-
fique plenamente el motivo de dichas modificacio-
nes, y

Artículo 107.

I. ...

a)…

b) i) a iii)

iv) La evolución del gasto público previsto en los
Anexos Transversales a los que se refiere el artículo
41, fracción II, incisos j), o), p), q), r), s), t), u), v) y
x) de esta Ley.

II. …

…

…

…

…

La Cuenta Pública deberá contener los resultados del ejer-
cicio del Presupuesto establecido en los Anexos Transver-
sales a los que se refiere el artículo 41, fracción II, incisos
j), o), p), q), r), s), t), u); v) y x) de esta Ley, en los mismos

términos y el mismo grado de desagregación en los que se
presente la evolución del gasto público al que hace refe-
rencia el sub inciso iv), inciso b) fracción I del presente ar-
tículo.

Transitorios

Primero. Las adecuaciones aplicarán a partir del presu-
puesto de egresos de la federación 2018

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas:

1 ONU, (1996) Informe de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la
mujer, New York. http://www.un.org/womenwatch/daw/beijing/pdf/
Beijing%20full%20report%20S.pdf

2 UNICEF, (2006) Convención sobre los derechos del niño, Madrid.
http://www.un.org/es/events/childrenday/pdf/derechos.pdf

3 ONU, (2008) Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos
de los pueblos indígenas, New York. http://www.un.org/esa/socdev/
unpfii/documents/DRIPS_es.pdf

4 ONU, (1992) Convención marco de las Naciones Unidas sobre el
cambio climático, New York. https://unfccc.int/files/essential_back-
ground/background_publications_htmlpdf/application/pdf/convsp.pdf 

5 http://www.un.org/es/millenniumgoals/

6 Biodiversidad Mexicana, Conabio. http://www.biodiversidad.gob.
mx/

7 ONU, (2013) Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Perió-
dico Universal. México, New York. http://recomendacionesdh.mx/re-
comendaciones/descargar/EPU2013/pdf

8 ONU, (2009) Defender los Derechos Humanos: Entre el compromi-
so y el riesgo. Informe sobre la situación de las y los Defensores de De-
rechos Humanos en México, New York. http://recomendacio-
nesdh.mx/recomendaciones/descargar/OACNUDH_Defensores_DH/p
df

9 ONU, Observaciones finales sobre el informe presentado por Méxi-
co en virtud del artículo 29, párrafo 1, de la Convención. http://reco-
mendacionesdh.mx/recomendaciones/descargar/observaciones_fina-
les_comit_desaparicion_forzada_mexico_2015/pdf



Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de octubre de
2016.— Diputada María Candelaria Ochoa Avalos (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para dictamen.

LEY FEDERAL DE JUEGOS Y SORTEOS

«Iniciativa que adiciona los artículos 18 a 20 de la Ley Fe-
deral de Juegos y Sorteos, a cargo del diputado Germán
Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano

El proponente, Germán Ernesto Ralis Cumplido, diputado
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 62 y demás rela-
tivos del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa en la
que se adicionan los artículos 18, 19 y 20, de la Ley Fede-
ral de Juegos y Sorteos, al tenor del siguiente:

Exposición de Motivos

El juego patológico, también conocido como ludopatía, es
definido según el Centro de Soluciones Psicopedagógicas
Internacional de México, como un trastorno mental.1

La Clasificación Internacional de Enfermedades de la Or-
ganización Mundial de la Salud, en 1992, definió la ludo-
patía como un “trastorno que consiste en la presencia de
frecuentes y reiterados episodios de juegos de apuestas que
dominan la vida del enfermo, en perjuicio de los valores y
obligaciones sociales, laborales, materiales y familiares del
mismo.”2

La ludopatía infantil es una enfermedad se empieza a des-
arrollar en niños de entre 8 y 12 años, los cuales no pueden
impedir su adicción al juego.3

La ludopatía infantil es algo que se viene tristemente po-
tenciando con el desarrollo tecnológico, pues las máquinas
y juegos tradicionales están siendo remplazadas por video-
juegos portátiles y tablets, sin embargo 30% de los niños
que juegan videojuegos presentan conductas adictivas,

mismas que les genera obsesiones con otras formas de jue-
go.4

Los juegos de azar generan en el jugador la esperanza de
cambiar su suerte, y con solo un poco de inversión, en
tiempo inmediato duplicar o incrementar su dinero. Este
tipo de juegos generan ansiedad, alegría, frustración e in-
certidumbre, así como adicción, lo que conlleva a los ju-
gadores a tener la necesidad de jugar y jugar, convirtién-
dolo en un juego patológico.5

Las niñas, niños y adolescentes, pese a no tener acceso a
los lugares destinados a los juegos de apuestas y sorteos,
por su minoría de edad, son altamente vulnerables para ser
víctimas de la ludopatía; este trastorno puede iniciar en me-
nores que tienen acceso a máquinas tragamonedas que es-
tán establecidas en tiendas, papelerías, mercados o casi en
cualquier lugar al que los menores tienen acceso. 

Los padres en muchas ocasiones ven como inofensivos los
juegos de azar, y lo son, a menos que sean a cambio de una
remuneración económica y les generen la ansiedad o espe-
ranza de ganar dinero. En muchas ocasiones las condicio-
nes laborales no permiten a los padres estar todo el tiempo
detrás de sus hijos, y en muchas ocasiones no se percatan
que en estos establecimientos hay una aparentemente in-
ofensiva máquina tragamonedas y deciden jugar en ella, lo
que los convierte en blancos fáciles para los comerciantes
de estas máquinas, ya que si ganan, quieren seguir jugando
para volver a hacerlo, y si no lo hacen, buscan seguir apos-
tando hasta lograrlo o simplemente saciar la ansiedad que
esto les genera.

Desafortunadamente nuestro país está lleno de localidades
donde es común ver a los niños jugar en maquinitas, las
cuales están distribuidas en toda clase de negocios locales
sin regulación alguna, y son el escaparate perfecto a la po-
blación más vulnerable de obtener una distracción y la pro-
mesa de dinero fácil. 

En muchas entidades federativas las máquinas tragamone-
das están prohibidas en la vía pública y se han consignado
a espacios exclusivos para adultos, los cuales no son casas
de apuestas propiamente, sino más bien locales de máqui-
nas de videojuegos y tragamonedas.

En la práctica no siempre las niñas, niños y adolescentes
están protegidos de este tipo de establecimientos, ya que
quedan cerca de sus escuelas, parques o lugares recreati-
vos, además de que no suelen contar con un estricto control
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para ingresar, en el que se compruebe la edad de los usua-
rios. Las maquinas no requieren de una persona externa pa-
ra supervisarla o vigilar su funcionamiento, generalmente
estos locales están llenos de máquinas en las que el único
impedimento para ingresar es un letrero o cartulina con la
leyenda “Prohibido el acceso a menores de edad”, lo cual
no es una garantía y menos, cuando no hay un responsable
que vigile que esta norma se cumpla.

Dicho lo anterior, es de suma importancia proporcionar a
los menores espacios donde puedan tener una sana convi-
vencia entre ellos y las personas que los rodean. Espacios
como los parques que hoy en día son considerados como
lugares para la diversión y esparcimiento, para que los ni-
ños, niñas, adolescentes, familias y público en general pa-
sen tiempo juntos en áreas seguras, donde puedan convivir
tranquilamente en espacios sanos, ya sea haciendo ejerci-
cio, día de campo, paseando a sus mascotas o simplemen-
te jugando; lugares específicos para la recreación y la cul-
tura como los museos, los cuales de acuerdo a la Ley de
Patrimonio Histórico Español se denominan como “Las
instituciones de carácter permanente que adquieren, con-
servan, investigan, comunican y exhiben para fines de es-
tudio, educación y contemplación conjuntos y colecciones
de valor histórico, artístico, científico y técnico o de cual-
quier otra naturaleza cultural”; o bien, espacios deportivos
donde el deporte es una válvula de escape, no solo en las
grandes ciudades, sino que también en comunidades y zo-
nas marginales o de alta peligrosidad, aportando a nuestras
niñas, niños y adolescentes la oportunidad de tener una in-
fancia y adolescencia libre de adicciones, pues el deporte
permite que el individuo genere nuevas perspectivas, disci-
plina, amor y respeto por su cuerpo y sus semejantes, en-
señándoles muchas veces a trabajar en equipo, pero sobre
todo, a mantener su mente y su tiempo ocupado en cosas
que solo atraerán beneficios para ellos. 

El otorgar permisos sin considerar una distancia respetable
entre los espacios de recreación, deportivos y de estudio de
menores, los hace altamente vulnerables al no estar consi-
derados en la Ley como inmuebles a los que se les deba te-
ner un mínimo de distancia para la instalación de casas de
juegos de apuestas y sorteos, tal como lo marca el artículo
38 del Reglamento de la Ley Federal de Juegos y Apues-
tas, en el cual NO están considerados. 

Al mismo tiempo, dentro de esta propuesta, se incluye una
reforma complementaria al problema de ludopatía infantil,
en la cual se trata de crear controles más estrictos para el

acceso a juegos online, esto con la finalidad de evitar que
menores de edad puedan acceder a ellos, ya que actual-
mente el internet se ha vuelto parte importante y casi cual-
quier persona tiene acceso a un dispositivo móvil o com-
putadora de cualquier tipo.6

El juego online ofrece condiciones cómodas como lo es el
anonimato, accesibilidad, una apuesta pequeña y poca re-
gulación,7 y en internet existen varios tipos de empresas
que te invitan a jugar realizando apuestas en línea, primero
te dan puntos para que pruebes gratis el juego y posterior-
mente puedes iniciar jugando con apuestas que se realizan
con cargo a tarjetas de crédito.

Las personas se vuelven aficionadas a las máquinas traga-
monedas y juegos en línea, por ser una manera de divertir-
se o distraerse de su rutina diaria, sin embargo, en este tipo
de juegos las personas en ocasiones no saben cómo dete-
nerse o hasta cuando parar; una medida preventiva que se
aconseja es dejar la tarjeta de crédito en su casa cuando se
asista a un casino, pero en juegos en línea el peligro es que
tu fijas tu propio limite. 

En muchas ocasiones las recomendaciones no son atendi-
das y se dejan pasar en vano, ya que el jugador cree estar
consciente de lo que va a apostar, pero estando en el lugar
de juego y viendo que otros han ganado lo que él no ha po-
dido, busca la manera de ganar algo de lo que lleva perdi-
do, aunque sea una mínima cantidad, lo que hace que la
adrenalina del jugador aumente y continúe apostando. 

Las páginas de juegos en internet, buscan la forma de lla-
mar al jugador para que se familiarice sin adquirir algún
riesgo de por medio, ofreciendo juegos de forma gratuita y
obsequiando puntos que les permiten ingresar a partidas sin
costo, esto sin poder comprobar que la persona que se en-
cuentra detrás del equipo de cómputo sea mayor de edad. 

En la actualidad no existe una manera real y efectiva de
comprobar que menores de edad puedan jugar gratis dentro
de estas páginas; pues su sistema de seguridad se limita a
presionar un botón en el que se les pregunta: ¿Eres mayor
de edad?, o a subir una fotografía de documentos oficiales
que fácilmente pueden conseguir de sus padres o tutores a
escondidas, y así una vez quedando validada la falsa ma-
yoría de edad se puede apostar libremente.8

La era digital ha provocado una expansión del comercio
mundial, sin embargo, con este crecimiento ha ido también



el aumento en los costos en seguridad del individuo, causa-
do por ejemplo por el fraude de identidad.

Para evitar este fraude o robo de identidad, resulta necesa-
rio aumentar el nivel de seguridad que se piden en los por-
tales de apuestas en línea, precisando que los usuarios que
deseen ingresar se identifiquen a través de filtros más com-
plejos y que otorguen mayor certeza, de forma que la in-
formación que convenga a dicha cuenta de usuario, esté
protegida y sea de uso exclusivo del usuario y de la insti-
tución de juegos y sorteos que prefiera. Estas medidas de
protección y vigilancia serán de utilidad tanto para los
usuarios, como para restringir los juegos a menores de
edad, pues al implementar medidas más estrictas de identi-
ficación, se podrá evitar que menores puedan acceder con
las tarjetas de crédito de padres o familiares y de esta for-
ma ser vulnerables.

Considerandos

En México, la Secretaría de Gobernación reconoce en su
portal de internet, que las máquinas tragamonedas son una
fuente de corrupción de menores, que su uso no es un jue-
go y que tristemente es una adicción que abre la puerta a
diferentes tipos de delincuencia.9

La conducta de los niños y adolescentes ludópatas es refle-
jada en la etapa adulta, arrastrando en su vida problemas fi-
nancieros y de delincuencia para mantener su adicción y
presentando afectaciones en los ámbitos social, conductual
y emocional.10

La expedición de permisos, sin que existan reglas claras es
altamente riesgoso, pues se requieren controles más estrictos
que impidan que los menores de edad tengan acceso a estos
lugares, o a las máquinas tragamonedas. 

Las máquinas tragamonedas que se encuentran instaladas
en lugares sin autorización de la Secretaría de Gobernación
son ilegales. 

La Secretaría cuenta con información que indica que detrás
del uso e instalación de máquinas tragamonedas, existe una
mafia de delincuencia organizada y a nivel nacional, la cual
genera un ingreso aproximado de 600 millones de pesos se-
manales. Al mismo tiempo los estudios demuestran que la
adicción a estas máquinas es equiparable a la de la cocaína
y/o crack, por lo que un tema así no se puede dejar pasar
sin una correcta regulación.11

Existe una opinión técnica realizada por la Subprocuradu-
ría Especializada en Investigación de Delincuencia Organi-
zada de la PGR que aporta interesantes puntos y conclu-
siones contundentes al tema, como:

• Las máquinas tragamonedas son precursoras de pro-
blemas de juego patológico.

• Los menores que enfrentan problemas en sus relacio-
nes familiares son víctimas fáciles para la introducción
al juego y a diferentes modalidades de delincuencia. 

• Los recursos obtenidos por esta actividad son conside-
rados ilegales gracias a lo dispuesto en el artículo 12 del
Reglamento de la Ley Federal de Juegos y Sorteos.

• El número elevado de tragamonedas tiene relación di-
recta con la comisión de delitos simples, hasta lavado de
dinero.

Derivada de esta investigación, la recomendación legal re-
alizada a la Directora General de Juegos y Sorteos de la Se-
cretaría de Gobernación, la Lic. María Marcela Gonzales
fue clara y contundente; concluyendo que: es necesario y
urgente que la autoridad competente lleve a cabo el
control o erradicación de las máquinas tragamone-
das.12

Por las consecuencias que genera en los menores es impor-
tante prohibir las máquinas tragamonedas en lugares públi-
cos, con la intención de salvaguardar el interés superior de
la niñez, y así evitar que lleguen a afrontar un problema de
ludopatía o cometan delitos para poder saciar su adicción.

La vigilancia debe ser constante, los operativos deben cer-
ciorarse que se cumpla con la Ley y la misma Ley debe
contemplar penas específicas que impidan que los comer-
ciantes hagan caso omiso y reincidan en el delito; y lo prin-
cipal, que los menores no estén expuestos.   

En España, el 33% de los ludópatas adultos habían empe-
zado a jugar antes de los 10 años, mientras que 47% entre
los 11 y 18 años. Aunado a esto, 45.2% de los infantes lu-
dópatas se han ausentado a clases para seguir jugando.13

Por lo anteriormente expuesto, se somete a su considera-
ción, la presente iniciativa con proyecto de 
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Decreto por el que se adicionan los artículos 18, 19 y 20
de la Ley Federal de Juegos y Sorteos

Único. Se adicionan los artículos 18, 19 y 20 de la Ley Fe-
deral de Juegos y Sorteos, para quedar como sigue:

Artículos 1-17… 

Artículo 18. Las máquinas tragamonedas reguladas en
el reglamento de esta ley en su artículo 12, quedan pro-
hibidas en la vía pública, así como en tiendas de aba-
rrotes, misceláneas, vinaterías, farmacias, papelerías,
tlapalerías y establecimientos comerciales a los que ten-
gan acceso menores de 18 años; así mismo no podrán
instalarse a menos de trescientos metros de distancia de
inmuebles como escuelas, parques, casa de cultura, mu-
seos, centros deportivos y centros culturales.

Artículo 19. Los establecimientos que incumplan con el
artículo anterior se harán acreedores a una multa de
cien a trecientas unidades de medida actualizada
(UMA), además del decomiso de todos los utensilios y
objetos del juego, así como de todos los bienes o dinero
que constituyan el interés del mismo.

En caso de ser reincidentes, además del monto máximo
de la multa, se clausurará el negocio bajo cuyos auspi-
cios se haya cometido el delito hasta que sea pagado el
total de la sanción.

Artículo 20. Los juegos de apuestas y sorteos autoriza-
dos por la Secretaría de Gobernación que se realicen
vía internet o electrónica, regulados en el artículo 85 del
reglamento de la presente ley, deberán cumplir con las
siguientes medidas:

I. Solicitar escaneo de tarjeta bancaria con la que se
pretende realizar la apuesta o sorteo, así como iden-
tificación oficial con fotografía y una fotografía adi-
cional tomada en el momento, que compruebe la
identidad del usuario. 

II. Las instituciones que realicen las actividades an-
tes mencionadas, deberán contar con un Software o
servicio externo de reconocimiento facial y de vali-
dación de identificación oficial con fotografía, a fin
de que se acredite la información presentada por el
usuario, y así otorgarle la autorización a la apuesta o
sorteo, evitando la actividad fraudulenta, o que me-
nores de edad tengan acceso al sistema.

III. Colocar los avisos de privacidad para manejo de
datos personales establecidos en la Ley Federal de
Protección de Datos Personales, en posesión de los
particulares y su reglamento siempre a la vista y con
el conocimiento de los usuarios.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 “Ludopatía infantil”.  Periodismo de investigación número 11 de ma-
yo de 2015. https://periodismodeinvestigacionum.wordpress.com/
2015/05/11/ludopatia-infantil/ 

2 Organización Mundial de la Salud. Clasificación de Enfermedades
Mentales CIE 10. 1992. http://www.psicoactiva.com/cie10/cie1.htm

3 “Ludopatía infantil”.  Periodismo de investigación número 11 de ma-
yo de 2015. https://periodismodeinvestigacionum.wordpress.com/
2015/05/11/ludopatia-infantil/

4 “¿Cuál es el límite entre el juego y la ludopatía infantil?”. La hora.
12 de septiembre de 2016. http://www.lahora.cl/2016/09/limite-juego-
la-ludopatia-infantil/ 

5 “Ludopatía en Adolescentes”. Fundación Belén. http://fundacionbe-
len.org/taller-padres/ludopatia-adolescentes/

6 Asociación Mexicana de internet AMIPCI, (2016). https://amipci.
org.mx/images/Estudio_Habitosdel_Usuario_2016.pdf

7 “La apuesta más cara de los jóvenes: la ludopatía se dispara en el jue-
go online“. El Español. 5 de junio de 2016. http://www.elespanol.
com/espana/20160604/129987191_0.html 

8 “Juegos Casinos 24 horas”. http://casino.bet365.com/es?affiliate=
GM_00003332&bctid=1291110310

9 Secretaría de Gobernación, 5 de septiembre de 2016 http://www.jue-
gosysorteos.gob.mx/es/Juegos_y_Sorteos/Sabias_que

10 Oficio PGR. 8 de septiembre de 2014. http://www.juegosysorte-
os.gob.mx/work/models/Juegos_y_Sorteos/Resource/349/1/images/O
pinion_tecnica.pdf

11 Secretaría de Gobernación, 5 de septiembre de 2016 http://www.
juegosysorteos.gob.mx/es/Juegos_y_Sorteos/Sabias_que



12 Oficio PGR. 8 de septiembre de 2014. http://www.juegosysorte-
os.gob.mx/work/models/Juegos_y_Sorteos/Resource/349/1/images/O
pinion_tecnica.pdf

13 “Cada vez hay más niños y adolescentes “enganchados” a video-
juegos y tragaperras“. El País. 28 de julio de 1996.  http://elpais.
com/diario/1996/07/28/sociedad/838504806_850215.html

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de diciembre de
2016.— Diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUC-
CIÓN Y SERVICIOS

«Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el segun-
do párrafo y adiciona un cuarto párrafo, al inciso c) de la
fracción I del artículo 2 de la Ley del Impuesto Especial so-
bre Producción y Servicios, a cargo del diputado Germán
Ernesto Ralis Cumplido del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano.

El proponente Germán Ernesto Ralis Cumplido, diputado
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 55, fracción II; 56, 62 y demás rela-
tivos del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de esta soberanía la presente, iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el segundo párrafo y adi-
ciona un cuarto párrafo, al inciso c) de la fracción I del ar-
tículo 2 de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción
y Servicios, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El tabaco es el único producto legal que mata hasta la mi-
tad de sus consumidores cuando se utiliza en la forma in-
dicada por los fabricantes. A nivel mundial, causa la muer-
te de una persona cada seis segundos.1 El consumo de
tabaco es un factor de riesgo para seis de las ocho causas
principales de muerte en el mundo entero, así como para
las cuatro enfermedades no trasmisibles más prevalentes:
las enfermedades cardiovasculares, cáncer, enfermedades
respiratorias crónicas y diabetes.2

Anualmente, el tabaquismo cobra alrededor de 6 millones
de vidas a nivel mundial y al menos un millón de las muer-
tes ocurren en la región de las américas. De seguir las ten-
dencias actuales, en 2030 la cifra de muertes ascenderá a
10 millones3. En México, la cifra de muertes anuales rela-
cionadas al consumo de tabaco está por encima de 66 mil
y los costos asociados por atención médica, pérdida de
productividad y muerte prematura se calculan en 75 mil
millones de pesos por año4. Esto equivale al 13.8 por cien-
to del presupuesto calculado para todo el sector salud en
20175.

De acuerdo con la Encuesta Global de Tabaquismo en
Adultos (GATS 2015), el 16.4 por ciento (14.3 millones)
de los adultos de 15 años es fumador; 25.2 por ciento de los
hombres (10.6 millones) y 8.2 por ciento de las mujeres
(3.8 millones). En total, 7.6 por ciento son fumadores dia-
rios (hombres 11.9 por ciento, mujeres 3.6 por ciento),
mientras que el 8.8 por ciento son fumadores ocasionales
(hombres 13.3 por ciento, mujeres 4.6 por ciento). Si bien
la prevalencia en adultos ha disminuido en los últimos
años, en especial en los hombres, lo que resulta preocu-
pante es el incremento en la prevalencia entre los jóvenes.
La Encuesta de Tabaquismo en Jóvenes México 2011, apli-
cada en escuelas secundarias a jóvenes entre 13 y 15 años,
revela que el 42.8 por ciento de los estudiantes a nivel na-
cional utilizó el cigarro alguna vez en su vida; de los fu-
madores, 67.5 por ciento lo hizo entre los 11 y los 13 años
de edad, mientras que el 16 por ciento lo hizo antes de los
10 años.

El Convenio Marco de la Organización Mundial de la Sa-
lud para el Control del Tabaco (CMCT), ratificado por Mé-
xico en 2004 y en vigor desde febrero de 2005, y el paque-
te de medidas MPower establecen como política clave para
enfrentar la epidemia del tabaquismo el aumento a los im-
puestos a los productos de tabaco6.

Fines extrafiscales del IEPS a productos de tabaco

Debido a su naturaleza preventiva, los estados tienen la
obligación de tomar medidas eficaces para la protección de
la salud de las personas, con base en regulaciones efectivas
del control del tabaco.

Si bien el propósito fundamental de las contribuciones es la
recaudación de los recursos necesarios para sufragar el gas-
to público, diversas interpretaciones de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, han reconocido como constitucio-
nal la utilización de la política fiscal para impulsar a su vez
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políticas económicas, financieras y sociales, como las que
se relacionan con la prevención y cesación de conductas
consideradas nocivas para la salud, sin que ello represente
una transgresión a la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. Este tipo de medidas se reconocen co-
mo fines extrafiscales7. Tal es el caso el Impuesto Especial
sobre Producción y Servicios a los productos de tabaco cu-
ya finalidad no solo es la de recaudar ingresos sino de in-
hibir el consumo de tabaco.

La teoría económica señala que de existir fallas en el mer-
cado de cierta magnitud, la intervención del estado es jus-
tificada. En el caso del tabaquismo existen dos grandes fa-
llas de mercado: externalidades negativas e información
asimétrica. Las externalidades negativas son los altos cos-
tos que asumen los gobiernos y la sociedad por la atención
de enfermedades relacionadas con el tabaquismo, así como
los costos por la disminución de su población económica-
mente activa y pérdida de productividad8. La información
asimétrica se refiere al desconocimiento que tienen los
consumidores sobre los efectos dañinos que ocasionan los
productos del tabaco. Lo anterior implica que las personas
subestiman los riesgos para su salud.

La razón de los impuestos radica en que desincentiva a los
consumidores, sobre todo para aquellos en los que se tiene
un especial interés: jóvenes y hogares con menos recursos;
y permite recaudar dinero para hacer frente a los gastos re-
lacionados con la morbilidad del tabaquismo.

La entrada de nuevos consumidores en el mercado resulta
ser uno de los principales problemas que deben ser atendi-
dos por las políticas para el control del tabaco. Si bien, la
atención a los consumidores, los programas de educación y
prevención, así como las medidas de concientización re-
sultan clave, éstas pierden efectividad si no se acompañan
de medidas inmediatas que reduzcan el consumo, desin-
centiven a los actuales consumidores y eviten la entrada de
los consumidores potenciales. Y esto sólo se logra median-
te políticas sobre los precios e impuestos.

Desde 2005 el IEPS ad valorem se ha aplicado uniforme-
mente a los productos del tabaco con excepción de los fa-
bricados enteramente a mano, siendo las tasas 160 por
ciento y 30.4 por ciento respectivamente.  Adicionalmente,
en noviembre del 2010, se reformó la Ley del Impuesto
Especial sobre Producción y Servicios añadiéndole un
componente específico de $0.35 por cigarrillo.

Como resultado de esta reforma, el precio de los cigarrillos
aumentó en 25 por ciento, el consumo aparente9 descendió
de 21 cajetillas en 2010 a 15 en 2011, y la recaudación au-
mentó en 13 por ciento en términos reales.

Una de las desventajas de los sistemas ad valorem es que
incentivan la introducción de marcas más baratas para re-
ducir en términos absolutos, el impuesto a pagar y el pre-
cio del producto. La introducción de un componente espe-
cífico reduce esta posibilidad ya que el impuesto por
unidad es mayor, en términos relativos, para las marcas
más baratas. Un mecanismo indispensable para que fun-
cionen los sistemas específicos es el ajuste de la cuota fija
para evitar que la inflación reduzca su valor real10. Des-
pués del incremento ocasionado por el aumento del im-
puesto especial en 2011, la participación de este impuesto
en el precio final de los cigarros se ha reducido de 55 por
ciento en 2011 a 53.6 por ciento en 2016 para la marca más
vendida11.

2011 2016 

Aunque la participación en la recaudación del componente
ad valorem se ha incrementado por el margen de ganancia
de los productores que forma parte de su base gravable,
ésta no ha sido suficiente para compensar la caída en la
participación del componente específico.

Las mejores prácticas internacionales recomiendan aumen-
tar los impuestos al tabaco de manera que los impuestos to-
tales alcancen un nivel de al menos 75 por ciento del pre-
cio de venta al público, o al menos evitar que el
componente fijo pierda valor en el tiempo ya que éste tie-
ne un mayor efecto en las decisiones de consumo.

Considerando la inflación acumulada entre 2011 y 2016,
19.28 por ciento de acuerdo con datos del INEGI, el com-
ponente específico del impuesto especial tendría que ser de
42 centavos por cigarro. Si los productores ajustan el pre-



cio al detallista de acuerdo con la inflación esperada para
2016, el componente específico incrementaría el precio real
entre 3 y 4 por ciento. Considerando el efecto del incre-
mento del precio real sobre el consumo, esto representaría
un incremento real de hasta 7 por ciento en la recaudación.

Este ajuste no pone en entredicho el acuerdo de certidum-
bre tributaria promovido por el Gobierno de la República y
firmado en el Palacio Nacional el 27 de febrero de 2014, en
particular con la cláusula primera del acuerdo: no propone
nuevos impuestos y no aumenta la tasa de los impuestos
existentes. Simplemente reitera la decisión pública vigente
desde 2011 con una actualización por la inflación acumu-
lada hasta el 2016, la cual deberá ajustarse conforme al Có-
digo Fiscal de la Federación para los próximos años (igual,
con la inflación).

En un contexto de crisis fiscal como el que enfrentamos, es
oportuno y necesario considerar medidas que reduzcan el
gasto público y que a su vez aumenten la recaudación sin
afectar a los sectores económicamente vulnerables. Al ac-
tualizar el IEPS a tabaco se cumple con este doble propó-
sito.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a su considera-
ción, la presente 

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el se-
gundo párrafo y adiciona un cuarto párrafo, al inciso c)
de la fracción I del artículo 2o. de la Ley del Impuesto
Especial sobre Producción y Servicios.

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo y adiciona
un cuarto párrafo, al inciso c) de la fracción I del artículo
2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios quedando como sigue:

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a con-
tinuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas si-
guientes:

I. ...

A) - B) ...

C) ...

Adicionalmente a las tasas establecidas en este numeral, se
pagará una cuota de $0.42 por cigarro enajenado o   im-

portado. Para los efectos de esta ley se considera que el pe-
so de un cigarro equivale a 0.75 gramos de tabaco, inclu-
yendo el peso de otras sustancias con que esté mezclado el
tabaco.

…

La cuota a que se refiere este inciso se actualizará con-
forme a lo dispuesto por el sexto y séptimo párrafos del
artículo 17-A del Código Fiscal de la Federación.

D) - J) ...

II. …

III. …

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor a par-
tir del día 1 de enero de 2017.

Notas:

1 “Una persona muere cada seis segundos en el mundo por el cigarri-
llo”. La nación. 31 de mayo de 2015. http:/www.lanacion.com.ar/
1797575-una-persona-muere-cada-seis-segundos-en-el-mundo-por-el-
cigarrillo

2 “Enfermedades no transmisibles”. Organización Mundial de la Sa-
lud. Enero 2015. http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs355/es/

3 Informe sobre Control del Tabaco en la Región de las Américas a 10
años del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud pa-
ra el Control del Tabaco, Organización Panamericana de la Salud.
2016.

4 Monitor Ciudadano sobre el Control del Tabaco en México, Funda-
ción Interamericana Corazón. México, 2014. 

5 Implicaciones del Paquete Económico 2017, Centro de Investigación
Presupuestaria, A.C. 2016.

6 Who report on the gobal tobacco epidemic, 2008. The Mpower pac-
kage. Organización Mundial de la Salud, 2008. 

7 Época: Novena Época, Registro: 161079, Instancia: Primera Sala, Ti-
po Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación
y su Gaceta, Localización: XXXIV, Septiembre de 2011, Materia(s):
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Constitucional, Tesis: 1a. /J. 107 /2011, pág. 506, (J); 9a. Época; 1a.
Sala; S.J.F. y su Gaceta; XXXIV, Septiembre de 2011; Pág. 506, Fines
Fiscales y Extrafiscales.

8 Comisión Federal de Mejora Regulatoria (Cofemer), Tabaquismo en
México: análisis y recomendaciones de mejora regulatoria, Documen-
tos de Investigación en Regulación No. 2012-01, Abril 2012.

9 Consumo aparente = producción nacional + importaciones netas; 1
kg = 1000 cigarros; 1 cajetilla = 20 cigarros Fuente: Producción na-
cional-Encuesta Mensual de la Industria Manufacturera (INEGI), im-
portaciones netas- Sistema de Información Arancelaria Vía Internet.

10 Frank J. Chaloupka, Teh-wei hu, Kenneth E. Warner, Rowena Ja-
cobs, and Ayda Yurekli. The taxation of tobacco products. In Tobacco
Control in Developing Countries. Who, The World Bank, Ed Jha P.
Chaloupka F. 2000.

11 El gráfico ilustra la división del precio final de la cajetilla por tipo
de impuesto. El porcentaje del 16% del IVA implica que el IVA es el
13.79% del precio final. La proporción del precio final que correspon-
de al impuesto especial se calcula considerando la estructura impositi-
va de cada año y un margen de ganancia del minorista de 10.72% (Wa-
ters et al. 2010).

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de octubre de
2016.— Diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
PARA LA ATENCIÓN, CUIDADO Y DESARROLLO 
INTEGRAL INFANTIL

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Prestación de Servicios para la Atención, Cui-
dado y Desarrollo Integral Infantil, a cargo del diputado
Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

El suscrito, diputado Carlos Lomelí Bolaños, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano de la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el ar-
tículo 6, fracción I y los artículos 77 y 78 del Reglamento

de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, sometemos a la consideración de esta asamblea la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma
diversas disposiciones de la Ley General de Prestación de
servicios para la atención, cuidado y desarrollo integral in-
fantil” a fin de generar condiciones de certeza y seguridad
a los padres de familia, así como contribuir en el desarro-
llo integral de sus hijos, con personal especializado en la
atención y cuidado de los menores, de acuerdo con la si-
guiente

Exposición de Motivos

Las condiciones sociales en México han generado que en
las familias mexicanas, la participación en el sostenimien-
to del hogar sea en pareja, y en algunas zonas, es la mujer
la que es la responsable como jefa de familia.

Las características de oferta y demanda laboral, están oca-
sionando que los traslados y la movilidad a los centros de
trabajo impliquen que los empleados tengan que invertir
más tiempo en traslados, ocasionando que los periodos de
tiempo fuera del hogar sean más prolongados.

Este tipo de problemática se acrecienta dadas las condicio-
nes del entorno económico del país en diversas zonas , la
cual nos muestra que el número de mujeres madres jefas de
familia va en incremento y por ende es de vital importan-
cia incorporarse a la vida laboral. 

En las zonas de atención prioritaria para el gobierno fede-
ral, existe un alto índice de madres jefas de familia que por
la composición y el tejido social tienen solas que sacar ade-
lante a sus hijos 

Aunado a esta problemática, las familias tendrán que bus-
car alternativas donde dejar al cuidado sus hijos, es por ello
que el gobierno federal ha establecido el programa de es-
tancias infantiles a madres trabajadoras, buscando que se
tenga el acceso a mejores condiciones de atención a los
menores y con la certeza de que estarán bien sus hijos. 

Hoy en día está comprobado que a los bebes que se les es-
timula en su desarrollo en las diferentes etapas de su cre-
cimiento, son niños que alcanzan coeficientes intelectuales
más altos, son más estables, sanos y exitosos, ya que a tra-
vés de la aplicación de un conjunto de técnicas y activida-
des basadas en un método científico, ejercicios físicos, es-
timulación musical, juegos entre otros, permite al cerebro
tener mayor plasticidad estableciendo con eso conexión



entre las neuronas con más facilidad, rapidez y eficacia.

Por esta razón es que se requieren que en las estancias in-
fantiles, los centros de desarrollo o cualquier instancia de
contacto con los menores, se cuente con personal especia-
lizado y en actualización constante, para salvaguardar la
integridad de los menores.

Es importante prevenir accidentes, implementado condicio-
nes de seguridad que permitan que las instalaciones estén
más protegidas y seguras. Ha habido un sinfín de casos que
por accidentes vehiculares, los automotores han ocasionado
daños a inmuebles públicos o privados como a casas habita-
ción, escuelas públicas.

Con esta modificación de Ley que aquí se presenta, se con-
tribuye en la prevención de accidentes, impidiendo la ins-
talación de nuevos Centros de atención, en esquinas y bo-
cacalles para disminuir los riesgos, así mismo los centros
ya ubicados en esquinas será obligatorio reforzar la seguri-
dad colocando barreras de contención que ante algún acci-
dente vehicular impida el riesgo de atropellamiento o in-
cluso de introducción a las instalaciones teniendo con esto
resultados fatales. 

Por lo anterior, consideramos indispensable reformar la “Ley
General de Prestación de Servicios para la Atención, Cuida-
do y Desarrollo Integral Infantil, a fin de generar las condi-
ciones necesarias para que los padres de familia acudan a sus
centros de trabajo con la tranquilidad de que sus hijos estarán
con las condiciones adecuadas de seguridad, con alimenta-
ción balanceada acorde a su edad, con la atención de perso-
nal capacitado ante cualquier eventualidad y que además di-
cho lugar estará vigilante de procurar las condiciones
adecuadas para el desarrollo de todas las potencialidades de
los menores.

Por lo expuesto, sometemos a consideración el siguiente 

Decreto

Que reforma los artículos 11, 25, 31, 42, 51, 54 y 58 de
la “Ley General de Prestación de Servicios para la
Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil”

Artículo Único: Se reforma los artículos 11, 25, 31, 42, 51,
54 y 58 de la “Ley General de Prestación de Servicios pa-
ra la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil” pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 11. […]

I. a VII. […]

VIII. A recibir servicios de calidad y con calidez, por
parte de personal apto, suficiente y que cuente con for-
mación o capacidades desde un enfoque de los derechos
de la niñez, así como formación especializada ante
cualquier contingencia.

IX. […]

Artículo 25. […]

I a XI […].

XII El Instituto Nacional de las Mujeres.

XIII La Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos.

[…]

Artículo 31. […] .

I. a III. […].

IV. Impulsar programas conjuntos de capacitación y se-
guimiento para el personal que labora en los Centros de
Atención, desarrollando una cartera de cursos míni-
mos indispensables y los periodos de revalidación o
actualización de los mismos.

V. a XII. […].

Artículo 42. Los Centros de Atención deberán contar con
instalaciones hidráulicas, eléctricas, de gas, equipos portá-
tiles y fijos contra incendios, de intercomunicación y espe-
ciales, de acuerdo con los reglamentos establecidos por la
Federación, las entidades federativas y el Distrito Federal,
observando en todo momento la clasificación de riesgos es-
tablecidos en las Normas Oficiales Mexicanas para tal
efecto. Ningún establecimiento que por su naturaleza pon-
ga en riesgo la integridad física y emocional de niñas y ni-
ños y demás personas que concurran a los Centros de Aten-
ción, podrá estar ubicado a una distancia menor a cincuenta
metros, así como también no podrán estar ubicados en
esquinas o bocacalles susceptibles de riesgos automovi-
lísticos.
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Artículo 51. Las autorizaciones a que se refiere el artículo
anterior tendrán una vigencia de un año, para asegurar que
se sigan conservando las condiciones de seguridad esta-
blecidas para el otorgamiento inicial, sin perjuicio de lo
dispuesto en las disposiciones legales y administrativas apli-
cables. Ningún Centro de Atención podrá prestar servicios
para la atención, cuidado y desarrollo integral infantil sin
contar con la autorización que corresponda en materia de
protección civil.

Artículo 54. El personal que labore en los Centros de
Atención que presten servicios, estará obligado a participar
en los programas de formación, actualización, capacitación
y certificación de competencias, así como de protección ci-
vil que establezcan las autoridades competentes, acorde a
la periodicidad establecida por el consejo y en caso de
incumplimiento de este artículo, no podrán acceder a
los fondos o apoyos que destine la federación para este
fin.

Artículo 58. La federación, los estados, los municipios, el
Distrito Federal y sus órganos político-administrativos im-
plementarán acciones dirigidas a certificar y capacitar per-
manentemente al personal que labora en los Centros de
Atención, con capacitación constante de al menos una
vez semestralmente.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Las disposiciones reglamentarias de esta Ley de-
berán ser actualizadas por el Poder Ejecutivo Federal den-
tro de los 180 días siguientes a la entrada en vigor de la
misma.

Tercero. Las acciones que, en su caso, deban realizar las
dependencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral deberán solventarse de manera progresiva y sujeto a
la disponibilidad del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción aprobado por la Cámara de Diputados para el ejerci-
cio fiscal que corresponda.

Cuarto. La Secretaria de Desarrollo Social y la Secretaria
de Salud procederán a la adecuación de las reglas de Ope-
ración del Programa de estancias infantiles a madres traba-
jadoras, para el ejercicio fiscal correspondiente.

Atentamente

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de diciembre de
2016.— Diputados: Carlos Lomelí Bolaños, Elías Octavio Iñiguez Me-
jía; diputadas: Rosa Alba Ramírez Nachis, Ma. Victoria Mercado Sán-
chez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 69 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Claudia Sofía Corichi García, diputada federal,
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano en esta LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados somete a conside-
ración del pleno de esta asamblea la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por la que se reforma el artículo 69
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Año con año y con la proximidad del 1 de septiembre, fe-
cha en que por mandato constitucional, en el artículo 69,
primer párrafo, se establece que “en la apertura de sesiones
ordinarias del primer periodo de cada año de ejercicio del
Congreso, el presidente de la República presentará un in-
forme por escrito, en el que manifieste el estado general
que guarda la administración pública del país. En la aper-
tura de las sesiones extraordinarias del Congreso de la
Unión, o de una sola de sus cámaras, el presidente de la
Comisión Permanente informará acerca de los motivos o
razones que originaron la convocatoria”, es que la atención
pública se concentra en dicho evento.

II. En décadas pasadas el protocolo de este evento era la re-
presentación del presidencialismo mexicano, donde el Eje-



cutivo en turno mostraba su poder y alcance. La dinámica
hacía evidente la sobre representación de una sola fuerza
política en el Poder Legislativo, en la que no existían con-
trapesos.

III. “La obligación de rendir informes ante las Cámaras se
extiende a los titulares de las dependencias centralizadas,
así como a los de los organismos públicos descentralizados
o empresas de participación estatal mayoritaria, práctica
que en los periodos del auge presidencialista (regímenes de
Miguel Alemán Valdés, Adolfo Ruiz Cortines, Adolfo Ló-
pez Mateos y Gustavo Díaz Ordaz) no se celebró. No fue
sino hasta el gobierno de Luis Echeverría (1976-1982) que
se reinició. Puede decirse que su utilización en México,
más que la práctica de un efectivo control, se debe a una in-
cesante necesidad de búsqueda de legitimación, de demos-
trar a nivel interno e internacional que en México se cuen-
ta con prácticas de democracia parlamentaria”.1

IV. El control parlamentario –se ha señalado en diversas
ocasiones– resulta ser poco aprovechado y entendido por
parte del mismo Poder Legislativo ya que no se ha propi-
ciado su debate. Siempre son asuntos de coyuntura o de ur-
gencia a resolver.

V. La glosa del informe debería convertirse en una discu-
sión abierta y con datos reales acerca del estado actual que
atraviesa el país, la doctora Cecilia Mora-Donato destaca
que “desde una perspectiva más democrática el informe de
gobierno debe propiciar un diálogo serio y riguroso entre el
Congreso y el jefe del Ejecutivo, que confronte sus postu-
ras e ideas sobre

la política nacional e internacional, e incluso sobre aque-
llos aspectos del acontecer cotidiano respecto de los cuales
los ciudadanos quieren y deben saber, y sea el instrumento
propicio para que los ciudadanos podamos ponderar libre-
mente a quién le asiste la razón política; esto no podrá lo-
grarse sin las preguntas directas o interpelaciones de todos
los diputados sean éstos de la oposición o no; con cortesía
y respeto pero también con talento y agudeza política pue-
de cumplirse este fin y respetarse el protocolo que una ce-
remonia de este tipo impone”.2

VI. El artículo 69, párrafo II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos establece además que “ca-
da una de las Cámaras realizará el análisis del informe y
podrá solicitar al Presidente de la República ampliar la in-
formación mediante pregunta por escrito y citar a los se-
cretarios de Estado y a los directores de las entidades pa-

raestatales, quienes comparecerán y rendirán informes ba-
jo protesta de decir verdad. La Ley del Congreso y sus re-
glamentos regularán el ejercicio de esta facultad”.

VII. La Ley fundamental por su parte, en el artículo 89,
fracción II, párrafo primer, otorga al presidente la facultad
de “Nombrar y remover libremente a los secretarios de Es-
tado, remover a los embajadores, cónsules generales y em-
pleados superiores de Hacienda, y nombrar y remover li-
bremente a los demás empleados de la Unión, cuyo
nombramiento o remoción no esté determinado de otro mo-
do en la Constitución o en las leyes”. Facultad siempre
ejercida a cabalidad por parte del Ejecutivo y que sólo a él
concierne la elección de estos funcionarios, así como su ac-
tuación frente a las instituciones donde les corresponda.

VIII. Respecto a lo señalado en el párrafo anterior, cabe se-
ñalar que no existe ningún procedimiento establecido para
llevar a cabo dichos nombramientos y/o remociones, esto
hace en la práctica, que bajo su criterio y sus tiempos, el
Ejecutivo nombre, renueve o cambie a los miembros del
gabinete no necesariamente por un mal desempeño o una
mala actuación, sino también por estrategia política, o por
razones que no tienen que ver con el interés de los ciuda-
danos.

IX. La facultad de las Cámaras para llamar a comparecer a
los secretarios de Estado, y a los directores de entidades
paraestatales debe entenderse como una herramienta de
control parlamentario, en la que además de la discusión so-
bre el desarrollo de las políticas públicas y el estado que
guardan las condiciones del país, su inherente cualidad pú-
blica sea reconocida como herramienta de rendición de
cuentas para los ciudadanos.

X. El Estado mexicano ha signado y ratificado diversos
instrumentos internacionales que tienen como finalidad
promover la transparencia y la rendición de cuentas, entre
los que se encuentran:

La Convención Interamericana contra la Corrupción, de la
cual México es parte desde el 2 de junio de 1997; a través
de ésta el Estado mexicano se obligó a establecer medidas
preventivas aplicables dentro de los sistemas instituciona-
les por medio de normas de conducta de los funcionarios
públicos, así como mecanismos para hacer cumplir estas
normas, sistemas de declaración de ingresos, contratación
de personal y mecanismos para la participación de la so-
ciedad civil en la rendición de cuentas y transparencia.
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La Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción
(Convención de Mérida). Este instrumento fue aprobado
por la Asamblea General de la ONU el 31 de octubre de
2003. En ella, nuestro país se comprometió a formular y
aplicar políticas coordinadas y eficaces contra la corrup-
ción que promuevan la participación de la sociedad y re-
flejen los principios del imperio de la ley, la debida gestión
de los asuntos públicos y los bienes públicos, la integridad,
la transparencia y la obligación de rendir cuentas.

XI. El 31 de diciembre de 1982, fue publicada en el Diario
Oficial de la Federación la Ley Federal de Responsabilida-
des de los Servidores Públicos con el primordial objeto de
marcar el fin de la corrupción generalizada como una de-
manda de la comunidad, apelando a la ética como el fun-
damento del moderno estado social y democrático de dere-
cho, lo que representó un gran avance legal en la materia.
Por su parte el 13 de marzo de 2002 se publicó en el mis-
mo diario, la Ley Federal de Responsabilidades Adminis-
trativas de los Servidores Públicos. Ésta surgió con el pro-
pósito de llevar a la realidad las normas básicas de
responsabilidades de los servidores públicos contenidas en
el Título Cuarto de la Carta Magna y dotarlas de plena efi-
cacia para cumplir con sus objetivos.

Tanto la Ley de Responsabilidades de los Servidores Pú-
blicos, como la Ley de Responsabilidades Administrativas,
fueron creadas con el objeto de establecer marcos jurídicos
que además de señalar las obligaciones de quienes detentan
un cargo público, promovieran la transparencia y rendición
de cuentas en los encargos de los servidores públicos.

XII. Cómo lo señala Mora-Donatto,3 “desde una perspecti-
va más democrática el informe de gobierno debe propiciar
un diálogo serio y riguroso entre el Congreso y el jefe del
Ejecutivo, que confronte sus posturas e ideas sobre la polí-
tica nacional e internacional, e incluso sobre aquellos as-
pectos del acontecer cotidiano respecto de los cuales los
ciudadanos quieren y deben saber”.

Bajo el enfoque que apremia en las leyes federales de res-
ponsabilidades de los servidores públicos en el que se se-
ñala la necesidad de hacer frente a los actos u omisiones de
encargos públicos incluso un año después de haberse reti-
rado del cargo,4 la comparecencia de los secretarios de Es-
tado o de los directores de las entidades paraestatales, debe
ser tomada con seriedad, como un ejercicio de contrapeso
entre los poderes Ejecutivo y Legislativo, representando
para el caso de la Cámara de Diputados una herramienta

más de rendición de cuentas una vez que la representación
popular recae en ella.

Tras tres años en el poder, el pasado 27 de agosto del pre-
sente año, a unos días de presentar su informe de gobier-
no y llevar a cabo en el Congreso de la Unión la revisión
de la glosa de dicho informe, el presidente Enrique Peña
Nieto anunció 10 cambios en su gabinete. Estos ajustes
hacen que la acción de revisar el estado que guardan los
respectivos ramos de cada Secretaría resulte endeble ya
que estos secretarios se encuentran en un periodo de tran-
sición dentro de sus respectivas Secretarías, hecho que les
pone en una situación poco apta para hacer frente a las
comparecencias en fondo y forma. El interés superior del
ciudadano, debe poner como primicia en las comparecen-
cias, que la rendición de cuentas sobre los asuntos de la
nación sea amplia y clara por parte de los secretarios de
Estado o directores de entidades paraestatales. 

XIV. Los sistemas de control y fiscalización de la adminis-
tración pública son indispensables para la eficiencia y buen
funcionamiento de cualquier régimen democrático. A tra-
vés de esta iniciativa se pretende que cada funcionario rin-
da cuentas acerca de su actividad al frente de cualquier de-
pendencia del Poder Ejecutivo, ya sea que este ejerciendo
en ese momento o no el cargo, no por el hecho de haber si-
do removidos o cambiados los Secretarios de Estado o di-
rectores de entidades paraestatales pueden renunciar a sus
responsabilidades como funcionarios públicos.

Por las consideraciones anteriormente expuestas es que so-
meto a consideración del pleno de esta soberanía, la inicia-
tiva con proyecto de

Decreto

Único. Se reforma el artículo 69 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, modificando el se-
gundo párrafo y adicionando un párrafo para quedar como
sigue:

Artículo 69. ...

Cada una de las Cámaras realizará el análisis del informe y
podrá solicitar al presidente de la República ampliar la in-
formación mediante pregunta por escrito y citar a los se-
cretarios de Estado y a los directores de las entidades pa-
raestatales, quienes comparecerán y rendirán informes bajo
protesta de decir verdad.



En caso de que algún secretario de Estado o director de
entidad paraestatal citado a comparecer ante cualquie-
ra de las Cámaras, tengan menos de sesenta días en su
encargo, se llamará a comparecer y rendir informes ba-
jo protesta de decir verdad al anterior inmediato secre-
tario de Estado o al anterior inmediato director de en-
tidad paraestatal. La Ley del Congreso y sus
reglamentos regularán el ejercicio de esta facultad.

En el primer año de su mandato, en la apertura del segun-
do periodo de sesiones ordinarias del Congreso, el presi-
dente de la República presentará ante la Cámara de Sena-
dores, para su aprobación, la Estrategia Nacional de
Seguridad Pública e informará anualmente sobre el estado
que guarde.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Cárdenas Gracia, Jaime F. “Transición política y reforma constitu-
cional”. UNAM, México. 1994. Página 26.

2 Mora-Donatto, Cecilia. Temas Selectos de Derecho Parlamentario,
Universidad Anáhuac del Sur. Editorial Porrúa, México 2001. Páginas
147-152.

3 Mora-Donatto, Cecilia. Temas Selectos de Derecho Parlamentario.
Universidad Anáhuac del Sur. Editorial Porrúa, México 2001. Pági-
nasl47-152.

4 La prevención está establecida en los artículos 8 y 9 de la Ley Fede-
ral de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos;
artículos 9, 47, y 88 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Ser-
vidores Públicos

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de
2016.— Diputada Claudia Sofía Corichi García (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.

LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO
DEL ESTADO, REGLAMENTARIA DEL APARTADO B)
DEL ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL

«Iniciativa que adiciona un segundo párrafo al artículo 127
Bis de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del
Estado, Reglamentaria del Apartado B del Artículo 123
Constitucional, a cargo de la diputada Marbella Toledo Iba-
rra, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, Marbella Toledo Ibarra, diputada federal a
la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento
en lo señalado en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, nu-
meral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración la siguiente iniciati-
va con proyecto de decreto que adiciona un segundo párra-
fo al artículo 127 Bis, de la Ley Federal de los Trabajado-
res al Servicio del Estado, reglamentaria del Apartado B
del Artículo 123 Constitucional, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El 3 de septiembre de 1981, nuestro país se vinculó con la
“Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de
Discriminación contra la Mujer” adoptada por la Organiza-
ción de las Naciones Unidas1 el 18 de diciembre de 1979,
en Nueva York, Estados Unidos de Norteamérica, a partir
de ese entonces, nuestro país ha asumido un compromiso
en el reconocimiento de los derechos de la mujer a una vi-
da libre de violencia y discriminación y de acceso a la jus-
ticia en condiciones de igualdad. Esta situación, impone
además una exigencia para el Estado Mexicano de detectar
y eliminar todas las barreras y las situaciones de desventa-
ja que, por cuestiones de género, discriminan e impiden la
igualdad de las mujeres.

En atención a esta obligación, los Diputados Ciudadanos
nos hemos abocado al estudio de los estereotipos precon-
cebidos en la legislación respecto de las funciones de uno
u otro género, a efecto de que, donde se advierta una situa-
ción de violencia, discriminación o vulnerabilidad por ra-
zones de género, ésta se tome en cuenta, a fin de que sea
corregida, garantizando la protección y salvaguarda de los
derechos humanos, dando una especial consideración a las
situaciones de desventaja que tienen las mujeres, sobre to-
do cuando existan factores que potencialicen su discrimi-
nación, como el embarazo.
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Bajo esta tónica, cobra una especial relevancia el conteni-
do de la Tesis Aislada 2010843,2 bajo el rubro “Discrimi-
nación por razón de sexo. La constituyen las decisiones
extintivas de una relación laboral basadas en el emba-
razo, al afectar exclusivamente a la mujer”, en la que se
sostiene que “La discriminación opera, en última instancia,
como un instrumento de segregación social, en la medida
en que dicho comportamiento supone mantener al grupo
discriminado a distancia y le reserva espacios propios, que
únicamente puede abandonar en determinadas condiciones,
más o menos restrictivas. En este campo, son de especial
relevancia la Declaración sobre la Eliminación de la Dis-
criminación contra la Mujer (DEDM), la Convención sobre
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación con-
tra la Mujer (CEDM) y el protocolo facultativo de ésta
(PFCEDM), adoptados por la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas, porque han ampliado y reforzado la igual-
dad de derechos reconocida en otros instrumentos interna-
cionales. Así, la discriminación por razón de sexo
comprende aquellos tratamientos peyorativos que se fun-
dan, no sólo en la pura y simple constatación del sexo de la
víctima, sino también en la concurrencia de razones o cir-
cunstancias que tengan con aquél una conexión directa e
inequívoca. En estas condiciones, el embarazo es un ele-
mento o factor diferencial que, por razones obvias, incide
de forma exclusiva sobre las mujeres y que no puede aca-
rrear, conforme a la interdicción de la discriminación por
razón de sexo, perjuicios a las trabajadoras. Por tanto, las
decisiones extintivas de una relación laboral basadas en el
embarazo, al afectar exclusivamente a la mujer, constitu-
yen una discriminación por razón de sexo, proscrita por los
artículos 1o., párrafo quinto, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 1, numeral 1, de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, en razón de
que estas disposiciones contienen un catálogo enunciativo,
mas no limitativo de los motivos de discriminación. Re-
fuerza lo anterior, el hecho de que la protección de la mu-
jer no se limita a su condición biológica durante el emba-
razo y después de éste, ni a las relaciones con su hijo
durante el periodo que sigue al embarazo y al parto, sino
que se extiende al ámbito estricto del desarrollo y a las vici-
situdes de la relación laboral, razón por la cual condiciona
las potestades organizativas y disciplinarias del empleador,
lo que trae consigo que se califiquen como discriminación
basada en el sexo tanto el despido por razón de embarazo,
como la negativa a contratar a una mujer embarazada, por
el hecho de estarlo. De ahí que -se afirme- un trato desfa-
vorable motivado por la situación de embarazo está direc-
tamente relacionado con el sexo de la víctima y constituye

una discriminación directa por esa razón, siendo irrelevan-
te, para apreciar esa diferencia, que ningún hombre se en-
cuentre en una situación comparable y pueda servir como
punto de comparación. Máxime que, atento a la condición
de las trabajadoras encinta y al riesgo de ser despedidas por
motivos relacionados con su estado -que puede tener con-
secuencias perjudiciales sobre su salud física y psíquica,
entre ellos el de incitarlas a interrumpir voluntariamente su
embarazo-, en el derecho internacional existen disposicio-
nes jurídicas que reconocen una prohibición de despido du-
rante ese lapso, incluso en el de lactancia -salvo motivos
justificados, con la carga de la prueba para el patrón- e in-
dependientemente de la categoría que tengan.”3

Del criterio anterior podemos arribar a la conclusión de que
la condición física y social en la cual se ubica la trabajado-
ra embarazada, la coloca en una situación de vulnerabili-
dad y una discriminación que se encuentra prohibida por el
parámetro de control de regularidad constitucional.4

Al respecto cabe señalar que la protección de la salud y a
la no discriminación son dos derechos fundamentales vin-
culados a la mujer trabajadora embarazada; en razón de
que su función protege la relación especial entre la madre
y el nonato, con lo cual se logra que la trabajadora que se
encuentre durante la gestación goce de una salud física y
emocional, pues de no ser así, los derechos de los que se le
priva, en caso de ser despedida, se contienen principal-
mente en los ramos de seguridad social, que resultan indis-
pensables para que la mujer pueda desarrollar bien su em-
barazo y su parto.

El criterio anterior encuentra su base legal en lo previsto
por los artículos 1o., párrafo quinto, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, 1, numeral 1, de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, 1 del
Convenio Número 111 Relativo a la Discriminación en
Materia de Empleo y Ocupación, de la Organización Inter-
nacional del Trabajo, 11, numeral 2, inciso a), de la Con-
vención sobre la Eliminación de todas las Formas de Dis-
criminación contra la Mujer, en donde se reconoce
expresamente el derecho de la mujer a no ser despedida por
motivo del embarazo.

Por estos motivos, la bancada de los ciudadanos pretende-
mos ampliar esta protección a las mujeres que se empleen
aún en los servicios de confianza que presenten para el Es-
tado, estableciendo los principios que habrán de seguirse
por la autoridad resolutora cuando se exponga a su consi-



deración una controversia en la que se alegue que el despi-
do de una trabajadora burócrata de confianza tuvo como
origen un acto discriminatorio de su patrón.

Por estas razones, proponemos adicionar un segundo pá-
rrafo al artículo 127 Bis, de la Ley Federal de los Trabaja-
dores al Servicio del Estado, reglamentaria del apartado b)
del artículo 123 Constitucional, a efecto de establecer las
reglas especiales que deberán observar las autoridades ju-
risdiccionales al momento de resolver el juicio relativo, te-
niendo como obligación principal el tener que aplicar la he-
rramienta de perspectiva de género; así como el emplear el
principio de no discriminación; a efecto de determinar co-
rrectamente la carga de la prueba; pues se trata de un caso
de protección especial por parte del Estado que se encuen-
tra obligado a garantizar que las mujeres embarazadas no
puedan ser despedida por motivo del embarazo, en conse-
cuencia, proponemos para su discusión y, en su caso apro-
bación, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo al
artículo 127 Bis, de la Ley Federal de los Trabajadores
al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B
del Artículo 123 Constitucional

Artículo Único. Se adiciona un segundo párrafo al artícu-
lo 127 Bis, de la Ley Federal de los Trabajadores al Servi-
cio del Estado, Reglamentaria del Apartado B del Artículo
123 Constitucional, para quedar como sigue:

Artículo 127 Bis. […]

I. […]

II. […]

III. […]

El Tribunal, al momento de conocer sobre un juicio
vinculado a un despido en que la parte actora alegue
como motivo del mismo su embarazo, deberá resol-
ver sobre el fondo del asunto aplicando en todo mo-
mento la herramienta de perspectiva de género; así
como el principio de no discriminación, en cada una
de las etapas del procedimiento, poniendo especial
énfasis en el análisis para determinar la carga pro-
batoria.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se abrogan todas las disposiciones que opongan
al presente Decreto.

Tercero. Los procedimientos que en desahogo al momen-
to de la entrada en vigor del presente Decreto, continuaran
su curso con las normas legales vigentes al momento de su
inicio.

Notas:

1 Desde ahora ONU

2 Época: Décima Época. Registro: 2010843. Instancia: Tribunales Co-
legiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación. Libro 26, Enero de 2016, Tomo IV.
Materia(s): Constitucional .Tesis: XI.1o.A.T.4 CS (10a.). Página: 3311

3 Esta tesis se publicó el viernes 15 de enero de 2016 a las 10:15 ho-
ras en el Semanario Judicial de la Federación.

4 El artículo 11, numeral 2, inciso a), de la Convención sobre la Eli-
minación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CE-
DAW), en el que se establece que “a fin de impedir la discriminación
contra la mujer por razones de matrimonio o maternidad y asegurar la
efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes tomarán medi-
das adecuadas para… Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por
motivo de embarazo o licencia de maternidad y la discriminación en
los despidos sobre la base del estado civil”.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro de la Honorable Cáma-
ra de Diputados, México, a 29 de noviembre de 2016.— Diputada
Marbella Toledo Ibarra (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS Y LEY FEDERAL CONTRA LA
DELINCUENCIA ORGANIZADA

«Iniciativa que reforma el artículo 16 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y deroga el Ca-
pítulo Cuarto del Título Segundo de la Ley Federal contra
la Delincuencia Organizada, a cargo del diputado Víctor
Manuel Sánchez Orozco, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano

El que esto suscribe, diputado Víctor Manuel Sánchez
Orozco, integrante del Grupo Parlamentario del partido
político Movimiento Ciudadano de la LXIII Legislatura
del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos 71 fracción II de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 6
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados del H. Congreso de la Unión, somete a consideración
del Pleno de la Cámara de Diputados, la iniciativa con pro-
yecto de decreto por la que se reforma el artículo 16 la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y se deroga el Capítulo Cuarto del Título Segundo de la
Ley Federal contra la Delincuencia Organizada con el
objetivo de desaparecer la figura del “Arraigo” en
nuestro país, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

I. La figura del arraigo es una de las peores –probable-
mente la peor- aberraciones contenidas en nuestra Consti-
tución Política Federal vigente y considero que debe ser
derogada de inmediato como una medida de modernidad
democrática. En este sentido vale la pena ser muy claros en
algo y que a nadie le quepa duda: El arraigo es incompati-
ble con un verdadero Estado Democrático. Su sola existen-
cia es un símbolo de autoritarismo y de abuso de poder por
parte del Estado en contra de todos los ciudadanos, pues
equivale a una Espada de Damocles que pende permanen-
temente sobre nuestras cabezas, y que puede ser usada en
cualquier momento para privarnos arbitrariamente de nues-
tra libertad.

II. Todos somos arraigables. Uno de los principales argu-
mentos de aquellos que defienden la necesidad de la exis-
tencia de la figura del arraigo, es que éste únicamente se
utiliza para poder retener a miembros de la delincuencia or-
ganizada. El problema es que no existe ninguna garantía de
que las autoridades efectivamente lo utilizan solo para
arraigar a quienes se encuentran en dicho supuesto, pues

por su naturaleza misma el arraigo se aplica de manera ar-
bitraria y subjetiva, y no es necesario ni siquiera que exis-
tan indicios formales para poder decretar la medida, lo que
en la práctica se traduce en una herramienta constitucional
de tortura y secuestro indiscriminado.

En este sentido se han pronunciado Juan Carlos Gutiérrez
y Silvano Cantú, quienes han señalado1 que:

“Una de las principales falencias en el arraigo, tal como
aparece en el artículo 16 constitucional, estriba en que
la persona que puede ser sujeta a arraigo está detenida
de un modo vago, complaciente con las autoridades. El
decreto de reforma de 2008 se limita a señalar que la au-
toridad judicial, “a petición del Ministerio Público y tra-
tándose de delitos de delincuencia organizada, podrá de-
cretar el arraigo de una persona”, pero no esclarece el
estatus jurídico de la persona a quien se aplica la medi-
da. No dice si el vínculo entre “delitos de delincuencia
organizada” y “una persona” responde a su condición de
sospechosa, indiciada, inculpada, víctima o testigo; en
cambio, señala un conjunto de supuestos que son apli-
cables a cualquiera de estos potenciales sujetos procesa-
les: “siempre que sea necesario para el éxito de la in-
vestigación, la protección de personas o bienes
jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el in-
culpado se sustraiga a la acción de la justicia”. A la fe-
cha no se han reglamentado las hipótesis de proceden-
cia. 

Lo anterior impacta directamente al derecho de toda
persona a que se presuma su inocencia hasta que se
demuestre lo contrario, ya que aun cuando no se ha-
ya demostrado su culpa, se le ha impuesto de ante-
mano una pena previa al proceso judicial. A aquellas
personas que se encuentran supuesta- mente involucra-
das en casos de delincuencia organizada o delitos graves
–mediante lo que podemos llamar arraigo extenso– no
se les permite acceder a las garantías y los derechos que
contempla el sistema acusatorio de justicia penal. El
arraigo extenso por delitos graves –que será válido has-
ta 2016– ni siquiera está contemplado en el texto de la
norma constitucional, sino en el artículo décimo prime-
ro transitorio del decreto, y permite ampliar los supues-
tos excepcionales a una gran variedad de delitos, desde
presuntos homicidios hasta comprar artículos bajo sos-
pecha de haber sido robados (‘encubrimiento por recep-
tación’).”

(El resaltado es propio)



III. El arraigo y la tortura han ido de la mano desde su ori-
gen en nuestro país. Las quejas por violaciones a los Dere-
chos Humanos desde el 2008, en que se incluyó en la Car-
ta Magna, hasta la fecha siguen en constante aumento. Tan
solo la Comisión Nacional de Derechos Humanos produc-
to de una solicitud de información informó  que de 2008 a
2014 las quejas derivadas de arraigos superaban las 900 y
es muy probable que en este momento hayan superado las
1000. Las historias de las personas que han promovido di-
chas quejas son simplemente desgarradoras, por la crudeza
e impotencia que representan para quienes son arraigados
y sus familiares: tortura física y psicológica, incomunica-
ción, vejaciones, mala alimentación, aislamiento y sobre
todo falta de una acusación clara, mucha gente sale del lu-
gar del arraigo sin que ni siquiera se le haya dicho el moti-
vo concreto por el cual se le tuvo ahí.

IV. Las voces en contra del arraigo son casi unánimes, uní-
sonas y universales: El arraigo no se debe de regular, el
arraigo se debe de derogar, suprimir, eliminar y prohibir.
En ese sentido, esta iniciativa recoge esas voces de tantos
especialistas y sobre todo de tantas personas que bajo pre-
texto de arraigarlas, han sido torturadas hasta confesar crí-
menes que no cometieron o regresarse a su casa sin ni si-
quiera una disculpa de por medio, y con el honor
destrozado.

V. Los argumentos a favor son muy escasos, la figura ha
demostrado no reducir los índices de delincuencia, ni de
criminalidad, ni de homicidios dolosos, ni de reducción en
el tráfico de estupefacientes y armas. Las cifras siguen en
aumento desde el 2008 a la fecha y los hechos están a la
vista de todos, por lo que es válido preguntarse ¿vale la pe-
na seguir manteniendo una figura que atenta contra los de-
rechos humanos y que no ha servido para nada útil a la so-
ciedad? Creo que la respuesta es claramente un rotundo
“no”. Sin embargo, vale la pena revisar los argumentos uti-
lizados por el Constituyente en el dictamen en el cuál se
determinó incorporar la figura del arraigo a nuestra Carta
Magna:

“En cuanto a delincuencia organizada, dada la complejidad
que requiere dicho tema por el daño que causa a la socie-
dad, se propone un régimen especial desde su legislación,
haciendo tal tarea facultad exclusiva del Congreso de la
Unión y definiéndola a nivel constitucional como una or-
ganización de hecho de tres o más personas, para cometer
en forma permanente o reiterada delitos en los términos de
la ley de la materia. Para estos casos, se autoriza decretar
arraigo a una persona por parte del juez de control y a so-

licitud del ministerio público, con las modalidades de
lugar y tiempo que la ley señale, siempre y cuando sea
necesario para el éxito de la investigación, la protección
de personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo
fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de
la justicia. No podrá exceder de cuarenta días, plazo pro-
rrogable únicamente cuando el ministerio público acredite
que subsisten las causas que le dieron origen, y en ningún
caso podrá exceder los ochenta días.

Una propuesta novedosa, sin duda, es la de incorporar
a la Constitución una medida cautelar para evitar que
el imputado pueda evadirse de la autoridad ministerial
en un primer momento y de la judicial ulteriormente, o
bien, que pueda obstaculizar la investigación o afectar la
integridad de las personas involucradas en la conducta in-
dagada.

Es claro que la creciente organización de la delincuen-
cia, incluso transnacional, ha puesto en algún nivel de
riesgo las clásicas instituciones jurídico-procesales, por
lo que el legislador ha ampliado el espectro de medidas
eficaces para contrarrestar su impacto en la percepción
de inseguridad pública, una de éstas es el arraigo.

Esta figura consiste en privar de la libertad personal a
un individuo, por orden judicial, durante un período
determinado, a petición del ministerio público, durante
la investigación preliminar o el proceso penal, a fin de
evitar que el imputado se evada del lugar de la investi-
gación o se oculte de la autoridad, o afecte a las personas
involucradas en los hechos materia de la indagatoria. Exis-
te el arraigo en el domicilio físico del investigado o el que
se cumple en un lugar distinto, inclusive de la demarcación
donde reside, el primero se ha utilizado para delitos califi-
cados como graves por la ley y el segundo sólo para pre-
suntos miembros de la delincuencia organizada, siempre
con autorización judicial previa.

La medida es de suma utilidad cuando se aplica a sujetos
que viven en la clandestinidad o no residen en el lugar de
la investigación, pero sobremanera cuando pertenecen a
complejas estructuras delictivas que fácilmente pueden
burlar los controles del movimiento migratorio o exista
una duda razonable de que en libertad obstaculizarán a
la autoridad o afectarán a los órganos y medios de prue-
ba, y contra los que no puede obtenerse aún la orden de
aprehensión, por la complejidad de la investigación o la
necesidad de esperar la recepción de pruebas por coope-
ración internacional.
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No obstante, la Suprema Corte de Justicia de la Nación
emitió ejecutoria en la acción de inconstitucionalidad
20/2003 promovida por legisladores del Estado de Chihua-
hua en contra del Congreso y el gobernador de aquél Esta-
do, por la cual declaró la invalidez del artículo 122 bis del
otrora vigente Código de Procedimientos Penales local, ar-
gumentando en lo esencial que constituye una restricción
de la garantía de libertad personal, no prevista en la Cons-
titución General de la República, lo que resulta inadmisi-
ble, en atención al principio previsto por el artículo 1° de
la misma, el cual prescribe que las excepciones a las ga-
rantías deben contenerse en la propia Constitución.

En ese sentido, se propone que se incorpore en el artícu-
lo 16 constitucional el arraigo exclusivamente para ca-
sos donde se investigue el delito de delincuencia organi-
zada, fijando los casos de procedencia, la autoridad que lo
solicita y quién lo autoriza, la temporalidad por la que pue-
de ser otorgado, la opción de que el juez determine el lugar
y demás condiciones de ejecución, la posibilidad de pró-
rroga hasta por un término igual, y la justificación para
ello, con lo cual se satisfacen los extremos de una excep-
ción a la garantía individual de libertad personal.

De ahí que se dictamina procedente la propuesta de in-
corporar la figura del arraigo para investigaciones y
procesos seguidos por el delito de delincuencia organi-
zada, en este último caso, cuando no subsista la prisión
preventiva, en los términos y condiciones que el juez es-
tablezca, de conformidad con la ley de la materia, así como
por la temporalidad de hasta cuarenta días y con opción a
prórroga hasta por otros cuarenta días, siempre que sigan
vigentes las circunstancias que justificaron su autorización
inicial.

Por todo lo señalado, se determina procedente incluir
jueces denominados de control, que se responsabiliza-
rán de la resolución rápida de las solicitudes ministe-
riales de cateos, arraigos, intervenciones de comunica-
ciones privadas, ordenes de aprehensión, y las demás que
requieran control judicial, asimismo, resolver las impugna-
ciones contra las determinaciones del ministerio público, y
realizar las audiencias procesales preliminares al juicio
conforme los principios del sistema acusatorio, de confor-
midad con las reglas de organización que al efecto se emi-
ta por cada poder judicial.”2

(El resaltado es propio)

De la lectura de dicho dictamen, se desprende que entre las
razones que llevaron a incluir esta figura en la Constitución
fue precisamente el hecho de que la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación (SCJN, en adelante) había declarado di-
cha figura “inconstitucional”, por violentar las garantías in-
dividuales y los derechos humanos del arraigado, lo cual es
un absurdo puesto que los legisladores conociendo este cri-
terio y conociendo la gravedad de la figura, apostaron por
superar dicho precedente incluyendo esta aberrante figura
en la Constitución.

La otra razón fue la que ya se señalaba, como un medio pa-
ra acabar con la delincuencia organizada, lo cual como
también ya se comentó, no ha rendido frutos y muy proba-
blemente nunca los rinda. Los “frutos” que sí están a la vis-
ta, son las más de 1000 quejas tan solo en materia federal,
por privación de la libertad, tortura y vejaciones producto
de la utilización de esta figura.

VI. Me parece importante señalar que recientemente, el pa-
sado mes de abril del año 2015, en el Pleno de la SCJN se lle-
vó a cabo un debate que duró varias sesiones, respecto a la
constitucionalidad o no de la figura del arraigo contenida
dentro del Código de Procedimientos Penales, como medida
para ser utilizado contra quienes pudieran haber cometido un
delito grave. Al final, la votación de la Corte fue de 6 votos
contra 5 a favor de la constitucionalidad, en una decisión muy
controversial, de la cual vale la pena destacar algunas de las
valiosas consideraciones vertidas mediante voto particular de
algunos de los ministros disidentes de la mayoría:

El ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea,3 señaló lo si-
guiente:

“En el caso, sin embargo, de la aplicación de esta meto-
dología llego a la conclusión –y así lo expuse durante la
discusión del asunto– de que no existe una interpreta-
ción posible de la figura del arraigo que sea compa-
tible con las exigencias del derecho a la libertad per-
sonal y a la presunción de inocencia.

De un simple ejercicio comparativo entre la regulación
constitucional del arraigo y el precepto convencional ci-
tado, puede advertirse que el hecho de que una persona
pueda permanecer arraigada hasta por 40 días sin que se
ejerza en su contra la acción penal por considerársele
probable responsable de un delito, plantea problemas a
la luz de los numerales 7.4 y 7.5 los cuales prevén, res-
pectivamente, que toda persona detenida o retenida de-



be ser notificada “sin demora” no sólo de las razones de
su detención sino también de “los cargos formulados
contra ella” y que tendrá derecho a ser juzgada “dentro
de un plazo razonable”. 

Las razones por las que la figura del arraigo entra en con-
flicto con estas exigencias son evidentes: por un lado, cuan-
do una persona está arraigada aún no se ha formulado nin-
gún cargo en contra de ella, entendiendo por “cargo”, la
acusación de esa persona ante un juez por la comisión de al-
gún delito; por otro lado, la persona no puede en principio
“ser juzgada” en un plazo razonable, puesto que aún no ha
sido sometida a proceso. 

Más aún, si bien la Constitución prevé que la orden de
arraigo será emitida por autoridad judicial, no establece
que el arraigado deba ser llevado ante un juez. Al respecto,
en el Caso Tibi Vs. Ecuador (2004) la Corte Interameri-
cana sostuvo lo siguiente: “[…] En primer lugar, los térmi-
nos de la garantía establecida en el artículo 7.5 de la Con-
vención son claros en cuanto a que la persona detenida
debe ser llevada sin demora ante un juez o autoridad judi-
cial competente, conforme a los principios de control judi-
cial e inmediación procesal. Esto es esencial para la pro-
tección del derecho a la libertad personal y para otorgar
protección a otros derechos, como la vida y la integridad
personal. El hecho de que un juez tenga conocimiento de
la causa o le sea remitido el informe policial correspon-
diente […] no satisface esa garantía, ya que el detenido
debe comparecer personalmente ente el juez o autori-
dad competente […]” (párrafo 118).

En el caso del arraigo no existe posibilidad de dar cumpli-
miento a esta exigencia. El hecho de que la orden sea gira-
da por un juez de control no satisface el requisito de que el
detenido sea llevado ante un juez o funcionario autorizado
para ejercer funciones judiciales y, en tal medida, es in-
compatible con la obligación contenida en el artículo 7.5
de la Convención.

De todo lo anterior advierto una dificultad para aplicar en
su literalidad las garantías penales del artículo 7 de la Con-
vención a las personas arraigadas, lo cual no podría supe-
rarse mediante una simple interpretación del texto
constitucional, sino acaso mediante una manipulación del
mismo a través de la cual se introdujeran otros contenidos,
lo que si bien constituye una práctica que no es ajena a mu-
chos Tribunales Constitucionales, ordinariamente se reali-
za respecto de textos legales y no respecto de constitucio-
nes.

Pero la mayor dificultad que presenta el arraigo a la luz de
los derechos fundamentales y principios constitucionales
en juego es en relación con el principio de presunción de
inocencia el cual exige tratar como inocente, en la mayor
medida posible, a una persona sujeta a investigación mi-
nisterial.4

En la jurisprudencia interamericana, el problema que supo-
nen las medidas cautelares, particularmente la prisión pre-
ventiva, a la luz del principio de presunción de inocencia,
se ha resuelto por dos vías: por un lado, mediante la deter-
minación de las finalidades que pueden justificar este tipo
de medidas y, por otro, mediante el establecimiento del es-
tándar probatorio para decretarlas. 

En Ricardo Canese vs. Paraguay (2004), la Corte Inter-
americana sostuvo que “las medidas cautelares que afec-
tan la libertad personal y el derecho de circulación del
procesado tienen un carácter excepcional, ya que se en-
cuentran limitadas por el derecho a la presunción de ino-
cencia y los principios de necesidad y proporcionalidad,
indispensables en una sociedad democrática”, de tal ma-
nera que “para aplicar tales medidas cautelares en el pro-
ceso penal deben existir indicios suficientes que permi-
tan suponer razonablemente la culpabilidad del
imputado y que se presente alguna de las siguientes cir-
cunstancias: peligro de fuga del imputado […] [o] peli-
gro de que el imputado obstaculice la investigación”
(párrafo 129). 

De esta manera, puede decirse que la Corte Interamericana
ha identificado dos finalidades legítimas compatibles con
la presunción de inocencia para una medida cautelar que
priva de la libertad a una persona: (i) asegurar que esa per-
sona no impedirá el desarrollo eficiente de las investiga-
ciones;  y (ii) garantizar que la persona no eludirá la acción
de la justicia. [En sentido similar, véase también Caso
Acosta Calderón vs. Ecuador (2005); párrafo 111; Pala-
mara Iribarne vs. Chile (2005), párrafo 198; y Barreto
Leyva vs. Venezuela (2009), párrafo 121].

En estas condiciones y a la luz tanto del artículo 7 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos como de
los estándares de la Corte Interamericana de los Derechos
Humanos que lo interpretan, y que nos son obligatorios en
términos de la segunda jurisprudencia derivada de la Con-
tradicción de Tesis 293/2011, me parece que estamos en un
supuesto en el que no existe una interpretación posible
del artículo décimo primero transitorio de la reforma
constitucional de 18 de junio de 2008 que lo haga com-
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patible con el derecho a la libertad personal y el princi-
pio de presunción de inocencia, por lo que estamos en el
supuesto de preferir la aplicación de los estándares inter-
americanos más protectores.

(El resaltado es propio)

Por su parte, la Ministra Olga María del Carmen Sánchez
Cordero de García Villegas, señaló en su voto particular lo
siguiente:

Puntualizado lo anterior, considero que la figura del arrai-
go, sí es incompatible con las normas de Derechos Hu-
manos contenidas en los tratados internacionales de los
que el Estado Mexicano es parte, pues a la luz de los ar-
tículos 7o.5 y 8o.6 de la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos, y el artículo 9o.7 del Pacto Internacional
de los Derechos Civiles y Políticos, es posible llegar a la
conclusión de que la figura del arraigo que se analiza, re-
sulta contraria al derecho a la libertad personal y a la
presunción de inocencia en su vertiente de regla de tra-
to procesal, pues constituye una medida que limita el
ejercicio del mencionado derecho fundamental, que no
es necesaria ni proporcional en sentido estricto, atendiendo
a los bienes jurídicos en juego.

En el supuesto estudiado, la figura del arraigo prevista en
el artículo impugnado, procede en el marco de una investi-
gación ministerial, cuando se trate de delitos graves en ge-
neral, y por un plazo máximo de cuarenta días. Además de
la comprobación de estos extremos, de acuerdo con el pro-
pio artículo, esta medida cautelar procede en los casos en
que “exista riesgo fundado de que el indiciado se sustraiga
de la acción de la justicia o para la protección de personas
o bienes jurídicos, a fin de lograr el éxito de la investiga-
ción”.

De acuerdo con lo señalado por la Corte Interamericana de
Derechos Humanos, así como de la jurisprudencia del Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos, para que una res-
tricción (en el sentido de limitante) a un derecho funda-
mental sea necesaria en una sociedad democrática, deben
examinarse las alternativas existentes para alcanzar el fin
legítimo perseguido y precisar la mayor o menor lesividad
de aquellas. 

En cuanto a la finalidad tendiente a “evitar que el indicia-
do se sustraiga de la acción de la justicia”, se observa que
en el estado del proceso penal en el que procede el arrai-
go, no se requiere la existencia de mayores elementos

probatorios, como la “probable responsabilidad” o el
“cuerpo del delito”, sino que basta que la medida cautelar
sea solicitada por el Ministerio Público con base en algún
elemento de sospecha de que el indiciado podría sustraerse
de la acción de la justicia, o que se permitiría proteger a
personas o a bienes jurídicos. 

Hasta aquí, la persona acusada de cometer un delito, es
simplemente eso, una persona acusada, una indiciada, sin
que se haya demostrado medianamente su probable res-
ponsabilidad en los hechos imputados.  

De lo anterior, se colige que la medida del arraigo, no pue-
de ser considerada como una medida estrictamente ne-
cesaria para conseguir que una persona se sustraiga de
la acción de la justicia, toda vez que en esta etapa proce-
sal, la autoridad aún no cuenta con elementos suficientes
para tener por demostrada la existencia de un delito o de la
responsabilidad del imputado. De lo contrario, estaría en
aptitud de hacer ejercicio de la acción penal. 

En cuanto a la finalidad consistente en “proteger personas
o bienes jurídicos” tampoco se estima que esta medida
sea estrictamente necesaria, pues existen otros mecanis-
mos menos lesivos de la libertad personal que sirven pa-
ra alcanzar este objetivo. Entre otras, basta señalar lo dis-
puesto por el artículo 2°, fracción V y el artículo 3, fracción
X del propio Código Federal de Procedimientos Penales
que establecen derechos a favor de las víctimas a fin de que
la autoridad garantice su protección; o también, por ejem-
plo, no debe pasar desapercibido el artículo 7º de la Ley
General de Víctimas, que establece diversos derechos a fa-
vor de las víctimas de un delito, inclusive con independen-
cia de que se encuentren en un proceso penal, con la fina-
lidad de que la autoridad les proporcione medidas de
protección eficaces de su vida, integridad y libertad perso-
nal. 

Finalmente, no parece poder afirmarse que, en ausencia
del arraigo, todas las investigaciones serían infructuo-
sas per se, o no permitirían al Estado cumplir con sus
obligaciones de garantía. Es cierto que es una herramien-
ta que podría facilitar la investigación de un delito en de-
terminados casos, no obstante, debe recordarse que para
que la restricción a un derecho fundamental sea válida, es-
ta debe ser estrictamente necesaria. 

Por tanto, considero, el arraigo, no es una medida estric-
tamente necesaria para la consecución de los fines legíti-
mos que pretende. 



Por ello, tal y como señaló el Grupo de Trabajo sobre De-
tenciones Arbitrarias de la ONU, la privación de la libertad
como medida precautoria, debe basarse en una “sospecha
razonable”, esto es, a través de hechos o informaciones que
permitan suponer objetivamente que la persona acusada
pudo haber cometido el delito, y no, con el simple objetivo
de llevar a cabo la investigación. En el caso del arraigo, es-
ta situación se ve particularmente afectada, en tanto que la
misma es adoptada en el marco de una investigación, y no
propiamente de un proceso penal en sentido estricto, en el
que se haya demostrado el extremo de una “probable res-
ponsabilidad”, como sucede en tratándose de la prisión
preventiva. 

Por último, al tratarse de una amplitud de supuestos -en el
caso, de todos los delitos graves-, es posible concluir que
la interferencia con el objetivo de la investigación puede
ser considerada como moderada o leve, en contraposición
con la afectación a los derechos del indiciado (interferen-
cia considerada como severa), toda vez que la ausencia de
una medida cautelar de este tipo, en muchos casos, no im-
plicaría el fracaso per se de la investigación y captura de
los responsables, ni la infructuosidad de la investigación de
los delitos, ni que se generen daños a personas o bienes ju-
rídicos. 

(El resaltado es propio)

Por su parte, el voto particular del ministro Juan N. Silva
Meza fue muy concreto y directo, puntualizando que:

“Finalmente, debo insistir en mi ya reiterado criterio
respecto al arraigo penal hoy constitucionalizado, en el
sentido de que la inclusión en la constitución del mé-
todo consistente en “primero detener para después
investigar” propicia que las autoridades conciban a
dicho arraigo penal, como una especial medida cau-
telar que propicia y permite sobreponerse en térmi-
nos absolutos:  Uno:  al contenido esencial de los de-
rechos fundamentales; Dos: a la libertad personal;
Tres: a la presunción de inocencia; Cuatro: al debi-
do proceso; Cinco: a la tutela judicial efectiva.   Pro-
piciando con ello la arbitrariedad y el autoritarismo,
contrarios al estado democrático y constitucional, de
derecho, que diseña nuestra Constitución.”

(El resaltado es propio)

VII. Cabe destacar, que de acuerdo a una nota publicada
por el periódico Excélsior,8 se reportó que en 96.7% de los

casos de arraigo realizados de 2008 a 2013 se fracasó en la
tarea de llevar a los criminales ante la justicia, porque nun-
ca se encontraron las pruebas, según refieren que se dijo en
el foro “Retos y Acciones del Estado Frente al Arraigo”,
organizado por el Senado de la República y la Comisión de
Derechos Humanos del DF.

Se refirió que incluso el propio representante de la Procu-
raduría General de la República señaló en dicho foro que el
arraigo “ha sido ocasión para la violación de derechos hu-
manos de manera persistente; es también ocasión para la
práctica de la tortura; es ocasión para detener y luego in-
vestigar… cuando primero deben ser las investigaciones.
Por los resultados obtenidos, el arraigo ha sido una figura
perversa”.

Finalmente se comentó que Javier Hernández, representan-
te de la Oficina del Alto Comisionado de Derechos Huma-
nos de las Naciones Unidas en México, consideró que el
arraigo “es un marco jurídico que cualquiera que sea la jus-
tificación que se le dé, en cualquiera de los contextos no
sólo de México, sino de cualquier país sometido al escruti-
nio internacional y a obligaciones mandatarias en términos
de derechos humanos tienen que ser revisados a la luz de la
generación de violaciones a los derechos humanos que pro-
picia y que reproduce”.

VIII. Otra de las voces más importantes que se han opues-
to abierta y frontalmente en contra del arraigo, es la ofici-
na de “Humans Rights Watch” quien mediante un comuni-
cado de prensa recientemente señaló en su portal de
Internet:9

El Congreso mexicano debería rechazar un proyecto de re-
forma constitucional sobre el arraigo, señaló hoy Human
Rights Watch. La reforma propuesta, que reduciría el perí-
odo máximo de arraigo de 80 a 40 días, no se adecuaría a
las normas internacionales de derechos humanos. En vez
de ello, indicó Human Rights Watch, el Congreso de Mé-
xico debería directamente eliminar esta práctica.

“El arraigo contraviene algunos de los principios más
fundamentales de la Constitución de México, como las
garantías frente a detenciones arbitrarias, ofrece a los
agentes del Ministerio Público un incentivo perverso
para privar a personas de su libertad sin antes haber
efectuado una investigación exhaustiva, y vulnera ga-
rantías básicas contra la tortura”, aseveró José Miguel
Vivanco, director para las Américas de Human Rights
Watch. “La única forma de asegurar que se realicen in-
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vestigaciones eficientes y profesionales, y de contra-
rrestar la negligencia y los abusos que ha fomentado es-
ta modalidad de prisión preventiva, es eliminar el arrai-
go completamente de la Constitución”.

La legislación vigente concede a los agentes del Ministerio
Público un plazo de cuatro días para presentar a personas
presuntamente involucradas en la delincuencia organizada
ante un juez. A través del arraigo, los agentes del Ministerio
Público pueden además solicitar autorización judicial para
extender la detención durante un período adicional de 80 dí-
as antes de consignar a estas personas, mientras continúan
con la investigación.

El proyecto que actualmente está siendo debatido en la Cá-
mara de Diputados de México reduciría a 40 días el perío-
do máximo de detención previsto en esta disposición. A su
vez, ampliaría de 4 a 7 días el plazo máximo durante el cual
los funcionarios judiciales pueden mantener detenidas a
personas presuntamente vinculadas con la delincuencia or-
ganizada antes de presentarlas ante un juez.

Otro proyecto basado en una propuesta de la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal, que sería discutido en la Cá-
mara de Diputados de México, propone reemplazar el
arraigo con otra variante de prisión previa a la consigna-
ción, que el texto denomina “detención con control judi-
cial”. Esta norma permitiría a los jueces disponer la deten-
ción de presuntos delincuentes durante un lapso de hasta 10
días sin consignación, y en este período la detención sería
supervisada por jueces en vez de agentes del Ministerio Pú-
blico.

Ni la propuesta para reducir el período de arraigo a un má-
ximo de 40 días, ni la que pretende reemplazarlo con una
modalidad de detención con control judicial de hasta 10 dí-
as antes de la consignación, se adecuan a lo establecido en
las normas internacionales de derechos humanos, observó
Human Rights Watch. Tanto el Comité de Derechos Hu-
manos de las Naciones Unidas como el Tribunal Europeo
de Derechos Humanos han formulado serias objeciones a
la detención de una persona por un período mayor a cuatro
días.

Si bien la Corte Interamericana solamente se ha pronuncia-
do en un caso vinculado con una detención que se extendió
durante 15 días (cuando el plazo máximo era de 30 días),
ha manifestado expresamente que comparte el enfoque del
Tribunal Europeo y el Comité de Derechos Humanos sobre

la importancia de la inmediatez con que se debe ejercer el
control judicial de una detención.

El Comité de la ONU contra la Tortura, el Grupo de Tra-
bajo de la ONU sobre la Detención Arbitraria, el Grupo de
Trabajo de la ONU sobre Desapariciones Forzadas y la Re-
latora Especial de las Naciones Unidas sobre la Indepen-
dencia de los Magistrados y Abogados son algunas de las
instituciones internacionales que han instado a México a
abolir la prisión previa a la consignación.

“Cualquier ampliación del período durante el cual una per-
sona puede quedar detenida antes de ser llevada ante un
juez para ser imputada – ya sean días o semanas, y con in-
dependencia de si se llama arraigo o se la da otro nombre
– constituirá una vulneración irrazonable de derechos fun-
damentales, y fomentará un entorno propicio para que se
cometan incluso nuevos abusos”, manifestó Vivanco.

Human Rights Watch ha documentado gran cantidad de ca-
sos de víctimas que han sufrido graves abusos – como tor-
turas y violaciones sexuales –  durante la prisión preventi-
va durante el arraigo o antes de este período.

Por ejemplo, cuatro hombres de Baja California – Ramiro
Ramírez Martínez, Rodrigo Ramírez Martínez, Orlando
Santaolaya y Ramiro López Vázquez – fueron detenidos
arbitrariamente en junio de 2009 y trasladados a una base
del ejército, donde militares aplicaron descargas eléctricas
en sus genitales, los sometieron a tácticas de asfixia, extra-
jeron las uñas de sus pies y los golpearon frente a sus com-
pañeros hasta que accedieron a firmar confesiones falsas.
Estas confesiones fueron usadas posteriormente para con-
seguir que la justicia dispusiera el arraigo de los hombres
antes de que fueran consignados. Durante el arraigo, per-
manecieron en una base militar, donde sufrieron nuevos
abusos.

IX. Además de Human Rights Watch, la historia reciente de
los últimos 15 años está plagada de recomendaciones por
parte de diversas organizaciones, como lo es la propia Or-
ganización de las Naciones Unidas (ONU) según se puede
observar en este interesante recuento:10

“Las violaciones de derechos humanos derivadas del
arraigo han llevado a que diversos organismos interna-
cionales de derechos humanos manifestaran abierta-
mente la necesidad de eliminar esta figura de la legisla-
ción y la práctica mexicana. En el informe sobre su



visita a México en 2002, el Grupo de Trabajo sobre De-
tenciones Arbitrarias concluyó que, después de haber vi-
sitado las “casas de arraigo”, el arraigo representaba una
forma de detención arbitraria debido a la insuficiencia
de recursos judiciales y, además, señaló que los lugares
donde se llevan a cabo dichas detenciones si bien no son
secretos, sí son “discretos”, señalando que las ubicacio-
nes exactas fueron más o menos un tema tabú del que ni
siquiera las autoridades lo sabían con certeza (párr. 50).
El Grupo de Trabajo fue el primero en condenar el uso
de arraigo en México, incluso antes de su constituciona-
lización en 2008. 

Posteriormente, el Subcomité de las Naciones Unidas para
la Prevención de la Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhu-
manos o Degradantes, tras su visita a México en 2009, en-
contró que el uso del arraigo dejaba a los detenidos en una
situación de mayor vulnerabilidad sin un estatus jurídico
definido para ejercer su derecho a la defensa. Además, se-
ñalaron que la poca vigilancia sobre la práctica del arraigo
amplía las posibilidades de incidencia en casos de tortura,
atestiguando que cerca del 50% de las personas que entre-
vistaron durante su visita al Centro de Arraigos Federales
en la Ciudad de México presentaban señales de tortura y
malos tratos. Por tal motivo, recomendó la adopción de
medidas legislativas y administrativas para prevenir casos
de tortura u otros tratos degradantes bajo arraigo (párr.
238). 

Meses más tarde, en marzo de 2010, durante la considera-
ción del quinto informe periódico sobre México, el Comi-
té de Derechos Humanos de Naciones Unidas expresó su
gran preocupación sobre la legalidad de la utilización del
arraigo en la lucha contra el crimen organizado en el que
una persona puede ser detenida sin cargos durante un má-
ximo de 80 días y sin las garantías jurídicas prescritas por
el artículo 14 del Pacto. El Comité hizo hincapié en que las
personas sujetas a esta forma de detención preventiva se
encuentran en peligro de ser sometidas a malos tratos y re-
comendó al Estado mexicano a tomar todas las medidas ne-
cesarias para eliminar la figura del arraigo en todos los ni-
veles de gobierno (párr. 15). 

También la Relatora Especial de la ONU sobre la Indepen-
dencia de Jueces y Abogados señaló, al término de su mi-
sión oficial a México en el mes de octubre de 2010, que lle-
var a cabo una detención para investigar –cuando lo
apropiado debiera ser investigar de manera rápida y eficaz-
mente para detener – son muestra de un mal funciona-
miento del sistema de procuración de justicia y constituye

una violación a la presunción de inocencia. En este senti-
do, consideró que la figura del arraigo constituye una vio-
lación de los derechos humanos por lo que debe ser elimi-
nada (párr. 92-94). 

Más recientemente, el Grupo de Trabajo sobre Desapari-
ciones Forzadas o Involuntarias señaló en su informe sobre
su visita a México en marzo 2011 que varias personas en-
frentan desapariciones transitorias o de corto plazo, quie-
nes fueron posteriormente presentadas a las autoridades y
puestas bajo arraigo. En ese sentido, el Grupo de Trabajo
también recomendó la abolición de la figura del arraigo de
la legislación y la práctica, tanto a nivel federal como esta-
tal (párr. 88). 

Por otro lado, durante el Examen Periódico Universal en
2009, algunos Estados cuestionaron la práctica del arraigo
en México. Nueva Zelanda, Irlanda y Suiza, recomendaron
evaluar el uso del arraigo y erradicarlo “tan pronto como
sea posible”, ya que puede ser considerado como una de-
tención arbitraria. No obstante, el Estado se negó a aceptar
dichas recomendaciones pues señalaron que el arraigo
cumple con las normas establecidas en el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos y con los Principios pa-
ra la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cual-
quier Forma de Detención o Prisión. 

Por otro lado, según declaraciones de abogados litigantes,
las demandas de amparo interpuestas en contra de las ór-
denes de arraigo en materia federal sólo apresuran al Mi-
nisterio Público a consignar la averiguación previa ante el
Juez de Distrito para que éste decrete el auto de formal pri-
sión antes de que sea resuelto el fondo del juicio de ampa-
ro, y dejar así sin materia el juicio en contra de la figura del
arraigo. Como consecuencia, los actos anteriores se subsa-
nan sin importar incluso si el arraigo no cumplía con los re-
quisitos legales o constitucionales requerido, con lo que és-
tos quedan legitimados.

X. Finalmente, entre los académicos, periodistas y/o políti-
cos mexicanos que abiertamente se han pronunciado en
contra del agravio, encontramos al Doctor Miguel Carbo-
nell, quien ha señalado11 que El arraigo viola la Conven-
ción Americana de Derechos Humanos:

“La constitucionalización del arraigo ha generado fuer-
tes críticas por parte de los especialistas. Se trata de uno
de los aspectos más cuestionables o débiles de la refor-
ma, ya que lleva hasta la Carta Magna el muy vernácu-
lo principio de “detener para investigar”, cuando en la
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mayoría de países democráticos del mundo sucede lo
contrario: primero se investiga a una persona y, cuando
se reúnen los elementos suficientes, se le detiene. Los
autores de la reforma quisieron ser muy “internaciona-
les” en ciertos temas, pero resultaron excesivamente do-
mésticos en otros.

En el fondo de las críticas que se le han hecho a esta par-
te de la reforma late un problema más general, sobre el
que tendremos oportunidad de volver en su momento: el
problema de si el combate a la criminalidad organizada
puede hacerse con las reglas comunes del procedimien-
to penal o si, por el contrario, hacen falta reglas especí-
ficas que permitan enfrentar a las grandes bandas de
asaltantes, contrabandistas, tratantes de personas, roba-
coches, secuestradores o narcotraficantes. Se trataría de
discutir sobre la justificación y el espacio que se le de-
bería dar (o no dar) a un “derecho penal de excepción”
o con “garantías atenuadas”.

A reserva de estudiar ese tema con detenimiento en otro es-
crito, creo que es importante señalar que la figura del arrai-
go está también prevista en distintos códigos de procedi-
mientos penales. 

Pues bien, hay al menos dos sentencias, dictadas por va-
lientes jueces de distrito (con sede en San Luis Potosí y en
Chiapas) que declaran la incompatibilidad de dicha figura
cautelar con la Convención Americana de Derechos Hu-
manos, conocida como Pacto de San José.

Se trata de fallos novedosos, tanto en la forma de argu-
mentar como –sobre todo- respecto al fondo del tema que
aborda. A continuación les compartimos dichas sentencias
en sus versiones públicas (sin incluir datos personales), que
seguramente sentará un precedente importante para la re-
solución de casos futuros.”

XI. En virtud de lo anteriormente expuesto, queda más
que claro que el arraigo es una figura decimonónica in-
sostenible en nuestro Estado Mexicano, y debe ser erra-
dicada de tajo, puesto que en el recuento de los daños,
las consecuencias de su existencia no han sido para na-
da favorables, y por el contrario, nos alejan de la demo-
cracia y nos aproximan a un estado autoritario inquisi-
dor, del que los mexicanos hemos luchado por alejarnos
desde la fundación de nuestra nación hace un par de si-
glos.

Por lo anteriormente expuesto, se expide el siguiente pro-
yecto de

Decreto por el que se reforman artículo 16 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y se deroga
el Capítulo Cuarto del Título Segundo de la Ley Federal
contra la Delincuencia Organizada

Artículo Primero. Se reforma el párrafo octavo del artícu-
lo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos para quedar como sigue:

Artículo 16.  …

…

…

…

…

…

…

A nadie se le podrá privar de su libertad bajo la figura del
arraigo o cualquier otra modalidad similar.

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…



Artículo segundo. Se Derogan el Capítulo Cuarto del Tí-
tulo Segundo de la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada, con sus respectivos artículos 12, 12 Bis, 12 Ter,
12 Quáter y 12 Quintus.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El Congreso deberá adecuar las leyes y regla-
mentos correspondientes en un plazo máximo de ciento
veinte días contados a partir de la publicación del presente
decreto.

Notas:

1 Gutiérrez, Juan Carlos y Cantú, Silvano. “El arraigo y la seguritiza-
cio?n de la justicia penal.” Revista de derechos humanos DFensor.

Consultada en: http://www.corteidh.or.cr/tablas/r28473.pdf 

2 Consultado en: http://gaceta.diputados.gob.mx/ 

3 Consultado en: www.scjn.gob.mx 

4 “Presunción de inocencia como regla de trato en su vertiente extra-
procesal. Influencia de su violación en el proceso penal. Esta Primera
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que
como regla de trato, el derecho fundamental a la presunción de ino-
cencia exige que cualquier persona imputada por la comisión de una
conducta tipificada como delito, sea tratada como inocente durante el
trámite del procedimiento e, incluso, desde antes de que se inicie, pues
puede ser el caso de que ciertas actuaciones de los órganos del Estado
-sin limitarlos a quienes intervienen en la función jurisdiccional pro-
piamente dicha- incidan negativamente en dicho tratamiento. En este
sentido, la violación a esta faceta de la presunción de inocencia puede
afectar de una forma grave los derechos relativos a la defensa del acu-
sado, ya que puede alterar la evolución del proceso al introducir ele-
mentos de hecho que no se correspondan con la realidad y que, en el
ánimo del tribunal, y sobre todo de las víctimas y de los posibles testi-
gos, actúen después como pruebas de cargo en contra de los más ele-
mentales derechos de la defensa. Así, la presunción de inocencia como
regla de trato, en sus vertientes procesal y extraprocesal, incide tanto
en el proceder de las autoridades en su consideración a la condición de
inocente de la persona, como con la respuesta que pueda provenir de
las demás partes involucradas en el juicio. Particularmente, la viola-
ción a la regla de trato de la presunción de inocencia puede influir en
un proceso judicial cuando la actuación indebida de la policía que pre-
tenda manipular la realidad, tienda a referirse a: (i) la conducta, credi-

bilidad, reputación o antecedentes penales de alguna de las partes, tes-
tigos o posibles testigos; (ii) la posibilidad de que se produjere una
confesión, admisión de hechos, declaración previa del imputado o la
negativa a declarar; (iii) el resultado de exámenes o análisis a los que
hubiese sido sometido alguien involucrado en el proceso; (iv) cual-
quier opinión sobre la culpabilidad del detenido; y, (v) el hecho de que
alguien hubiera identificado al detenido, entre muchas otras.”

[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de
2013; Tomo 1; Pág. 563. 1a. CLXXVII/2013 (10a.).

“Presunción de inocencia como regla de trato en su vertiente extrapro-
cesal. Su contenido y características. A juicio de esta Primera Sala de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el derecho fundamental a la
presunción de inocencia como regla de trato, en su vertiente extrapro-
cesal, debe ser entendido como el derecho a recibir la consideración y
el trato de no autor o no partícipe en hechos de carácter delictivo o aná-
logos a éstos y determina, por ende, el derecho a que no se apliquen las
consecuencias o los efectos jurídicos anudados a hechos de tal natura-
leza. Asimismo, es necesario señalar que la violación a esta vertiente
de la presunción de inocencia puede emanar de cualquier agente del
Estado, especialmente de las autoridades policiales. Dada la trascen-
dencia de una acusación en materia penal, la Constitución otorga al im-
putado una serie de derechos fundamentales a fin de garantizar que se
efectúe un juicio justo en su contra, sin embargo, de nada sirven estos
derechos cuando las autoridades encargadas de investigar el delito re-
alizan diversas acciones que tienen como finalidad exponer pública-
mente a alguien como responsable del hecho delictivo. Frente a estas
acciones se corre el enorme riesgo de condenar al denunciado antes de
tiempo, ya que el centro de gravedad que corresponde al proceso como
tal, se puede desplazar a la imputación pública realizada por la poli-
cía.”

[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de
2013; Tomo 1; Pág. 564. 1a. CLXXVI/2013 (10a.).

“Presunción de inocencia como regla de trato en su vertiente extrapro-
cesal. Su relación con el principio de buena fe ministerial. Como ya lo
ha establecido esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, la seguri-
dad pública va de la mano, necesariamente, del respeto al orden cons-
titucional. Asimismo, se ha reconocido que el derecho fundamental a
la presunción de inocencia, como regla de trato, exige que cualquier
persona imputada por la comisión de una conducta tipificada como de-
lito, sea tratada por todas las autoridades como inocente durante el trá-
mite del procedimiento e incluso desde antes de que se inicie. En este
sentido, el respeto de las autoridades policiales y ministeriales a la pre-
sunción de inocencia, en su vertiente de regla de trato, se encuentra
exigido en nuestro ordenamiento jurídico, no sólo en virtud del dere-
cho a la presunción de inocencia, sino también atendiendo a lo esta-
blecido en el artículo 21 constitucional. Dicho artículo consagra el
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principio de buena fe ministerial, al establecer que: “la actuación de las
instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de lega-
lidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los
derechos humanos reconocidos en esta Constitución”. En atención a
este principio, resulta indudable que con la inclusión de este apartado
en el artículo 21 constitucional, el constituyente tuvo por objetivo es-
tablecer un estándar constitucional relativo a la actuación de los poli-
cías: la legalidad, la honestidad, la eficiencia y el cumplimiento de las
normas de derechos fundamentales. Este estándar de actuación necesa-
riamente implica que las autoridades policiales y ministeriales deben
respetar plenamente los derechos de los detenidos y acusados, inclu-
yendo entre ellos a la presunción de inocencia en sus distintas vertien-
tes.”

[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de
2013; Tomo 1; Pág. 565. 1a. CLXXIX/2013 (10a.).

5 CADH. Artículo 7.  Derecho a la Libertad Personal 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y
en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas
de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 

[…]

6 CADH. Artículo 8. Garantías judiciales […] 2. Toda persona incul-
pada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no
se establezca legalmente su culpabilidad. […]

7 PIDCP. Artículo 9. 1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a
la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a detención o pri-
sión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las
causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en és-
ta.

8 Periódico Excélsior. Edición 15 abril 2015. Consultado en:
http://www.excelsior.com.mx/nacional/2015/04/15/1018707 

9 Consultado en: www.hrw.org/es/news/2013/04/ 

10 El arraigo hecho en México: violación a los derechos humanos

Informe ante el Comité? Contra la Tortura con motivo de la revisión
del 5° y 6° informes periódicos de México. Comisión Mexicana de De-
fensa y Promoción de los Derechos Humanos, AC, Organización Mun-
dial Contra la Tortura

11 Consultada en: www.miguelcarbonell.com

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de diciembre de 2016.— Dipu-
tado Víctor Manuel Sánchez Orozco (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Puntos Constitucionales la
parte que le corresponde y de Justicia la parte que le
corresponde, para dictamen.

LEY DE INVERSIÓN EXTRANJERA

«Iniciativa que reforma el artículo 23 de la Ley de Inver-
sión Extranjera, suscrita por los diputados Rosa Alba Ra-
mírez Nachis, Ma. Victoria Mercado Sánchez y Carlos Lo-
melí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

Los suscritos Rosa Alba Ramírez Nachis, Ma. Victoria
Mercado Sánchez, Carlos Lomelí Bolaños, diputados fede-
rales de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en relación con el artículo 6, numeral 1, fracción I, y 77,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a la
consideración de esta honorable asamblea la presente ini-
ciativa que reforma el artículo 23 y se agrega un segundo
párrafo, recorriendo el subsecuente, de la Ley de Inversión
Extranjera, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La inversión extranjera se define como aquella que realizan
las personas físicas o jurídicas que no residen en el país
donde se efectuará dicha inversión, ya sea a través de la
compra de acciones o por la participación directa dentro de
una empresa que se constituye bajo el deseo de permanen-
cia en el territorio nacional. Estas inversiones por consi-
guiente otorgan efectos que traen  cambios contribuyendo
al desarrollo del país, permitiendo por un lado la estabili-
dad en ciertas variables macroeconómicas mientras que
por otro el fortalecimiento de los mercados internos a tra-
vés de la generación de empleo y la entrada a la moderni-
zación de empresas nacionales y extranjeras. En México se
tiene la Ley de inversión extranjera misma que establece
los derechos y obligaciones de los inversionistas extranje-
ros y que tiene por objeto “la determinación de reglas para
canalizar la inversión extranjera hacia el país y propiciar



que ésta contribuya al desarrollo nacional” (Ley de Inver-
sión Extranjera, 2015).

En la ley en referencia se denota como inversión directa
aquella que de manera general amplía el capital ya sea in-
dustrial o comercial teniendo el fin de internacionalizarse;
resaltando que los resultados obtenidos por dicha inver-
sión,  irán siempre buscando el avance y crecimiento del
país a largo plazo.

Por otra parte, en lo que se refiere a la inversión indirecta,
se concentra la compra de valores en sus diversas modali-
dades ya sea empresariales o gubernamentales, contribu-
yendo a que los extranjeros inviertan en el país por medio
del Banco de México. Estos valores son comercializados
otorgándole al extranjero ciertas utilidades que dependen
en gran medida del tipo del valor adquirido, su plazo y la
tasa de interés que fue establecida al adquirirlo. Dicha in-
versión otorga grandes recursos que sirven para que las
empresas o los gobiernos tengan las posibilidades de fi-
nanciar planes, programas y proyectos que permitan el de-
sarrollo y la riqueza de sus regiones.

Es relevante considerar que los inversionistas deberán rea-
lizar un profundo análisis del país, considerando ciertos
factores como su estabilidad económica, política y social,
que les permita tomar la mejor decisión sobre dónde y en
qué invertir, ya sea directa o indirectamente. De esta ma-
nera se tendrá un panorama del entorno  internacional real
para buscar el crecimiento y la competitividad a través de
la exploración hacia nuevos mercados.

Los negociaciones entre dos o más países, en su enfoque
general, son las transacciones que se realizan ya sea de for-
ma privada o gubernamental pudiendo ser el Comercio Ex-
terior y los Negocios Internacionales.

Es necesario manifestar que gracias a la globalización se
ha logrado la apertura comercial eliminando barreras
arancelarias a través de la firma de convenios y tratados
de libre comercio y alianzas estratégicas entre las empre-
sas y las organizaciones e instituciones internacionales, lo
cual ha motivado la participación intensificada de empre-
sarios y profesionistas con especialización para contribuir
a la competitividad de los negocios en un rubro interna-
cional enfrentando los retos y cambios que se perfilan en
el México del siglo XXI. Es de vital importancia resaltar
que hoy en día, los negocios internacionales son parte
primordial para el crecimiento de la nación, otorgando la
apertura hacia los mercados internacionales a las empre-

sas con la capacidad de conseguir su desarrollo a través
del intercambio de sus servicios y productos.

Según el artículo Inversión Extranjera Directa México-Es-
tados Unidos publicado por la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores (2016) el cual dice: “Como parte del proceso de in-
tegración económica impulsado por el TLCAN, la
inversión extranjera directa entre México y Estados Unidos
se ha dinamizado. En el periodo 1999-2012, la inversión
extranjera directa de Estados Unidos en México sumó 153
mil millones de dólares, equivalente a 50 por ciento de un
total de 305.6 mil millones de dólares”.

Por su parte se entiende también que la Inversión Extranje-
ra Directa, son el conjunto de los capitales que se colocan
en un país del extranjero a largo plazo, los cuales son utili-
zados para generar o crear empresas de diferente giro, in-
dustriales, de servicios o agrícolas, que buscan su interna-
cionalización, representando así un incremento en los
capitales comerciales e industriales y una penetración total-
mente independiente asociada a capitales públicos o priva-
dos, obteniendo diferentes beneficios, que lo más probable
se vean reflejados a largo plazo. Con la inversión directa la
representación que obtienen las empresas es ser unidades
con estructura multinacional donde el inversionista deter-
mina la distribución de los recursos entre las mismas unida-
des para obtener una rentabilidad. Al inversionista de porta-
folio lo que más le interesa es la seguridad que se tenga
sobre su capital buscando el aumento de su valor y por con-
secuencia el rendimiento que otorgue. Por consiguiente po-
demos afirmar que la inversión directa es totalmente pro-
ductiva cuando se va a ofrecer un beneficio neto superior a
lo que se tiene programado con respecto a la erogación por
concepto de los dividendos que se destinan al exterior.

Por otro lado, la inversión extranjera indirecta, se concep-
tualiza por el conjunto de préstamos  que se hacen por un
país al exterior; o a la que se le llama también inversión de
cartera, la cual se efectúa por los préstamos otorgados por
organismos internacionales tanto a las empresas como a los
gobiernos y a través de la adecuada inversión de valores
bursátiles oficiales por parte del país que recibe los crédi-
tos en las bolsas de valores dentro de su propio país o bien;
del que se encarga de otorgar el crédito. Por lo regular la
gran mayoría de los gobiernos tienden a ofrecer mejores in-
centivos a aquellas empresas que los elijen para ejercer
operaciones de inversión, pudiendo otorgar desde mano de
obra barata, protecciones a la propiedad, servicios para
apoyo a inversionistas del extranjero y hasta extensiones
tributarias.
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De acuerdo a la primera encuesta de confianza realizada
por Deloitte con respecto a las inversiones de capital pri-
vado, América Latina está calificada como una región con
grandes expectativas de inversión y de oportunidades que
han sido poco descubiertas por el capital privado. Según
Proméxico (sin fecha).

Los resultados de esta encuesta muestran que los países
que tendrán mayor actividad de inversiones de capital pri-
vado serán en primer lugar Brasil con un 28 por ciento, Co-
lombia en segundo lugar con 23 por ciento y presentando
un incremento de inversión privada en México con el ter-
cer lugar con 16 por ciento, seguido por Argentina. Esto
quiere decir que los fondos de capital privado tienen abier-
tos los ojos en nuestro país y que nos ven como uno de los
mejores destinos de América Latina para invertir. De
acuerdo a Jorge Schaar socio de Asesoría Financiera de
Deloitte en un comunicado indica que para que los empre-
sarios tengan acceso a este tipo de financiamiento se tendrá
que realizar un cuidadoso análisis de proyectos en la direc-
ción estratégica, el gobierno corporativo y la estructura de
la gestión de las empresas.

En México, de acuerdo con la Asociación Mexicana de Ca-
pital Privado (Amexcap), hay alrededor de 50 fondos de
Capital Privado Mexicano que tienen disponibles cerca de
5 mil millones de dólares. 

Ésta es una actividad común en Estados Unidos, donde mil
800 fondos de capital privado invirtieron en el 2008 más de
20 mil 669 millones de dólares en sus emprendedores. Se-
gún un estudio de la Escuela de Graduados en Administra-
ción y Dirección de Empresas del Tec de Monterrey, EU se
ha convertido en el mayor mercado de capital privado en el
mundo, al captar 61 por ciento de los nuevos recursos de es-
tos fondos.

En México, una de las manifestaciones que cada vez tie-
ne más presencia dentro del mercado de los emprendedo-
res y las Pymes es la inversión privada, la cual se deriva
de los clubes de inversionistas, organismos nacionales y
aceleradoras de negocios para el crecimiento de los bene-
ficiados, ya que actualmente presenta una verdadera fuer-
za para ejercer negociaciones redituables y con repercu-
sión de ayuda social. Sin duda alguna, uno de los
ejemplos palpables es una de las compañías más impor-
tantes del mundo, Microsoft, caracterizado por la fabrica-
ción de programas de cómputo quien en los últimos años
ha invertido alrededor de más de dos mil millones de dó-
lares en México.

De la misma forma, podemos mencionar el caso de Intel
quien destina una inversión de dos mil trescientos millones
de pesos en el Guadalajara, Design Center y que a la vez ha
decidido instalar su Campo Tecnológico en la Zona Metro-
politana de Guadalajara lo cual traerá grandes beneficios
no solo al estado de Jalisco, sino a todo México, siendo és-
tos la generación de empleos y la derrama económica, así
lo dijo su Presidente y Director General Paul Otellini. La
elección fue gracias a las bondades que ofrece la situación
geográfica y estratégica de Jalisco, ya que presenta un pa-
norama favorable en el aspecto de las negociaciones y la
infraestructura de acceso, a la excelente cotización que se
tiene sobre su mano de obra especializada y al impulso que
éste ha logrado dar al uso de la alta tecnología y a la in-
dustria electrónica y que además durante más de cuarenta
años ha conseguido reunir una inversión privada a través
de 700 empresas del mismo ramo. Con lo cual se contribu-
ye al crecimiento del estado y del país.

Al realizar las comparaciones de la Inversión Extranjera
Directa por país de origen, podemos apreciar que esta ha
sido significativa, pues en el Cuadro Comparativo 1 se
muestra el comportamiento de lo captado en los últimos
dos años.

Nota: Extraído del Documento Inversión Extranjera Directa en Méxi-
co y en el Mundo. Carpeta de información estadística (2016).

Asimismo en el cuadro comparativo 2, podemos apreciar
como los flujos de inversión extranjera hacer más eficien-
te la actividad económica o de crecimiento a las entidades
federativas.



Cuadro comparativo 2

Nota: Extraído del Documento Inversión Extranjera Directa en Méxi-
co y en el Mundo. Carpeta de información estadística (2016).

Por otro lado, es muy importante vincular al Centro Coor-
dinador Empresarial para que tengan participación  en los
temas de interés de inversión extranjera, los sectores in-
dustriales y actividades económicas de alta trascendencia
para el desarrollo económico de México.

Por lo que al construir un país de transparencia ciudadana
y de captación de inversión extranjera directa y con leyes e
instituciones firmes, se contribuirá a una misión colectiva
en la que cada quien haga su tarea entre gobierno, empresa
y sociedad.

Mahatma Gandhi, cita que efectivamente, no se trata de de-
mandar que otros cambien para cambiar la realidad de Mé-
xico. Más bien, es cuánto cambia uno mismo que en ello
contribuye a cambiar el todo de la realidad del México que
queremos tener entre todos, como sociedad.

Por otro lado, en el México del Siglo XXI, la Concamin se
ha consolidado como una organización protagonista de la
transformación nacional.

De las palabras del presidente Enrique Peña Nieto en la
reunión anual de industriales 2016 podemos leer que “Mé-
xico avanzó seis lugares y es, quizá, el país que más avan-

zó en el número de pasos que dio en materia de competiti-
vidad, al pasar del lugar número 57 al número 51, en el Ín-
dice Global de Competitividad que elabora el Foro Econó-
mico Mundial”.

Carmona, D. (1975) publicó dentro del blog Memoria Po-
lítica de México lo siguiente:

El Consejo Coordinador Empresarial surge en el contexto
de los acontecimientos políticos y sociales que han tenido
lugar durante el régimen del presidente Luis Echeverría,
como agitación popular y asaltos, secuestros y asesinatos
de empresarios por grupos guerrilleros, y constituye una
respuesta a los planteamientos reformistas que se han for-
mulado durante su periodo de gobierno: apertura política,
distribución del ingreso, aumento del gasto público, acer-
camiento a los gobiernos de Fidel Castro y de Salvador
Allende, asilo político a exiliados de izquierda, así como la
percepción de que la política echeverrista es más radical
que en lo que en realidad ha sido.

La reacción empresarial se inició en diciembre de 1972,
con motivo de la nueva ley para regular con mayor rigor las
inversiones extranjeras. El embajador estadounidense Ro-
bert Mc Bride, impulsó a través de la Cámara Americana
de Comercio Camco, la idea de una acción coordinada de
los empresarios contra la “hostilidad” al capital extranjero
y a la empresa privada. Durante el año siguiente, Frank V.
Loretta, expresidente de CAMCO y directivo de Dupont,
junto con empresarios de Monterrey, como Marcelo Garza
Sada y Ricardo Margain Zozaya, promovieron la organiza-
ción del empresariado nacional. Garza y Margain recorrie-
ron el país para concientizar a los hombres de negocios de
su condición de ciudadanos “disminuidos”, despolitizados
e ineptos para defenderse de la creciente amenaza a las em-
presas. Les hicieron ver que los empresarios estaban au-
sentes de los medios informativos, de las universidades y
de la política en general, y que una actuación individual y
aislada sería ineficaz. Fue así como acordaron agruparse
para “vender” una imagen adecuada del sector privado a la
sociedad y particularmente en materia política.

Asimismo menciona que el Consejo Coordinador Empre-
sarial se conformó con las principales organizaciones em-
presariales del país: Concanaco, Concamin, Coparmex,
Asociación de Banqueros, Asociación Mexicana de Institu-
ciones de Seguros y el Consejo Mexicano de Hombres de
Negocios, formalizando su constitución el 5 de agosto de
1976 y teniendo como primer propósito fue “el de coordi-
nar las actividades y las actitudes de todos los organismos
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empresariales, que pueden no coincidir, ya que fueron cre-
ados para representar intereses sectoriales diferentes”. Por
lo que es de vital importancia que sean los organismos de
representación ante las reuniones que se tengan en la vin-
culación de inversión extranjera.

En virtud de lo anterior, proponemos se reforme el artículo
23 y se agrega un segundo párrafo, recorriendo el subse-
cuente para que los consejos empresariales formen parte de
la vinculación y que puedan aportar sus demandas en el
consejo, para aportar ideas, mecanismos y nuevos plantea-
mientos innovadores en materia de inversión extranjera di-
recta.

Someto a la consideración de esta Honorable Cámara de
Diputados la siguiente iniciativa por la que se reforma el
artículo 23 y se agrega un segundo párrafo, recorriendo el
subsecuente de la Ley de Inversión Extranjera. 

Artículo Único: Se reforme el artículo 23 y se agrega un
segundo párrafo, recorriendo el subsecuente de la Ley de
Inversión Extranjera en los  términos siguientes.

Artículo 23. La comisión estará integrada por los secreta-
rios de Gobernación; de Relaciones Exteriores; de Hacien-
da y Crédito Público; de Desarrollo Social; de Medio Am-
biente, Recursos Naturales y Pesca; de Energía; de
Economía; de Comunicaciones y Transportes; de Trabajo y
Previsión Social, así como de Turismo, quienes podrán de-
signar a un subsecretario como suplente. Asimismo, se po-
drá invitar a participar en las sesiones de la Comisión a
aquellas autoridades y representantes de los sectores priva-

do y social que tengan relación con los asuntos a tratar,
quienes tendrán voz pero no voto.

Asimismo el Consejo Coordinador Empresarial será el
portavoz del sector empresarial mismo que informará
en tiempo y forma a las demás cámaras afiliadas.

La comisión se reunirá semestralmente, cuando menos, y
decidirá sobre los asuntos de su competencia por mayoría
de votos, teniendo su presidente voto de calidad, en caso de
empate.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Ley de Inversión Extranjera. Última reforma DOF. Ciudad de Mé-
xico, México. 18 de diciembre de 2015.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de diciembre de
2016.— Diputados: Rosa Alba Ramírez Nachis (rúbrica), Ma. Victoria
Mercado Sánchez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que adiciona el artículo 350 Bis 4 de la Ley Ge-
neral de Salud, suscrita por los diputados Rosa Alba Ramí-
rez Nachis, Ma. Victoria Mercado Sánchez y Carlos Lo-
melí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

Los suscritos, Rosa Alba Ramírez Nachis, Ma. Victoria
Mercado Sánchez, Carlos Lomelí Bolaños, diputados fede-
rales de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en relación con el artículo 6, numeral 1, fracción I, y 77,

del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la
consideración de esta honorable asamblea la presente ini-
ciativa que adiciona segundo párrafo al artículo 350 Bis 4
de la Ley General de Salud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Hoy día donar cadáveres después de no reclamarse y con-
cluido el plazo correspondiente, las instituciones educati-
vas podrán solicitarlos para que sean utilizados con fines
de investigación médica y solo puedan donarse a las áreas
de las ciencias de la salud.

Es importante citar la reflexión publicada por periódico
Entretodos (2016):

Lo que suceda después de la muerte sigue en discusión, lo
que no está en tela de juicio es lo que pasa con el cuerpo al
morir: “Polvo eres y en polvo te convertirás, dice el Gé-
nesis 3:19. Biológicamente esta cita se explica por los 60
elementos químicos aproximados de los que se compone el
cuerpo humano, siendo el carbono, hidrógeno, oxígeno, ni-
trógeno, fósforo y azufre (Chonps) los bioelementos prin-
cipales que lo constituyen.

Según datos publicados por Universia (2011), la UNAM
recibe 120 cuerpos al año que no son reclamados; dos de
éstos son plastinados y sirven a estudiantes de medicina pa-
ra sus clases de anatomía.

La muerte los sorprendió sin que se conocieran sus nombres
y apellidos. Nadie reclamó sus cadáveres. Algunos padecían
enfermedades y otros estaban sanos, pero la mayoría llegó al
fin de su vida en forma trágica.

Con respecto al proceso de plastinación, esta es una técni-
ca moderna de preservación de material biológico que se
lleva a cabo en la Facultad de Medicina de la UNAM. Es-
ta técnica no es nueva para todos los especialistas y exper-
tos pertenecientes a esta Universidad, ya que ellos llevan
más de diez años practicando este proceso de plastinado de
cuerpos, así lo dice Patricia Herrera quien es especialista
del Departamento de Anatomía de dicha Facultad y que
menciona haber aprendido la técnica con el médico y artis-
ta Gunther von Hagens, considerado el creador del proce-
dimiento en el año de 1977 y quien afirma que este recur-
so les permite a los estudiantes realizar prácticas con
material más cercano a la realidad, ya que el procedimien-
to de conservación de cada cadáver tarda unos tres meses.
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Otro dato interesante publicado por Universia (2011) es:

Antes, los cuerpos llegan al Servicio Médico Forense (Se-
mefo), donde al día reciben unos 13, es decir, cerca de cin-
co mil al año. Hasta agosto del año 2011, habían ingresado
tres mil 197. En 2010 llegaron 4 mil 775 cuerpos, de los
cuales 446 no fueron reclamados; 148 fueron sepultados en
la fosa común del panteón civil de Dolores y 298 fueron
enviados a diversas escuelas de medicina; a la UNAM le
donaron 120. 

La permanencia de un cadáver en la morgue varía entre tres
semanas y once meses, a menos que éste se encuentre aso-
ciado con alguna investigación, un Ministerio Público tie-
ne la facultad de ordenar su conservación por más tiempo.

En el caso de donaciones a instituciones académicas, des-
pués de cinco días de permanecer en las gavetas, es envia-
do a la institución para su tratamiento y posterior utiliza-
ción con fines de investigación y aprendizaje, pues ese
lapso es el adecuado en cuanto a la conservación de órga-
nos.

Las normas legales en el manejo de cadáveres, es evidente
se apliquen con los órganos humanos de manera respetuosa.

Patricia Herrera Saint-Leu se refiere al artículo 136 de la
Ley General de Salud, que establece que “los cadáveres no
pueden ser objeto de propiedad y siempre serán tratados
con respeto, dignidad y consideración” (Universia, 2011)

Además, esta legislación señala que un cuerpo que no es
reclamado dentro de las 72 horas posteriores a la pérdida
de vida y de quienes se desconozca su identidad, será con-
siderado como personas desconocidas.

En el caso de que sean enviados a instituciones educativas,
las autoridades escolares tienen la obligación de guardar
por diez días los cuerpos para darles oportunidad a los fa-
miliares, si es el caso, de reclamarlos.

Incluso, esta normatividad ha llevado a las autoridades de
instituciones educativas y gubernamentales a prohibir que
se capturen imágenes fotográficas y de video. No obstante,
en el caso de la plastinación y órganos conservados en lí-
quidos, como el formol, en algunos lugares se permite el
paso al público para que puedan apreciar los órganos, co-
mo en la necroteca de la Facultad de Medicina, el Palacio
de la Escuela de Medicina o el Hospital General de Méxi-
co, de la Secretaría de Salud federal.

Gunther von Hagens, el creador de la técnica, se ha hecho
famoso con sus exposiciones itinerantes por todo el mun-
do, donde México no ha sido la excepción, pues el artista y
científico alemán ha exhibido parte de su acervo de cuer-
pos que ha recibido en donación, en Polanco y en el museo
Universum, de la UNAM. 

Para Édgar Elías Azar, presidente del Tribunal Superior de
Justicia del Distrito federal (TSJDF) menciona “es impor-
tante que se firmen convenios para que el Semefo done ca-
dáveres, pues ello permite una mejor investigación cientí-
fica sobre la muerte, ampliar el conocimiento de la
anatomía humana, de la disección, la histología y otras dis-
ciplinas médicas que ayudan a resolver la vida de miles de
personas”. Entre otras instituciones, el TSJDF tiene conve-
nios con instituciones como la UNAM, la Universidad del
Ejército y el Instituto Politécnico Nacional. 

El Programa de Donación de Cuerpos se conforma por un
grupo especializado de académicos que tienen el compro-
miso de impulsar, desarrollar y generar conocimientos en
materia de ciencias médicas y forenses, por lo que aseguran
un trato ético de los cuerpos, siguiendo las normas estable-
cidas por la ley y respaldados por la Facultad de Medicina
de la UNAM; a nivel nacional es el primero en su tipo y ter-
cero en América Latina.

De acuerdo con las declaraciones del jefe del Departamen-
to de Anfiteatro de la Facultad de Medicina de la
UNAM, Diego Pineda Martínez, los cuerpos que tienen ac-
tualmente están a manera de préstamo, cuya duración es de
un año y siete días, “para todos aquellos que hacen inves-
tigación, se darán cuenta que este tiempo es muy poco pa-
ra los objetivos finales, ya que hay protocolos que duran
hasta cuatro años, por lo que las indagaciones de los espe-
cialistas se ven limitadas”.

Con este programa se busca eliminar dicha limitante, lo
que fomentará el desarrollo de las habilidades psicomotri-
ces de los médicos al momento de una cirugía.

Sin dar cifras oficiales en México, el especialista declaró
que existen datos de muertes en hospitales por errores mé-
dicos que pueden ser evitados a través de la práctica, “esta
problemática es menos compleja de lo que parece, pero es
necesario dar soluciones como equipar a las facultades e
institutos con tecnología de vanguardia, modificar técnicas
de preservación que permitan realizar cirugías de mínima
invasión y que son reconocidas a nivel mundial”, por lo
que compartió que tener disponibilidad de cadáveres per-



mite tener una realidad muy importante de lo que enfrenta-
rán al estar con personas reales.

El doctor Pineda Martínez declaró también que actualmen-
te tienen líneas de investigación prometedoras para el país
que tratan temas como variantes anatómicas en población
mexicana y la identificación humana basada en caracterís-
ticas de la población mexicana, “la identificación humana
es un problema nacional y tener referencias sobre nuestra
propia población nos dejará muchísimo en la investiga-
ción”.

Las soluciones planteadas por la facultad a través del espe-
cialista, se ven amenazadas principalmente por la falta de
cuerpos para investigación y docencia, ya que se tienen re-
gistrados más de 12 mil residentes que en sus prácticas pre
quirúrgicas carecen de cadáveres para su adiestramiento,
por lo que buscan llegar a las cifras que actualmente ma-
nejan Estados Unidos y España, países más desarrollados
en el tema de donación de cuerpos.

Según Gatica, G. (2016), “en México, el Servicio Médico
Forense (Semefo) indica que por ley se tiene un periodo de
72 horas para reclamar un cadáver, pasado este tiempo son
trasladados a una fosa común. Pese a esta normatividad, los
cadáveres llegan a permanecer en cámaras de refrigeración
hasta cuatro semanas con el fin de que los familiares loca-
licen su paradero, pero algunos cuantos que no son recla-
mados son enviados a las facultades para su estudio”.

Declaró el director de la Facultad de Derecho de la máxi-
ma casa de estudios, Raúl Contreras Bustamante: “El desa-
rrollo y conquista de los grandes logros de la medicina se
deben, en gran medida, al conocimiento que ha impulsado
la generosidad de algunas personas que han decidido donar
sus restos mortales en aras del perfeccionamiento, la in-
vestigación y la divulgación de la ciencia médica”, quien
explicó que la práctica de donación de cuerpos está legal-
mente permitida y normada.

La Ley General de Salud es la encargada de reglamentar
esta materia, ya que en su título décimo cuarto se desplie-
gan las directrices a seguir para la disposición de órganos,
tejidos y cadáveres, por lo que la regulación de este tema
queda a cargo de la Secretaría de Salud.

De acuerdo con Contreras Bustamante, el punto de partida
para la donación y disposición de cuerpos es la comproba-
ción de la pérdida de la vida, la cual ocurre, en términos le-
gales, cuando se presenta la muerte encefálica o paro car-

diaco irreversible, descartando que dichos signos sean pro-
ducto de intoxicación aguda por narcóticos, sedantes, bar-
bitúricos o sustancias neurotrópicas.

La donación en materia de cadáveres reconoce a lo largo
del capítulo dos de la Ley General de Salud la disposición
que toda persona tiene por la autonomía para donar su
cuerpo de manera total o parcial, por lo que con este capí-
tulo se justifica de manera jurídica el tema.

La utilización de cadáveres con fines de docencia e inves-
tigación se encuentra específicamente contemplada en los
artículos 350 Bis 3 y 350 Bis 4, por lo que la práctica de
donación de cuerpos se encuentra regulada por la Ley Ge-
neral de Salud, así como su reglamento, por eso la inclu-
sión del segundo párrafo al 350 Bis 4.

“Sabemos que es un programa difícil porque no solamente
tiene implicaciones legales sino culturales, ya que a pesar
de la clara manifestación de la persona que desea donar, la
familia influye mucho en las decisiones posteriores”, men-
cionó Contreras Bustamante.

Fomentar una cultura como la de la donación es aportar
con solidaridad para dar vida a otras personas, no solo en
la donación de órganos sino también en aquella que busca
la transmisión y perfeccionamiento de la ciencia médica a
través de la investigación.

Ahora bien, las limitantes en la educación, información in-
suficiente e incertidumbre religiosa son factores que Ar-
güero Sánchez resalta como medios principales para no do-
nar, “pero la confianza que las autoridades brinden en este
sentido a los familiares permitirá decir: mi padre, mi ma-
dre, mis abuelos fueron los primeros donadores”.

Asimismo mencionó que es conocido que todas las refe-
rencias anatómicas y fisiológicas en los libros hacen refe-
rencia a poblaciones europeas o estadounidenses y es esca-
sa la información que hay de la población mexicana, por lo
que se abre un amplio panorama para la investigación me-
xicana a través de esta información.

La decisión sobre qué hacer con el cuerpo después de mo-
rir no es sencilla y para muchos donadores y sus familias
ha sido una decisión difícil de aceptar, el doctor Argüero
Sánchez mencionó que hay quienes se preocupan por lo
que significará el costo de un funeral o quienes ven difícil
no llevar a cabo la tradición que involucra las ceremonias
de velación, entierro o cremación del familiar fallecido.
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Actualmente, hay registrados 50 donadores oficiales desde
la fundación del programa, y la mayoría coincide en que
esta decisión permitirá el avance de la ciencia y la medici-
na gracias a sus cuerpos, como es el caso de Teresa Gil
Olivares, que a sus 71 años ya es una de las donadoras ofi-
ciales que tiene el programa: “Me siento muy contenta con
la decisión que tomé, siento que voy a servir más allá de la
muerte”, afirmó.

Para Teresa Gil es inconcebible pensar que su cuerpo ter-
mine estático en una loza fría, sino que a través de esta do-
nación podrá proporcionar conocimiento, y hasta el mo-
mento el apoyo de su familia ha sido incondicional a pesar
de las dudas que a veces puedan tener respecto a su deci-
sión.

“En vida uno trata de ser útil, pero si no llegué a serlo me
gustaría que con mi muerte proporcione lo que no pude en
estos años”. Con emoción en su semblante, mencionó que
se siente universitaria e importante y que no teme ni le in-
teresa saber qué harán con su cuerpo mientras funcione pa-
ra el estudio de nuevas investigaciones, e incitó a la gente
para que acepte voluntariamente a ser también donador de
su cuerpo.

“¿Por qué esperar a que te lleven flores a una tumba? Yo le
digo a mis hijos que me den ahorita en vida un chocolate,
un beso, una flor para que la pueda oler. Llórenme ahorita
para poder secar sus lágrimas, pero no le lloren a una pie-
dra ni tampoco le lleven flores porque ni los veré ni los po-
dré oír”, dijo Teresa Gil.

Para los especialistas, donar tu cuerpo es básicamente el
último apoyo de autonomía, ya que una vez muerto signi-
fica una cesión automática de la voluntad, pero al decidir-
se ser donador se puede tener la certeza de que el cuerpo
será utilizado en beneficio de la humanidad.

Markus Zusak escribió La ladrona de libros, en esas líneas
se tiene la posibilidad de ver e imaginar que la “narradora”
de esta historia no es como la pintan: “No llevo ni hoz ni
guadaña. Solo cuando hace frío visto un hábito negro con
capucha… ¿Quieres saber qué aspecto tengo en realidad?
Te ayudaré. Ve a buscar un espejo mientras sigo”.

Para quienes toman esta decisión de la donación, enfrentar
la muerte no es algo que les preocupe ya que saben que su
misión en esta vida va más allá de ella.

Así como doña Teresa Gil, los 49 donadores restantes invi-
tan a hombres y mujeres de todas las edades a tomar esta
noble y valiente resolución, que a veces entre indecisiones
y ciertos temores piensan que podría ser mal utilizado el
cuerpo que en determinado momento les permitió vivir y
que conocen de forma tan íntima.

En virtud de lo anterior, propongo se adicione un segundo
párrafo al Artículo 350 bis 4 de la Ley General de Salud, en
materia de investigación y estudio, para que los cadáveres
sean utilizados solo en las área de las ciencias de la salud.

Someto a la consideración de esta Honorable Cámara de
Diputados la siguiente 

Iniciativa por la que se adicione un segundo párrafo al
artículo 350 Bis 4 de la Ley General de Salud

Artículo Único. Se adicione un segundo párrafo al Artícu-
lo 350 bis 4 de la Ley General de Salud.

Artículo 350 Bis 4. Las instituciones educativas que ob-
tengan cadáveres de personas desconocidas serán deposita-
rias de ellos durante diez días, con objeto de dar oportuni-
dad al cónyuge, concubinario, concubina o familiares para
reclamarlos. En este lapso los cadáveres permanecerán en
las instituciones y únicamente recibirán el tratamiento para
su conservación y el manejo sanitario que señalen las dis-
posiciones respectivas.

…

Los cadáveres que dispongan cualquier institución edu-
cativa ya sea pública o privada, deberán ser utilizados



para fines de investigación y estudio en las áreas de las
ciencias de la salud.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de diciembre de
2016.— Diputados: Rosa Alba Ramírez Nachis (rúbrica), Ma. Victoria
Mercado Sánchez (rúbrica)..»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que adiciona el artículo 380 de la Ley General
de Salud, a cargo de la diputada Rosa Alba Ramírez Na-
chis, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Rosa Alba Ramírez Nachis, diputada federal a
la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en rela-
ción con el artículo 6, numeral 1, fracción I, y 77, del Re-

glamento de la Cámara de Diputados, somete a la conside-
ración de esta honorable asamblea la presente iniciativa
que adiciona el párrafo XII, recorriendo el subsecuente del
artículo 380 de la Ley General de Salud, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, que en su párrafo cuarto menciona el
“derecho de toda persona a la protección a la salud”.

Dentro de los objetivos que establece el Programa de Re-
forma del Sector Salud 1995-2000, determinó instrumentos
para promover la calidad y la eficiencia de la prestación de
los servicios de salud. 

Por disposición constitucional, el Consejo de Salubridad
General tiene carácter de autoridad sanitaria, por lo que en
su organización colegiada, están representadas diversas de-
pendencias y entidades públicas, así como instituciones de
educación superior y asociaciones científicas dedicadas a
las disciplinas para la salud. 

Se facultó al Consejo de Salubridad General en su sesión
reglamentaria, celebrada el 8 de marzo de 1999, instru-
mentar las bases para el Programa Nacional de Certifica-
ción de Hospitales (Secretaría de Salud, 1999).

Por ello es importante que esas certificaciones sean exhibi-
das al público en general, así como los títulos de los profe-
sionales de la salud, con el fin de dar certeza jurídica, ga-
rantizar la atención de la salud con calidad, para obtener la
confianza del mismo,  por el simple hecho de respaldarse
en instituciones prestigiadas, con médicos especializados y
reconocidos que laboren en instituciones públicas o priva-
das.

“Ante la necesidad de resolver las complejas situaciones de
salud de la población, entre las cuales podemos hacer énfa-
sis en el incremento de las enfermedades crónicas y degene-
rativas, de problemas asociados a la industrialización y ur-
banización, de la prevalencia de enfermedades asociadas a la
pobreza y de la insuficiencia de recursos para satisfacer la
creciente demanda, México requiere de importantes trans-
formaciones en el sistema de salud para responder a los re-
tos presentes y futuros. Por tal motivo en la reforma del Sis-
tema Nacional de Salud (1995-2000), se incluyeron
programas dirigidos al mejoramiento de la calidad de la
atención, sustentados en los principios de universalidad, so-
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lidaridad y pluralismo con los propósitos fundamentales de
lograr equidad, eficiencia y calidad.” (Rivero, O., Tanimoto,
M., Paredes, R. & Ortigosa, J. (s.f.).

No es posible sustentar el derecho, a la salud si no se ga-
rantiza a la población que los servicios hospitalarios sean
de buena calidad, ello significa ofrecer a los pacientes los
mayores beneficios posibles con los menores riesgos para
su salud y su vida.

Para que los hospitales proporcionen calidad y seguridad a
sus pacientes y a los integrantes de los equipos de salud, es
necesario que cumplan con requisitos mínimos en la es-
tructura, las instalaciones, el equipo, los procesos, la pre-
paración básica y la actualización de su personal, que se re-
flejen en los resultados tanto a nivel de indicadores de
productividad como en la satisfacción de los pacientes. Pa-
ra cumplir estas demandas se requiere de un programa co-
mo el que nos ocupa que permita verificar que los hospita-
les tienen la capacidad instalada tanto físico-técnica como
humana y documental de acuerdo al tipo y complejidad de
los servicios que ofrecen. 

Hoy en día existe en todo el mundo tendencia hacia la cer-
tificación, tanto en el sector privado de producción de bie-
nes y servicios como en algunos organismos gubernamen-
tales, por ende el mismo efecto a las instituciones de la
salud pública y privada. 

Los servicios de atención a la salud no escapan a estas ac-
ciones, por lo que existe interés en garantizar la calidad de
los servicios. En la mayoría de los países se han iniciado
estas actividades, y son muy pocos los que ya realizan fun-
ciones de certificación de establecimientos de salud, entre
las cuales destacan Estados Unidos, Canadá, Gran Bretaña,
Australia y Nueva Zelanda. (Cuadro 1).

En Estados Unidos de América las acciones tendentes a
evaluar y mejorar la calidad de la atención médica, de la
enseñanza de la medicina y el control de las infecciones, se
iniciaron a principios del siglo XX de manera aislada por
médicos e instituciones privadas. 

En 1917 el Colegio Americano de Cirujanos (fundado en
1913) inició la evaluación directa de los hospitales para lo
que crearon el manual de “Estándares mínimos para hospi-
tales” que se aplicó a 692 hospitales, de los cuales sola-
mente 89 cumplieron los requerimientos; los resultados
nunca fueron publicados.

Con algunas modificaciones y mejoras se continuó la eva-
luación hasta 1951 y dio origen a la Joint Commission on
Accreditation of Hospitals, ese organismo amplió sus fun-
ciones en 1987 y se transformó en la Joint Comission on
Accreditation of Healthcare Organizations la cual dirigió
sus acciones no solo a valorar las estructuras sino también
a estimar los procesos e indicadores de productividad. 

En Canadá desde 1951 se adoptaron los estándares acorda-
dos por la Joint Comission on Accreditation of Hospitals y
a partir de 1959 creó su propia organización para acreditar
hospitales.

A pocos años de la iniciativa de la Organización Paname-
ricana de la Salud, el resultado no fue favorable, ya que en
la mayor parte de los países latinoamericanos, el proceso se
interrumpió por múltiples causas y en aquellos en que aún
existen rastros, la certificación como se planteó original-
mente, no adquirió plena presencia en el sistema de salud
respectivo (cuadro 2).

Estamos conscientes que la mejora en la calidad que se pre-
tende no se logrará únicamente con la certificación de hos-
pitales, esta es parte de las acciones que se están realizan-
do o bien deberán iniciarse, tales como la formación de
médicos, tanto en número como en su capacidad para re-
solver problemas; la actualización de currículas y progra-
mas académicos de las escuelas de acuerdo a las condicio-
nes actuales del ejercicio de la medicina; el número de
escuelas que rebasa las necesidades de la población; traba-
jar en la orientación profesional y la selección de los aspi-
rantes. Como en otros países, las escuelas y facultades que
no cumplan con la acreditación correspondiente deberán
cerrarse.

La medicina de primer contacto de calidad, con las carac-
terísticas que requieren las reformas propuestas al sistema
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de salud necesita médicos especialistas en medicina gene-
ral o generalistas, certificados y recertificados en base a un
programa de capacitación continua no solo de conocimien-
tos sino también de destrezas con participación de todas las
instituciones del sector salud, públicas y privadas que serán
motivo de análisis y propuestas posteriores. Mejorar la ca-
lidad requiere continuar la certificación de especialistas y
ser requisito para desempeñarse como tal, según lo estipu-
lado por la SSA y la DGP. Para cerrar el círculo de la cali-
dad deberán certificarse las escuelas de enfermería, las en-
fermeras y todos los servicios relacionados con la salud.

La certificación entonces, es un proceso mediante el cual,
las organizaciones o dependencias que tienen la facultad
para otorgarla, manifiestan que los proveedores de los ser-
vicios de saluda han cumplido satisfactoriamente con los
estándares que se requieren como garantía aceptable de que
sus procesos están encaminados a otorgar una adecuada
atención a sus pacientes obteniendo buenos resultados.

El título profesional del médico, es el que lo representa en
ejercer la profesión, con el fin de garantizar la calidad en los
pacientes, mismo que se muestran en consultorios para po-
der certificar su labor que desempeñan.

Por esta sencilla razón considero que es necesario que se
exhiban dichos documentos y que estén a la vista, para que
los pacientes puedan valorar y conocer las instituciones
médicas y el personal de la profesión de los servicios de la
salud, de quienes son atendidos.

En virtud de lo anterior, propongo se adiciona el párrafo
XII, recorriendo el subsecuente del Artículo 380 de la Ley
General de Salud, en el cual al revocar una autorización sa-
nitaria sea porque no se exhibieron los certificados hospi-
talarias  y acreditaciones de los profesionales de la salud.

Someto a la consideración de esta Honorable Cámara de
Diputados la siguiente

Iniciativa por la que se adiciona el párrafo XII, reco-
rriendo el subsecuente, del artículo 380 de la Ley Gene-
ral de Salud 

Artículo Único: adiciona el párrafo XII, recorriendo el
subsecuente del artículo 380 de la Ley General de Salud en
los  términos siguientes.

Artículo 380.- La autoridad sanitaria competente podrá re-
vocar las autorizaciones que haya otorgado, en los siguien-
tes casos:

…

…
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…

…

XII. Cuando no se exhiban los certificados y acredi-
taciones de los profesionales de la salud.

XIII. En los demás casos que determine la autoridad sa-
nitaria, sujetándose a lo que establece el Artículo 428 de
esta Ley.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Referencias:
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ma DOF. Ciudad de México, México. 15 de agosto de 2016.

Secretaría de Salud. (1999). ACUERDO por el que se establecen las
bases para la instrumentación del Programa Nacional de Certificación
de Hospitales. Diario Oficial de la Federación. Ciudad de México, Mé-
xico. 1 de abril de 1999.

Rivero, O., Tanimoto, M., Paredes, R. & Ortigosa, J. (s.f.). La certifi-
cación de hospitales en México. Diciembre 7, 2016, de Facultad de
Medicina UNAM Sitio web: http://www.facmed.unam.mx/sms/se-
am2k1/2001/ponencia_mar_2k1.htm

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de diciembre de
2016.— Diputada Rosa Alba Ramírez Nachis (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY DE AVIACIÓN CIVIL

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 17, 48, 52,
61 y 62 de la Ley de Aviación Civil, a cargo del diputado
Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

El suscrito, Clemente Castañeda Hoeflich, diputado del
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano, de la LXIII
Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento

en lo señalado en el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, someto a consideración la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 17, 48, 52, 61 y 62 de la Ley de Aviación Civil, en
materia de protección de los derechos de los usuarios con
base en la siguiente

Exposición de Motivos

I. La aviación mexicana en la actualidad se encuentra en un
constante proceso de transformación, sin embargo, el me-
joramiento de su calidad no ha ido de la mano con el au-
mento de la demanda, ya que aun cuando aumentaron las
tarifas de los vuelos, se cuenta con un déficit importante en
los servicios y atención que prestan las aerolíneas.

En el año 2003 ante la creciente demanda de los usuarios
se realizó una ampliación del Aeropuerto Internacional de
la Ciudad de México, aumentando su capacidad de 20 a 32
millones de pasajeros anualmente. Por su parte, en los últi-
mos años las aerolíneas que operan en los diferentes aero-
puertos de nuestro país, incrementaron las tarifas de los
vuelos hasta en un 40 por ciento, aumentando también las
denuncias y quejas por abusos cometidos por parte de las
aerolíneas hacia los pasajeros, en razón de cancelación de
vuelos, retrasos en los despegues, sobre venta de boletos,
cambios de itinerario sin previo aviso, pérdida o robo de
equipaje, entre otros.  

A finales de 2008 en el país operaban 13 aerolíneas, sin
embargo, en 2010 tras el cese de operaciones de la aerolí-
nea Mexicana de Aviación, también se dieron de baja las lí-
neas aéreas Azteca, Aerocalifornia, Aviacsa, Avolar, Alma,
Nova Air y Aladia, quedando tan solo 5 aerolíneas dispo-
nibles para ofrecer el servicio.

El servicio de las aerolíneas se encuentra en un constante
cuestionamiento, ejemplo de ello es que, en 2011, la Pro-
curaduría Federal del Consumidor (Profeco) reportó 1,807
quejas, destacando como las principales que las empresas
se negaron a entregar algún servicio, se negaron a hacer
cambios o devoluciones o a regresar depósitos. La aerolí-
nea con más quejas fue Volaris con 760, seguida por Vi-
vaAerobús con 554 y Aeroméxico con 493 reclamos.1

De acuerdo a datos de la Comisión Federal de Competen-
cia Económica (Cofece) del año 2000 a 2015, el creci-
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miento anual de las aerolíneas nacionales fue de un 4.1
por ciento, superando en un 2.9 por ciento a las extranje-
ras. A partir de una investigación realizada por esta insti-
tución, se encontró que existen efectos anticompetitivos
por parte de las aerolíneas mexicanas.2

Asimismo, la Cofece desde el año 2014, en un dictamen
que se publicó en el Diario Oficial de la Federación, seña-
ló que más de 115,000 vuelos no operaron conforme a los
tiempos establecidos y asignados, llegando a la conclusión
de se ubican más de 300 vuelos diarios fuera de su horario,
además de que los horarios del Aeropuerto Internacional de
la Ciudad de México se concentran en dos aerolíneas que
controlan el 65 por ciento de los horarios, resaltando la si-
guiente observación:

“Estas condiciones negativas resultan en afectaciones a
los consumidores. Bajo los criterios actuales de asigna-
ción de espacios para el aterrizaje y despegue, por citar
un ejemplo, muchas aerolíneas comercializan vuelos
sin tener asignado previamente un horario. Esto hace
que vuelos terminen saliendo con retrasos y que el
usuario adquiera un boleto sin la garantía del servicio
que espera recibir”3

Como consecuencia de lo anterior la Profeco ha seguido re-
cibiendo un sinnúmero de quejas. Tan solo en ese mismo
año 2014 las líneas aéreas sumaron 1,888 quejas, siendo
Volaris la empresa que más recibió. Mientras tanto, para el
año 2015, se registraron ante la Profeco 2,000 quejas.4 A
continuación se puede observar cómo desde el año 2012 el
número de quejas sobre el servicio que prestan las aerolí-
neas se ha incrementado sistemáticamente.5

Año Número de quejas
2012 1,352
2013 1,726
2014 1,888
2015 2,000
20166 5,000

En un comunicado reciente de la Cofece se menciona que
la falta de reglas claras en la asignación de monitoreo de
horarios y despegue (slots) que realizan las aerolíneas, es
un aspecto que obstaculiza a las empresas competidoras, lo
que ha derivado que desde el año 2014 las aerolíneas na-
cionales hayan disminuido la calidad de su servicio y
ofrezcan una baja disponibilidad de horarios, estableciendo
precios elevados y escasa innovación en la cesión de hora-
rios entre aerolíneas.7

Estas deficiencias en los servicios prestados por las aerolí-
neas van en contra de lo que establece el párrafo cuarto del
artículo 42 de la Ley de Aviación Civil:

“La Secretaría podrá negar el registro de las tarifas
fijadas por los concesionarios o permisionarios, si las
mismas implican prácticas depredatorias, de carácter
monopólico, de dominancia en el mercado o una com-
petencia desleal que impida la permanencia en el mer-
cado de otros concesionarios o permisionarios, y podrá
establecer niveles tarifarios mínimos o máximos, según
sea el caso, para los servicios respectivos, a fin de or-
denar dichos niveles, con el objeto de fomentar la sa-
na competencia.”

Cabe señalar, que tan solo durante el periodo vacacional de
Semana Santa y Pascua del presente año, se contabilizaron
5,000 quejas recibidas, en donde las aerolíneas con más
quejas acumuladas son Volaris y VivaAerobús. En el Aero-
puerto Internacional de la Ciudad de México se registraron
538 usuarios afectados por sobreventa de boletos y por
otras causas, por las que reclamaron un millón 300 mil pe-
sos en total. La Profeco, ante tal situación, instaló 125 mó-
dulos de atención en todo el país para la atención de los
consumidores.8

Pese a las constantes fallas en el servicio, la industria aérea
mexicana se encuentra en un crecimiento constante, la Se-
cretaría de Comunicaciones y Transportes reflejó que, en la
última década, el número de personas que viajan en avión
aumento en un 68 por ciento, y para el 2015 el 1.8 por cien-
to de la población total del país se transporta por este me-
dio.9 Adicionalmente, de acuerdo la Asociación Internacio-
nal del Transporte Aéreo (IATA), el número de pasajeros
aéreos en México aumentará a un ritmo de 4.6 por ciento
anual en los próximos 20 años.

II. En el ámbito jurídico se contemplan diversos derechos
a los que tienen acceso los pasajeros en caso de incumpli-
miento de contrato. Sin embargo, la naturaleza jurídica de
los contratos en cualquiera de sus modalidades deben de
existir términos y condiciones reciprocas; el mismo Códi-
go Civil Federal en su artículo 1794 deja claro que para que
exista un contrato debe de existir el consentimiento y el ob-
jeto del contrato, y no deben de existir vicios en el consen-
timiento, como en este caso podría ser el de inducir al error
al pasajero. 

El concepto error en derecho se le conoce como “la falsa
apreciación de la realidad” y en la praxis existe cuando al
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pasajero no se le explica en forma clara y sencilla que el
hecho de que adquiera una reservación o compre un boleto
para abordar y viajar en avión, no significa que tenga un lu-
gar asegurado, pues únicamente ha adquirido la posibilidad
que le asignen un lugar en el embarque, dejando en un es-
tado de indefensión al pasajero, además de ocasionarle un
detrimento a sus derechos como consumidor. 

Asimismo podemos mencionar que existe otro vicio en el
consentimiento en el contrato que otorgan las aerolíneas
como es el dolo y la mala fe, ya que como lo establece el
Código Civil Federal, en su artículo 1815: “Se entiende por
dolo en los contratos, cualquiera sugestión o artificio que
se emplee para inducir a error o mantener en él a alguno de
los contratantes; y por mala fe, la disimulación del error de
uno de los contratantes, una vez conocido.”

En este mismo contexto, las aerolíneas incurren en la mo-
dificación de los lugares asignados a su conveniencia, en
algunos casos se solicita de manera voluntaria a los pasaje-
ros renunciar a su lugar para poderle asignar el mismo a
otro pasajero a cambio de una compensación o bonifica-
ción, sin embargo, en algunas ocasiones en caso de no exis-
tir ese consentimiento por parte del pasajero la aerolínea
prácticamente lo imposibilita en abordar su lugar previa-
mente adquirido y contratado.

Respecto a la naturaleza jurídica del contrato de transporte
aéreo de pasajeros se pueden observar diversas deficien-
cias, por ejemplo, tomando como referencia un contrato de
la empresa Aeroméxico, se observa que en distintas cláu-
sulas ésta se exime de responsabilidades, cuando deberían
de existir derechos y obligaciones reciprocas, ejemplo de
ello es lo siguiente: 

“El Transportista se reserva el derecho de cancelar la ru-
ta sin previo aviso, con la obligación de proteger al pa-
sajero en los servicios de otras aerolíneas de ser posible
o de reembolsar la tarifa del segmento correspondiente
que no se hubiera utilizado, en términos del artículo 52
de la Ley de Aviación Civil, y sujeto a los procedimien-
tos establecidos por los Transportistas respecto a cam-
bios involuntarios y reembolsos.”

De acuerdo en el contrato que exhibe Aeroméxico en su
respectiva página electrónica no se encontraron obligacio-
nes para el concesionario, lo cual contrasta con convenios
internacionales en la materia, que señala que las aerolíneas
deberán informar de las cancelaciones cuando menos una

hora antes de la salida prevista y se obligan a ofrecer un
transporte alternativo al usuario. 

En este mismo contexto, cabe mencionar que la sobreven-
ta de boletos, conocida como overbooking, se podría equi-
parar al delito de fraude por sus elementos constitutivos, tal
y como lo establece el Código Penal Federal en su artículo
386: 

“Artículo 386. Comete el delito de fraude el que enga-
ñando a uno o aprovechándose del error en que éste
se halla se hace ilícitamente de alguna cosa o alcanza un
lucro indebido.”

Es importante destacar que la sobreventa de boletos es una
práctica que actualmente permite la legislación mexicana, y
que consideramos debe ser revisada y regulada de manera
adecuada, en beneficio de los usuarios. 

En otro contexto, cabe mencionar que las compensaciones
que las aerolíneas mexicanas otorgan a los usuarios por ha-
ber causado daños en su equipaje, negar el abordaje o can-
celar el vuelo son de las más bajas en comparación con
otros países. Según la Ley de Aviación Civil la cantidad
máxima que están obligadas las aerolíneas a pagar a los
usuarios afectados son de 75 salarios mínimos, aproxima-
damente 5,478 pesos. Mientras tanto, en Europa las aerolí-
neas reintegran a los usuarios un máximo 1,220 euros y en
Estados Unidos las compensaciones a los pasajeros tienen
un límite de 3,400 dólares.10

Un aspecto más a resaltar es que el Consejo Nacional para
Prevenir la Discriminación (Conapred) realizó un informe
de presuntos actos de discriminación por parte de las aero-
líneas, en donde la empresa más señalada fue Volaris con
más quejas entre 2012 y 2015. En este contexto, vale la pe-
na destacar el caso de un joven con síndrome de Down al
que le negaron el abordaje ya que no contaba con un acom-
pañante, violando el procedimiento de la Dirección Gene-
ral de Aeronáutica Civil que establece el libre viaje sin im-
portar el tipo de discapacidad.11

Otras faltas a las cuales incurren las compañías aéreas es en
la publicidad engañosa que manejan en sus páginas web,
en donde ofertan un precio al consumidor que no es el fi-
nal, ya que en este monto no se incluyen los costos adicio-
nales como tasas, cargos y comisiones; a su vez, las aerolí-
neas usualmente realizan cambios en horarios de los vuelos
y sus precios sin previo aviso como fue mencionado con
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anterioridad, además de incluir en sus contratos cláusulas
abusivas que vulneran los derechos de los usuarios, ya que
su información no es clara y precisa. 

Dichas prácticas vulneran los derechos de los usuarios, ya
que, en la Ley Federal de Protección al Consumidor se es-
tablece: 

Artículo 7. Todo proveedor está obligado a informar y
respetar los precios, tarifas, garantías, cantidades, ca-
lidades, medidas, intereses, cargos, términos, plazos,
fechas, modalidades, reservaciones y demás condicio-
nes conforme a las cuales se hubiera ofrecido, obligado
o convenido con el consumidor la entrega del bien o
prestación del servicio, y bajo ninguna circunstancia
serán negados estos bienes o servicios a persona algu-
na.

Artículo 7 Bis. El proveedor está obligado a exhibir
de forma notoria y visible el monto total a pagar por
los bienes, productos o servicios que ofrezca al con-
sumidor. 

Dicho monto deberá incluir impuestos, comisiones,
intereses, seguros y cualquier otro costo, cargo, gas-
to o erogación adicional que se requiera cubrir con
motivo de la adquisición o contratación respectiva,
sea ésta al contado o a crédito. 

Artículo 32. La información o publicidad relativa a bie-
nes, productos o servicios que se difundan por cualquier
medio o forma, deberán ser veraces, comprobables,
claros y exentos de textos, diálogos, sonidos, imáge-
nes, marcas, denominaciones de origen y otras descrip-
ciones que induzcan o puedan inducir a error o confu-
sión por engañosas o abusivas. 

Para los efectos de esta ley, se entiende por información
o publicidad engañosa o abusiva aquella que refiere ca-
racterísticas o información relacionadas con algún
bien, producto o servicio que pudiendo o no ser ver-
daderas, inducen a error o confusión al consumidor
por la forma inexacta, falsa, exagerada, parcial, arti-
ficiosa o tendenciosa en que se presenta. 

[…]

Artículo 92 Bis. - Los consumidores tendrán derecho
a la bonificación o compensación cuando la presta-
ción de un servicio sea deficiente, no se preste o pro-

porcione por causas imputables al proveedor, o por
los demás casos previstos por la ley. 

Artículo 92 Ter. La bonificación a que se refieren los
artículos 92 y 92 Bis no podrá ser menor al veinte por
ciento del precio pagado. El pago de dicha bonificación
se efectuará sin perjuicio de la indemnización que en su
caso corresponda por daños y perjuicios. Para la deter-
minación del pago de daños y perjuicios la autoridad
judicial considerará el pago de la bonificación que en
su caso hubiese hecho el proveedor. La bonificación
que corresponda tratándose del incumplimiento a que se
refiere al artículo 92, fracción I, podrá hacerla efectiva
el consumidor directamente al proveedor presentando
su comprobante o recibo de pago del día en que se hu-
biere detectado la violación por la Procuraduría y no
podrá ser menor al veinte por ciento del precio pagado.

III. La cancelación de vuelos, el aumento a las tarifas
sin previo aviso, la sobreventa, el retraso en las salidas,
los sobrecostos, la pérdida y daños del equipaje, la pu-
blicidad engañosa, la discriminación a los usuarios y en
muchas ocasiones el trato inadecuado de los empleados
contra los pasajeros, son prácticas vigentes en el actuar
de las aerolíneas mexicanas que deben ser corregidas en
beneficio de los usuarios. 

El crecimiento de las aerolíneas y su constante expansión,
aspectos que benefician a la economía mexicana, deben ve-
nir acompañados de una visión que ponga en el centro a los
consumidores y a los usuarios, que respete sus derechos y
que les otorgue la mejor calidad en los servicios. 

Por ello, mediante la presente iniciativa, Movimiento Ciu-
dadano, propone lo siguiente: 

• Prohibir la sobre venta de boletos, evitando las prác-
ticas desleales que trasgreden las normas vigentes y los
derechos de los usuarios. 

• Obligar a transparentar condiciones, derechos y
costos, mediante la exposición clara y concisa de esta
información por parte de las aerolíneas. 

• Evitar la cancelación de los vuelos de última hora
sin previo aviso y por causas que sean imputables a los
concesionarios o permisionarios.  

• Pagar o reintegrar el boleto por retrasos de mane-
ra inmediata, de tal manera que en caso de que el pa-
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sajero opte por realizar su viaje con otra aerolínea, ten-
ga los recursos y el tiempo necesario para realizar sus
actividades.

• Incrementar la compensación por daños o pérdida
total o parcial del equipaje, ya que en muchos casos ni
siquiera cubre el 20 por ciento de lo que contenía el
equipaje del pasajero, y a fin de armonizar nuestras dis-
posiciones con las del resto de la comunidad internacio-
nal.   

• Establecer términos y condiciones que generen
igualdad de responsabilidades y obligaciones en los
contratos de transporte aéreo, generando reciprocidad
con los concesionarios o permisionarios y los usuarios. 

• Prohibir y sancionar cualquier práctica de discri-
minación contra los usuarios por parte de las aerolíne-
as. 

En Movimiento Ciudadano consideramos que resulta
fundamental salvaguardar los derechos a que tienen los
usuarios frente a los abusos que comenten las aerolíneas,
así como evitar que realicen actos desleales y anticom-
petitivos con las demás aerolíneas. Es necesario acompa-
ñar y armonizar el crecimiento y fortalecimiento de las
empresas mexicanas con la protección y defensa de los
derechos de los consumidores. 

Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar ante
esta Soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma los artículos 17, 48, 52, 61, y 62 de
la Ley de Aviación Civil, en materia de protección de los
derechos de los usuarios

Artículo Único. Se reforma el artículo 17, 48, el primer
párrafo y la fracción I del artículo 52, el artículo 61 y 62, y
se adiciona un segundo párrafo al artículo 48 y un último
párrafo al artículo 52 de la Ley de Aviación Civil, para que-
dar como sigue: 

Artículo 17. […]

Los servicios deberán prestarse de manera permanente y
uniforme, en condiciones equitativas y no discriminatorias
en cuanto a calidad, oportunidad y precio, asegurando las
siguientes condiciones: 

I. Los concesionarios o permisionarios deberán ga-
rantizar en sus respectivos contratos de transporte
las mejores condiciones en la prestación de servicios
con calidad y eficiencia para los pasajeros; 

II. Los concesionarios o permisionarios deberán esti-
pular en sus contratos el precio, tarifas, términos,
cargos extras, el procedimiento de las reservaciones,
los costos de peso del equipaje desagregado por kilos,
las compensaciones por la pérdida o daños del equi-
paje, así como la penalización a que están sujetos los
mismos en casos de retrasos, cancelaciones y cam-
bios de itinerario imputables al concesionario o per-
misionario;

III. Los concesionarios o permisionarios deberán ex-
hibir de forma notoria y visible en sus oficinas o mos-
tradores del aeropuerto los precios, debiendo incluir
impuestos, comisiones o cualquier erogación de los
servicios que prestan. 

IV. Queda prohibido que los concesionarios o permi-
sionarios obliguen a los usuarios a aceptar condicio-
nes coercitivas, abusivas o a condicionar el servicio
para respetar el originalmente contratado;

V. Los concesionarios o permisionarios deberán de
exhibir de manera clara y visible en sus oficinas y
mostradores del aeropuerto toda la información re-
lativa a los derechos de los pasajeros;

VI. El concesionario o permisionario bajo ninguna
circunstancia podrá negar el servicio o condicionar-
lo a los pasajeros por razones de género, nacionali-
dad, étnicas, preferencia sexual, religiosas, por dis-
capacidad o cualquier otro motivo.

Artículo 48. Los contratos de servicio de transporte aéreo
podrán referirse a pasajeros, carga o correo.

Los concesionarios o permisionarios deberán exhibir de
manera clara y sencilla en sus respectivas páginas elec-
trónicas, en mostradores y oficinas los contratos de ser-
vicios de transporte aéreo de pasajeros, así como toda la
información de los derechos de los usuarios.

Artículo 52. Cuando exista un retraso por más de una
hora o se cancele el vuelo por causas imputables al conce-
sionario o permisionario, que tengan por consecuencia la
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denegación del embarque, el propio concesionario o per-
misionario, a elección del pasajero, deberá:

I. Reintegrarle el costo total del boleto o billete de pa-
saje o la proporción que corresponda a la parte no reali-
zada del viaje de manera inmediata;

II. Ofrecerle, con todos los medios a su alcance, trans-
porte sustituto en el primer vuelo disponible y propor-
cionarle, como mínimo y sin cargo, los servicios de co-
municación telefónica o cablegráfica al punto de
destino; alimentos de conformidad con el tiempo de es-
pera que medie hasta el embarque en otro vuelo; aloja-
miento en hotel del aeropuerto o de la ciudad cuando se
requiera pernocta y, en este último caso, transporte te-
rrestre desde y hacia el aeropuerto, o

III. Transportarle en la fecha posterior que convenga al
mismo pasajero hacia el destino respecto del cual se de-
negó el embarque.

[…]

Queda prohibida cualquier clase de práctica que im-
plique la sobreventa de boletos. El concesionario o
permisionario podrá expedir boletos cuando existan
lugares disponibles porque el usuario canceló de ma-
nera expresa su viaje o no llegó en el tiempo asigna-
do en el contrato.

Artículo 61. Los concesionarios o permisionarios de los
servicios de transporte aéreo nacional, serán responsables
por los daños causados a los pasajeros, así como los daños
o robos totales o parciales a la carga y al equipaje en el
transporte. 

[…]

[…]

[…]

Artículo 62. […]

La indemnización por la destrucción o avería del equipaje
de mano será de hasta ochenta veces la Unidad de Medi-
da y Actualización. Por la pérdida o avería del equipaje
facturado la indemnización será de hasta ciento cincuen-
ta veces la Unidad de Medida y Actualización. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Una vez publicado el Decreto en el Diario Ofi-
cial las empresas de aeronáutica civil deberán de realizar
los cambios en sus respectivos contratos en un lapso no
mayor a 60 días.

Notas:

1 Sin Embargo, “México perdió ocho aerolíneas en cuatro años; las ta-
rifas caras y mal servicio son las causas”, 1 de junio de 2013, recupe-
rado de: http://www.sinembargo.mx/01-06-2013/639146

2 El Economista, “Falta de competencia en horarios del AICM: Cofe-
ce”, 29 de febrero de 2016, recuperado de: http://eleconomista.com.
mx/industrias/2016/02/29/falta-competencia-horarios-aicm-cofece 

3 Diario Oficial de la Federación, “ACUERDO mediante el cual el Ple-
no de la Comisión Federal de Competencia Económica emite las Dis-
posiciones Regulatorias de la Ley Federal de Competencia Económi-
ca”, 10 de noviembre de: 2014, recuperado de: http://www.dof.
gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5367678&fecha=10/11/2014 

4 El Universal,” Aerolíneas y Profeco quieren reducir quejas”, 18 de
marzo de 2016, recuperado de: http://www.eluniversal.com.mx/articu-
lo/cartera/finanzas/2016/03/18/aerolineas-y-profeco-quieren-reducir-
quejas 

5 Tabla elaborada con datos de la Profeco. 

6 Con datos registrados hasta el periodo vacacional de “Semana San-
ta”. 

7 El Financiero, “Cofece denuncia irregularidades en el aeropuerto

capitalino” 29 de febrero de 2016 recuperado de: http://www.elfinan-
ciero.com.mx/economia/cofece-denuncia-irregularidades-en-el-aero-
puerto-capitalino.html 

8 El Universal, “Aerolíneas, con más quejas ante Profeco”, 30 de mar-
zo de 2016, recuperado de: http://www.eluniversal.com.mx/articulo/
cartera/negocios/2016/03/30/aerolineas-con-mas-quejas-ante-profeco

9 El Financiero, “Aerolíneas rebasan a los autobuses en crecimiento de
pasaje”, 8 de septiembre de 2015, recuperado de: http://www.elfinan-
ciero.com.mx/empresas/aerolineas-rebasan-a-los-autobuses-en-creci-
miento-de-pasaje.html
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10 Reforma, “Salen baratas fallas a aerolíneas”, 14 de junio de 2016,
recuperado de: http://www.reforma.com/aplicacioneslibre/articulo/de-
fault.aspx?id=868879&v=3&md5=e693a8a1ad20df0422738b42060c8
f1a&ta=0dfdbac11765226904c16cb9ad1b2efe#ixzz4Denn80Vm

11 Animal Político, “Volaris es la Aerolínea con más quejas por discri-
minación”, Gonzalo Ortuño, junio 29 de 2015, recuperado de:
http://www.animalpolitico.com/2015/06/volaris-obliga-a-personas-
con-discapacidad-a-viajar-acompanadas-es-la-aerolinea-con-mas-que-
jas-por-discriminacion/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de diciembre de
2016.— Diputado Clemente Castañeda Hoeflich (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Transportes, para dictamen.

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y
RADIODIFUSIÓN

«Iniciativa que reforma el artículo 191 de la Ley Federal de
Telecomunicaciones y Radiodifusión, a cargo del diputado
Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

El suscrito, Clemente Castañeda Hoeflich, diputado inte-
grante del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano,
de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, con
fundamento en lo señalado en el artículo 71, fracción II de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, someto a consideración la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
191 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifu-
sión, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

I. De acuerdo con información publicada por el Instituto
Federal de Telecomunicaciones (IFT) en 2015 en México
se alcanzó la cifra de 107.7 millones de usuarios de telefo-
nía móvil. En términos generales en México por cada 100
habitantes existen 89 usuarios de telefonía móvil, siendo el
83.5 por ciento usuarios del servicio de prepago y el 16.4
por ciento del servicio de postpago. Para el cierre del año
2015 la compañía de Telcel contaba con 72.1 millones de
usuarios (69 por ciento del mercado), Movistar 22.5 millo-

nes de usuarios (22 por ciento del mercado), y AT&T con
8.9 millones de usuarios (9 por ciento del mercado. Estas
empresas obtienen un ingreso anual total de casi 250 mil
millones de pesos.1

Estudios recientes señalan que durante el año 2014 las
compañías de telefonía móvil tuvieron al menos 12 fallas
de relevancia, entre las que destacan cortes del servicio por
lapsos de entre 2 a 12 horas. Adicionalmente, ninguna de
las principales compañías de telefonía móvil brindó infor-
mación sobre las razones por las que se estaban suscitando
las fallas, además de que no se realizaron reembolsos a los
usuarios que sufrieron dichas fallas.2

En el transcurso del año 2015 de acuerdo con los datos de
la segunda encuesta de Patrones de Consumo y Experien-
cia de los Usuarios de Telecomunicaciones, realizada por el
Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT), la caída de
llamadas, el internet lento y las comunes fallas de cobertu-
ra fueron problemas experimentados por el 41 por ciento
de los usuarios de telefonía móvil en las diferentes empre-
sas que prestan estos servicios.3

En este mismo contexto, de acuerdo con el “Informe Estadís-
tico Soy Usuario” del IFT del 1 de febrero al 30 de abril de
2016, el 33.1 por ciento del total de las quejas presentadas por
los usuarios de telecomunicaciones fueron dirigidas hacia las
compañías de telefonía móvil, principalmente porque prestan
un mal servicio distinto al que se prometió.4 Asimismo, cabe
mencionar que de acuerdo con la Procuraduría Federal del
Consumidor, actualmente el sector de telecomunicaciones
tiene un acumulado de 11,480 quejas, ocupando el primer lu-
gar la telefonía móvil con un 55 por ciento del total, desta-
cando las quejas relacionadas con cobros no reconocidos, fa-
llas en el servicio o prestar un servicio deficiente.5

Considerando que el pasado 6 de julio se cumplió un año
de la publicación de la “Carta de los Derechos Mínimos de
los Usuarios de Servicios Públicos de Telecomunicacio-
nes” que establece los requerimientos mínimos para evitar
abusos de las compañías de telefonía móvil hacia los usua-
rios, debe destacarse que durante el primer semestre de es-
te año, la Procuraduría Federal del Consumidor recibió un
promedio de 101 quejas diarias, es decir aproximadamente
4 quejas por hora  relacionadas con inconformidades por
deficiencias en el servicio de telefonía.6

Por otro lado, para dimensionar la problemática de la tele-
fonía celular en México, de acuerdo con el ya citado “In-
forme Estadístico Soy Usuario” el mayor número de in-
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conformidades corresponde a fallas en el servicio, siguién-
dole los problemas relacionados con los cargos, saldos y
bonificaciones, posteriormente la portabilidad y contrata-
ciones, incumplimiento en la publicidad o promociones,
evasión para realizar el desbloqueo de celulares, y por últi-
mo el cambio de plan o paquete sin previo aviso y no  ha-
cer valida la  garantía de equipos  y cambio de modalidad.7

II. En agosto de 2012 se publicó la Norma Oficial Mexi-
cana “NOM-184-SCFI-2012” en el Diario Oficial de la Fe-
deración,8 que establece los requisitos mínimos que deben
estipular los contratos de adhesión en el sector de teleco-
municaciones y que deben de otorgar las mejores condi-

ciones para quienes contraten los servicios que prestan las
diferentes compañías, a fin de evitar abusos por las mismas
bajo el título “Prácticas comerciales. Elementos normati-
vos para la comercialización y/o prestación de los servicios
de telecomunicaciones cuando utilicen una red pública de
telecomunicaciones”. 

Con base a lo anterior, se realiza un comparativo de las
cláusulas estipuladas en los contratos de las empresas Tel-
cel9 y AT&T10 con cinco rubros de la Norma Oficial Me-
xicana “NOM-184-SCFI-2012”, la primera empresa por
ser la que cuenta con un mayor número de usuarios y la se-
gunda por tener el mayor número de quejas actualmente. 
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Lo anterior evidencia la falta de concordancia entre los
contratos de estas empresas y la mencionada Norma Ofi-
cial Mexicana. En primer lugar debe recordarse que la Ley
Federal de Protección al Consumidor es clara en la exigen-
cia del cumplimiento de las garantías, ya que en su artícu-
lo 79 segundo párrafo establece lo siguiente:

“El cumplimiento de las garantías es exigible, indis-
tintamente, al productor y al importador del bien o
servicio, así como al distribuidor, salvo en los casos
en que alguno de ellos o algún tercero asuma por escri-

to la obligación. El cumplimiento de las garantías debe-
rá realizarse en el domicilio en que haya sido adquirido
o contratado el bien o servicio, o en el lugar o lugares
que exprese la propia póliza. El proveedor deberá cu-
brir al consumidor los gastos necesarios erogados pa-
ra lograr el cumplimiento de la garantía en domicilio di-
verso al antes señalado.”

El proveedor está obligado a hacer valida la garantía inde-
pendientemente de lo que establezcan o acuerden las em-
presas implicadas, destacando que Telcel se exime de su
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responsabilidad en el contrato de hacer valida la póliza de
garantía, mencionando que ésta sólo podrá hacerse efecti-
va si así lo dispone la empresa fabricante, incumpliendo
con el precepto anteriormente citado.

En segundo lugar, debe destacarse que el usuario debe te-
ner la opción de solicitar la rescisión de su contrato en ca-
so de existir una mala calidad, o en su caso una bonifica-
ción o compensación por defectos o vicios ocultos,
haciendo valer su derecho conforme a lo establecido en el
artículo 82 de la Ley Federal de Protección al Consumidor:

“El consumidor puede optar por pedir la restitución del
bien o servicio, la rescisión del contrato o la reduc-
ción del precio, y en cualquier caso, la bonificación o
compensación, cuando la cosa u objeto del contrato
tenga defectos o vicios ocultos que la hagan impropia
para los usos a que habitualmente se destine, que dis-
minuyan su calidad o la posibilidad de su uso, o no
ofrezca la seguridad que dada su naturaleza normal-
mente se espere de ella y de su uso razonable. Cuan-
do el consumidor opte por la rescisión, el proveedor
tiene la obligación de reintegrarle el precio pagado y,
en su caso, los intereses a que se refiere el segundo pá-
rrafo del artículo 91 de esta ley.”

Sin embargo, en ninguno de los contratos consultados exis-
te la posibilidad de rescindirlo, ni tampoco establece la po-
sibilidad de devolución del precio pagado en el supuesto de
que el cliente decida no continuar con el servicio por los
defectos que llegara a tener el equipo o por el mal servicio
prestado, porque el concesionario, en sentido contrario a la
Norma Oficial, se auto exime de dicha obligación. 

En este mismo contexto, vale la pena destacar que respec-
to a las cláusulas del contrato de adhesión por parte de
AT&T, en las causas de recisión prácticamente todas son
responsabilidades para los usuarios, lo que va en contra a
lo establecido por la Ley Federal de Telecomunicaciones y
Radiodifusión, en el artículo 192 fracción I:

“Artículo 192. En los contratos que celebren los conce-
sionarios o autorizados con los usuarios y suscriptores
para la prestación de los servicios se deberá? observar lo
establecido en esta Ley; serán nulas de pleno derecho y
se tendrán por no puestas las cláusulas que: 

I. Permitan a los concesionarios o autorizados modificar
unilateralmente el contenido del contrato o sustraerse
unilateralmente de sus obligaciones.”

Es preciso mencionar ninguno de los contratos es claro en
cuáles son los patrones de calidad estándar para los usua-
rios, lo que genera vicios en el consentimiento del contra-
to y en la exigibilidad de la calidad de los servicios contra-
tados como un derecho de los usuarios. 

En otro contexto, los usuarios tienen la posibilidad de con-
tratar un plan post-pago o forzoso, sin embargo, en estos
casos el usuario debe pagar un costo adicional para que
tenga modalidad de controlado, con la finalidad de que no
exceda el límite de los datos, minutos o mensajes adquiri-
dos. En este caso el usuario podría optar por contratar un
plan ilimitado, debiéndose remitir y fijar un tope sin que
ello implique una erogación adicional para el usuario y en
caso de necesitar saldo en su equipo podría realizarlo por
medio del sistema de recargas. 

Adicionalmente, debe mencionarse que el usuario, de
acuerdo con el plan que contrató, por lo general no consu-
me en su totalidad los servicios adquiridos, y sin embargo
las empresas de telefonía móvil no reintegran lo que no fue
consumido, lo que resulta inconsistente, dado que el costo
del plan ya fue cubierto por el usuario con sus respectivos
pagos. 

III. Vale la pena destacar que en la Reunión Ministerial
“La Economía Digital” de la Organización para la Coope-
ración y Desarrollo Económico, el titular Secretaría de Co-
municaciones y Transportes, señaló que “son las telecomu-
nicaciones las que deban de adaptarse al usuario y no el
usuario a ellas”, por lo que se debe impulsar la competiti-
vidad y mejores prácticas en el sector. 11

En Movimiento Ciudadano consideramos que es necesario
realizar cambios en la Ley Federal de Telecomunicaciones
y Radiodifusión, con el objetivo de salvaguardar los dere-
chos de los usuarios de telefonía móvil, con criterios de
competitividad y buscando aplicar las mejores prácticas,
evitando abusos contra los usuarios.

Mediante la presente iniciativa, proponemos las siguientes
adecuaciones al artículo 191 de la Ley Federal de Teleco-
municaciones y Radiodifusión para fortalecer los derechos
de los consumidores y usuarios de telefonía móvil:

• Dotar a la Procuraduría Federal de Protección al Con-
sumidor de la facultad de realizar una revisión anual ex-
haustiva de los contratos de adhesión de telefonía móvil,
con la finalidad de que se realice una evaluación de las
quejas o denuncias recibidas y se puedan establecer
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nuevos lineamientos en favor de los usuarios y que efec-
tivamente se vean plasmados en los contratos.  

• Realizar el desbloqueo de manera inmediata cuando se
realice el pago total del equipo o de manera digital
cuando se liquide en su totalidad el equipo, para evitar
trámites engorrosos u obstáculos que afecten a los usua-
rios. 

• Enfatizar la máxima transparencia y claridad en los es-
tándares de calidad que deben estar plasmados en los
contratos. 

• Eliminar los condicionamientos que en los servicios de
prepago se aplican a los usuarios y que los obligan a re-
alizar recargas para tener su línea activa por un tiempo
determinado, y evitar que pierda su saldo vigente y que
lo recupere cuando realice otra recarga.

• Establecer que en los servicios de post-pago o planes
tarifarios, el saldo remanente de los servicios que con-
trató el usuario deberán de ser reintegrados en el mes si-
guiente, siempre y cuando tenga sus pagos al corriente. 

• Permitir que el usuario podrá hacer valida su garantía
con la empresa de telefonía con quien adquirió el equi-
po y no con la empresa fabricante, con el fin de evitar
que se deslinde la empresa de telefonía celular para no
hacer valida la póliza de garantía. 

• Evitar que en los contratos de adhesión que suscriban
las empresas de telefonía celular sean objeto de vicios
en el consentimiento, así como establecer los términos y
condiciones de manera recíproca y no solamente con
responsabilidades para el usuario.

En Movimiento Ciudadano consideramos que resulta fun-
damental el salvaguardar los derechos de los consumidores
en este sector, pero sobre todo evitar que ciertas prácticas
causen un detrimento a la economía de los usuarios de te-
lefonía móvil. 

Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar ante
esta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma el artículo 191 de la Ley Federal
de Telecomunicaciones y Radiodifusión

Artículo Único. Se reforma las fracciones I, VII, IX, XI,
XII, XIII, XVI, XX, XXI y se adiciona un último párrafo

en la fracción V y una fracción XXII al artículo 191 de la
Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, para
quedar como sigue: 

Artículo 191. […]

[…]

I. A consultar gratuitamente el saldo en el caso de servi-
cios móviles de prepago y sin condicionamiento a com-
prar saldo adicional y en los servicios móviles de post-
pago fijar un límite del plan o paquete contratado
que no implique una erogación adicional para el
usuario;

II. a IV. […]

V. […]

[…]

[…]

La Profeco verificará de manera anual si existen
condiciones que deban de tomar en cuenta los conce-
sionarios o autorizados en los contratos de adhesión,
y en su caso, establecerá lineamientos que deban de
integrarse o modificarse en los contratos en beneficio
del usuario;

VI. […]

VII. A que le provean los servicios de telecomunicacio-
nes conforme a los parámetros de calidad contratados o
establecidos por el Instituto, debiendo establecer en los
contratos de adhesión la información necesaria de
manera clara y sencilla para los usuarios sobre cuá-
les son los estándares de calidad que el concesionario
o autorizado se compromete a satisfacer, y de no
cumplirse a la calidad el usuario podrá rescindir del
contrato sin ninguna responsabilidad;

VIII. […]

IX. A exigir el cumplimiento forzoso del contrato cuan-
do el proveedor del servicio modifique las condiciones
originalmente contratadas y en caso de que no las cum-
pla a rescindir el mismo, lo anterior sin responsabili-
dad para el usuario;
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X. […]

XI.  A solicitar y obtener el desbloqueo de manera inme-
diata del equipo terminal cuando concluya la vigencia del
contrato o se haya liquidado su costo, debiéndose realizar
por los medios electrónicos sin necesidad de que el
usuario deba de acudir a los centros de atención del
concesionario o autorizado;

XII. Al desbloqueo del equipo terminal móvil, cuando
lo pague de contado en el mismo acto de contratación,
liquide su costo o venza el plazo inicial de contratación,
en cualquier supuesto el concesionario o autorizado le
deberá proporcionar la clave de desbloqueo de manera
inmediata;

XIII. A la bonificación o descuento por fallas en el ser-
vicio o cargos indebidos, imputables al concesionario o
autorizado, conforme a lo establecido en los contratos
que deberán ser de manera clara y sencilla para los
usuarios, o cuando así lo determine la autoridad com-
petente;

XIV y XV. […]  

XVI. A que en los servicios móviles de prepago, el sal-
do no consumido le sea abonado en las recargas que se
lleven a cabo dentro del año siguiente a dicha fecha, y a
que en los servicios de post-pago o forzoso, los saldos
remanentes de los servicios de minutos, de internet,
mensajes de texto o los servicios contratados que no
fueren consumidos en su totalidad, le sean reintegra-
dos en el mes siguiente de su respectivo corte;

XVII. a XIX. […]

XX. A que cuando se renueve el contrato de servicios
móviles y no adquiera un nuevo equipo, la mensualidad
se integre exclusivamente por el cobro de los servicios
sin pago del equipo;

XXI. A que en los contratos de servicios móviles se
transparente, en el pago mensual, la parte que corres-
ponda al costo de los servicios y la que corresponda al
costo del equipo o instalaciones, el plazo de este pago y
que no generen vicios en el consentimiento para el
usuario, y

XXII. A hacer valida la póliza garantía del equipo
terminal directamente con la concesionaria o autori-
zada con quien lo adquirieron. 

[…]

[…]

[…]

[…]

[…]

[…]

[…]

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. La Procuraduría Federal del Consumidor contará
con un término de 60 días contados a partir de la entrada en
vigor del presente decreto para realizar una evaluación y re-
visión de los contratos de adhesión de las empresas de tele-
fonía móvil, para emitir los lineamientos correspondientes
conforme al presente decreto. 

Notas:

1 Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT) “Cuarto informe tri-
mestral estadístico 2015”: http://cgpe.ift.org.mx/4ite15/tel_ moviles.
html 

2 “Reina la opacidad en fallas de telefónicas”, El Financiero, (12-02-
2014): http://www.elfinanciero.com.mx/empresas/reina-opacidad-en-
reembolsos-de-telefonicas-por-fallas-en-red-movil.html 

3 Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT) “Segunda encuesta
sobre patrones de consumo y experiencia de los usuarios de servicios
de telecomunicaciones” Comunicado 70/2015: http://www.ift.org.
mx/comunicacion-y-medios/comunicados-ift/es/el-ift-publica-los-
principales-hallazgos-de-su-segunda-encuesta-sobre-patrones-de-con-
sumo-y 
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4 Instituto Federal de Telecomunicaciones, “Informe estadístico Soy
Usuario febrero-abril 2016” (mayo 2016): http://usuarios.ift.
org.mx/su161/ 

5 Procuraduría Federal del Consumidor, “Boletín de prensa 0041” 12
mayo de 2016: http://www.profeco.gob.mx/prensa/prensa16/ma-
yo16/bol00041.php  

6 Empresas de telecom reciben 4 quejas por hora. “La Jornada”, recu-
perado de: http://www.jornada.unam.mx/ultimas/2016/07/06/empre-
sas-de-telecomunicaciones-reciben-4-quejas-por-hora 

7 Instituto Federal de Telecomunicaciones. Op. Cit. 

8 Diario Oficial de la Federación “Norma Oficial 184 SCFI-2012” (02-
12-201): http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5265386&fe-
cha=24/08/2012 

9 Contrato de Prestación de Servicios de Telcel (12-182014):
http://www.telcel.com/mundo_telcel/quienes-somos/corporativo/con-
trato-prestacion-servicios.html  

10 Contrato registrado en la Profeco de AT&T: https://www.att.com.
mx/tienda/contrato-registrado-profeco/ 

11 “Telecom debe ser prioridad para los gobiernos”, El Universal (06-
22-2016): http://www.eluniversal.com.mx/articulo/cartera/telecom/
2016/06/22/telecom-deben-ser-prioridad-para-los-gobiernos-ruiz-es-
parza

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de diciembre de 2016.— Dipu-
tado Clemente Castañeda Hoeflich (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones, para dicta-
men.

DECLARA EL 19 DE ABRIL DE CADA AÑO COMO
“DÍA NACIONAL DE LA BICICLETA”

«Iniciativa de decreto, por el que se declara el 19 de abril
Día Nacional de la Bicicleta, a cargo del diputado Jonadab
Martínez García, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

El suscrito, Jonadab Martínez García, integrante del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la LXIII Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo

dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1,
inciso I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del pleno la presente inicia-
tiva con proyecto de decreto, por el que se declara al 19 de
abril como Día Nacional de la Bicicleta.

Exposición de Motivos

Nada es comparable con el sencillo placer de dar un pa-
seo en bicicleta

John F. Kennedy

Los seres humanos realizamos a veces acciones que dan
origen a acontecimientos que no teníamos pensado, y don-
de nuestra decisión particular puede tener consecuencias
colectivas; he aquí la importancia de arriesgarse en la vida;
aprendiendo del pasado, viviendo el presente y constru-
yendo el futuro.

En 2017 se celebran los 200 años de la invención, por Karl
Drais, de un vehículo de dos ruedas, al que llamó “máqui-
na andante”, el antecedente de la bicicleta.

En 1871, el ingeniero británico James Starley desarrolló la
bicicleta alta, el primer diseño realmente eficiente de este
modo de transporte. Más tarde, en 1885, diseñó la primera
“bicicleta segura”, con una rueda delantera orientable, dos
ruedas de igual tamaño y transmisión por cadena a la rue-
da trasera.

Dicho vehículo se ha convertido en uno de los modos de
transporte y entretenimiento más popular en el mundo, lu-
gar que le ha dado su belleza, diseño, ingenio y utilidad. La
bicicleta es sin duda una de las mayores innovaciones de
todos los tiempos.

Su importancia mundial es tal que, la acción no planeada
del químico e intelectual suizo Albert Hofmann, al estudiar
los efectos producidos por el LSD, el 19 de abril de 1943,
dio como resultado lo que se conoce como el más famoso
de los paseos en bicicleta, y que llevó al pretexto ad hoc pa-
ra celebrar en todo el mundo, en dicha fecha, el Día Mun-
dial de la Bicicleta.

En México, sus beneficios y adopción no han sido la ex-
cepción. Se tiene conocimiento de que en el siglo XIX lle-
garon de Estados Unidos de América y Europa las prime-
ras bicicletas a este país, constituyéndose primero en un
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lujo, pero con el paso de los años se popularizó, convir-
tiéndose en un vehículo de bajo costo y de fácil adquisi-
ción.

Como nación, estamos en un punto de reflexión único, en
donde la movilidad constituye una piedra angular del desa-
rrollo sustentable.

Las ciudades mexicanas enfrentan actualmente problemas
de movilidad que requieren política pública que promueva
modos de transporte sustentables como caminar, el trans-
porte público y el uso de la bicicleta. En las zonas metro-
politanas del país, sólo 2 de cada 10 viajes se hacen en au-
tomóvil y, sin embargo, la mayoría de los recursos
federales se invierte en infraestructura para éste.

La movilidad es necesaria para trabajar, estudiar, procurar-
se la salud, realizar trámites personales, acceder a servicios
culturales, socializar o divertirse; es en definitiva un dere-
cho humano fundamental, y del cual depende la satisfac-
ción de muchos otros derechos.

Por gusto o necesidad, la bicicleta es una alternativa útil,
segura, de bajo costo, rápida, solidaria y sostenible de
transporte. Su uso representa una solución de movilidad
para las personas, tanto en las ciudades como en las co-
munidades rurales y ha cubierto necesidades de traslado y
de otros satisfactores; la bicicleta ha sido utilizada inclu-
so para realizar distintos oficios, generalmente por los
sectores de menores ingresos.

Las personas que viven en zonas rurales, tienen que des-
plazarse con frecuencia varios kilómetros para satisfacer
necesidades cotidianas. La escasez de transporte público y
la dispersión de la población por un amplio territorio es un
obstáculo para el desarrollo.

Cuando las zonas son relegadas de inversiones y tecnolo-
gía, sus habitantes deben buscar opciones, y en las zonas
rurales la utilidad que representa la bicicleta para el trans-
porte de personas y mercancías es indiscutible.

Sin el uso de la bicicleta en las zonas rurales, aumentarían
las dificultades existentes para poder transportar bienes de
uso cotidiano en los hogares, que impactarían de manera
negativa en la salud y economía de sus habitantes, ya que
las personas que residen en estas zonas tendrían que reco-
rrer caminando grandes distancias.

Una persona que elige caminar o utilizar la bicicleta para
transportarse, aporta bienestar a su entorno (a sus seme-
jantes y al medio ambiente) ya que contribuye a que dis-
minuya el tráfico, a recuperar los espacios públicos y no
contamina; sin embargo, se le castiga con poca inversión
en diseño de calles, infraestructura, seguridad vial y un
marco legal que no los beneficia ni protege y que ha da-
do lugar a que cotidianamente se den hechos de tránsito
en los cuales esté involucrado un usuario de este modo de
transporte, reduciendo obviamente la percepción que te-
nemos de la bicicleta como un modo seguro, lo que des-
incentiva su uso.

Los beneficios de utilizar la bicicleta como modo de trans-
porte son varios, tanto individuales como colectivos, y en-
tre ellos encontramos los siguientes:

• Mejorar la memoria, la calidad del sueño, la digestión,
y previene enfermedades; 

• Promueve la inversión, la creación de nuevos negocios
y eleva el nivel de ventas;

• Conecta a las personas de manera más personal e in-
mediata; promueve la no discriminación, la justicia so-
cial, la cohesión social, las actividades en grupo y el res-
peto entre los distintos usuarios de los sistemas viales.

• Se aumenta la eficiencia y se evita el deterioro excesi-
vo del sistema vial, se mejora el tiempo de traslado ori-
gen-destino, se aprovecha el espacio; y

• Mejora el clima, al corregir la calidad del aire.1

Todo lo anterior ha sido reconocido mundialmente, dentro
de los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible de la ONU
(derivados de la de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sos-
tenible de la Organización de las Naciones Unidas) entre
las cuales se encuentran: La acción por el clima, salud y
bienestar, así como ciudades y comunidades sostenibles y
alianzas para lograr objetivos; mismos que no son inde-
pendientes, sino que exigen una constante interconexión
entre éstos para lograr resultados positivos globales me-
diante estrategias de orden nacional.2

La Nueva Agenda Urbana es un documento surgido de
Hábitat III (Conferencia de Naciones Unidas sobre Vivien-
da y Desarrollo Urbano Sustentable), realizada en Quito,
Ecuador, del 17 al 20 de octubre pasado, y que no es ajena
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a la importancia de fomentar la utilización de modos de
transporte sustentables en las ciudades.

Uno de los tres principios básicos de la Nueva Agenda Ur-
bana, promulgada en Hábitat III, es fomentar la sostenibi-
lidad ambiental.

Esta nueva agenda promueve, entre otros aspectos, los si-
guientes:

• La mitigación y la adaptación al cambio climático.

• Promover medidas adecuadas en las ciudades y asen-
tamientos humanos para facilitar el acceso a personas
con discapacidad, sobre una base de igualdad de condi-
ciones con los demás, en el entorno físico de las ciuda-
des, en particular: en espacios públicos, transporte pú-
blico, vivienda, educación e instituciones de salud.

• Promover el manejo y uso sostenible de los recursos
naturales y de la tierra.

• Hacer posible la reducción de gases de efecto inverna-
dero y las emisiones de carbono.

• Promover el caminar y andar en bicicleta con el fin
de mejorar la salud y el bienestar.

• Adoptar, implantar y hacer cumplir políticas y me-
didas para proteger y promover activamente la segu-
ridad de los peatones, la movilidad de los ciclistas, y
la seguridad de los motociclistas.

• Apoyar para el incremento significativo en infraes-
tructura segura, eficiente, económica y sostenible pa-
ra el transporte público, así como opciones no moto-
rizadas tales como caminar o andar en bicicleta,
priorizándolas por encima del transporte motoriza-
do privado.3

México debe asumir sus responsabilidades, y promover al
interior del país, lo que promueve en el exterior; corres-
ponde a nosotros como legisladores generar un marco nor-
mativo que fortalezca y construya los cimientos de política
pública en materia de movilidad urbana sustentable.

En materia de movilidad, las responsabilidades si bien
son comunes, también son diferenciadas, ya que gobierno
y gobernados deben de actuar de manera coordinada para

lograr resultados satisfactorios a corto, mediano y largo
plazos.

El Foro Mundial de la Bicicleta es el encuentro ciudadano
más importante en el orden global, y cuyo fin es promover
el uso de la bicicleta en las ciudades. Surgió de un acci-
dente fatal en Porto Alegre, Brasil, donde la tragedia unió
a la gente, e hizo de la bicicleta un elemento de transfor-
mación.

La sexta edición del Foro Mundial de la Bicicleta tendrá
como sede la Ciudad de México, del 19 al 23 de abril de
2017, con el lema “Ciudades hechas a mano”.

El objetivo de la presente iniciativa es, que en el marco
del Foro Mundial de la Bicicleta, se decrete el 19 de
abril como Día Nacional de la Bicicleta.

Lo anterior, como parte de una estrategia integral para ga-
rantizar que más personas se sumen a la percepción del uso
de la bicicleta como modo sustentable de transporte y una
manera eficiente y solidaria de desplazarse, disfrutando de
los beneficios de ello.

¿Por qué nombrar el Día Nacional de la Bicicleta? Porque
ello confirma nuestra identidad nacional, es la memoria co-
lectiva, con lo cual nos sentimos identificados de manera
especial y a través de lo cual recordamos un evento de for-
ma particular.

En el fomento del uso de la bicicleta, la participación ciu-
dadana es un hecho, ya que esta promueve sus necesidades
y demandas, solo falta fortalecer lo anterior con las accio-
nes legislativas, las políticas públicas necesarias y su re-
percusión mediática.

Por lo expuesto someto a consideración de esta soberanía
el presente proyecto de

Decreto por el que se declara al 19 de abril de cada año
como Día Nacional de la Bicicleta

Único. El Congreso de la Unión declara al 19 de abril
como Día Nacional de la Bicicleta.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Notas:

1 Kristy Foss. La bicikleta. Web: http://labicikleta.com/dia-mundial-
de-la-bicicleta-19-razones-para-celebrar/

2 Centro de Noticias ONU, 9 de septiembre de 2016. Web:
http://www.un.org/spanish/News/story.asp?NewsID=35771#.WBI_Qy
3hDIU

3 Hábitat III. New Urban Agenda, 10 de septiembre de 2016. Web:
https://www2.habitat3.org/bitcache/97ced11dcecef85d41f74043195e5
472836f6291?vid=588897&disposition=inline&op=view

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de 2016.—
Diputado Jonadab Martínez García (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Gobernación, para dicta-
men.

LEY DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE FIANZAS;
Y LEY SOBRE EL CONTRATO DE SEGURO

«Iniciativa que reforma el artículo 200 de la Ley de Institu-
ciones de Seguros y de Fianzas y adiciona el 162 Bis de la
Ley sobre el Contrato de Seguro, a cargo del diputado Cle-
mente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

El suscrito, diputado Clemente Castañeda Hoeflich, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el
Artículo 6, fracción I y los Artículos 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión, sometemos a la consideración de esta asam-
blea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto me-
diante el cual se reforma la fracción II del artículo 200 de
la Ley de Instituciones de Seguros y Fianzas y se adiciona
el artículo 162 Bis de la Ley sobre el Contrato de Seguro,
de acuerdo con la siguiente

Exposición de Motivos

I. En México, el cálculo de las primas para la cobertura de
riesgos en los contratos de seguro se realiza tomando como
referencia diversos aspectos del asegurado como pueden

ser: edad, sexo, historial clínico, hábitos como tabaquismo
o consumo de alcohol, o antigüedad de la póliza. No obs-
tante, los factores de edad y sexo del asegurado son facto-
res determinantes en dicha clasificación de riesgo, al me-
nos en los seguros de automóvil, vida y gastos médicos.1

Es decir, ser hombre o mujer influye en el costo de cierto
tipo de seguros. Por ejemplo, para determinar las primas de
riesgo en los seguros de vida, las compañías aseguradoras
utilizan lo que se conoce como tablas de mortalidad sus-
tentadas en registros demográficos de la población. Las ta-
blas actuariales de mortalidad registran mayor longevidad
en mujeres, por lo que resulta en una cuantificación dispar
en las primas de los seguros de esta naturaleza entre hom-
bres y mujeres.2

Una tabla de mortalidad contiene un registro histórico de
muertes según el sexo y la edad de las personas en una lo-
calidad determinada y a partir de dicha información se ha-
ce una proyección de probabilidades de muerte de la po-
blación en dicho lugar. Lo cierto es que con los avances
científicos y los cambios en los estilos de vida de las per-
sonas, la mortalidad ha evolucionado y la diferencia que
separa la mortalidad de acuerdo al sexo se comporta de
manera distinta año con año. De acuerdo al indicador de
esperanza de vida del Inegi, en 1990 la expectativa de vi-
da de las mujeres era de 7 años más que la de los hombres;
no obstante, en el año 2014 dicha cifra se redujo a 5.4
años,3 mostrando altibajos en las décadas incluidas en el
estudio.

En el caso de los contratos de seguro de automóvil el cos-
to de la prima se fija de acuerdo a proyecciones de sinies-
tralidad por edad y sexo del asegurado, sin tomar en cuen-
ta otros aspectos relevantes como su desempeño y
prudencia al conducir y su historial de accidentes, entre
otros.

Por último, en relación a los contratos de seguro de gastos
médicos las variables de riesgo que influyen para el cálcu-
lo de la mayoría de las primas de seguro son: edad, sexo,
ocupación y zona geográfica a la que pertenece el asegura-
do.

Si bien es cierto que las empresas del ramo asegurador uti-
lizan el sexo y la edad como factores de riesgo por ser da-
tos de fácil acceso que les representa un ahorro en el cál-
culo de primas, no dejan de ser un referente irreal sobre la
esperanza de vida, salud o siniestralidad de un individuo en
particular. En este sentido, la política diferenciada de pre-
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cios en las primas de seguro en razón del sexo del asegura-
do resulta ser una práctica discriminatoria debido a que ca-
rece de una justificación objetiva y razonable. 

Lo anterior adquiere relevancia en el contexto del marco
legal que nos rige, toda vez que el artículo primero de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
prohíbe la discriminación sustentada en cuestiones de gé-
nero. Además, en los tratados internacionales en materia de
derechos humanos suscritos por México, prevén la elimi-
nación de distinciones injustificadas por cuestiones de gé-
nero.

II. La experiencia de otros países en los que no se aplica
una política diferenciada de precios en las primas de segu-
ro en función del sexo, advierten que existen otros factores
de riesgo igual o incluso, más determinantes que el sexo
como pueden ser los hábitos de las personas, el estado de
salud, el tabaquismo, el sedentarismo, historial de acciden-
tes, e incluso poder adquisitivo del individuo, datos que
pueden llegar a ofrecer información más certera sobre la si-
niestralidad y la longevidad de las mismas.

En efecto, mientras en México el sexo sigue siendo un fac-
tor determinante para cuantificar las primas en distintas
clases de seguro, en marzo del 2011 la Unión Europea
cambió de manera radical ese sistema de cálculo de primas
a partir de una sentencia del Tribunal de Justicia de la
Unión Europea en la que determinó que la consideración
del sexo como factor determinante de riesgo en el cálculo
de primas de seguro era un acto discriminatorio.4

Si bien es cierto que la sentencia del Tribunal de Justicia
de la Unión Europea desató críticas y señalamientos de
sectores como el comité europeo de seguros, compañías
aseguradoras, actuarios, financieros e intermediarios quie-
nes argumentaron con proyecciones, estudios y cifras que
la obligación de eliminar el sexo como factor determinan-
te de riesgo incrementaría el costo de las pólizas de segu-
ro en perjuicio de los asegurados;5 también es cierto que a
la fecha, no existe información contundente que confirme
las desastrosas consecuencias proyectadas en aquel mo-
mento por el sector asegurador,6 motivo por el cual, la dis-
tinción de trato entre hombres y mujeres resulta injustifi-
cada.

III. Es cierto que la discriminación sexual en la cuantifica-
ción de las primas de seguro afecta tanto a hombres como
mujeres, dependiendo del tipo de seguro y la edad del ase-

gurado. Por ejemplo, en los seguros de automóvil los hom-
bres jóvenes pueden llegar a costar un 5% más por la póli-
za de seguro que las mujeres de su misma edad y tratándo-
se de seguros de vida los hombres pueden pagar un 14%
más que una mujer de sus mismas características; en cam-
bio tratándose de seguros de gastos médicos las mujeres
son quienes están en desventaja pues sus pólizas pueden
llegar a costar un 26% o más que las de los hombres en su
misma condición, ubicación geográfica o edad.

Por ello, es importante aclarar que nuestra propuesta no
pretende que las pólizas de seguro cuesten lo mismo para
hombres y mujeres, sino que las primas se calculen de
acuerdo a un perfil de riesgo individual, sin utilizar el
género como factor determinante de riesgo. 

La consideración individual para el cálculo de las primas
de seguro puede incluir amplísimos factores como son el
estado de salud del asegurado, sus hábitos, historial fami-
liar, preexistencias, historial de accidentes, monto de recla-
mos anteriores, nivel educativo, riesgos a que puede estar
expuesto por su trabajo, lugar de residencia o deportes que
practique, entre otros. Como ejemplo, en los ejemplos de
los países en los que se ha prohibido la discriminación se-
xual en las tarifas de los seguros hemos visto que las com-
pañías de seguro modificaron sus productos y políticas, op-
tando por medir el riesgo a través de nuevos instrumentos
como exámenes médicos o cuestionarios más amplios que
arrojen información específica sobre el nivel de riesgo de
esa persona.

Por lo anterior, consideramos no sólo viable sino indispen-
sable reformar la normatividad en materia de seguros con
la finalidad de prohibir la discriminación sexual en la cuan-
tificación de las primas, aplicando el principio de igualdad
de trato entre mujeres y hombres en los nuevos contratos
de seguro.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma la fracción II del artículo 200 de la
Ley de Instituciones de Seguros y Fianzas y se adiciona
el artículo 162 Bis de la Ley sobre el Contrato de Segu-
ro

Artículo Primero. Se reforma fracción II del artículo 200
de la Ley de Instituciones de Seguros y Fianzas para que-
dar como sigue:
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Artículo 200. Las Instituciones de Seguros, al realizar su
actividad, deberán observar los siguientes principios:

I. […]

II. Determinar, sobre bases técnicas y criterios de equi-
dad de género, las primas netas de riesgo a fin de ga-
rantizar, con un elevado grado de certidumbre y con
apego al principio de no discriminación, el cumpli-
miento de las obligaciones que al efecto contraigan con
los asegurados;

III. a VI. […]

Artículo Segundo. Se adiciona el artículo 162 Bis a la Ley
sobre el Contrato de Seguro para quedar como sigue:

Artículo 162 Bis. No podrán establecerse diferencias de
trato entre hombres y mujeres en el cálculo de las tari-
fas de las primas ni en las prestaciones de las personas
aseguradas quedando prohibida la consideración del
sexo como factor determinante de riesgo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Comisión Nacional de Seguros y Fianzas
será la instancia responsable de asesorar, auxiliar y vigi-
lar a las compañías del sector asegurador en la transi-
ción y aplicación del nuevo esquema tarifario. 

Tercero. Para apoyar a las compañías del sector asegura-
dor en el desarrollo de productos que se apeguen a la pre-
sente normatividad, la Comisión Nacional de Seguros y
Fianzas contará con un plazo máximo de seis meses a par-
tir de la entrada en vigor del presente decreto para emitir li-
neamientos y criterios orientadores sobre el desarrollo y
aplicación de políticas de precios con independencia del
sexo.

Cuarto. Las compañías del sector asegurador tendrán un
plazo de un año para modificar sus políticas sobre el cál-
culo de primas de seguro de conformidad con el presente
decreto. 

Quinto. Con la finalidad de evitar un impacto repentino en
el mercado, la presente reforma aplicara? únicamente a los

nuevos contratos de seguro celebrados a partir de la fecha
referida en el cuarto transitorio del presente decreto.

Sexto. La Comisión Nacional para la Protección y Defen-
sa de los Usuarios de Servicios Financieros deberá ofrecer
orientación a los usuarios y público en general sobre el im-
pacto que tendrá la presente reforma en sus esquemas de
seguro.

Notas:

1 Ver monto de primas, pág. 65; ver también primas, págs. 87 y 106 en:
www.ordenjuridico.gob.mx/Documentos/Federal/wo56471.doc

2 Consúltese el cálculo de la esperanza de vida al nacimiento, elabora-
do por el Inegi. http://www3.inegi.org.mx/sistemas/sisept/Default.
aspx?t=mdemo129&s=est&c=23598

3 Cfr. http://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/esperanza.aspx?tema=P

4 Memo/11/123, disponible en: http://europa.eu/rapid/press-relea-
se_MEMO-11-123_en.htm?locale=en

5 “Sexo, seguros y la UE”, disponible en: http://www.seguros.es/noti-
cias/sexo-seguros-y-la-UE.html

6 “Informe de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo y al Co-
mité Económico y Social Europeo”, http://www.upm.es/sfs/Rectora-
do/Gerencia/Igualdad/Documentos/Informe%20sobre%20aplica-
cion%20principio%20de%20Igualdad%20de%20trato.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de diciembre de
2016.— Diputado Clemente Castañeda Hoeflich (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

«Iniciativa que reforma el artículo 222 de la Ley del Segu-
ro Social, a cargo de la diputada Mirza Flores Gómez, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, Mirza Flores Gómez, integrante del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la LXIII
Legislatura de la Cámara de Diputados, y con fundamento
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y 77, numerales I y II,

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 2 de febrero de 2017 / Apéndice   I85



del Reglamento Interior de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración del pleno de esta asamblea la presente
iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En meses pasados, los titulares de los periódicos naciona-
les reconocían la progresividad del fallo de la Segunda Sa-
la de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), la
cual, en la sesión del 29 de mayo, resolvió el recurso de re-
visión 59/2016, donde concedió el amparo promovido con-
tra los artículos 201 y 205 de la Ley del Seguro Social, 2 y
3 del Reglamento para la Prestación de los Servicios de
Guardería del Instituto Mexicano del Seguro Social y 8.1.3
de la norma que establece las disposiciones para la opera-
ción del servicio de guardería del Instituto Mexicano del
Seguro Social (IMSS), que a decir del quejoso, y ahora,
también por la SCJN, resulta a todas luces discriminatoria
y perpetuadoras de los roles de género; en este sentido, me
permito citar el comunicado oficial respecto al criterio
adoptado:

El argumento esencial de la parte quejosa se centra en esta-
blecer que las normas citadas hacen una clara distinción del
beneficio del servicio de las guarderías, al otorgarlo en forma
exclusiva a las aseguradas, cuya única condición es la de ser
mujer, mientras que para los hombres asegurados establece
una serie de requisitos en su condición de padres o para los
hombres que tengan la guarda y custodia de un menor, lo cual
considera es una distinción injustificada y discriminatoria, en
la medida de que en términos del artículo 4o. de la Constitu-
ción federal, el hombre y la mujer son iguales ante la ley.

Para la Segunda Sala, el derecho de igualdad entre el hom-
bre y mujer que contempla esta disposición constitucional,
busca que ambos sean tratados equitativamente frente a la
ley, lo cual necesariamente implica que tanto una como el
otro gocen, en el caso concreto, en su calidad de trabajado-
res asegurados, de los mismos beneficios que brinda la se-
guridad social, entre otros, el servicio de guardería, con-
forme a lo previsto en el artículo 123, Apartado A, fracción
XXIX, de la Constitución federal.

De ahí que sin que exista justificación objetiva para un tra-
to diferenciado, las normas cuestionadas derivan en una si-
tuación de discriminación, al restringir a determinados su-
puestos el derecho del trabajador a gozar del servicio. Lo
anterior, en contravención a lo dispuesto en el último pá-
rrafo del artículo 1o. de la propia Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.1

Es importante hacer dos precisiones que el máximo tribu-
nal de justicia realiza al respecto:

1. Todos los trabajadores tiene derecho al trabajo digno
y socialmente útil, de acuerdo con el artículo 123 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
Apartado A, haciendo referencia a la fracción XXIX,
que establece como un derecho de los obreros, jornale-
ros, empleados domésticos, artesanos, y de forma gene-
ral para cualquier trabajador, el derecho a ser beneficia-
rios de la Seguridad Social, por ello, se estipula que la
Ley del Seguro Social es de utilidad pública y que com-
prenderá los seguros de invalidez, de vejez, de vida, de
cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y ac-
cidentes, de servicios de guardería y cualquier otro en-
caminado a la protección y bienestar de los trabajadores,
campesinos no asalariados y otros sectores sociales y
sus familiares.

2. La Suprema Corte de Justicia de la Nación también
invoca lo dispuesto en el artículo 1o. de la Carta Mag-
na, que en los Estados Unidos Mexicanos todas las per-
sonas gozarán de los derechos humanos reconocidos en
esta Constitución y en los tratados internacionales de los
que el Estado Mexicano sea parte, y el derecho al traba-
jo forma parte de los derechos humanos, también prohí-
be toda discriminación motivada por origen étnico o na-
cional, el género, la edad, las discapacidades, la
condición social, las condiciones de salud, la religión,
las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y
tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y li-
bertades de las personas.

Derivado de estos dos argumentos, me lleva a reflexionar
la situación que día a día viven las casi 2.2 millones de per-
sonas que se dedican al trabajo doméstico, y que de acuer-
do a las disposiciones vigentes en la Ley del Seguro Social,
aunque sean derechohabientes, no cuentan con derecho a
las guarderías, por cierto, de conformidad con la Encuesta
Nacional de Ocupación y Empleo de 2013, 9 de cada 10
son mujeres, y por la cultura machista predominante en
nuestro país que perpetua los roles de género, las mujeres,
trabajadoras domésticas, son quienes cumplen una doble
función, por una parte, tienen que trabajar haciendo sus
respectivas actividades en casas de particulares y por otra,
tienen la obligación de cuidar a sus hijos, por lo que al ne-
garle el servicio de guarderías, claramente el Estado, las
pone en una situación de vulnerabilidad, desventaja y dis-
criminación frente a los otros trabajadores.
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El artículo 13, fracción II, de la Ley del Seguro Social, in-
dica que los trabajadores domésticos solo pueden ser afi-
liados al IMSS a través del régimen voluntario, es decir, só-
lo los patrones que lo deseen pueden realizar el trámite por
servicio médico y prestaciones económicas, aunque no to-
das las que reciben el resto de empleados del sector priva-
do del país. Para este sector, y “como con cualquier seguro
de gastos médicos privado”, se aplican las exclusiones por
enfermedades prexistentes.

Los empleados domésticos al estar incorporados al Seguro
Social, las cuotas que pagan los empleadores les permite
aspirar a una pensión por invalidez y vida, retiro, cesantía
en edad avanzada (artículo 222 de la Ley de Seguro So-
cial).

Sin embargo, con este esquema, no cuentan con el pago
económico de las incapacidades por enfermedad, riesgos
de trabajo y por supuesto, el servicio de guarderías.

Aunado a lo anterior, la propia Ley del Seguro Social, en la
sección primera del capítulo VII, correspondiente al ramo
de guarderías, explica claramente la razón de la existencia
y el objetivo que se persigue al contar el IMSS con este ser-
vicio, considerándolo como una labor prioritaria en fun-
ción del interés superior de la niñez, al respecto cito los si-
guientes artículos:

Artículo 201. El ramo de guarderías cubre el riesgo de
no poder proporcionar cuidados durante la jornada de
trabajo a sus hijos en la primera infancia, de la mujer
trabajadora, del trabajador viudo o divorciado o de
aquél al que judicialmente se le hubiera confiado la cus-
todia de sus hijos.

Artículo 202. Estas prestaciones deben proporcionarse
atendiendo a cuidar y fortalecer la salud del niño y su
buen desarrollo futuro, así como a la formación de sen-
timientos de adhesión familiar y social, a la adquisición
de conocimientos que promuevan la comprensión, el em-
pleo de la razón y de la imaginación y a constituir hábi-
tos higiénicos y de sana convivencia y cooperación en el
esfuerzo común con propósitos y metas comunes, todo
ello de manera sencilla y acorde a su edad y a la realidad
social y con absoluto respeto a los elementos formativos
de estricta incumbencia familiar.2

Por las consideraciones emitidas es necesario que reflexio-
nemos: ¿acaso los hijos de los trabajadores domésticos no
tienen derecho a desarrollarse de forma integral de acuerdo

con lo establecido en el artículo 202? ¿Por qué el Estado
les ha denegado ese derecho? ¿Cuál es la razón del trato
discriminatorio para los hijos de este sector de la sociedad
y para los empleados domésticos?

No encuentro argumento válido para seguir negando el ac-
ceso a este servicio, más que la objeción por parte de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público y del propio IMSS
que la incorporación de los trabajadores domésticos al ré-
gimen obligatorio causaría un impacto presupuestal al Es-
tado.

Sin embargo, este argumento resulta ser una falacia, debe-
mos priorizar el gasto que ejerce el Estado, recortemos el
gasto a las pensiones de los ex presidentes, recortemos el
gasto a publicidad oficial de la Presidencia de la Repúbli-
ca, recortemos el presupuesto a la clase política que se pri-
vilegia con el dinero de los Mexicanos. No podemos per-
mitir que el Poder Ejecutivo decida lo que se puede legislar
o no, a través de las opiniones de impacto presupuestal; de-
fendamos la autonomía del Poder Legislativo.

Diputadas y diputados: los invito a que reflexionemos al
respecto y demos la oportunidad a los hijos de las personas
que se dedican al trabajo doméstico remunerado a que ten-
gan derecho a crecer y desarrollar sus habilidades dentro de
un espacio seguro, confortable e higiénico. Recordemos
que la mayor inversión que puede hacer el Estado para con-
vertirse en una nación de primer mundo, es en la educación
y el desarrollo integral de quienes serán el futuro de Méxi-
co, los niños.

La redacción actual del artículo 4o. constitucional señala que
en todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y
cumplirá el principio del interés superior de la niñez, garan-
tizando de manera plena sus derechos. Los niños tienen de-
recho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación,
salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo in-
tegral. Este principio deberá guiar el diseño, la ejecución, el
seguimiento y la evaluación de las políticas públicas dirigi-
das a la niñez. Los tres Poderes de la Unión deben compro-
meterse para cumplir el mandato constitucional.

Las reformas que se proponen respecto a la Ley del Segu-
ro Social no contravienen ningún principio constitucional;
por el contrario, buscan cumplimentar las disposiciones
emanadas de la norma fundamental.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se reforma el inciso b) de la fracción
II del artículo 222 de la Ley del Seguro Social

Único. Se reforma el inciso b) de la fracción II del artícu-
lo 222 de la Ley del Seguro Social, para quedar como si-
gue:

Artículo 222. La incorporación voluntaria del sujeto o su-
jetos a que se refiere el presente capítulo se realizará por
convenio y se sujetará a las siguientes modalidades:

I. …

II. El esquema de aseguramiento, para los sujetos que
señala este capítulo, comprende

a) …

b) Para los sujetos a que se refiere la fracción II del
artículo 13 de esta Ley, las prestaciones en especie
de los seguros de riesgos de trabajo y enfermedades
y maternidad y las correspondientes de los seguros
de invalidez y vida, así como de retiro, cesantía en
edad avanzada, vejez y guarderías, en los términos
de los capítulos respectivos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los 180 dí-
as posteriores a su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Instituto Mexicano del Seguro Social tendrá
180 días, a partir de la publicación del presente decreto, pa-
ra modificar y emitir los lineamientos necesarios para que
los trabajadores domésticos tengan acceso al servicio de
guarderías.

Tercero. Se faculta al Ejecutivo federal, a través de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, para que emita las
autorizaciones que correspondan a efecto de realizar las
adecuaciones o los traspasos de recursos humanos, finan-
cieros y materiales, incluidos bienes muebles e inmuebles,
que sean necesarios como consecuencia de reformas jurídi-
cas que tengan por objeto el cumplimiento de lo dispuesto
en el presente decreto.

Notas:

1 SCJN. Segunda Sala declara inconstitucionales artículos de la Ley

del Seguro Social y del Reglamento para la Prestación de los Servicios

de Guardería del IMSS, boletín número 122/2016, Ciudad de México,
29 de junio de 2016. http://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comuni-
cados/comunicado.asp?id=4346

2 Ley del Seguro Social. Disponible en http://www.diputados.gob.mx/
LeyesBiblio/ref/lss.htm

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de octubre de
2016.— Diputada Mirza Flores Gómez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Seguridad Social, para dic-
tamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, LEY DE PLANEACIÓN Y LEY
ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 69 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6o. de la Ley de
Planeación y 7o. de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Salvador Zamora Zamora, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

El suscrito Salvador Zamora Zamora, diputado integrante
del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano de la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como por los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, someto a consideración la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
69 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; el artículo 6 de la Ley de Planeación y el artículo 7
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Ejecutivo federal tiene la obligación de hacer entrega al
Poder Legislativo el Informe de Gobierno cada 1 de sep-
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tiembre en la apertura del Primer Periodo Ordinario de Se-
siones del Congreso de la Unión, y un Informe sobre el es-
tado que guarda la administración pública del país, hacien-
do mención expresa de las decisiones adoptadas para la
ejecución del Plan Nacional de Desarrollo y los Programas
Sectoriales en el mes de marzo; esto con fundamento en el
artículo 6 de la Ley de Planeación; fecha que coincide con
las sesiones de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión.

El informe anual de gobierno contempla el ejercicio de re-
cursos del 1 de septiembre del año anterior al 31 de agosto
del año siguiente, sin embargo en el contenido del mismo,
se divide la información en 2 plazos, el primero de ellos,
del 1 de setiembre del año anterior al 31 de diciembre de
ese mismo año, y en un segundo plazo, del 1 de enero del
año en que se entrega el informe, al 31 de agosto de ese
mismo año.

El propósito de la iniciativa es establecer que el informe
anual de gobierno abarque un ejercicio fiscal completo, es
decir, del 1 de enero al 31 de diciembre del año inmediato
anterior, con la finalidad de que el Poder Legislativo pue-
da analizar a cabalidad los resultados de un ejercicio fiscal
y administrativo completo, apoyando al Ejecutivo en las
acciones necesarias, para que en el Ejercicio Fiscal y Ad-
ministrativo en curso puedan evitarse las acciones que no
hayan sido exitosas o se replanteen estrategias en el ejerci-
cio fiscal vigente.

La situación actual implica un conflicto que se deriva prin-
cipalmente del periodo reportado, toda vez que como el
propio informe lo describe, corresponde al estado general
que guarda la Administración Pública Federal, las acciones
realizadas y los resultados obtenidos del 1 de septiembre
de un año al 31 de agosto del siguiente año, encontrán-
donos con dos cargas informativas.

La primera de ellas, abarca un plazo correspondiente del 1
de septiembre al 31 de diciembre el año anterior, aparta-
do que resulta meramente informativo y no representa datos
generales del ejercicio fiscal y administrativo completo, si-
tuación que pudiese permitir ocultar los datos reales de los
resultados con los avances que se han obtenido de enero a
agosto del siguiente año, creando una cortina estadística que
no permite dilucidar claramente los resultados entre un año
y el siguiente.

La segunda carga informativa es la que corresponde a un
Ejercicio Fiscal y Administrativo incompleto, del 1 de ene-

ro al 31 de agosto del año siguiente, situación que nueva-
mente impide a esta soberanía detectar a tiempo las pro-
blemáticas y ejecutar acciones tendientes a apoyar a la ad-
ministración pública federal, para ejercer de manera idónea
la representatividad que la ciudadanía ha puesto en cada
uno de nosotros.

Además, las comparecencias de los servidores públicos
que marca nuestra Constitución, se basan en resultados in-
completos, toda vez que al cuestionar a la mayoría de ellos
sobre los resultados y las acciones del ejercicio inmediato
anterior, responden con datos derivados de un ejercicio que
aún no concluye, presentando expectativas y acciones, que
por la temporalidad de las comparecencias, son asevera-
ciones sobre futuros inciertos.

Un ejemplo claro de esto son las acciones que se otorgan,
derivadas de los programas de apoyo a la comercialización
del campo, puesto que a pesar de que los recursos tienen
una temporalidad para ser ejecutados, se han ejecutado cu-
riosamente antes de la comparecencia del servidor público
responsable en turno, evidentemente perdiendo gran parte
del efecto para el cual fue presupuestado, ya que la oportu-
nidad del pago obedece a los tiempos que marca la cosecha
y no a los tiempos en que se acuerdan las comparecencias;
lo mismo sucede con el tema de los recursos provenientes
de subsidios federales, donde no se da una explicación cla-
ra, de él porque no se cumple con la programación de este
ejercicio, ya que a la fecha del informe aún quedan pen-
dientes de ejecutar.

Por lo anterior es que resulta indispensable tener las com-
parecencias de los servidores públicos en tiempos idóneos
que nos permitan analizar la ejecución de acciones y apo-
yar a la administración pública federal en el ejercicio de los
programas.

Es por ello, que se propone mediante la presente Iniciativa,
modificaciones a la Constitución, a la Ley de Planeación y
a la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, para que se modifique el periodo del
Informe del Gobierno Federal, así como su fecha de pre-
sentación, para quedar el 1 de febrero de cada año.

Por lo que hace al informe sobre el estado que guarda la ad-
ministración pública del país, que en la actualidad se en-
trega a la Comisión Permanente, se propone que éste sea
entregado el 1 de septiembre del ejercicio fiscal en curso,
temporalidad ideal para analizar el cumplimiento de las
metas y por lo tanto programar el Presupuesto del ejercicio
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fiscal del año siguiente, no sólo para mejorar la vigilancia
de la administración pública federal, sino que también con-
tribuirá a la transparencia de ejercicio de las acciones del
Gobierno Federal.

Otra ventaja de realizar la modificación a las fechas de pre-
sentación de los informes, es la garantía de analizar accio-
nes realizadas, y de escuchar estrategias para un ejercicio
que apenas inicia.

Además de lo anterior, proponemos la posibilidad de que
en el Primer Informe que le corresponda a cada Presidente,
este haga del conocimiento del Congreso, el estado real de
como recibió la Administración Pública Federal y en su de-
fecto iniciar las acciones legales en contra de quien o quie-
nes resulten responsables por una mala administración;
además de acreditar los elementos a la Auditoria Superior
de la Federación, otorgándole una fuente más de informa-
ción de un ejercicio concluido.

Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar ante
esta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Primero. Se reforma el artículo 69 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
quedar como sigue:

Artículo 69. En la apertura de Sesiones Ordinarias del Se-
gundo Periodo de cada año de ejercicio del Congreso, el Pre-
sidente de la República asistirá a presentar un informe por
escrito, en el que manifieste el estado general que guarda la
administración pública del país del ejercicio fiscal y admi-
nistrativo inmediato anterior. En la apertura de las sesiones
extraordinarias del Congreso de la Unión, o de una sola de
sus cámaras, el Presidente de la Comisión Permanente infor-
mará acerca de los motivos o razones que originaron la con-
vocatoria.

Cada una de las Cámaras realizará el análisis del informe y
podrá solicitar al Presidente de la República ampliar la in-
formación mediante pregunta por escrito y citar a los Se-
cretarios de Estado y a los directores de las entidades pa-
raestatales, quienes comparecerán y rendirán informes bajo
protesta de decir verdad. La Ley del Congreso y sus regla-
mentos regularán el ejercicio de esta facultad.

En el primer año de su mandato, en la apertura del segun-
do periodo de sesiones ordinarias del Congreso, el Presi-

dente de la República presentará ante la Cámara de Sena-
dores, el informe del estado en que encontró la Admi-
nistración Pública Federal y para su aprobación, la Es-
trategia Nacional de Seguridad Pública e informará
anualmente sobre el estado que guarde.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 6 de la Ley de
Planeación, para quedar como sigue:

Artículo 6o. El Presidente de la República, al informar an-
te el Congreso de la Unión sobre el estado general que
guarda la administración pública del país, hará mención
expresa de las decisiones adoptadas para la ejecución del
Plan Nacional de Desarrollo y los Programas Sectoriales.

El primero de septiembre de cada año, el Ejecutivo remi-
tirá a la Comisión Permanente del Congreso de la Unión el
informe de las acciones y resultados de la ejecución del
plan y los programas a que se refiere el párrafo anterior, in-
cluyendo un apartado específico con todo lo concerniente
al cumplimiento de las disposiciones del artículo 2 Consti-
tucional en materia de derechos y cultura indígena.

El contenido de las Cuentas Anuales de la Hacienda Públi-
ca Federal y del Gobierno de la Ciudad de México debe-
rá relacionarse, en lo conducente, con la información a que
aluden los dos párrafos que anteceden, a fin de permitir a
la Cámara de Diputados el análisis de las cuentas, con re-
lación a los objetivos y prioridades de la Planeación Na-
cional referentes a las materias objeto de dichos documen-
tos

Artículo Tercero. Se reforma el artículo 7 de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

Artículo 7o.

1. El primero de febrero de cada año, a la apertura de
las sesiones ordinarias del segundo periodo del Congre-
so, asistirá el Presidente de la República y presentará un
informe de conformidad con el artículo 69 de la Consti-
tución.

2. Antes del arribo del Presidente de la República hará
uso de la palabra un legislador federal por cada uno de
los partidos políticos que concurran, representados en el
Congreso. Estas intervenciones se realizarán en orden
creciente, en razón del número de diputados de cada
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grupo partidista y cada una de ellas no excederá de quin-
ce minutos.

3. El Presidente del Congreso contestará el informe en
términos concisos y generales, con las formalidades que
correspondan al acto. Esta sesión no tendrá más objeto
que celebrar la apertura del periodo de sesiones y que el
Presidente de la República presente su informe; en tal
virtud, durante ella no procederán intervenciones o inte-
rrupciones por parte de los legisladores.

4. Las Cámaras analizarán el informe presentado por el
Presidente de la República. El análisis se desarrollará
clasificándose por materias: en política interior, política
económica, política social y política exterior.

5. Las versiones estenográficas de las sesiones serán re-
mitidas al Presidente de la República para su conoci-
miento.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de la Cámara de Diputados, a 8 de di-
ciembre de 2016.— Diputado Salvador Zamora Zamora (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales la
parte que le corresponde, de Hacienda y Crédito Públi-
co la parte que le corresponde y de Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias la parte que le co-
rresponde, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que adiciona el artículo 170 de la Ley Federal
del Trabajo, a cargo del diputado Germán Ernesto Ralis
Cumplido, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano

El proponente Germán Ernesto Ralis Cumplido, diputado
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 62 y demás rela-
tivos del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-

greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona un segundo pá-
rrafo a la fracción IV del artículo 170 de la Ley Federal del
Trabajo, al tenor del siguiente

Exposición de Motivos

La lactancia materna tiene propiedades únicas para lograr
la conservación infantil. Tiene beneficios inmediatos y fu-
turos en la salud física y emocional madre-hijo, es la forma
natural de proporcionar alimentos, aportando la energía y
los nutrientes necesarios, mejora el desarrollo psicológico
y afectivo, el coeficiente intelectual y optimiza el desarro-
llo del niño o niña, también es una forma de prevenir en-
fermedades como infecciones gastrointestinales, respirato-
rias, leucemia, cáncer infantil, enfermedades digestivas,
infecciones en las vías urinarias y diarrea.1 Aunado a esto,
está comprobado que la leche materna ayuda a tener una
ventaja educativa, disminuye el riesgo de obesidad y en-
fermedades crónicas.2

La leche materna no solo ofrece beneficios para el bebé, las
madres también se ven beneficiadas pues el llevar a cabo la
lactancia, disminuye el sangrado posparto, ayuda a reco-
brar el tamaño del útero, la recuperación de peso será en
menor tiempo, se reducen los riesgos de contraer cáncer de
mama y ovario, así como también de osteoporosis, anemia
y depresión,3 mientras que en el aspecto económico se
considera un ahorro para la madre al no necesitar otros ali-
mentos complementarios en los primeros 6 meses de vida
del menor.4

Los beneficios de la lactancia son tales, que el 12% de las
muertes se pueden evitar entre los niños menores de 5 años
que son amamantados.5 De igual forma, la probabilidad de
padecer sobrepeso u obesidad serán menores en niños y
adolescentes que fueron amamantados los primeros 6 me-
ses.6 En resumen, la lactancia materna beneficia al desa-
rrollo infantil, así como a la reducción de costos sanitarios
por parte de las familias y del Estado.

La Asamblea Mundial de la Salud y UNICEF recomiendan
la lactancia materna en la primera hora de vida y durante
los primeros 6 meses de vida (180 días), y hasta los 2 años
de vida con una alimentación complementaria adecuada.
Nuevos estudios han revelado que, si siguen estas reco-
mendaciones con la alimentación óptima para estos niños y
niñas, se podrían salvar la vida de 820,000 niños menores
de 5 años y 20,000 mujeres que amamantaron a sus niños.7
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México en el 2012 tenía una tasa del 14.4% en la práctica
de amamantar al bebé durante los primeros seis meses, es-
ta práctica va en aumento en el 2015 la tasa es de un
30.8%, lo que significa que el doble de niños y niñas se han
visto beneficiados con la leche materna.8

Un dato importante de señalar es que en nuestro país 49%
de las mujeres que están en etapa fértil desarrollan algún ti-
po de trabajo,9 pero sólo el  14.4% de ellas amamantan a
sus pequeños. 

Estas cifras muestran la realidad muy precaria en México,
en la cual si deseamos que tanto madres como hijos alcan-
cen los beneficios que trae la lactancia materna, es necesa-
rio asumir grandes acciones. 

Emprender acciones para contrarrestar este problema debe-
ría ser obligación de instituciones tanto público, como pri-
vadas. El contar con espacios llámense lactarios o cuartos
de lactancia, los cuáles funjan como un lugar diseñado pa-
ra que las madres trabajadoras que se encuentren en etapa
de lactancia debe ser primordial. 

Actualmente en el artículo 170 de la Ley Federal del Tra-
bajo, ya se encuentra estipulado que durante de un periodo
de 6 meses, las madres tendrán 2 espacios de media hora al
día o un recorte de su hora laboral para poder ejercer este
acto natural, en lugar adecuado e higiénico que designe la
empresa; Por lo que se considera primordial que las salas
de lactancia sean obligatorias en los edificios públicos,
donde no sólo se brinden apoyo a las madres que ahí la-
boran, sino que su acceso sea libre a las ciudadanas que
así lo requieran. 

El llevar a cabo esta medida daría gran impulso a la lac-
tancia materna y ofrecería una opción segura y accesible a
todas aquellas madres que tengan la necesidad de dar pe-
cho o extraer leche fuera de su casa u oficina. 

Considerandos

El 22 de agosto de 2016, los sectores obrero y empresarial
de México se comprometieron a la instalación de lactarios
en los centros de trabajo con más de 50 trabajadores, esto
con la finalidad de mejorar el bienestar de las madres tra-
bajadoras e hijos, y ofrecerle solidez y apoyo a la práctica
de la lactancia materna.10

El decreto que reformó la fracción II del artículo 64 de La
Ley General de Salud, publicado en el Diario Oficial de la

Federación el diecinueve de diciembre de dos mil catorce,
impulsa la instalación de lactarios en los centros de trabajo
de los sectores público y privado.11

Los intentos por hacer de la lactancia una práctica común,
se reflejan en la Estrategia Nacional de Lactancia Materna,
el cual es un plan para el año 2014 al 2018, donde se mues-
tran cifras sobre la lactancia en México, y así como su pro-
moción.12

Promover la lactancia materna es tan importante que en
conjunto el IMSS y UNICEF han publicado un manual
muy completo que muestra las acciones a realizar, para que
los espacios de trabajo cuenten con una sala de lactancia y
tomen conciencia de su importancia.13Esta Guía Práctica
de Lactancia Materna fue dada a conocer a empresarios y
directivos en un foro apoyado por la Asociación Mexicana
de Directores de Recursos humanos (Amedium) la cual se
comprometió hacer promoción entre todos sus sindicatos y
los del IMSS con el fin de intentar se instalen lactarios en
las 2 mil 500 empresas con mayor número de mujeres en
edad productiva.14

La Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Ado-
lescentes en su artículo 50, numeral III señala el “promo-
ver en todos los grupos de la sociedad y, en particular, en
quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custo-
dia, de niños, niñas y adolescentes, los principios básicos
de la salud y la nutrición, las ventajas de la lactancia ma-
terna, la higiene y el saneamiento ambiental y las medidas
de prevención de accidentes.”15

Por lo que propongo lo siguiente:
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Decreto

Por lo anterior expuesto y fundado, someto a consideración
de esta Honorable Cámara de Diputados la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
un segundo párrafo a la fracción IV del artículo 170 de
la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue: 

Único. Se adiciona un segundo párrafo a la fracción IV del
artículo 170 de la Ley Federal del Trabajo:

Ley Federal del Trabajo

Artículo 170. Las madres trabajadoras tendrán los siguien-
tes derechos:

I. - III. …

IV. En el período de lactancia hasta por el término má-
ximo de seis meses, tendrán dos reposos extraordinarios
por día, de media hora cada uno, para alimentar a sus hi-
jos, en lugar adecuado e higiénico que designe la em-
presa, o bien, cuando esto no sea posible, previo acuer-
do con el patrón se reducirá en una hora su jornada de
trabajo durante el período señalado;

Los lactarios que se encuentren dentro de los edifi-
cios de gobierno, podrán ser utilizados tanto por las
madres trabajadoras, como por las madres que no
laboren en la institución, pero que así lo requieran. 

V. - VII. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Las autoridades correspondientes dispondrán de
un plazo de 180 días siguientes a su entrada en vigor, para
realizar las adecuaciones necesarias para cumplir con el
presente decreto.

Notas:

1 “Lactancia Materna exclusiva”. Organización Mundial de la Salud.
Fecha de Consulta 17 de noviembre de 2016. http://www.who.int/nu-
trition/topics/exclusive_breastfeeding/es/ 

2 “Nuevos beneficios de la lactancia materna”. Durga. http://www.dur-
ga.org.es/webdelparto/lactancia_beneficios.htm 

3 “Lactancia materna: un factor clave en el correcto desarrollo de tu
bebé “. Misiones Online. 3 de agosto de 2016. http://misionesonline.
net/2016/08/03/lactancia-materna-un-factor-clave-en-el-correcto-de-
sarrollo-de-tu-bebe-2/

4 “Lactancia: Beneficios para el bebé y la mamá”. IMSS. Fecha de
consulta: 22 de noviembre de 2016. http://www.imss.gob.mx/salud-en-
linea/lactancia 

5 “Lactancia materna y alimentación complementaria. Unicef. Enero
2008 y 03 de agosto 2013. https://www.unicef.org/spanish/nutrition/in-
dex_breastfeeding.html

6 “Alimentación del Lactante y del Niño”.  Organización Mundial de
la Salud. Fecha de Consulta: 17 de noviembre de 2016.  http://www.
who.int/mediacentre/factsheets/fs342/es/ 

7 “Las leyes para proteger la lactancia materna son inadecuadas en la
mayoría de los países”. Unicef. Fecha de consulta: 18 de noviembre de
2016. https://www.unicef.org/spanish/media/media_91075.html

8 “Duplica México lactancia exclusiva en 3 años, pero aún se requie-
ren esfuerzos para fomentar esta práctica”. Unicef. Fecha de publica-
ción: 1 de agosto de 2016. https://www.unicef.org/mexico/spanish/no-
ticias_33795.htm 

9 “Lactarios en las empresas”. El pulso laboral. 29 de noviembre de
2016. http://www.elpulsolaboral.com.mx/mercado-laboral/5415/lacta-
rios-en-las-empresas

10 “Pronunciamiento para fomentar la protección de la maternidad y la
lactancia”. SEGOB. Fecha de publicación: 22 de agosto de 2016.
http://www.gob.mx/stps/prensa/promueven-sectores-obrero-y-empre-
sarial-lactarios-en-centros-de-trabajo 

11 “Decreto por el que se reforma la fracción II del artículo 64 de la
Ley General de Salud”. Diario Oficial de la Federación. 19 de diciem-
bre de 2014. http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi-
go=5376682&fecha=19/12/2014 

12 “Estrategia Nacional de Lactancia Materna”. SEGOB. Fecha de
consulta 18 de noviembre. http://www.gob.mx/cms/uploads/attach-
ment/file/75383/ENLM_2014-2018.pdf 

13 “Guía práctica Lactancia Materna en lugar de trabajo”. IMSS y Uni-
cef. Fecha de consulta: 18 de noviembre de 2016. https://www.uni-
cef.org/mexico/spanish/guialactancialess.pdf 
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14 “Lanzan guía para promover lactarios en las empresas”. Milenio. 4
de agosto de 2016. http://www.milenio.com/cultura/guia_promover_
lactarios_en_empresas-lactancia_materna_en_lugar_de_trabajo-
IMSS-Unicef_0_786521344.html

15 Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA_041214.
pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de diciembre de
2016.— Diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD AMBIENTAL

«Iniciativa que reforma el artículo 28 de la Ley Federal de
Responsabilidad Ambiental, a cargo de la diputada Mirza
Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

La que suscribe, Mirza Flores Gómez, diputada integrante
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, en la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, y con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos y 77 numeral I y II
del Reglamento Interior de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración del pleno de esta asamblea, la presente
iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El 7 de junio del año 2013, se publicó en el Diario Oficial
de la Federación la Ley Federal de Responsabilidad Am-
biental, reglamentaria del artículo 4o. constitucional, y tie-
ne por objeto la protección, la preservación y restauración
del ambiente y el equilibrio ecológico, para garantizar los
derechos humanos a un medio ambiente sano para el desa-
rrollo y bienestar de toda persona, y a la responsabilidad
generada por el daño y el deterioro ambiental.

La necesidad de crear un sistema de responsabilidad
ambiental, no sólo obedece al reclamo de reparación de
daños ocasionados al entorno, sino fundamentalmente a

la demanda social de participación directa en la tutela
del ambiente, que requiere del acceso efectivo a los tri-
bunales del Poder Judicial, esto ha sido expresado con
claridad por expertos de todo el mundo en el marco de
la Cumbre Mundial de Desarrollo Sostenible de Johan-
nesburgo, celebrada en 2002, para revisar el avance de
los compromisos de la Conferencia de Río de Janeiro.1

Al respecto, es importante destacar que el derecho humano
a un medio ambiente sano que se encuentra consagrado en
el artículo 4 de nuestra Constitución, pertenece a los lla-
mados DESCA (derechos económicos, sociales, culturales
y ambientales).

“Los derechos económicos, sociales, culturales y am-
bientales (DESCA) son los Derechos Humanos relacio-
nados con el lugar de trabajo, la seguridad social, la vi-
da en familia, la participación en la vida cultural y el
acceso a la vivienda, la alimentación, el agua, la aten-
ción de la salud y la educación.

Estos representan la base esencial para que el ser huma-
no pueda desarrollar sus capacidades, es decir, refieren
a los derechos que posibilitan a las personas y sus fami-
lias a gozar de un nivel de vida adecuado; fijan niveles
mínimos de bienestar que debe cubrir el Estado; además
de que su implementación debe ser progresiva.”2

Estos derechos están establecidos en el Pacto Internacional
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC)
adoptado por resolución de la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas en 1966, y entró en vigor en México hasta
1983. 

En noviembre de 1998, en el marco de la Comisión Inter-
americana de Derechos Humanos, se firmó el llamado Pro-
tocolo de San Salvador en el cual se retomaron los conte-
nidos del PIDESC y se ampliaron para la región de
América Latina y el Caribe al agregar derechos sobre el
Medio Ambiente y la protección de grupos específicos de
la población; a partir de entonces fueron DESCA.

La doctrina ha reconocido como principio de los DESCA
los siguientes principios y características:

• Indivisibilidad; reconoce que ningún derecho humano
es intrínsecamente inferior a ningún otro. Los derechos
económicos, sociales y culturales deben ser respetados,
protegidos y realizados en las mismas condiciones que
los derechos civiles y políticos.
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• Interdependencia: reconoce la dificultad (y en muchos
casos la imposibilidad) de hacer efectivo cualquiera de
los derechos humanos de forma aislada respecto de los
demás. Por ejemplo, no tiene objeto hablar del derecho
al trabajo sin que se haya hecho mínimamente efectivo
el derecho a la educación. 

• Progresivos: esto es, están en constante evolución. No
podrán sufrir regresión alguna

• Universales: es decir, todas las personas y grupos par-
ticipamos de los derechos humanos, sin distinción algu-
na.3

En este orden de ideas, es importante destacar dos aspec-
tos: El derecho a un medio ambiente sano desde 1998, por
virtud del Pacto de San Salvador forma parte de los lla-
mados DESCA y por lo tanto, atendiendo al principio de
universalidad, todas las personas estamos facultadas para
exigir al Estado su cumplimiento.

En este sentido, durante el posicionamiento de los Grupos
Parlamentarios durante la aprobación en la Cámara de
Diputados de la Ley Federal de Responsabilidad Ambien-
tal, la Presidenta de la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, diputada Lourdes Adriana López Moreno
del Partido Verde Ecologista de México,4 expresó que por
primera vez, se precisa en la ley el concepto de daño am-
biental, así como la forma en la que deberá ser reparado y
excepcionalmente compensado en especie, es decir, con la
restitución de los servicios ambientales perdidos y sin in-
demnizaciones económicas. 

Además resaltó que con esta ley se otorga certeza jurídica
al sector económico, a las organizaciones sociales, a las
instituciones públicas, al Poder Judicial y a todas las per-
sonas a las que la Constitución les reconoce el derecho de
tutela ambiental; sin embargo, esta aseveración no es de to-
do cierta.

La actual redacción del artículo 28 del de la Ley Federal de
Responsabilidad Ambiental, reconoce el derecho e interés
legítimo para ejercer acción y demandar judicialmente la
responsabilidad ambiental, la reparación y compensación
de los daños ocasionados al ambiente, y el pago de la San-
ción Económica a:

1. Las personas físicas habitantes de la comunidad ad-
yacente al daño ocasionado al ambiente; 

2. Las personas morales privadas mexicanas, sin fines
de lucro, cuyo objeto social sea la protección al am-
biente en general, o de alguno de sus elementos, cuando
actúen en representación de algún habitante de las co-
munidades previstas en la fracción I; 

3. La federación a través de la procuraduría, y 

4. Las procuradurías o instituciones que ejerzan funcio-
nes de protección ambiental de las entidades federativas
y del Distrito Federal en el ámbito de su circunscripción
territorial, conjuntamente con la procuraduría.

La actual redacción del artículo 28 viola el principio de
universalidad de los DESCA, porque excluye a las perso-
nas que no se encuentran cercanas a la comunidad donde se
originó el daño ambiental a exigir la responsabilidad am-
biental a quien haya ocasionado el deterioro; tampoco sien-
ta las bases mínimas para que las personas que no tienen
capacidad legal puedan ejercer la acción correspondiente
para demandar los preceptos citados en el mismo artículo.
Por ello, con el afán de sumar esfuerzos en el cuidado del
medio ambiente, propongo una reforma sustantiva a este
artículo de la ley, para facultar que todas y todos los mexi-
canos estemos en posibilidad de exigir la reparación del da-
ño ambiental a quien haya cometido el ecocidio.

Recordemos que el cuidado del medio ambiente es una res-
ponsabilidad de todos, existe una codependencia entre un
medio ambiente sano y la calidad de vida de las personas;
quiero citar un ejemplo para describir esta relación: Esta-
dos Unidos y China son los países con mayores emisiones
de gases de efecto invernadero a la atmósfera, lo que ha
provocado el calentamiento global a nivel mundial y por
ende, el cambio climático con sus devastadoras consecuen-
cias para la humanidad tales como: deshielo de los glacia-
res, aumento del nivel del mar, aumento en la frecuencia de
huracanes, ciclones y sequías lo que ha provocado la pér-
dida de miles de vidas humanas y cuantiosas pérdidas eco-
nómicas. Además de poner en riesgo la seguridad alimen-
taria de las naciones.

En pocas palabras, el daño que pueda ocasionar China al
medio ambiente, también nos afecta a los mexicanos; bajo
esta premisa, los daños que se ocasionen a la biodiversidad
en Yucatán, repercutirá negativamente en Baja California.

En este orden de ideas, es necesario modificar el artículo
28 de la Ley de Responsabilidad Ambiental para facultar y
obligar a todos los mexicanos a ser responsables del cuida-
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do del medio ambiente. De hecho, la Suprema Corte de
Justicia de la Nación ha emitido jurisprudencia al respecto.

Derechos humanos a la salud y a un medio ambiente sano.
La eficacia en el goce de su nivel más alto, implica obliga-
ciones para el Estado y deberes para todos los miembros de
la comunidad.

La eficacia en el goce del nivel más alto de los menciona-
dos derechos, conlleva obligaciones para el Estado, hasta el
máximo de los recursos de que disponga; sin embargo, esa
finalidad no sólo impone deberes a los poderes públicos,
sino también a los particulares, pues la actuación unilateral
del Estado resulta insuficiente cuando no se acompaña de
conductas sociales dirigidas a la consecución de los valo-
res que subyacen tras esos derechos, lo que implica que su
protección sea una responsabilidad compartida entre auto-
ridades y gobernados. Así, el medio ambiente sano, como
elemento indispensable para la conservación de la especie
humana y para el disfrute de otros derechos fundamentales,
tiene carácter colectivo, porque constituye un bien público
cuyo disfrute o daños no sólo afectan a una persona, sino a
la población en general; por esa razón, el Estado debe im-
plementar políticas públicas que permitan prevenir y miti-
gar la degradación ambiental, las cuales deben cumplir con
estándares constitucionales y convencionales, además de
contar con la participación solidaria de la comunidad, pues
la salud se refiere a un estado completo de bienestar físico,
mental y social, y no únicamente a la ausencia de enferme-
dad o incapacidad de las personas.5

Obedeciendo al principio de universalidad de los DESCA
y al criterio emitido por el máximo órgano de impartición
de justicia de la nación, en donde claramente se estipula
que el medio ambiente sano es un elemento indispensable
para la conservación de la especie humana y que tiene ca-
rácter colectivo, propongo al pleno de esta soberanía, la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto 

Único. Se reforma el artículo 28 de la Ley Federal de
Responsabilidad Ambiental

Artículo 28. Se reconoce derecho e interés legítimo para
ejercer acción y demandar judicialmente la responsabilidad
ambiental, la reparación y compensación de los daños oca-
sionados al ambiente, el pago de la Sanción Económica, así
como las prestaciones a las que se refiere el presente Títu-
lo a: 

I. Cualquier persona o grupo de personas, por sí o por
medio de su representante legal, que considere que el
daño ocasionado al medio ambiente afecte el derecho
previsto en el artículo 4 párrafo V de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El menor de edad, persona con discapacidad o ma-
yor sujeto a interdicción podrá Ejercer las acciones y
demandar los preceptos señalados en el presente ar-
tículo a través de su representante, o por sí mismo o
por cualquier persona en su nombre sin la interven-
ción de su legítimo representante cuando éste se ha-
lle ausente, se ignore quién sea, esté impedido o se
negare a promoverlas. 

II. Las personas morales privadas mexicanas, sin fines
de lucro, cuyo objeto social sea la protección al am-
biente en general, o de alguno de sus elementos.

III. La Federación a través de la procuraduría, y

IV. Las Procuradurías o instituciones que ejerzan fun-
ciones de protección ambiental de las entidades federa-
tivas y del Distrito Federal en el ámbito de su circuns-
cripción territorial, conjuntamente con la procuraduría.

Se deroga.

Los legitimados en las fracciones I y II tendrán además
derecho e interés legítimo para reclamar el pago de las
erogaciones que hayan hecho para acreditar la respon-
sabilidad ambiental.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Notas:

1 De las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, y de Justicia, con proyecto de decreto que expide la Ley Federal de
Responsabilidad Ambiental; y reforma, adiciona y deroga diversas dis-
posiciones de las Leyes General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente, General de Vida Silvestre, General para la Preven-
ción y Gestión Integral de los Residuos, General de Desarrollo Forestal
Sustentable, y de Aguas Nacionales, así como del Código Penal Fede-
ral, de la Ley de Navegación y Comercio Marítimos y de la Ley Ge-
neral de Bienes Nacionales
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Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados, año XVI, número
3750-II, miércoles 17 de abril de 2013.

2 Observatorio de Política Social y Derecho Humano; ¿Qué son los
DESCA?, fecha de consulta: 20 de noviembre de 2016. Disponible en:
http://observatoriopoliticasocial.org/que-son-los-desca/

3 Ibídem

4 Cfr. Cámara de Diputados, Boletín N°. 1352, Valida el Pleno Ley Fe-
deral de Responsabilidad Ambiental; incluye la reparación del daño.
17/04/2013. 

http://www3.diputados.gob.mx/camara/005_comunicacion/a_boleti-
nes/2013_2013/abril_abril/17_17/1352_valida_el_pleno_ley_fede-
ral_de_responsabilidad_ambiental_incluye_la_reparacion_del_dano

5 Tesis: I.7o.A. J/7 (10a.), Libro 32, Julio de 2016, Tomo III, Página
1802

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de diciembre de
2016.— Diputada Mirza Flores Gómez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que adiciona el artículo 341 Bis de la Ley Ge-
neral de Salud, suscrita por los diputados Rosa Alba Ramí-
rez Nachis, Ma. Victoria Mercado Sánchez y Carlos Lo-
melí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

Los suscritos, Rosa Alba Ramírez Nachis, Ma. Victoria
Mercado Sánchez, Carlos Lomelí Bolaños, diputados fede-
rales de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en relación con el artículo 6, numeral 1, fracción I, y 77,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta honorable asamblea, la presente iniciati-
va que adiciona el segundo párrafo del artículo 341 Bis de
la Ley General de Salud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Organización Mundial de la Salud recomienda que ca-
da uno de los países deben contar con una organización efi-
caz y redes de suministro integradas para coordinar a nivel
nacional todas las actividades relacionadas con la extrac-
ción, verificación, tratamiento, almacenamiento y distribu-
ción de sangre; y que a su vez, sus sistemas nacionales de
transfusiones se rijan por políticas y marcos legislativos
previamente establecidos para que promuevan normas uni-
formes que mantengan la cualidad y seguridad de la sangre
y sus productos derivados.

Datos proporcionados por la Organización Mundial de la
Salud (OMS, 2015) nos mencionan que los países de altos
ingresos son los que contribuyen con cerca de la mitad de
los 108 millones de unidades de sangre que se extraen en
el mundo. Casi un 25 por ciento más de los 80 millones que
se extrajeron desde 2004.

Otros datos que proporciona la OMS de 2015, son:

En los países de bajos ingresos las transfusiones de sangre
fueron para niños de menos de 5 años, equivalente a 65 por
ciento del total y por el lado de los de altos ingresos los pa-
cientes más transfundidos son los de arriba de 65 años con
76 por ciento del total.

En 2004, sólo 60 por ciento de los países gozaba de una le-
gislación en materia de política nacional sobre la sangre, ya
para el 2012 el porcentaje de países con una política nacio-
nal en materia sobre sangre era de 70 por ciento, esto en-
globado nos da un 62 por ciento de países tienen una legis-
lación sobre la seguridad y la calidad de las transfusiones
de sangre.

Es de destacar el porcentaje que los países de nivel alto ha-
cen a la donación de sangre con 36.8 por cada mil, en tan-
to los de media y baja son de 11 y 3.9 respectivamente.

Para el periodo de 2004 a 2012 se incrementó un 8.6 millo-
nes de unidades de sangre donadas por personas voluntarias
sin algún tipo de remuneración. En 73 países este tipo de
donadores, donaron 90 por ciento de las unidades de sangre,
más sin embargo en otros 72 países 50 por ciento de los do-
nantes era algún familiar, amigo o en algunos casos donan-
tes remunerados.

Las estadísticas que proporciona la OMS es que 75 países
tienen 10 o menos donaciones por cada mil, de esos 75, 40
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pertenecen al Continente Africano, 8 al Americano, 7 a la
zona del Mediterráneo oriental, 6 a Europa, 6 están en Asia
sudoriental y 8 en el Pacífico occidental.

La OMS (2015) en su informe tiene cifras que nos dicen
que las mujeres son las que más aportan 30 por ciento de
donaciones, más sin embargo este porcentaje tiende a va-
riar, por ejemplo, de 111 países que informaron cuantas
mujeres hicieron donaciones de sangre, en 20 la cifra fue
menor a 10 por ciento.

En Latinoamérica y el Caribe según los últimos datos de la
OMS (2015) en 2014 se recolectaron 9.3millones de uni-
dades, y de estos 41 por ciento fue de donantes voluntarios.

Por otro lado la Organización Panamericana de la Salud,
(OPS) en su reporte manifiesta que los países latinoameri-
canos en encabezar su lista de recolectores son: Argentina,
Brasil y Colombia en ese orden.

La cifra que maneja de recolección de unidades en el con-
tinente asciende a 3.8 millones de unidades, más sin em-
bargo dista mucho de la meta de llegar al 100 por ciento de
donaciones voluntarias que se propusieron todas la entida-
des de salud en el mundo para 2020.

México ocupa el último lugar en donaciones altruista en
Latinoamérica.

Dentro de este contexto el informe de la Organización
Mundial de la Salud (OMS, 2015), menciona que nuestro
país necesita alrededor de 5 millones de donantes anual-
mente, para poder estar en los estándares mundiales en
cuanto a donación de sangre se refiere, más sin embargo
sólo donan un millón 700 mil persona, teniendo un déficit
de 66 por ciento.

De ese millón 700 mil donadores la gran mayoría es del es-
quema llamado reposición de sangre, para poder entender-
lo, es, si alguna persona va a tener una cirugía es obligato-
rio llevar donadores para que sea reintegrada la sangre que
se ocupó en él.

De acuerdo al Centro Nacional de Transfusión Sanguínea
(2014), se tiene en su padrón 534 bancos de sangre en toda
la República Mexicana, de los cuales pertenecen 77 al
IMSS; 58 al ISSSTE, 50 a la Secretaría de Salud, (Ssa), 32
a diferentes entidades de la República, 31 a Centros Esta-
tales de Transfusiones Sanguíneas (CETS), 10 a Cruz Ro-
ja, 3 a Defensa, 3 a Marina, 11 a Petróleos Mexicanos, 3

al DIF, 10 son universitarios, y los 245 restantes a priva-
dos.

Como estadística, ante el mundo se recogen alrededor de
108 millones de unidades de sangre, más de la mitad de
ellas en los países de altos ingresos, donde vive el 18% de
la población mundial (OMS, 2015).

En los cerca de 10 mil centros de donación de sangre re-
partidos en 168 países que notifican sus cifras, se recogen
83 millones de donaciones. El número de donaciones en
estos centros de sangre varía según la renta. El promedio
anual por centro es de 3 mil 100 donaciones en los países
de bajos y medios ingresos y de 15 mil en los países de in-
gresos altos.

Una base estable de donantes voluntarios no remunera-
dos que donan sangre con regularidad permite garantizar
un suministro fiable y suficiente de sangre no contami-
nada. Este es el grupo de donantes más seguro, puesto
que son los que tiene la prevalencia más baja de infec-
ciones transmisibles por la sangre. La Resolución
WHA63.12 de la Asamblea Mundial de la Salud insta a
todos los Estados miembros a elaborar sistemas nacio-
nales de transfusiones basados en donantes voluntarios
no remunerados y a trabajar para alcanzar la autosufi-
ciencia en el suministro.

De acuerdo con los datos recogidos por la OMS (2015), se
han registrado aumentos significativos de las donaciones
de sangre voluntarias no remuneradas en los países de in-
gresos bajos y medios:

En 2012 se siguieron recogiendo donaciones remuneradas
en 25 países, que totalizaron cerca de un millón y medio de
donaciones.

La OMS recomienda que toda la sangre donada sea anali-
zada para la detección de infecciones antes de su uso. La
sangre debe ser sometida obligatoriamente a pruebas de de-
tección del VIH, de los virus de la hepatitis B y C, y de la
sífilis. El cribado de la sangre se debe realizar de acuerdo
con los requisitos del sistema de calidad.

El suministro irregular de los kits de prueba es uno de los
obstáculos más frecuentes para el análisis de las unidades
donadas.

En los países de ingresos altos, 97 por ciento de los labo-
ratorios que realizan pruebas de cribado de la sangre son
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supervisados mediante planes de evaluación externa de la
calidad, frente a un 33 por ciento en los países de ingresos
medianos y un 16 por ciento en los de ingresos bajos.

La capacidad de transfundir a los pacientes los diferentes
componentes sanguíneos que necesitan todavía es limitada
en los países de ingresos bajos: mientras que en los países
de ingresos medios y altos se separa en componentes 80
por ciento y 95 por ciento de la sangre donada, respectiva-
mente, en los de ingresos bajos este porcentaje es de 45 por
ciento.

Siguiendo los datos del informe emitido por la OMS
(2015). “En la Resolución WHA63.12 de la Asamblea
Mundial de la Salud se insta a los Estados miembros a es-
tablecer, aplicar y apoyar programas de sangre y plasma
sostenibles, gestionados eficientemente y coordinados a ni-
vel nacional, de acuerdo con la disponibilidad de recursos,
con el fin de alcanzar la autosuficiencia. Es responsabili-
dad de cada gobierno el garantizar el suministro suficiente
y equitativo de los productos medicinales derivados del
plasma, como inmunoglobulinas y factores de la coagula-
ción, necesarios para prevenir y tratar diversas afecciones
graves que se dan en todas las regiones del mundo”.

Aunado a ello, por lo que prevalece esta iniciativa, razón
de ser, es con el fin de promover la donación voluntaria, ya
que cuando un enfermo requiere de unidades de sangre,
siempre se recurre a los familiares, para que estos donen,
además de que estos donantes deben realizarlo en el lugar
de origen o donde se encuentra la persona enferma o pa-
ciente.

Imaginarse el costo que representa, por los traslados y la
movilización de las unidades requeridas, el pagar, el viaje,
el hotel, los alimentos, y un sin número de gastos que pue-
den ser innecesarios si estos recurrieran a los bancos de
sangre más cercanos a sus domicilios, los ahorros que se
generarían por transferencias, ya que muchos de los pa-
cientes no cuentan con los recursos económicos para ha-
cerlo.

Por esta sencilla razón, se pone en riesgo la vida de los pa-
cientes que están en una etapa crítica, inclusive llegan a la
muerte por no brindarles la atención requerida y no dotar-
les de las unidades de sangre que demanda el paciente.

La idea es promover entre la población la donación altruis-
ta, y por otro lado invitar a las instituciones a dejar de lado
el sistema de reposición de sangre, porque es una situación

muy compleja, si tomamos en cuenta que organismos co-
mo el Instituto Mexicano del Seguro Social tiene un es-
quema de reposición de casi 100 por ciento.

Una opción real para fomentar la donación es la voluntaria
y de repetición porque estas prácticas permiten a la pobla-
ción estar enterado de las condiciones en que se encuentra
su salud, también el poder prevenir algún factor de riesgo
todo en base a los estudios de laboratorio que se realizan al
momento de ser donador.

Cuando hay voluntad por parte de las dependencias públi-
cas y privadas que atienden los temas de salud y por parte
de los bancos de sangre, de promover la donación volunta-
ria, se logran eliminar grandes problemáticas, como es la
nos adolece, la deficitaria en términos de unidades de san-
gre y la de los costos generalizados por traslados por uni-
dad donante.

En virtud de lo anterior, propongo se adicione el segundo
párrafo del artículo 341 Bis de la Ley General de Salud, en
el cual se incluya al final del mismo en coordinación con
entidades federativas y bancos de sangre para que lleven
sus controles y la donación se reciba en cualquier parte o
lugar del territorio nacional, donde se encuentre un banco
de sangre y no trasladarse al lugar donde se encuentra el
paciente y que el banco de sangre informe al lugar requeri-
do, a través de medios magnéticos que el  paciente ha lo-
grado completar las reposiciones del mismo.

Someto a la consideración de esta Honorable Cámara de
Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto por la que se adiciona el segundo párrafo del
artículo 341 Bis de la Ley General de Salud

Artículo Único: Se  adiciona el segundo párrafo del ar-
tículo 341 Bis de la Ley General de Salud en los términos
siguientes.

Artículo 341 Bis. La Secretaría de Salud y los gobiernos
de las entidades federativas, en sus respectivos ámbitos de
competencia, deberán impulsar la donación de sangre,
componentes sanguíneos y células troncales, para coadyu-
var en el tratamiento o curación de los pacientes que las re-
quieran; asimismo, la Secretaría de Salud fijará las bases y
modalidades a las que se sujetará el sistema nacional de sa-
lud al respecto.

La Secretaría de Salud emitirá las disposiciones que regu-
len tanto la infraestructura con que deberán contar los ban-
cos de sangre que lleven a cabo actos de disposición y dis-
tribución de células troncales, como la obtención,
procesamiento y distribución de dichas células.

La Secretaría de Salud en coordinación con las Secre-
tarias de Salud de las entidades federativas y las insti-
tuciones de salud pública o privada, deberán establecer
mecanismos para que los bancos de sangre  reciban las
unidades de sangre provenientes de donadores, dando
facilidades de recibirlas en cualquier parte de la repú-
blica cuando estas sean por reposición, mismas que de-
mande un paciente hospitalizado.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Referencias

Centro Nacional de la Transfusión Sanguínea. (2014). Padrón de ban-
cos de sangre. Diciembre 8, 2016, de Centro Nacional de la Transfu-
sión Sanguínea Sitio web:

http://www.cnts.salud.gob.mx/descargas/padron_bancos_de_sangre.
pdf

Organización Mundial de la Salud. (2015). Disponibilidad y seguridad
de la sangre a nivel mundial. Diciembre 8, 2016, de OMS Sitio web:
http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs279/es/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de diciembre de
2016.— Diputada Rosa Alba Ramírez Nachis (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE TURISMO

«Iniciativa que adiciona el artículo 15 de la Ley General de
Turismo, suscrita por los diputados Rosa Alba Ramírez Na-
chis y Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

Los suscritos Rosa Alba Ramírez Nachis y Carlos Lomelí
Bolaños, diputados federales a la LXIII Legislatura del Ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en relación con el artículo 6,
numeral 1, fracción I y 77 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someten a la consideración de esta honorable
asamblea la presente iniciativa que adiciona el párrafo I del
artículo 15 y se recorra el subsecuente de la Ley General de
Turismo, al tenor de la siguiente:

Planteamiento del problema

La actividad turística es la causa del desplazamiento de
personas de un lugar a otro motivadas por la contemplación
y el esparcimiento, asociadas a otras razones como son los
negocios, religión, deporte, salud y disfrutar un agradable
descanso en compañía de la familia o de manera social con
amistades.

La derrama económica que genera la actividad turística es
importante para el país; según reporta en el gobierno de la
República a través de su portal1, que actualmente los in-
gresos nacionales por esta actividad alcanza los 184 mil
millones de pesos. Sin embargo, el Instituto Mexicano pa-
ra la Competitividad (Imco) y el Consejo Nacional de Eva-
luación de la Política Social (Coneval) informaron recien-
temente que de 77 municipios considerados como los
principales centros de atracción turística, en veinte de ellos
50 por ciento de la población o más, se encuentra por de-
bajo de la línea de pobreza2; incluyendo uno de los muni-
cipios de mayor atracción internacional que es San Miguel
de Allende en Guanajuato.
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Aun cuando la actividad turística genera ingresos de forma
importante, no todos los municipios del país participan de
esta política, en realidad, municipios donde la actividad tu-
rística es relevante, según la Secretaría de Turismo3, son
153 municipios de 2 mil 240 que existen en territorio na-
cional, lo que representa 6.83 por ciento del total, como
puede verse en la siguiente tabla.

Total de municipios: 2 mil 240

Municipios pueblos mágicos: 83

Municipios con atractivo turístico: 70

Total de municipios con actividad turística: 153.

Así, a pesar de las bondades de la actividad turística, exis-
ten problemas tanto para impulsarla, como para lograr que
sus beneficios se distribuyan de mejor manera, lo que nos
lleva a identificar como principal obstáculo la ausencia de
una política pública municipal que sea favorable a una ma-
yor inserción local de la población, tanto en la constitución
de cadenas de valor como en la participación para el dise-
ño de instrumentos de promoción y fomento de la actividad
turística.

Es por ello, que con base en el problema planteado, propo-
nemos que las normas que regulan la participación de los
principales actores de la actividad turística, junto con los
gobiernos locales desarrollen mecanismos eficaces de par-
ticipación, bajo el siguiente

Argumento

Corresponde a la Secretaría de Turismo encabezar las cam-
pañas de promoción para cada uno de los destinos con que
cuentan las entidades del país, considerando que gracias a
la descentralización cada uno de los estados y sus munici-
pios, deben participar con atención y contemplar en sus
procesos de planeación, las gestiones que en materia de tu-
rismo se refieren para contar con las estrategias de promo-
ción adecuadas para provocar que sus destinos cada vez
cuenten con mayor afluencia de turistas, esto incentivará la
derrama económica dejando grandes beneficios para las lo-
calidades y con ello, contribuir al crecimiento económico
de los estados y de México en general. Las estrategias de-
ben involucrar grandes campañas con programas y produc-
tos turísticos innovadores que hagan más atractivos a los
destinos, independientemente si son de playa o ciudad,

cambiando la imagen que hasta el momento se tiene de ca-
da uno y principalmente, a los que viven hoy en día pro-
blemáticas de tipo social que afectan la llegada de visitan-
tes y turistas.

Entre las recomendaciones que realiza la Secretaria de Tu-
rismo sobre la participación de los gobiernos municipales,
identifica la necesidad de una visión inclusiva de la comu-
nidad que la integra para asegurar una adecuada planeación
e instrumentación, al decir4:

En este sentido, la administración municipal a través de sus
autoridades y de acuerdo de la comunidad, tiene la respon-
sabilidad de definir si el turismo es o no una materia prio-
ritaria para todos. En caso afirmativo, se debe emprender la
labor de planeación para construir las bases de un proyec-
to a futuro y seguro.

a. Pensar en el desarrollo que queremos para el munici-
pio, y expresarlo a través de objetivos.

b. Reconocer las características de la oferta y la deman-
da turística.

c. Definir que turismo queremos y definir actividades
concretas (medio-ambientales, sociales, económicas,
urbanas, etcétera) que deben ser gestionadas y controla-
das por la autoridad municipal. 

En este sentido, la propia Secretaría identifica la necesidad
de que existan ciertos componentes para la participación
social guiados por objetivos y compromisos al decir5:

La forma de lograrlo es establecer como objetivo funda-
mental, procurar mantener un ambiente para el trabajo y
para la vida de la población, para ello, el municipio debe
asumir las funciones que le corresponden por ley, y que es-
tán en perfecta correlación con los principios del turismo
sustentable, constituyendo este compromiso de defensa de
sus deberes y derechos, el mejor soporte para un efectivo
impulso al desarrollo turístico local.

Así, estos componentes deben ser establecidos en los mar-
cos de actuación municipal para enfrentar los retos que re-
presenta la actividad turística, la Secretaria ha señalado la
importancia de mecanismos eficaces de participación co-
mo recomendaciones a los Gobiernos Municipales, sobre
todo cuando señala:
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En la práctica, una solución posible que habría que consi-
derar en el marco de la legislación nacional del país, pasa
por dos vías que son complementarias: 

• Los Convenios de Colaboración que pueden suscribir-
se entre entes públicos y también entre organismos pú-
blicos y privados. 

• La creación de un Consejo de Desarrollo Turístico en-
cargado del cumplimiento del programa de actividades
y de la gestión del desarrollo turístico del municipio en
su conjunto.

Hoy por hoy, resulta un tanto difícil para las personas y las
empresas involucrarse a las cadenas productivas turísticas
con sistemas organizados que les permitan estar a nivel
competitivo ante las empresas que conforman los grandes
corporativos nacionales e internacionales, generando las
desigualdades que Coneval identifica.

En este sentido, consideramos que es imperativo que la le-
tra de Ley incluya estos aspectos y no queden solamente
como recomendaciones, sino que se establezca como una
norma nacional que favorezca el impulso de la actividad
turística y el desarrollo de cadenas productivas incluyentes
y sostenibles.

En virtud de lo anterior, propongo se adicione el párrafo II,
al artículo 15 de la Ley General de Turismo, en el que se
incluya, que los Consejos Municipales Turísticos creen
los comités y sean renovados conforme a los periodos de
administración municipal, vinculando las cámaras em-
presariales locales, con el fin de avalar la creación de las
cadenas productivas turísticas, del sector privado y so-
cial, garantizando un mayor desarrollo económico.

Someto a la consideración de esta Honorable Cámara de
Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por la que se adicione el párrafo I, y se recorra
el subsecuente al artículo 15 de la Ley General de Tu-
rismo

Artículo Único: Se adicione el párrafo I y se recorra el
subsecuente al Artículo 15 de la Ley General de Turismo.

Capítulo II
De la incorporación de la actividad 
turística a las cadenas productivas

Artículo 15. La secretaría, los estados, municipios y el Dis-
trito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias,
estimularán y promoverán entre la iniciativa privada y el sec-
tor social, la creación y fomento de cadenas productivas y re-
des de valor en torno a los desarrollos turísticos nuevos y
existentes, con el fin de detonar las economías locales y bus-
car el desarrollo regional.

Que los Consejos Municipales Turísticos creen los co-
mités del mismo y sean renovados conforme a los pe-
riodos de administración municipal, vinculando las cá-
maras empresariales locales, con el fin de avalar la
creación de las cadenas productivas turísticas, del sec-
tor privado y social, garantizando un mayor desarrollo
económico.

Lo anterior, entre otros, a través de estudios sociales y de
mercado, tomando en cuenta la información disponible en
el Registro Nacional de Turismo y el Atlas Turístico de
México.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 www.gob.mx. 

2 Información revelada al Diario el Economísta con fecha del 8 de di-
ciembre del 2016.

3 www.sectur.gob.mx.
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4 Sectur, 2015. Planeación y Gestión del desarrollo turístico municipal;
pág. 17

5 Sectur, obra citada; página 31.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de diciembre de
2016.— Diputados: Rosa Alba Ramirez Nachis (rúbrica) y Carlos Lo-
meli Bolaños.»

Se turna a la Comisión de Turismo, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que adiciona el artículo 77 Bis 37 de la Ley Ge-
neral de Salud, a cargo de la diputada Rosa Alba Ramírez
Nachis, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no

La suscrita, Rosa Alba Ramírez Nachis, diputada federal a
la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión,

con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en rela-
ción con el artículo 6, numeral 1, fracción I, y 77, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta honorable asamblea la presente ini-
ciativa que adiciona el párrafo XVII del artículo 77 Bis 37
de la Ley General de Salud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Para muchos individuos, el momento de asistir a una con-
sulta médica crea un sufrimiento emocional por la incerti-
dumbre que se crea al interrumpir las actividades de la vi-
da cotidiana para ser sometido a una atención clínica.
Gracias a ello, el paciente es muy común que se sienta en
una etapa de bloqueo por no poder tomar las decisiones de
la forma adecuada.

En las últimas décadas han sido un sinfín de investigacio-
nes las que se han realizado con la intención de analizar to-
dos los factores psicológicos que van implícitos en el pro-
ceso y diagnóstico de cualquier enfermedad, siendo estos
desde diversas formas de actuar hasta la aparición de dife-
rentes reacciones y síntomas de una enfermedad.

Se suelen presentar ciertos miedos hacia la propia enfer-
medad, pensando que la situación familiar sufrirá un cam-
bio o simplemente saltará la incógnita con respecto a la
nueva forma de vida en el futuro, es decir, a lo desconoci-
do, ya que en nuestra sociedad al hablar de “cáncer, diabe-
tes, hipertensión, entre otros” se piensa que es hablar de la
muerte, como antes se pensaba de la tuberculosis.

Un mecanismo de defensa que se presenta al sentir el mie-
do es la negación, la cual es expresada por el deseo de no
querer hablar de la enfermedad ni saber de ella. Muchas de
las veces, no solamente es el paciente quien expresa esta
negación, sino que también algunos familiares o amigos
suelen manifestarla al negar la enfermedad de un ser que-
rido, con lo cual contribuyen a quitarle importancia a los
síntomas que está presentando el enfermo, incluso provo-
cando no hablar del tema con lo cual se propicia que al no
diagnosticarse la enfermedad a tiempo, ésta corre el riesgo
de propagarse e incrementar el daño dentro del paciente y
que en muchos de los casos los Sistemas de Salud ya no
tienen las posibilidades de dar solución al problema.

Ahora bien, cuando se realiza un diagnóstico, el paciente
puede realizarse la siguiente pregunta ¿Por qué yo? Es muy
probable que el coraje y el enfado puedan recaer sobre las
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personas más cercanas al paciente y que en ocasiones se in-
cluye a médicos y enfermeras. Para ello es importante que
el familiar o la persona más cercana no consideren o tomen
esta reacción como un ataque personal, sino como una re-
acción ante el diagnóstico y es donde se requiere la aten-
ción psicología en una etapa temprana.

Por otro lado, la ansiedad es una reacción normal que ex-
perimenta el paciente ante el diagnóstico y durante el pro-
ceso del tratamiento. La ansiedad puede aumentar la sen-
sación de dolor, causar vómitos y náuseas, alterar el ritmo
del sueño y, por lo tanto, interferir con la calidad de vida
del paciente y de su familia.

Hablar de todo este mecanismo, es conocer los efectos y
reacciones que tiene el individuo, un paciente puede sentir
que los amigos, conocidos o familiares se alejan de él al co-
nocer el diagnóstico. Otras veces es el paciente quien se
encierra en sí mismo y evita por todos los medios la comu-
nicación con los demás. Todo por no ser tratado por un psi-
cólogo.

Es natural que los pacientes se sientan un poco aislados
después de conocer el diagnóstico de la enfermedad, para
ello es recomendable que los familiares o amigos más cer-
canos muestren una apariencia firme ante la situación re-
comendándole al paciente que siga realizando sus activida-
des cotidianas pero sin mostrarle una actitud de compasión,
para que no se sientan inútiles ante la vida futura. Por otra
parte, también es muy normal que tanto los pacientes o fa-
miliares y amistades muestren tristeza ante los diagnósti-
cos poco favorables y que en muchas ocasiones los llevan
a la depresión cambiando sus hábitos diarios debido a la
presencia de la incertidumbre de su vida futura.

Para lo anterior se recomienda establecer con su médico
una buena comunicación efectiva, la asistencia de un psi-
cólogo, será de vital importancia para que trate al paciente
con respecto al entendimiento y seguimiento de la enfer-
medad ya que se el paciente requiere de una información
clara y concisa para planificar su cuidado y tratamiento. El
trabajo que se realice en equipo siempre va a ayudar a la
obtención de resultados óptimos en el seguimiento, cada
una de las partes involucradas, asume su propia función
con responsabilidad y esto mantiene un ambiente más fa-
vorable principalmente para el paciente, logrando minimi-
zar en mucho los problemas de salud.

Por otro lado si hablamos de la yatrofobia, como afirma
Bassi, C (2016) “es miedo o temor a los médicos, ese te-

mor irracional de ir al médico es una fobia social que pue-
de tener repercusiones graves en el estado de salud del
afectado”.

También menciona Bassi, C. (2016) lo siguiente:

En el caso de la yatrofobia, el objeto fóbico es la figura
del médico. La persona afectada sufre de ansiedad ante
todo lo relacionado con este profesional, al acercarse el
día y hora de la cita médica o al aproximarse al espacio
físico donde tendrá lugar la visita.

Este trastorno se desarrolla por dos motivos. En ocasio-
nes, se da tras una experiencia negativa previa, en la in-
fancia o al acudir a una consulta médica. Otras veces se
sufre tras un proceso de angustia generalizado que la
persona experimenta desde hace tiempo sin ser cons-
ciente de ello, ni de haber padecido una experiencia
traumática anterior que la haya provocado; ni siquiera al
rastrear en su historial clínico para intentar identificar
un antecedente, es capaz de encontrar una causa.

Pues bien, aunque es bien sabido que la aprición de las fo-
bias es más común verlas en la etapa de la infancia y en los
primeros años de la juventud, también se han presentado
casos en los adultos. Amaya Terrón, psicóloga de Madrid
informa: “No hay un perfil inmune a padecer una fobia.
Depende más de las situaciones que se viven, y del am-
biente, que de la personalidad. También hay quienes son
más resistentes y toleran mejor la ansiedad, mientras que
otras, que son más vulnerables, no son capaces de ponerle
freno y sufren un proceso de inquietud generalizada”. Asi-
mismo advierte que: “Los pequeños suelen tener miedo a
las agujas (aicmofobia) pero, a veces, ese temor ha sido
contagiado por la cara que ponen los padres ante la situa-
ción, que actúan como espejos, de manera que los peque-
ños absorben sus emociones. Los padres que sienten ner-
viosismo contagian a sus hijos. Por eso, es importante
tranquilizar a los niños e intentar que no los acompañen los
adultos impresionables”, Para Terrón, (Bissi, C. 2016).

Toda relación con un objeto fóbico genera malestar en
forma de ansiedad y se puede propagar a todo lo rela-
cionado con él, en este caso al médico, y al ambiente
que le rodea, es decir, al ámbito sanitario. Así, los afec-
tados pueden comenzar a sentir sudoración, ansiedad e,
incluso, pánico, al ver un ambiente sanitario, enferme-
ras, batas blancas, al notar el olor característico de los
hospitales, muchas veces, antes de ver al facultativo”.

Año II, Segundo Periodo, 2 de febrero de 2017 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados104



A pesar de que todo procedimiento o prueba diagnósti-
ca genera cierto grado de desasosiego y la mayoría de
las personas se asustan ante la posibilidad de padecer
una enfermedad grave, “hay que calcular los beneficios
de ir al médico, frente a los costos de no hacerlo por an-
gustia. Aunque es cierto que las pruebas diagnósticas
generan preocupación, no realizarse, por ejemplo, una
citología puede provocar un problema mayor”, recono-
ce la experta. Las consecuencias patológicas de llegar a
un diagnóstico tardío pueden ser fatales y mortales. Por
eso, los afectados por esta fobia “deben comprender que
es disfuncional y contraproducente, porque les hace asu-
mir conductas de riesgo en contra de sí mismos.

Hoy en día para tratar el miedo irracional existen dos tera-
pias cognitivo-conductuales que utilizan los psicólogos.
Una de ellas es la que se conoce como directa, de inserción
o inundación, más drástica, la cual consiste en exponer al
afectado frente al causante de su fobia y ansiedad para dis-
minuirla, por ejemplo las arañas o subir a un avión. La otra
es la técnica de exposición gradual misma que elimina el
miedo mediante un acercamiento paulatino al objeto fóbi-
co, donde se le pide al paciente que imagine que se aproxi-
ma al estímulo, se le enseña a relajarse y a disminuir su ni-
vel de ansiedad en forma progresiva, hasta que se logra que
el estímulo fóbico pierda fuerza y con ello erradicar el mie-
do irracional. Un ejemplo de esta técnica es guiar al pa-
ciente lentamente hacia el estímulo, se le pide que imagine
a su médico, que le hable por teléfono para pedir una cita,
se le deja que experimente un poco de angustia y que esta
baje; después se da otro paso más, y así hasta que está pre-
parado, el psicólogo lo acompaña físicamente a la consul-
ta.

Aunado a lo anterior es importante destacar que muchas
veces y muy seguido, el tratamiento no solamente es hacia
la fobia, sino que también se presenta la ansiedad como
otro problema y ésta también debe ser tratada para eliminar
los efectos secundarios que pueda provocar, es decir; cuan-
do se han eliminado los miedos es probable que después de
unos meses surjan otras situaciones que les provoquen o
generen incomodidad y que esta aparición sea un reflejo
provocado por un condicionamiento en la época de la in-
fancia sin que se le haya buscado una solución a tiempo por
lo que se debe seguir tratando al paciente para disociarla y
evitar en el afectado una conducta disfuncional.

Algunos datos específicos publicados por Bassi, C. (2016)
en su artículo Miedo a ir al médico nos dicen:

Un estudio epidemiológico de los trastornos mentales
en Europa, correspondientes a la población adulta de
España, publicados en 2006, indican una prevalencia de
fobias a lo largo de la vida del 5.61 por ciento, incluida
la fobia social (1.17 por ciento), la fobia específica (3.82
por ciento) y la agorafobia (0.62 por ciento).

Si proyectamos estos porcentajes sobre el número de
adultos residentes en España, en 2011, de acuerdo con el
censo que publicó el Instituto Nacional de Estadística,
se obtiene que cerca de 2.63 millones de adultos alguna
vez ha padecido alguna fobia a lo largo de su vida. Un
0.55 por ciento (más de medio millón de personas) ha-
bría sufrido un trastorno de ansiedad por fobia social; un
1.79 por ciento, fobia específica; y un 0.29 por ciento,
(casi 300 mil personas adultas) agorafobia”, informa
Antonio Cano, presidente de la Sociedad Española para
el Estudio de la Ansiedad y el Estrés.

Está comprobado que no todas las personas reaccionan
igual ante el diagnóstico, es muy normal, como ya se co-
mentó anteriormente, que aparezcan momentáneamente
sentimientos tales como: negación, rabia, miedo, aisla-
miento, ansiedad y, en algunos casos, episodios depresi-
vos, los cuales también puede dar pie a dificultad para
conciliar el sueño, inapetencia o miedos acerca del futuro.
Se recomienda que el paciente tenga siempre presente que
además de la curación, se pretende que siga gozando de
mejor calidad de vida en la medida de lo posible. Si pre-
senta un estado emocional estable, esto ayudará a mejorar
dicha calidad colaborando con su manera activa de llevar
el tratamiento.

Se ha mencionado que el tumulto de estas emociones son
reacciones comunes y normales al momento de enfrentarse
ante una difícil situación, por lo que es recomendable que
los enfermos siempre expresen con libertad esos senti-
mientos, a las personas que les tengan confianza y que se
sientan en comodidad, esto ayudará en gran medida a tener
un sentimiento más relajado que facilitará la ayuda hacia
ellos.

Por otro lado, es importante mencionar que a través de los
psicólogos, el tiempo que cada persona necesita para asi-
milar el diagnóstico es variable. El paciente no debe pensar
que las personas que lo rodean son demasiado mayores, jó-
venes o frágiles emocionalmente para comunicarles el
diagnóstico, deben pensar que estas personas son resisten-
tes a estas situaciones y que en ellas van a encontrar un ver-
dadero apoyo.
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Es bien sabido que al inicio no siempre es fácil comunicar
sentimientos, miedos y temores acerca de la enfermedad ya
que hay personas que no están suficientemente preparadas
para afrontar la situación y algunas de las preguntas que
formula el paciente puede entristecer o malhumorar a sus
familiares o amistades, esencialmente porque tienen miedo
de aconsejarle mal o no saben qué responder. Si esto ocu-
rre es aconsejable que el paciente busque a profesionales
especializados en el tema psicológico y poder salir adelan-
te.

Para poder comprender más con exactitud algunas pregun-
tas respecto a lo que es y las funciones que desempeña un
psicólogo clínico es necesario hacer referencia al artículo
Actualidad clínica en psicoterapia. (Sin fecha).

¿Qué hace un psicólogo clínico?

Un psicólogo clínico es un profesional de la salud, es de-
cir, una persona que recibió educación formal en la com-
prensión y estudio de procesos mentales de los seres hu-
manos especializado en el campo de la asistencia sanitaria.
Para ejercer como tal, es necesaria una cédula profesional
o licencia que acredita este grado emitida a nivel estatal o
federal. A diferencia del psiquiatra, el psicólogo carece de
licencia médica, por lo que no puede administrar fárma-
cos, ni está acreditado para realizar valoraciones clínicas
fuera del campo de la salud mental. Un psicólogo clínico
está facultado para diagnosticar, pronosticar y atender di-
versos padecimientos que afectan la salud de un paciente,
especialmente aquellos que tienen como origen o causa
principal alguna alteración en los procesos mentales.

¿Qué tipo de padecimientos atiende un psicólogo clíni-
co?

La capacidad de atención de un psicólogo clínico depende
de su especialización. La gran mayoría de los psicólogos
clínicos están capacitados para atender problemas emocio-
nales como estados de depresión, estrés, fobias y pánico.
Varios psicólogos se especializan en la atención de proble-
mas conductuales y adaptativos en niños, como son el mu-
tismo selectivo, el déficit de atención, la enuresis nocturna,
y la agresividad infantil. Los psicólogos que trabajan de
forma multimodal con otros especialistas suelen atender
casos de anorexia nerviosa, trastorno depresivo mayor,
trastorno obsesivo-compulsivo, y algunas psicosis no afec-
tivas. Psicólogos con un alto grado de especialización pue-
den atender trastornos del estado del ánimo secundarios a
epilepsia y esclerosis múltiple, desórdenes emocionales se-

cundarios a enfermedad médica, y diseñar programas de
atención para demencias tipo Alzheimer.

¿Cómo es el tratamiento que da un psicólogo clínico?

El psicólogo clínico cuenta con una amplia gama de inter-
venciones para atender los diversos cuadros clínicos que
enfrenta día a día. Al ser especialista en los procesos men-
tales, la mayoría de sus intervenciones son psicológicas, es
decir, carecen de sustrato físico. La intervención por exce-
lencia del psicólogo clínico es la psicoterapia. Sin embar-
go, no todos los tratamientos que da un psicólogo clínico
son psicoterapéuticos. Así, se podrán dar tratamientos ba-
sados en el registro de diarios, en programas de segui-
miento telefónico, en el llenado de cuadernos de trabajo,
refuerzo de la conducta, sistemas de retroalimentación, y
muchas más.

¿Qué es una psicoterapia?

El término de psicoterapia se refiere a un modelo de inter-
vención clínica estructurado donde el agente de interven-
ción es psicológico. Es decir, es un tratamiento que –al
igual que un fármaco- se administra al paciente basado en
datos científicos que justifican su elección para atender una
situación específica. La diferencia con el fármaco radica en
que el tratamiento administrado no es físico. La psicotera-
pia, al igual que todos los tratamientos clínicos, es delica-
da y requiere que sea administrada por un experto.

No existe en país alguno el grado académico al que se ha-
ce referencia. El reconocimiento de “psicoanalista” lo otor-
ga la Asociación Psicoanalítica Internacional, por lo que
podemos recomendarle contactar a la representación de di-
cha asociación en su país. Todas las demás opciones aca-
démicas se ofrecen como grado de especialidad, diploma-
do o maestría, los cuales no le facultan para ejercer como
terapeuta, por lo que inevitablemente deberá hacer la titu-
lación en psicología o medicina.

Por otro lado, revisemos las aportaciones realizadas por
Labrador, F., Vallejo, M., Echeburúa, E., Bados, A. & Fer-
nández, J. (2002), en su artículo La eficacia de los trata-
mientos psicológicos.

Un tratamiento psicológico es una intervención profesio-
nal, basada en técnicas psicológicas, en un contexto clíni-
co (Centro de Salud Mental, Hospital, consulta privada,
Asociaciones de personas afectadas, etcétera). En ella un
especialista, habitualmente un psicólogo clínico, busca eli-
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minar el sufrimiento de otra persona o enseñarle las habili-
dades adecuadas para hacer frente a los diversos problemas
de la vida cotidiana. Ejemplos de esto son ayudar a una
persona a superar su depresión o reducir sus obsesiones,
trabajar con una familia con conflictos entre sus miembros
para que sepan comunicarse mejor, o enseñar a un adoles-
cente a relacionarse con otros compañeros de modo más
sociable y menos agresivo.

Un tratamiento psicológico implica, entre otras cosas, es-
cuchar con atención lo que el paciente tiene que decir y
buscar qué aspectos personales, sociales, familiares, etc.,
son responsables del problema. También supone informar
al paciente sobre cómo puede resolver los problemas plan-
teados y emplear técnicas psicológicas específicas tales co-
mo, por ejemplo, el entrenamiento en respiración o relaja-
ción, la resolución de problemas interpersonales, el
cuestionamiento de creencias erróneas, el entrenamiento en
habilidades sociales, etc. El empleo de fármacos no es par-
te del tratamiento psicológico, aunque pueden combinarse
ambos tipos de terapia cuando se considera oportuno.

En resumen, los tratamientos psicológicos son aplicados
por psicólogos clínicos, que son los especialistas en los
problemas del comportamiento humano y que utilizan téc-
nicas especializadas de evaluación (una entrevista, una his-
toria clínica, tests y cuestionarios, etcétera), y de trata-
miento, cuya eficacia ha sido contrastada en diversas
investigaciones científicas.

La forma habitual de tratamiento psicológico supone un
contacto personal con el psicólogo. No obstante, también
pueden utilizarse medios complementarios para cubrir al-
gunos aspectos del tratamiento: teléfono, correo o Internet
(e-mail, videoconferencia, Chat). El uso de estos medios,
con las garantías clínicas y éticas precisas, es útil cuando el
paciente: a) tiene dificultades físicas o geográficas para
acudir a la consulta del profesional o su problema se lo im-
pide (p.ej., agorafobia o fobia social severas), b) quiere se-
guir la terapia con el mismo terapeuta, pero debe ausentar-
se por traslado u otras causas, c) desea un anonimato
mayor o total, d) es capaz de comunicarse eficazmente a
través de los medios técnicos citados, e) posee los recursos
para manejar sus problemas con el apoyo no presencial, f)
presenta un trastorno no muy grave, g) desea simplemente
hacer una consulta o solicitar la opinión profesional del
psicólogo.

En suma, conocer qué tratamientos psicológicos concretos
son más efectivos para los problemas que nos afectan es

fundamental. De ello depende, en gran medida, el éxito de
la intervención que se va a recibir. En los últimos años se
han llevado a cabo numerosas investigaciones dirigidas a
evaluar la eficacia de cada tratamiento específico para los
principales problemas psicopatológicos. En general, los
tratamientos psicológicos más efectivos tienen objetivos
claros, están centrados en la solución de problemas inme-
diatos, son más bien de corta duración (de 2 a 6 meses,
aunque es mayor en problemas graves o cuando hay varios
problemas) y Por ejemplo, en el estudio a gran escala rea-
lizado en EE.UU. por el Consumer Reports sobre la efica-
cia de la terapia psicológica en la práctica clínica real, el
54% consideraba que la terapia psicológica les había ayu-
dado mucho y el 36%, que les había ayudado algo. Algo
similar sucede en España, en la encuesta de Berenguer y
Quintanilla en 1994, las personas encuestadas consideran
que la intervención del psicólogo les ha sido útil y eficaz:
están satisfechos con el trabajo del psicólogo (4’72, sobre
6); aconsejarían a otras personas sus servicios (4’93, sobre
6), consideran que el tratamiento fue eficaz (4’78, sobre 6)
y, lo que es más importante, solucionó el motivo de su con-
sulta (4’59, sobre 6). Pero aunque estas opiniones son muy
importantes, no es suficiente, es necesaria una evaluación
científica de cada tratamiento para establecer su eficacia o
su valor real.

En virtud de lo anterior, propongo se adicione el párrafo
XVII del artículo 77 Bis 37 de la Ley General de Salud en
el cual se incluya atención psicológica al interpretar algún
cuadro clínico médico, cuando este contraponga la salud
mental de la persona.
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Someto a la consideración de esta Honorable Cámara de
Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona el párrafo XVII del ar-
tículo 77 Bis 37 de la Ley General de Salud

Artículo único: Se adicione el párrafo XVII del artículo 77
Bis 37 de la Ley General de Salud en los términos siguien-
tes.

Artículo 77 Bis 37. Los beneficiarios del Sistema de Pro-
tección Social en Salud tendrán además de los derechos es-
tablecidos en el artículo anterior, los siguientes:

…

…

XVII. Recibir información y atención psicológica al
diagnosticar un cuadro clínico médico.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de diciembre de
2016.— Diputada Rosa Alba Ramírez Nachis (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

«Iniciativa que reforma los artículos 104 y 105 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, a cargo del diputado
Macedonio Salomón Tamez Guajardo, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

El que suscribe, diputado federal integrante del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano de la LXIII Legisla-
tura, con fundamento en lo dispuesto en el numeral 71,
fracción II, y el inciso H del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
honorable asamblea, la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforma la fracción IV del ar-
tículo 104 y la fracción III del artículo 105 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, con base a la si-
guiente:

Exposición de Motivos

El Reglamento de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, en sus artículos del 103 al 113, re-
gula las discusiones plenarias, en lo general y en lo parti-
cular, respecto de los dictámenes con proyecto de ley o de
decreto, dictámenes en sentido negativo de iniciativas, ini-
ciativas o minutas, proposiciones con punto de acuerdo o
de urgente y obvia resolución que se tramitan en la Cáma-
ra de Diputados.

De acuerdo con el artículo 104, fracción IV del referido
Reglamento, en las discusiones en lo general de los dictá-

menes con proyecto de ley o decreto, un integrante de ca-
da grupo, en orden creciente, de acuerdo a su representati-
vidad en la Cámara, podrá disponer de hasta cinco minutos
para exponer su postura. 

Asimismo, en el artículo 105 se dispone que, en las discu-
siones en lo general de las iniciativas y minutas que por
vencimiento de plazo deban pasas al pleno en sus términos,
un integrante de cada Grupo Parlamentario, en orden cre-
ciente, de acuerdo a su representatividad en la Cámara, po-
drá disponer de hasta tres minutos para exponer su postu-
ra. 

Al respecto cabe decir que es una práctica en la Cámara de
Diputados que la presentación y discusión de iniciativas se
lleva a cabo de manera oral por medio de discursos que
son explayados por los diputados representantes de cada
grupo parlamentario en diversos temas de interés para con
la sociedad, mientras que los demás diputados integrantes
de diversos grupos parlamentarios escuchan y formulan
opiniones a favor o en contra lo que propiciará el inicio de
los debates de ideas. 

Es innegable que el trabajo legislativo en el Congreso con-
lleva una gran responsabilidad para el desarrollo del país y
para la promulgación de leyes federales que beneficien a la
sociedad nacional, pues ésta es la labor principal del legis-
lativo. Asimismo, la discusión y deliberación de los asun-
tos públicos es una de las razones de ser de este poder. Sin
embargo, estas figuras y espacios eben tener como propó-
sito central alcanzar acuerdos frente a la diferencia de opi-
niones. 

En la práctica común del legislativo, se suscitan un gran
número de discursos frente a asuntos en los que hay con-
senso, lo que genera atrasos, costos excesivos por el tiem-
po que invertimos los legisladores en atender discrusos de
cada una de las fracciones, en temas en los que se ha lle-
gado a concenso. 

En ese sentido, me permito establecer la modificación de
las fracciones IV del numeral 104 y III del numeral 105 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, el cual fijará que
tratñandose de dictámenes para aprobación que hayan sido
consensados de forma unánime en comisiones, se elegirá
unicamente a un legislador para que presente el proyecto
mediante un discurso referente al tema. 

Ello pretende coadyuvar al mejor desempeño del trabajo en
el recinto al agilizar procedimientos, además ayudará a
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mantener la atención brindada a dichas discusiones des-
arrollando mejores aptitudes, productividad y cohesión de
los individuos presentes en las sesiones para con los dis-
cursos. 

En tal virtud se propone el siguiente

Decreto por el que se reforman los artículos 104 y 105
del Reglamento de la Cámara de Diputados

Único. Se reforman la fracción IV del artículo 104 y frac-
ción III del artículo 105 del Reglamento de la Cámara de
Diputados para quedar como sigue:

Artículo 104. 1. Las discusiones en lo general de los dictá-
menes con proyecto de ley o de decreto, se sujetarán a lo
siguiente:

…

IV. Un integrante de cada grupo, en orden creciente, de
acuerdo a su representatividad en la Cámara, podrá dis-
poner de hasta cinco minutos para exponer su postura.
En caso de que el dictamen a discusión haya sido
aprobado de forma unánime por la Comisión dicta-
minadora, se elegirá a un solo orador para que rea-
lice la presentación del proyecto. El orador no podrá
ser interrumpido por moción de cuestionamiento;

Artículo 105. 1. Las discusiones en lo general de las ini-
ciativas y minutas que por vencimiento de plazos deban pa-
sar al pleno en sus términos, se sujetarán a lo siguiente:

…

III. Un integrante de cada grupo, en orden creciente, de
acuerdo a su representatividad en la Cámara, podrá dis-
poner de hasta tres minutos para exponer su postura; en
caso de que el dictamen a discusión haya sido apro-
bado de forma unánime por la comisión dictamina-
dora, se elegirá a un solo orador para que realice la
presentación del proyecto.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de diciembre de 2016.— Dipu-
tado Macedonio Salomón Támez Guajardo,  (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma el artículo 15-A de la Ley Federal
del Trabajo, a cargo del diputado Luis Ernesto Munguía
González, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano

El suscrito, diputado Luis Ernesto Munguía González,
miembro del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, y en estricta sujeción a las facultades y atribuciones
conferidas por los artículos 71, fracción II, y 73, fracción
X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, somete a la consideración de esta asamblea, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley Federal de Trabajo, estableciendo el
requisito para las empresas de no contratar únicamente a
trabajadores sin derecho a recibir utilidades o de lo contra-
rio serán consideradas como patrones en los términos del
artículo 15-A de dicha ley, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

El reparto de utilidades es un mecanismo a través del cual
se reconoce a la fuerza de trabajo como una parte funda-
mental en el proceso productivo. La fracción IX Apartado
A del artículo 123 constitucional recoge este principio al
establecer que “los trabajadores tendrán derecho a una par-
ticipación en las utilidades de las empresas”; sin embargo,
en todo el país es prácticamente letra muerta, puesto que la
mayoría de las empresas encuentran la forma de evadir el
cumplimiento de dicha obligación y nuestra legislación la-
boral hace todo lo posible por facilitar ese fraude que se co-
mete año con año a los trabajadores.

El destacado jurista mexicano, doctor Mario de la Cueva,
profesor emérito de la Facultad de Derecho de la UNAM,
se refirió al derecho de los trabajadores a participar de las
utilidades de la empresa en los siguientes términos1:

“(La empresa moderna es) una comunidad de produc-
ción que resulta de la combinación de dos elementos, el
trabajo y el capital. Por tanto, los resultados de su acti-
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vidad deben destinarse a satisfacer las necesidades de
uno y otro y el excedente habrá de distribuirse, en la
proporción que se estime adecuada, pero sin que pueda
excluirse de la distribución a ninguno de los dos, porque
se dañarían los principios de justicia distributiva: el sa-
lario es el equivalente a los gastos de mantenimiento, re-
paración y substitución de la maquinaria y utilería. En
cambio la participación de las utilidades impone la obli-
gación de distribuir los resultados del esfuerzo común.”

En México se ha establecido que la parte que corresponde
a los trabajadores por realizar la creación material de la ri-
queza es de 10 por ciento de la utilidad grabable, mientras
que a los accionistas les corresponde el 90 por ciento res-
tante, por ser dueños del capital de la empresa. Puede o no
considerarse una repartición poco equitativa, considerando
el esfuerzo invertido por cada parte; pero, aun así, a los ca-
pitalistas les parece demasiado otorgar el 10 por ciento a
los trabajadores y buscan todo tipo de argucias legales, fis-
cales y hasta ilegales para despojar a los trabajadores de su
participación en las utilidades de la empresa. Lo cual es
propiamente uno de los robos más viles que se pueden co-
meter y que se cometen de forma sistemática y generaliza-
da ante la indolencia de las autoridades del Estado y, parti-
cularmente, de nosotros los legisladores. 

Con fecha de 30 de noviembre de 2012 se publicó en el
Diario Oficial de la Federación el “decreto por el que se re-
forman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la
Ley Federal del Trabajo”, por virtud del cual, de conformi-
dad con la exposición de motivos de la iniciativa preferen-
te presentada por el entonces titular del Poder Ejecutivo,
Felipe Calderón Hinojosa, tenía como uno de sus objetivos
regular “la subcontratación de personal u outsourcing, con
el propósito de evitar la evasión y elusión del cumplimien-
to de obligaciones a cargo del patrón”. De forma demagó-
gica, el ex presidente se proponía poner algunos candados
al outsourcing, para evitar la simulación de las empresas.
Como resultado de dicha iniciativa se adicionó un artículo
15-A a la Ley Federal del Trabajo para quedar como sigue:

“El trabajo en régimen de subcontratación es aquel por me-
dio del cual un patrón denominado contratista ejecuta obras
o presta servicios con sus trabajadores bajo su dependencia,
a favor de un contratante, persona física o moral, la cual fija
las tareas del contratista y lo supervisa en el desarrollo de los
servicios o la ejecución de las obras contratadas.

Este tipo de trabajo, deberá cumplir con las siguientes con-
diciones:

a) No podrá abarcar la totalidad de las actividades,
iguales o similares en su totalidad, que se desarrollen
en el centro de trabajo.

b) Deberá justificarse por su carácter especializado.

c) No podrá comprender tareas iguales o similares a las
que realizan el resto de los trabajadores al servicio del
contratante.

De no cumplirse con todas estas condiciones, el contra-
tante se considerará patrón.

El resultado de la entrada en vigor de esta reforma no fue
“evitar la evasión y elusión del cumplimiento de las obli-
gaciones a cargo del patrón”, sino todo lo contrario: las em-
presas consultaron a sus despachos de abogados sobre el
cómo evitar el reparto de utilidades de cara a la nueva re-
forma. La respuesta era sencilla: cumplir con los requisitos
a, b y c, del Artículo 15-A, y de esa forma no ser conside-
rado patrón. Si el régimen de subcontratación no podía
abarcar “la totalidad de las actividades que se desarrollan
en el centro de trabajo”, eso significaba que al menos al-
gunas de sus actividades debía ser realizadas fuera del ré-
gimen de subcontratación, es decir, tendrían que tener al-
gunos trabajadores contratados directamente por la
empresa generadora de utilidades y, si tenían trabajadores
contratados, entonces tendrían la obligación de repartirles
utilidades. 

Por supuesto que ese no era el caso, la reforma tenía con-
templado que hay trabajadores excluidos del derecho a re-
cibir utilidades, como se establece en el artículo 127 de la
Ley Federal del Trabajo:

El derecho de los trabajadores a participar en el reparto de
utilidades se ajustará a las normas siguientes:

I. Los directores, administradores y gerentes generales
de las empresas no participarán en las utilidades;

¿Cómo hacer que la totalidad de las actividades de una
empresa no estuvieran cubiertas por el régimen de sub-
contratación? Contratando directamente a los directo-
res, administradores y gerentes generales. De este modo
las empresas cumplirían con los requisitos para no ser
consideradas patrones y seguirían eludiendo el reparto
de utilidades.
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Este comportamiento, realizado por la mayoría de las em-
presas generadoras de grandes utilidades, constituye un
fraude masivo a la clase trabajadora, porque, si bien el tra-
bajador tiene derecho a participar de las utilidades de la em-
presa contratista, lo cierto es que dichas empresas no suelen
generar utilidades y se ven privados de las utilidades del si-
tio donde realmente laboran. Si a la clase trabajadora mexi-
cana le correspondía 10 por ciento de las utilidades de las
empresas para las cuales genera riquezas, la realidad es que
ese 10 por ciento termina en manos de los accionistas/pa-
trones.

Es por ello que la presente iniciativa considera necesario
subsanar la legislación laboral, poniendo un candado extra
a los requisitos para la subcontratación, reformando el in-
ciso a) del artículo 15-A de la Ley Federal del Trabajo, pa-
ra establecer que el régimen de subcontratación no podrá
abarcar la totalidad de las actividades, iguales o similares
en su totalidad, que se desarrollen en el centro de trabajo,
ni podrán ser los trabajadores de la empresa contratante, en
su totalidad, del tipo que no recibe utilidades, establecidos
en la fracción I del artículo 127 de dicha ley.

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta sobera-
nía, el siguiente proyecto de

Decreto que reforma el Artículo 15-A de la Ley Federal
del Trabajo

Único. Se reforma el párrafo segundo en su inciso a) del ar-
tículo 15-A de la Ley Federal del Trabajo, para quedar de
la siguiente manera: 

Artículo 15-A. …

…

a) No podrá abarcar la totalidad de las actividades, igua-
les o similares en su totalidad, que se desarrollen en el
centro de trabajo; ni los empleados por la empresa con-
tratante podrán ser en su totalidad del tipo que no reci-
be utilidades establecido en la fracción I del artículo 127
de esta ley.

b)…

c)…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota:

1 Mario de la Cueva, Panorama del Derecho Mexicano. Pág. 266 Uni-
versidad Nacional Autónoma de México, 1965

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de noviembre de 2016.— Dipu-
tado Luis Ernesto Munguía González (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que adiciona los artículos 287 Bis y 287 Ter al
Código Penal Federal, a cargo del diputado Germán Ernes-
to Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano

El proponente Germán Ernesto Ralis Cumplido, diputado
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 62 y demás rela-
tivos del reglamento para el gobierno interior del congreso
general de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consi-
deración de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto que adiciona al Título Decimoctavo el Ca-
pítulo III, artículos 287 Bis y 287 Ter, del Código Penal
Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El robo, usurpación, suplantación y falsificación de identi-
dad, son delitos que con el avance tecnológico han evolu-
cionado rápidamente, gracias a que con los dispositivos
electrónicos de telecomunicación se tiene mayor acceso a
datos personales sin que necesariamente este presente la
persona. Este delito se usa comúnmente para abrir cuentas
de crédito, contratar líneas telefónicas, seguros de vida, re-
alizar compras, e incluso, algunos casos, el cobro de segu-
ros de salud, vida y pensiones.
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La Condusef, indica que el robo de identidad se da “cuan-
do una persona obtiene, transfiere, posee o utiliza de ma-
nera no autorizada datos personales de alguien más, con la
intención de asumir de manera apócrifa su identidad y rea-
lizar compras, obtener créditos, documentos o cualquier
otro beneficio financiero en detrimento de sus finanzas”.1

La identidad la constituyen datos personales como: nom-
bre, teléfono, domicilio, fotografías, huellas dactilares, nú-
meros de licencia y seguridad social, números de tarjeta de
crédito y cuentas bancarias, nombres de usuario y contra-
señas.2

De acuerdo a las investigaciones realizadas por el Consejo
Económico y Social (ECOSOC) de la Organización para la
Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) el creci-
miento del delito de robo de identidad se ha incrementado
de manera exponencial a nivel mundial, principalmente
porque no existen leyes que regulen de manera concreta es-
te delito dentro del plano penal.3

En México este delito ha aumentado de manera significati-
va, según los datos del Banco de México, el país ocupa el
octavo lugar a nivel mundial en este delito, siendo el 67%
de los casos de robo de identidad por perdida de documen-
tos, 63% por robo de carteras y portafolios, y 53% por in-
formación tomada directamente de una tarjeta bancaria.4

La implementación de un marco regulatorio permitirá con-
tar con herramientas que coadyuven en el procedimiento
penal de conductas relacionadas al robo de identidad, las
cuales le permitan a las victimas tener acceso a la seguri-
dad y justicia  jurídica. 

Las personas que han sido víctimas de este delito se han to-
pado con una serie de trámites tortuosos y vueltas; por
ejemplo, la señora Yolanda adquirió una tarjeta de débito
con la intención de ahorrar y tener un respaldo para su fu-
turo; sin embargo fue víctima de robo de identidad, delito
que no pudo probar ya que no contamos con una legisla-
ción que permita defender y ejercer acción penal contra
quien resultara responsable. Con su tarjeta los delincuentes
adquirieron un crédito, el cual ella no solicitó, y mucho
menos disfrutó, y el cual tuvo que pagar, y pese a verlo li-
quidado le causó un daño aún mayor al  generarle un his-
torial crediticio negativo, que en la actualidad no le permi-
te acceder a otros créditos.5

Ante situaciones de cargos no reconocidos en tarjetas de
crédito o débito, las instituciones cuentan con un plazo de

aclaración, el cual una vez que expira ya no hacen nada y en
caso de que la persona haya sido víctima de robo de identi-
dad, no tendrá mayor respaldo legal y tendrá que liquidar la
deuda pese a no haberla adquirido. 

El uso de Internet ha propiciado que se genere una identi-
dad electrónica o identidad digital, lo cual quiere decir que
se comparten en línea datos personales como lo son: nú-
meros de tarjetas, direcciones, claves de acceso a cuentas
bancarias, entre otros; esta interacción es altamente peli-
grosa cuando alguien no autorizado se apropia de ellos, ya
que a nivel nacional e internacional, este tipo de sucesos se
ha multiplicado de manera exponencial al obtener por me-
dio del fraude, datos personales, principalmente en el área
económica, causando estafas que afectan el decremento de
las finanzas de las víctimas.6

Las acciones de robo o suplantación de identidad por su in-
cidencia, requieren establecer un marco legislativo, el cual
contemple el uso de internet, ya que es el medio con un cre-
ciente uso para pago de impuestos, compras en línea y pa-
gos de tarjetas, en los que se compromete la integridad de
la persona7

La Comisión Nacional Para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros (Condusef), creó un
“Protocolo para detectar el posible robo de identidad”, y a
una semana de que entró en funcionamiento la aplicación,
se detectaron 48 posibles casos, siendo los más comunes
problemas con tarjeta de crédito (19 reportes), créditos per-
sonales (12 reportes), créditos de auto (8), cuenta de aho-
rro (2), cuenta de nómina (2) y cheques (1).8

Diana Bernal Ladrón de Gevara, titular de la Procuraduría
de la Defensa del Contribuyente, indicó que en materia fis-
cal se detectaron 500 casos de robo de identidad a través de
RFC falsos; menciona también, que existen casos en los
que el contribuyente presenta su declaración anual y el sal-
do a favor les es depositado en cuentas diferentes a la su-
ya, lo mismo pasa con la apertura de cuentas las cuales se
realizan con RFC y credenciales del INE falsas o bien,
abren cuentas bancarias con RFC ajenos y ahí realizan
grandes depósitos de dinero, para posteriormente vaciar la
cuenta y dejarle el problema al dueño del RFC, que utili-
zaron para la apertura.9

Parecería que los ladrones cibernéticos no existen, ya que
hasta ahora no existe ningún detenido por este delito. 
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Considerandos

La Cámara de Diputados envío un punto de acuerdo a la
Prodecon el pasado 29 de abril del presente año, en el que
solicitó a esa dependencia y a la Procuraduría Federal del
Consumidor (Profeco) promover, difundir y fortalecer las
estrategias transversales contra robo de identidad, derivada
de la sustracción de datos personales, específicamente en
los casos de correo electrónico, redes sociales y banca elec-
trónica.10

El 30 de junio de 2016, se publicó en la Gaceta Parlamen-
taria un documento emitido por la Procuraduría Federal del
Consumidor, (PROFECO), en el que se menciona que el
delito de robo de identidad no se encuentra tipificado den-
tro del Código Penal Federal. El delito de robo de identi-
dad ya está regulado en los Estados de  Baja California, Ba-
ja California Sur, Colima, Chihuahua, Ciudad de México,
Durango, México, Guanajuato, Jalisco, Nuevo León, Oa-
xaca, Quintana Roo, Sinaloa, Tamaulipas, Tlaxcala y Za-
catecas.11

El Código Penal Federal contempla el acceso ilícito a siste-
mas y equipos de informática, en el Titulo Noveno (Revela-
ción de secretos y acceso ilícito a sistemas y equipos de in-
formática), dentro del Capítulo II, e indica que cuando
alguien conozca o copie información de sistemas o equipos
de información protegidos por algún sistema de seguridad, o
al que conozca o copie información de sistemas o equipos de
informática de instituciones financieras que se encuentren
bajo un sistema de seguridad; y también establece penas,
respecto al robo de bases de datos a instituciones financie-
ras.12

Por lo anteriormente expuesto, se somete a su considera-
ción la presente iniciativa con proyecto de

Decreto que el adiciona al Título Decimoctavo el Capí-
tulo III, artículos 287 Bis y 287 Ter, del Código Penal
Federal

Único. Se adiciona al Título Decimoctavo el Capítulo III,
artículo 287 Bis y 287 Ter, del Código Penal Federal, para
quedar como sigue:

Titulo Decimoctavo
Delitos contra la Paz y Seguridad de las Personas

Capítulo I
Amenazas

Artículos 282-284…

Capítulo II
Allanamiento de Morada

Artículos 285-287…

Capítulo III
Robo, Usurpación o Suplantación de Identidad

Artículo 287 Bis.

El delito de robo, usurpación o suplantación de identi-
dad es aquel en el una persona con fines ilícitos o de lu-
cro, se atribuya la identidad de otra persona por cual-
quier medio, o consienta que un tercero suplante su
identidad, produciendo con ello un daño moral o patri-
monial, u obteniendo un lucro o provecho indebido pa-
ra sí o para otra persona. Este delito se sancionará con
prisión de cuatro a ocho años y multa de mil a dos mil
unidades de media y actualización.

Artículo 287 Ter. 

El robo, usurpación o suplantación de identidad podrá
llevarse a cabo por una o la mezcla de las siguientes téc-
nicas o medidas:

Sin acceso a internet. Al que use Interacción social, la
manipulación y el engaño, y ocurre típicamente en con-
versaciones directas, estudio previo de la información
de la víctima potencial, para, crear y utilizar un escena-
rio favorable con el objetivo de persuadir a una víctima
y obtener información; llamada telefónica a la víctima
haciéndose pasar por alguien más, poner atención a las
acciones que realiza la víctima o se puede utilizar,  el es-
pionaje a los usuarios se realiza de cerca, para obtener
información confidencial, el sentido del oído para cap-
turar información privilegiado y  buscar información
valiosa en la basura; o por cualquier sentido o medio. 

I. Sin acceso a internet y con apoyo de alguna herra-
mienta tecnológica. El que realice una copia o clona-
ción de una tarjeta de débito o crédito, sin el consen-
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timiento del dueño;  Realice  fraude vía telefónica pa-
ra  obtener información mediante el engaño; y ser
miembro de algún corporativo y enviar selectivos
mensajes de texto dirigidos a usuarios de telefonía
móvil con el fin de que visiten una página web frau-
dulenta.

II. Con acceso a internet.

a) Al que por algún uso de medio electrónico, te-
lemático, software espía que guarda las letras que
fueron pulsadas en un documento de texto o elec-
trónico obtenga algún lucro indebido para sí o
para otro o genere un daño patrimonial a otro,
valiéndose de alguna manipulación informática o
intercepción de datos de envío, cuyo objeto sea el
empleo no autorizado de datos personales o el ac-
ceso no autorizado a base de datos automatizados
para suplantar identidades;

b) Al que transfiera, posea o utilice datos identi-
ficativos de otra persona con la intención de co-
meter, favorecer o intentar cualquier actividad
ilícita; o

c) Al que asuma, suplante, se apropie o utilice, a
través de internet, cualquier sistema informático
utilización de spam, sitios web falsos, mensajes de
correo electrónico, mensajes instantáneos, cuya fi-
nalidad es obtener de los usuarios de internet in-
formación confidencial o medio de comunicación,
la identidad de una persona física o jurídica que
no le pertenezca, produciendo con ello un daño
moral o patrimonial, u obteniendo un lucro o un
provecho indebido para sí o para otra persona.

Se aumentará hasta en una mitad las penas pre-
vistas en el presente artículo, a quien se valga de la
homonimia, parecido físico o similitud de la voz
para cometer el delito; así como en el supuesto en
que el sujeto activo del delito tenga licenciatura,
ingeniería o cualquier otro grado académico en el
rubro de informática, computación o telemática,
en caso de reincidencia hasta cinco años más de
prisión.  

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 “Robo de identidad un delito en aumento”. Edgar Amigón. Proteja su
dinero. Revista Condusef. http://www.condusef.gob.mx/Revista/PDF-
s/2015/186/robo.pdf

2 Ídem. 

3 “Las conductas vinculadas a la suplantación de identidad por medios
telemáticos: una propuesta de acción legislativa”. Rodolfo Romero
Flores. Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM. http://bibliohis-
torico.juridicas.unam.mx/libros/6/2941/24.pdf

4 “Robo de identidad”. Proteja su dinero.  http://www.condusef.
gob.mx/Revista/index.php/usuario-inteligente/consejos-de-seguri-
dad/563-robo-de-identidad

5 “Robo de identidad un delito en aumento”.  Edgar Amigón. Proteja
su dinero. Revista Condusef. http://www.condusef.gob.mx/Revista/
PDF-s/2015/186/robo.pdf

6 “El Robo o Usurpación de Identidad por medios informáticos o tele-
máticos: su tratamiento jurídico penal”. Rodolfo Romero Flores. Acer-
vo de la Biblioteca Jurídica Virtual. http://bibliohistorico.juridicas.
unam.mx/libros/6/2958/20.pdf

7 Ídem. 

8 “Casi 50 casos de robo de identidad, en una semana”. Braulio Car-
bajal. Milenio.com. 29 de febrero de 2016. http://www.milenio.
com/negocios/Casi_50_casos_de_robo_de_identidad-robo_de_identi-
dad-condusef_0_692330936.html

9 “Proceden halla 500 casos de robo de identidad en materia fiscal”. El
Financiero. http://www.elfinanciero.com.mx/economia/prodecon-ha-
lla-500-casos-de-robo-de-identidad-en-materia-fiscal.html

10 Boletín 1736. “Prodecon y Profeco informan a diputados acciones
contra robo de identidad”. 1 de julio de 2016. http://www5.dipu-
tados.gob.mx/index.php/esl/Comunicacion/Boletines/2016/Ju-
lio/01/1736-Prodecon-y-Profeco-informan-a-diputados-acciones-con-
tra-robo-de-identidad

11 Boletín 1736. “Prodecon y Profeco informan a diputados acciones
contra robo de identidad”. 1 de julio de 2016. http://www5.dipu-
tados.gob.mx/index.php/esl/Comunicacion/Boletines/2016/Ju-
lio/01/1736-Prodecon-y-Profeco-informan-a-diputados-acciones-con-
tra-robo-de-identidad
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12 “Código Penal Federal”. http://www.diputados.gob.mx/LeyesBi-
blio/pdf/9_180716.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de noviembre de
2016.— Diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUC-
CIÓN Y SERVICIOS

«Iniciativa que reforma los artículos 2o. y 10, y deroga el
2o.-C de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios, a cargo del diputado René Cervera García, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

El proponente, René Cervera García, integrante del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
55, fracción II, 56, 62 y demás relativos del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adiciona el numeral 4 del inciso A de la fracción
1 del artículo 2o., se deroga el artículo 2o.-C y se modifica
el artículo 10 de la Ley del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La industria de la cerveza artesanal en nuestro país enfren-
ta grandes retos por el esquema impositivo del que es ob-
jeto para poder competir con la cerveza industrial. Las
grandes cerveceras anteriormente mexicanas referentes de
la industria a nivel internacional han pasado a manos ex-
trajeras.

Durante los últimos 10 años, el mercado de la cerveza en
México ha registrado el mayor crecimiento del mundo.
México ocupa el sexto lugar en producción de cerveza a ni-
vel mundial y el segundo del continente americano. China
es hoy el mayor productor mundial de cerveza, con una
producción anual de 489 millones de hectolitros, seguido
de Estados Unidos (225 millones), Brasil (132), Rusia (98),
Alemania (95) y México (90).

Sin embargo, la cerveza industrial en el país está en manos
de grupos internacionales: Grupo Modelo se vendió a un
conglomerado belga-brasileño, Anheuser-Busch InBev, en
20 mil 100 millones de dólares y la división de cerveza de
FEMSA se vendió a un corporativo holandés, Heineken,
por 7 mil 347 millones de dólares.

El consumo de cerveza artesanal, si bien representa una pe-
queña porción del mercado local crece en México a tasas
de más de 50 por ciento anual desde hace casi 10 años sien-
do ésta producida principalmente por Mipyme en el país y
por empresas cien por ciento nacionales.1

Por ello, esta iniciativa busca apoyar a los productores 100
por ciento mexicanos. Si bien, la cerveza artesanal ha teni-
do resultados esperanzadores, el trato fiscal que reciben ha
minado su capacidad de expansión.

La carga impositiva es un obstáculo a sortear, pues se obli-
ga a productores artesanales a pagar por lo menos el triple
de impuestos que las grandes cerveceras, con un 46 por
ciento de tasación sobre el producto, suma de los impues-
tos al valor agregado y especial sobre la producción y ser-
vicios por cada litro de bebida vendida. Mientras que las
grandes marcas industriales pagan entre 3.5 pesos por litro,
las cervezas artesanales aportan hasta 15 pesos por litro.

El trato que reciben las microcervecerías fiscalmente es
inicuo, pues una cerveza artesanal es necesariamente más
costosa que una industrial, por su elaboración e insumos,
entre los que incluyen productos de mayor calidad. Por
ello afirmamos que las cervecerías artesanales mexicanas
están en desventaja con las industriales, pues no funcio-
nan en las mismas condiciones.

El planteamiento que pretendemos de este impuesto es di-
ferente: que se apoye a las microcervecerías ya que estas
empresas pueden llegar a ser importantes generadoras de
empleos y exportaciones; que se potencie la producción de
cerveza artesanal para que ésta sea complementaria de la
gran industria existente, y que se mejore la calidad de estos
productos, que bebidos con moderación, pueden tener be-
neficios a la salud.

Estas empresas microcerveceras son intensivas en mano de
obra, ya que por la naturaleza de sus procesos no están tan
tecnificados, como en el caso de la cerveza industrial, por
lo que serían una fuente importante de empleos.
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La cerveza aporta beneficios a la salud si se consume con
moderación. Es rica en antioxidantes naturales, que previe-
nen el envejecimiento del organismo. El riesgo de sufrir un
infarto se reduce en las personas que ingieren cerveza en
forma moderada. La fibra saludable que contiene la cerve-
za evita el estreñimiento. La cerveza contiene sales mine-
rales, fibra, carbohidratos, micronutrientes y vitaminas, es-
pecialmente del grupo B, importantes para un equilibrio
nervioso adecuado.2

El esquema que se propone es el de implantar un im-
puesto específico, para el caso de la Cerveza del costo
total por litro se pagará cuota fija entre 4 y 4.50 pesos
por litro, sea artesanal o industrial.

La cerveza en México se consume de 75 millones de hec-
tolitros,3 equivalentes a 3.35 millones de hectolitros de al-
cohol puro utilizando 4.5 por ciento de alcohol volumen
promedio. Ello nos daría una recaudación mínima de 30
mil 150 millones de pesos, mayor que la recaudación total
reportada por la SHCP en 2014, de 28 mil 147 millones de
pesos.

Esta cifra si se divide entre los litros de alcohol puro es
equivalente a una Cuota por litro de alcohol puro de 84 pe-
sos o 3.78 pesos por litro de cerveza. Sin embargo, con el
esquema actual la cerveza artesanal paga un promedio
equivalente de más de 250 pesos por litro de alcohol puro
o 12.50 pesos por litro de cerveza; es decir, más de 3 veces
de lo que paga la cerveza industrial.

Este cambio impositivo trae beneficios considerables ya
que es un sistema transparente y fácil de administrar, toda
la información necesaria para calcular el impuesto está en
la etiqueta, el contenido del alcohol, y puede ser verificada
con plena autonomía.

Este cambio impositivo sí cumple el objetivo extrafiscal de
los impuestos especiales a la producción y servicios ya que
se estaría cobrando directamente por la cantidad de alcohol
y no por la calidad del producto un error que la Secretaría
de Hacienda no ha corregido.

Los consumidores de cerveza se beneficiarían, pues su de-
cisión de compra no se oscurecería por el régimen fiscal y
tomarían decisiones mejor informadas respecto a la calidad
de los productos. Es decir, debido a que este tipo de im-
puestos no acentúan las diferencias de precios, los produc-
tos de alta calidad se quedan dentro del alcance de los con-
sumidores.

Considerandos

Que el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios establece que al valor de los actos
o actividades que a continuación se señalan se aplicarán las
tasas y cuotas siguientes:

I. En la enajenación o, en su caso, en la importación de los
siguientes bienes:

A) Bebidas con contenido alcohólico y cerveza:

1. Con una graduación alcohólica de hasta 14° GL
26.5 por ciento

2. Con una graduación alcohólica de más de 14° y has-
ta 20° GL 30 por ciento

3. Con una graduación alcohólica de más de 20° GL 53
por ciento

Por lo expuesto pongo a su consideración la siguiente re-
forma:
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Fundamento legal

La iniciativa se presenta con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56,
62 y demás relativos del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos.

Por todo lo expuesto se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma la Ley del Impuesto Especial so-
bre Producción y Servicios

Único. Se adiciona el numeral 4 del inciso A de la fracción
1 del artículo 2o., se deroga el artículo 2o.-C y se modifi-
ca el artículo 10 de la Ley del Impuesto Especial Sobre
Producción y Servicios, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a con-
tinuación se señalan se aplicarán las tasas y cuotas siguien-
tes:

I. En la enajenación o, en su caso, en la importación de
los siguientes bienes:

A) …

1. a 3. …

4. Para el caso de la Cerveza del costo total por litro
se pagará cuota fija entre 4 y 4.50 pesos por litro, sea
artesanal o industrial.

Artículo 2o.-C. (Se deroga)

Artículo 10. En la enajenación de los bienes a que se refie-
re esta ley, el impuesto se causa en el momento en que se
cobren las contraprestaciones y sobre el monto de lo co-
brado. Cuando las contraprestaciones se cobren parcial-
mente, el impuesto se calculará aplicando a la parte de la
contraprestación efectivamente percibida, la tasa que co-
rresponda en términos del artículo 2o. de esta ley.

Tratándose de la cuota por enajenación de cigarros u otros
tabacos labrados a que se refieren los párrafos segundo y
tercero del inciso C) de la fracción I del artículo 2o. de es-
ta Ley, se considerará la cantidad de cigarros efectivamen-
te cobrados y, en el caso de otros tabacos labrados, la can-
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tidad de gramos efectivamente cobrados. Por las enajena-
ciones de los bienes a que se refieren los incisos D), G) y
H) de la fracción I del artículo 2o. y el artículo 2o.-A de es-
ta ley, el impuesto se causa en el momento en que se co-
bren las contraprestaciones.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 La cerveza artesanal está en auge. Datos proporcionados por Acer-
mex. https://porlacervezalibre.wordpress.com/2012/07/23/la-cerveza-
artesanal-esta-en-auge/

2 “Diez beneficios de la cerveza”, en DM Medicina, marzo de 2016.
ht tp: / /www.dmedicina.com/vida-sana/al imentacion/nutr i-
cion/2016/03/04/diez-beneficios-cerveza-conocias-109996.html

3 Industria de la Cerveza en México, blog, Secretaría de Economía
http://www.gob.mx/se/articulos/industria-de-la-cerveza-en-mexico

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de octubre de
2016.— Diputado René Cervera García (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUC-
CIÓN Y SERVICIOS

«Iniciativa que reforma el artículo 2o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, a cargo del
diputado René Cervera García, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

El proponente René Cervera García, Diputado integrante
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; y 55, fracción II, 56, 62 y demás relativos del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración
de esta soberanía la presente, iniciativa con proyecto de de-

creto por el que se modifican los numerales 1, 2 y 3 del in-
ciso a) de la fracción 1 del artículo 2o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, al tenor de
lo siguiente

Exposición de Motivos

La industria del vino mexicano en nuestro país enfrenta
grandes retos por el esquema impositivo del que es objeto
para poder competir con los vinos importados. El 66 por
ciento del vino que se vende en nuestro país corresponde a
vinos importadosi.

El consumo en el mercado del vino mexicano ha manteni-
do en los últimos 10 años un crecimiento constante cerca-
no a 12 por ciento anual, una cifra significativa que se es-
pera siga creciendo. Según datos del Consejo Vitivinícola
Mexicano y la Organización Internacional de la Vid y el
Vino, la producción en México en 2014 fue de 19.5 millo-
nes de litros.

La industria mexicana vitivinícola ofrece más de 200 dife-
rentes tipos de vinos, los cuales han ganado más de 300
premios y reconocimientos internacionales en los últimos
15 años; sin embargo, el consumo por persona de vino de
mesa es aproximadamente 500 mililitros anuales, muy por
debajo del consumo en otros países.

Es por ello que esta iniciativa busca apoyar a los producto-
res 100 por ciento mexicanos. El vino mexicano han teni-
do resultados esperanzadores, el trato fiscal que reciben ha
minado su capacidad de expansión.

La carga fiscal que tiene el vino de mesa mexicano es de
aproximadamente 47 por ciento, al considerar el efecto
conjunto de la tasa del 26.5 por ciento del impuesto sobre
producción y servicios y la tasa del 16 por ciento del IVA,
considerando que el primero forma parte de la base grava-
ble sobre el segundo, del tal forma que se causa un im-
puesto sobre otro impuesto lo que se conoce como doble
tributación.

Esta doble tributación de impuestos al consumo afecta de
manera significativa al vino mexicano, pues le resta com-
petitividad frente a vinos extranjeros, ya que estos reciben
fuertes subsidios de sus gobiernos.

El planteamiento que pretendemos de este impuesto es di-
ferente: que se apoye al vino mexicano ya que estas em-
presas pueden llegar a ser importantes generadoras de em-
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pleos y exportaciones; que se potencie la producción de vi-
no mexicano para que ésta sea complementaria de la gran
industria existente, y que se mejore la calidad de estos pro-
ductos, que bebidos con moderación, pueden tener benefi-
cios a la salud.

El vino aporta beneficios a la salud si se consumen con
moderación. El vino activa la función de un gen que impi-
de la formación de nuevas células de grasa; el consumo
moderado de vino mejora el funcionamiento del cerebro y,
en pequeñas cantidades, previene la demencia; el vino ayu-
da a reducir el riego de cáncer de pulmón y de próstata en
hombres, además bloquea el crecimiento de las células res-
ponsables del cáncer de mama; una copa al día en el caso
de las mujeres o dos en el de los hombres, contribuyen a
aumentar los niveles de colesterol bueno en la sangre y
previenen las complicaciones cardiovasculares.ii

El esquema que se propone es el de implementar un im-
puesto específico de 90 pesos por litro de alcohol puro de
tal manera que el impuesto se sustente en la cantidad de al-
cohol que se tenga por su bebida y no esté relacionado in-
trínsecamente en los costos de producción de las bebidas.

Por su parte el consumo del vino fue alrededor de 60 mi-
llones de litros en 2014, por lo que se aseguraría una re-
caudación de 765 millones de pesos.

Este cambio impositivo trae beneficios considerables ya
que es un sistema transparente y fácil de administrar, toda
la información necesaria para calcular el impuesto está en
la etiqueta, el contenido del alcohol, y puede ser verificada
con plena autonomía. El incentivo que los importadores
tienen para facturar sus productos a un precio menor y no
pagar el valor completo del impuesto se anula completa-
mente, que es lo que pasa con el vino importado y que ha
generado una competencia desleal al vino mexicano.

Asimismo, los oficiales de las aduanas no tienen que tomar
decisiones arbitrarias sobre el valor de los productos im-
portados. Como resultado, las oportunidades para las acti-
vidades ilegales son reducidas, y los ingresos recolectados
por los gobiernos se maximizan.

Este cambio impositivo sí cumple con el objetivo extra fis-
cal de los impuestos especiales a la producción y servicios
ya que se estaría cobrando directamente por la cantidad de
alcohol y no por la calidad del producto un error que la Se-
cretaría de Hacienda no ha corregido.

Los consumidores de vino se verían beneficiados ya que su
decisión de compra no se vería obscurecida por el régimen
fiscal y tomarían decisiones mejor informadas respecto a la
calidad de los productos. Es decir, debido a que este tipo de
impuestos no acentúan las diferencias de precios, los pro-
ductos de alta calidad se quedan dentro del alcance de los
consumidores.

Considerandos

Que el artículo 2 de la Ley del Impuesto sobre Producción
y Servicios establece que al valor de los actos o actividades
que a continuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuo-
tas siguientes:

I. En la enajenación o, en su caso, en la importación de
los siguientes bienes:

A) Bebidas con contenido alcohólico y cerveza:

1. Con una graduación alcohólica de hasta 14° GL.
26.5 por ciento

2. Con una graduación alcohólica de más de 14° y has-
ta 20°GL. 30 por ciento

3. Con una graduación alcohólica de más de 20°GL. 53
por ciento

Por lo antes expuesto, pongo a su consideración la siguien-
te reforma.
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Fundamento legal

La presente iniciativa se presenta con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55,
fracción II, 56, 62 y demás relativos del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos.

Por lo expuesto, se somete a su consideración la presente
iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma la Ley del Impuesto Especial so-
bre Producción y Servicios

Primero. Se modifican los numerales 1, 2 y 3 del inciso A
de la fracción 1 del el artículo 2o de la Ley del Impuesto
Especial Sobre Producción y Servicios, para quedar como
sigue:

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a con-
tinuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas si-
guientes:

I. En la enajenación o, en su caso, en la importación de
los siguientes bienes:

A) Bebidas con contenido alcohólico y cerveza:

1. Con una graduación alcohólica para el caso de
vinos de hasta 15° GL 90 pesos por litro de alco-
hol puro.

La cuota a que se refiere este inciso se actualiza-
rá conforme a lo dispuesto por el sexto y séptimo
párrafos del artículo 17-A del Código Fiscal de la
Federación.

2. Con una graduación alcohólica para el caso de
vinos de más de 15° y hasta 20°GL 30 por ciento.

3. Con una graduación alcohólica para el caso de
vinos de más de 20°GL 53 por ciento.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

i “La industria del vino mexicano en números”, Animal Gurmet, Ma-
riana Toledano, 4 de marzo de 2015.

http://www.animalgourmet.com/2015/03/04/el-vino-mexicano-y-su-
industria-en-numeros/

ii 10 grandes beneficios del vino tinto que no conocías, revista Mejor

con Salud

http://mejorconsalud.com/10-grandes-beneficios-del-vino-tinto-que-
no-conocias/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de octubre de
2016.— Diputado René Cervera García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.
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LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN
INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

«Iniciativa que adiciona el artículo 27 de la Ley General
para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, a
cargo de la diputada Angie Denisse Hauffen Torres, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Los suscritos, diputados integrantes del Grupo Parlamenta-
rio Movimiento Ciudadano de la LXIII Legislatura de la
Cámara de Diputados, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como el artículo 6, fracción I y los ar-
tículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados
del Honorable Congreso de la Unión, someten a considera-
ción de esta asamblea la iniciativa mediante el cual se
propone sea obligatorio reciclar la sabana plástica
(acolchado) para su canje y poder adquirir nuevamen-
te este insumo, en materia del cuidado del medio am-
biente de acuerdo con la siguiente

Exposición de Motivos

En el sector agrícola se han introducido varias herramien-
tas tecnológicas para obtener un mayor desempeño por par-
te de los agricultores mejorando sus condiciones laborales,
simplificando las tareas a través de estas nuevas alternati-
vas que desarrollan una mayor rentabilidad. Dando como
resultado un incremento en la utilización de este tipo he-
rramientas agrícolas en tal caso hablamos de la sabana
plástica (acolchado) utilizado por la gran mayoría de agri-
cultores de huertas y/o hortalizas.

Este tipo de materiales que se están utilizando en el campo
mexicano, con el propósito de obtener una mejor cosecha,
agricultores optan por la utilización del acolchado en cual
consiste en una técnica empleada en diferentes cultivos de
nuestro país para mejorar el desarrollo de los cultivos. Uno
de los propósitos por el cual se utiliza esta técnica es por el
aumento de la temperatura del suelo concentrando una eva-
poración de agua con el fin de que las plantas se desarro-
llen en una forma más acelerada, los plásticos que se utili-
zan para la elaboración del acolchado son films de
polietileno de espesor entre los 120 a 200 (galgas)1.

Normalmente se suelen utilizar materiales de color negro
(plásticos y mallas), La colocación a mano es bastante tra-
bajosa. “Existen máquinas que son capaces de colocar el
acolchado en líneas. Suelen ser aperos arrastrados por trac-
tores pequeños o motocultores que van tendiendo el plásti-

co y tapando con tierra a los lados para que no se vuelen.
Esto permite una colocación sencilla y económica del plás-
tico.”2

Cabe destacar que en el país se genera una gran producción
de productos agrícolas, entre ellos como el jitomate, toma-
te de cascara, calabaza, chile, pepino entre otras hortalizas
donde se ha implementado la utilización del acolchado en
este tipo de huertas ya que esto ha permitido un aumento
en los rendimientos de las cosechas con esta aplicación de
técnicas que simplifican las tareas agrícolas.

Derivando que en diversos estados del territorio mexicano
tales como Morelos, estado de México, Guadalajara, San
Luis Potosí, Hidalgo, Zacatecas, Sinaloa, Michoacán, con-
siderando que son estados con una producción elevada de
este tipo de productos, consistiendo que la utilización de
esta sabana plástica es mayor, por la gran cantidad de ex-
tensión de cultivos, no echando de menos esta situación si-
no más bien seguir incentivando este tipo de actividades,
pero el problema erradica en después de la utilización de la
sabana plástica ¿Dónde se deposita? o que se hace con ella.

Por ello es que es necesario realizar este tipo de alternativas
para no continuar contaminando más el medio ambiente y el
entorno natural, proponiendo que sea reciclado este material
echo de polietileno, material que no es de fácil degradación
ni mucho menos ecológico., encausándonos a tomar deci-
siones de mejora ambiental.

Inconvenientes del uso del acolchado

• El acolchado sólo duran una temporada de uso, asu-
miendo que cada temporada tendrá que ser renovado.

• Los plásticos son fabricados a base de polietileno pre-
sentando inconvenientes en su recolección y elimina-
ción después de su uso.

• Generan el efecto de rebote de rayos solares.

• No es muy recomendable en suelos con problemas
graves de (nematodos)3, ya que el aumento de la tem-
peratura causado por el acolchado puede hacer más gra-
ve el ataque haciendo más resistibles las plagas.

El impacto que tiene la utilización de acolchado impacta en
el deterioro ecológico, porque es un material que difícil-
mente se degrada, lo cual optan por tirarlo o quemarlo ge-
nerando partículas nocivas al medio ambiente mismas que
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son dañinas a la salud, si no también este tipo de tecnolo-
gía agrícola conlleva a una desorganización de los nutrien-
tes de la tierra generando un descontrol en los microorga-
nismo afectando a la fertilidad de la tierra.

Ya que el “polietileno (PE) es un material termoplástico
blanquecino, de transparente a translúcido, y es frecuente-
mente fabricado en finas láminas transparentes. Las sec-
ciones gruesas son translúcidas y tienen una apariencia de
cera. Mediante el uso de colorantes pueden obtenerse una
gran variedad de productos coloreados.

Por la polimerización de etileno pueden obtenerse produc-
tos con propiedades físicas muy variadas. Estos productos
tienen en común la estructura química fundamental (-CH2-
CH2-)n, y en general tienen propiedades químicas de un al-
cano de peso molecular elevado. Este tipo de polímero se
creó para usarlo como aislamiento eléctrico, pero después
ha encontrado muchas aplicaciones en otros campos, espe-
cialmente como película y para envases.”4

Esta iniciativa tiene como objetivo reciclar la sabana plás-
tica (acolchado) que agricultores desechan después de dar-
le su uso correspondiente durante un periodo determinado
con el fin de que este sea quemado o tirado en basureros y
genere más contaminación.

Mediante esta iniciativa se busca que todo el desperdicio, o
más popularmente conocido como basura. Es decir, los res-
tos de algo, de un elemento, que no pueden ser aprovecha-
dos de ninguna manera y por tanto no queda más que tirar-
los.

En este caso el film o plástico que ya fueron utilizados por
los agricultores para el uso agrícola dispuesto, sea levanta-
do de su parcela dicho plástico y acomodado de manera
que se pueda trasladar en el centro de canje para poder ad-
quirir nuevamente la sabana plástica (acolchado) para la
nueva temporada de cosecha, con este tipo de estrategias
implementadas fortalecerá al cuidado del medio ambiente,
ya que no se estarían tirando, o quemando este material si-
no más bien reciclándolo, para que empresas que se dedi-
can a la producción de este tipo de productos lo reutilicen
para generar más material de este tipo sin que ocupen más
del material de primera instancia que se necesita para su
elaboración.

Y así también se vea reflejado en el precio de este produc-
to, ya que normalmente un rollo de sabana plástica cuesta
entre mil 200 y mil 500 pesos, costo que para los agricul-

tores es un desembolsó gravoso afectando a la economía
del campesino imposibilitando a veces a no poder sembrar
otro cultivo por la necesidad de comprar este material,
siendo que 8 rollos de acolchado alcanzan para 1 hectárea
de cultivo, siendo una suma de 12 mil pesos tan solo para
una hectárea para utilizar este tipo de tecnología para el
campo necesaria para tener un buen rendimiento de la plan-
ta.

Con esto se busca que las empresas al obtener el acolcha-
do viejo, reditúen con precios más accesibles para que los
agricultores no tengan que cubrir una cantidad sumamente
agraviosa y así puedan obtener este material, concurriendo
que ayudaría a la solvatación de un mejor precio y al cui-
dado del medio ambiente.

Este proyecto estratégico tiene el objetivo de contribuir en
el uso racional del acolchado en la agricultura, ya que ha-
ciendo un aproximado tomando en cuenta que por hectárea
se utilizan 8 rollos de acolchado equivaliendo a que cada
rollo tiene un peso de 25 kilos , siendo una suma de 200 ki-
los de acolchado que se utilizan para una hectárea. Y dos
toneladas de acolchado en 10 hectáreas.

Como podemos observar el acolchado que tiran o queman
representa una gran cantidad de basura que se está des-
echando solo en este tipo de material, son toneladas de
plástico que no están siendo aprovechadas para su recicla-
je, afectando ecosistemas donde tiran o depositan este tipo
de plástico ya que en su mayoría no es reciclado, con este
tipo de acciones coadyuvamos a una iniciativa en pro del
medio ambiente para no emitir más contaminantes.

Haciendo una estimación que solamente para 300 hectáre-
as estaríamos reciclando 60 toneladas de acolchado, canti-
dad sumamente numerosa, 60 toneladas que están siendo
desechadas y contaminando al medio ambiente, por eso es
que se considera como un tema se duma importancia para
no seguir contaminando más nuestro medio ambiente, por-
que con acciones como estas lograríamos un gran cambio
para generar mejores condiciones para todos.

La operación de dicha iniciativa será bajo el fundamento de
lo establecido en el cumplimiento de las leyes que regulen
la preservación y cuidado del medio ambiente.

Tales como, artículo 1o. de la ley Federal de Responsabi-
lidad Ambiental, que en letra dice, “la presente ley regula
la responsabilidad ambiental que nace de los daños ocasio-
nados al ambiente, así como la reparación y compensación
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de dichos daños cuando sea exigible a través de los proce-
sos judiciales federales previstos por el artículo 17 consti-
tucional, los mecanismos alternativos de solución de con-
troversias, los procedimientos administrativos y aquellos
que correspondan a la comisión de delitos contra el am-
biente y la gestión ambiental.

Los preceptos de este ordenamiento son reglamentarios del
artículo 4o. constitucional, de orden público e interés social
y tienen por objeto la protección, la preservación y restau-
ración del ambiente y el equilibrio ecológico, para garanti-
zar los derechos humanos a un medio ambiente sano para
el desarrollo y bienestar de toda persona, y a la responsa-
bilidad generada por el daño y el deterioro ambiental.”5

Refiriéndose que toda persona no haga caso omiso en
cuanto a la responsabilidad ambiental teniendo un equili-
brio ecológico y que para tales efectos el que no cumpla
sea sancionado de acuerdo a lo previsto.

Asimismo, haciendo referencia en la Ley General para la
Prevención y Gestión Integral de los Residuos, que men-
ciona en el “artículo 1. La presente ley es reglamentaria de
las disposiciones de la constitución política de los estados
unidos mexicanos que se refiere a la protección al ambien-
te en materia de prevención y gestión integral de residuos,
en el territorio nacional.

VI. Definir las responsabilidades de los productores, im-
portadores, exportadores, comerciantes, consumidores y
autoridades de los diferentes niveles de gobierno, así como
de los prestadores de servicio en el manejo de los resi-
duos.”6

Esto se tiene que definir bajo criterios de responsabilidad
ambiental por parte de todos los responsables del manejo y
utilización de este producto acolchado para prevenir la ge-
neración de más desechos de este tipo y sean para uso de
reciclaje para obtener una eficiencia ambiental y económi-
ca.

En estos términos las empresas que manufacturan este tipo de
material agrícola tendrán que estar obligadas a usar el acol-
chado que los agricultores entregaran para su reciclaje, vién-
dose comprometidas a no ostentar con precios elevados de es-
te producto con el fin de que se ve como necesidad de los
agricultores a reciclarlos y así entregarlo para que puedan ad-
quirirlo de manera más accesible.

Señalando que también a través de los programas guberna-
mentales de existen para adquirir este apoyo, también estén
obligados a señalar que para que puedan acceder ateste
apoyo tendrán que entregar de forma obligatoria su acol-
chado viejo que ya no utilizan.

Por lo expuesto, sometemos a consideración del pleno de
esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto mediante el cual se adiciona la fracción VI del
artículo 27 de la Ley General para la Prevención y Ges-
tión Integral de los Residuos, en materia de reciclaje de
material agrícola (acolchado) para el cuidado del medio
ambiente

Artículo Único. Se adiciona la fracción VI del art. 27 de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos.

Artículo 27. Los planes de manejo se establecerán para los
siguientes fines y objetivos:

I. a V. …

…

VI. Prevenir la contaminación del medio ambiente, a
través del reciclaje de material agrícola reduciendo la
emisión de polietileno a basureros, para ello crear cen-
tros de reciclaje para su recolección y trasformación en
un nuevo insumo más factible económicamente.

Notas:

1 Galga, unidad de longitud para medir grosores en materiales muy fi-
nos.

2 Diaz Gonzales, Santos Coello, Carlos, Belarmino. ”El acolchado
plástico” Agro cabildo, consultado en línea: http://agrocabildo.org/pu-
blica/Publicaciones/otra_431_acolchado.pdf

3 Nemátodos: Microorganismos abundantes en cualquier tipo de suelo
(los individuos por metro cuadrado pueden ir de 20 a 30 millones). Se
encuentran en todos los ecosistemas y hábitat.

4 http://www.textoscientificos.com/polimeros/polietileno

5 http://www.profepa.gob.mx/innovaportal/file/5782/1/ley_federal_
de_responsabilidad_ambiental.pdf. Consulta en línea 01/11/2016
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6 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/263_220515.pdf
Consulta en línea 01/11/2016.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de noviembre de
2016.— Diputada Angie Denisse Hauffen Torres (rúbrica).»

Se remite a la Comisión Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

DECLARA EL 20 DE MARZO DE CADA AÑO COMO
“DÍA NACIONAL DE LAS ÁREAS NATURALES 
PROTEGIDAS DE MÉXICO”

«Iniciativa de decreto, por el que se declara el 20 de marzo
como Día Nacional de las Áreas Naturales Protegidas de
México, a cargo de la diputada Angie Denisse Hauffen To-
rres, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Angie Dennisse Hauffen Torres, integrante del Grupo Par-
lamentario del Movimiento Ciudadano, diputada de la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión con funda-
mento en lo dispuesto por el artículo 79, numeral 1, frac-
ción II; numeral 2, fracciones I y III del Reglamento de la
Cámara de Diputados somete a consideración del pleno de
esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el que
se declara el 20 de marzo de cada año como Día Nacional
de las Áreas Naturales Protegidas de México, con base en
la siguiente

Exposición de Motivos

I. Desde los orígenes de la humanidad, los seres humanos
obtenemos numerosos beneficios de los sistemas naturales
que nos rodean, así como de la biodiversidad que éstos al-
bergan.

El ser humano ha establecido una estrecha relación con los
elementos que componen el entorno dentro del cual uno
crece y se alimenta “la naturaleza”, este componente es vi-
tal para la existencia de todo ser vivo en el planeta, es ne-
cesario contar con un entono ambiental en buenas condi-
ciones, por ello que la conservación de las áreas protegidas
cumplen varios objetivos y proporcionan un cúmulo de be-
neficios tanto para los pobladores de zonas aledañas como
para la región, el país y el planeta.

Hemos transformado algunos de ellos en sistemas de pro-
ducción intensiva de bienes; por ejemplo, bosques, selvas y
pastizales naturales han sido convertidos en sistemas agro-

pecuarios para la producción de alimentos. Estos cambios
modifican la capacidad que tienen los ecosistemas para brin-
darnos otros beneficios de los cuales no siempre nos perca-
tamos; hemos intercambiado la elevada contribución de los
bosques a la regulación del clima o al control de la erosión
por la reducida contribución que hacen los sistemas agrope-
cuarios. Así, en la búsqueda de satisfactores a nuestras nece-
sidades hemos minado la capacidad que tienen los sistemas
naturales para mejorar la calidad de nuestras vidas. El ba-
lance es complejo: hemos privilegiado la posibilidad de ob-
tener ciertos tipos de beneficios a costa de otros; hemos fa-
vorecido los satisfactores a corto plazo a costa de aquellos a
mediano y largo plazo; hemos enfatizado la obtención de
bienes en nuestro entorno inmediato a costa de consecuen-
cias en nuestro alrededor. Esta situación es común en todo el
planeta. Sin embargo, en México se presenta un caso parti-
cular donde se combinan, por un lado, la elevada diversidad
biológica y cultural de nuestro país, y por otro, un profundo
deterioro de los sistemas que albergan esta biodiversidad,
con consecuencias negativas para la población humana.

Hoy en día el tema del medio ambiente y la conservación
de las áreas protegidas es una cuestión de suma importan-
cia por la gran cantidad de emisiones que generamos por
las diferentes actividades que realizamos haciendo que se
genere una inmensa contaminación en nuestro entorno
donde nos desarrollamos contra produciendo nuestra salud
y degenerando el medio ambiente el cual nos provee de di-
versas sustentabilidades como seres humanos; porque re-
conociendo con un sentido humano y ético el entorno na-
tural es el que nos está permitiendo sobrevivir en este
mundo.

II. Los servicios ecosistémicos hacen posible la vida hu-
mana, por ejemplo, al proporcionar alimentos nutritivos y
agua limpia; al regular las enfermedades y el clima; al apo-
yar la polinización de los cultivos y la formación de suelos,
y al ofrecer beneficios recreativos, culturales y espirituales;
La biodiversidad comprende tanto la diversidad dentro de
una especie o un ecosistema como la diversidad entre es-
pecies o ecosistemas. Los cambios en la biodiversidad pue-
den influir en el suministro de servicios ecosistémicos. La
biodiversidad, al igual que los servicios ecosistémicos, ha
de protegerse y gestionarse de forma sostenible.

Porque formamos parte de la naturaleza, de quien depende
nuestra supervivencia, y es momento de reconocer y seguir
protegiendo, rescatando, la flora y fauna, conservando los
ecosistemas naturales, el patrimonio natural que le da be-
lleza a nuestro país, México. Un país lleno de majestuosos
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paisajes naturales que podemos encontrar en cada uno de
los diferentes estados de la República Mexicana, donde se
aprecia el esplendor de la riqueza natural y la gran biodi-
versidad de diferentes especies endémicas de nuestro país,
da a connotar que estamos en un país numerosamente rico
en recursos naturales, el cual como parte de ello debemos
cuidar y darle la importancia que se merece, por lo que es
considerable que haya un día de cada año donde todos po-
damos valorar nuestro entorno ambiental y así crear una
conciencia ambientalista y cuidar aún más nuestras áreas
verdes patrimonio de México.

“Las áreas protegidas terrestres son zonas total o par-
cialmente protegidas de por lo menos mil hectáreas de-
signadas por autoridades nacionales como reservas
científicas con acceso público limitado, parques nacio-
nales, monumentos nacionales, reservas naturales o san-
tuarios de la naturaleza, paisajes protegidos y zonas ma-
nejadas principalmente para uso sostenible. Las áreas
marinas protegidas son zonas de terreno intermareal o
submareal, junto con sus aguas suprayacentes y su flo-
ra, fauna y características históricas y culturales cone-
xas, que han sido reservadas por ley o por cualquier otro
medio eficaz para proteger parte del entorno que encie-
rra o su totalidad. No se incluyen las zonas protegidas
conforme a leyes locales o provinciales.”1

III. La ubicación de nuestro país, su complicado relieve,
sus climas y su historia evolutiva han resultado en la gran
riqueza de ambientes, de fauna y flora que nos colocan en-
tre los primeros cinco lugares en el mundo. Esta gran di-
versidad natural nos ha ofrecido y ofrece muchas oportuni-
dades de desarrollo y a su vez nos confiere una gran
responsabilidad como custodios de la naturaleza.

Ecorregiones prioritarias o hotspots (puntos calien-
tes). México contiene secciones de tres de los 34 eco-
rregiones prioritarias o hotspots del planeta. Los hots-
pots son regiones con por lo menos mil 500 especies
endémicas de plantas vasculares con flores (más de 0.5
por ciento del total de especies en el mundo) y que han
perdido por lo menos 70 por ciento de la extensión ori-
ginal de su hábitat.

Los hotspots tienen alguna característica de aislamien-
to que los hace diferentes a sus regiones vecinas. Los
hotspots de México son: bosques de pino-encino de las
Sierras Madre (incluyendo la Sierra Madre del Sur y el
Eje Neovolcánico); Mesoamérica, que incluye el su-
reste de México y las costas del Atlántico, del Pacífico

y la cuenca del Balsas; y la porción sur de la provincia
florística de California.

Áreas silvestres. México posee tres de las 37 áreas sil-
vestres del planeta. Estas áreas tienen 70 por ciento o
más de su hábitat original en buenas condiciones, cu-
bren por lo menos 10 mil kilómetros cuadrados (km2).

Las áreas silvestres de México son: el desierto de Chi-
huahua, el desierto de Sonora, y el desierto de Baja Ca-
lifornia.

Diversidad de Plantas. México es el país de América
junto con Brasil, con el mayor número de centros de di-
versidad de plantas. Estos centros se seleccionaron de-
bido a la gran diversidad de especies de plantas y de há-
bitats, al alto número de especies endémicas y de
proporción de especies adaptadas a condiciones espe-
ciales de suelo, y al grado de amenaza de deterioro. De
75 centros de diversidad de plantas en el continente
americano, 13 se encuentran en México: Selva Lacan-
dona (Chiapas), Uxpanapa-Chimalapas (Oaxaca, Vera-
cruz, Chiapas), Sierra Juárez (Oaxaca), Tehuacán-Cui-
catlán (Puebla-Oaxaca), el Cañón del Zopilote
(Guerrero), Sierra de Manantlán y Tierras Bajas (Jalis-
co), Cuenca Alta del Río Mezquital (Durango), Región
de Gómez Farías (Tamaulipas), Cuatro Ciénegas (Coa-
huila), Sierra Madre Occidental (Chihuahua) y centro y
norte de la Península de Baja California.

Áreas de aves endémicas. De las 10 mil especies de
aves en el mundo, más de 2 mil 500 especies tienen dis-
tribuciones restringidas de menos de 50 mil km2, se han
identificado 218 regiones que contienen dos o más de
estas especies restringidas, conocidas como áreas de
aves endémicas –endemic bird areas (EBA)–. Debido a
su limitada distribución más de la mitad de estas espe-
cies se encuentran en riesgo. En México se han identifi-
cado 22 áreas de aves endémicas.

Riqueza marina. El Golfo de California, con mil 200
kilómetros (km) de largo por 150 km de ancho y con
profundidades hasta de 4 mil metros (m), es uno de los
mares más diversos del mundo; Conocido como “el
acuario del planeta”.

En el Golfo se han documentado 875 especies de peces,
580 de aves marinas y 35 de mamíferos marinos, entre
ellos la vaquita marina, el cetáceo con la distribución más
restringida y más amenazada en el planeta. Varias especies
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de ballenas, incluyendo el animal más grande del planeta,
la ballena azul, y otras especies como la ballena de aleta, la
ballena jorobada, la ballena gris y el rorcual tropical visi-
tan cada año las aguas del Golfo. En las más de 900 islas e
islotes habita una gran cantidad de especies endémicas de
plantas, reptiles, aves y mamíferos.

En el otro extremo del país se localiza la segunda barrera co-
ralina más grande del mundo: el arrecife mesoamericano.
Esta barrera se extiende desde México (Yucatán y Quintana
Roo) hasta Honduras con una extensión de alrededor de 1
mil km. En este arrecife viven alrededor de 60 especies de
corales, 350 moluscos y 500 especies de peces. La barrera
coralina de mayor tamaño es la Gran Barrera de Arrecifes de
la costa noreste de Australia que tiene aproximadamente 2
mil km.2

México cuenta con una gran biodiversidad de recursos na-
turales. De tal manera que para la conservación de las áre-
as protegidas en el país se deben emplear medidas para sal-
vaguardar nuestros ecosistemas a través de los organismos
federales que se encargan de evaluar las áreas para decla-
rarlas como áreas protegidas y así darles el seguimiento co-
rrespondiente para que se preserve como tal el área natural
siendo así coadyuvándose con los habitantes de la zonas
para que ellos puedan involucrarse en las tareas de salva-
guardar las áreas protegidas y darles el valor que se mere-
ce nuestro entorno natural.

Ya que como mencionamos México cuenta con una gran
diversidad de fauna; que habita en los diferentes ecosiste-
mas y la cantidad varía según la especie:

“Mamíferos: Actualmente se reconocen 4 mil 381 espe-
cies en el mundo (Conabio 2009). México ocupa el ter-
cer lugar en diversidad de mamíferos después de Indo-
nesia (667) y Brasil (578). 488 especies son terrestres,
de las cuales 164 son endémicas y 47 especies son ma-
rinas (Conabio 2009).

Reptiles: Existen 9 mil 547 especies de reptiles en el
mundo. En México se han descrito 864 especies de repti-
les y se considera como el segundo país con diversidad
más alta de este grupo después de Australia.

Aves: Se estiman entre 9 mil y (Burnie, 2003) a 9mil
720 especies de aves en el mundo (Dickinson, 2003).
Las aves mexicanas son un grupo particularmente im-
portante ya que nuestro país ocupa el octavo lugar mun-
dial en cuanto a número de especies (según los autores

mil 100 aproximadamente), pues se presenta una mez-
cla de avifauna de origen neártico y neotropical, así co-
mo un número importante de endemismos (más de 100
del total de especies mexicanas, lo que equivale a 9 por
ciento aproximado). Las aves se clasifican en 29 órde-
nes, de los cuales 22 están presentes en México.

Anfibios: Los anfibios actuales se dividen en tres grupos:
sapos y ranas (Orden: Anura), salamandras y ajolotes
(Orden: Caudata) y cecilias o tapaculos (Orden: Gymno-
phiona). El primero es el grupo más diverso mientras que
existen pocas especies de cecilias en el mundo. Se estima
hay cerca de 6 mil 333 especies de anfibios en el mundo
(Frost, 2013, Parra-Olea et al. 2014). El número de espe-
cies de anfibios en México se estima en 376 (Parra-Olea
et al. 2014) y se considera el quinto país con mayor di-
versidad de anfibios en el mundo.

Insectos: Los insectos son el grupo más diverso del pla-
neta. Hasta la fecha se desconoce el número de especies
de insectos descritos en el mundo, pero hay estimacio-
nes que varían desde 890 mil hasta más de un millón de
especies. Actualmente se incluyen catálogos (CAT) de
siete grupos de insectos, entre ellos los más diversos co-
mo los escarabajos (Orden: Coleoptera) y las mariposas
y polillas (Orden: Lepidoptera).

Peces: Los peces constituyen el primer grupo de anima-
les con esqueleto que aparecieron en la Tierra y sin du-
da, constituyen el grupo más numeroso de los vertebra-
dos (Burnie, 2003). Por lo menos se han descrito 26 mil
800 especies de peces óseos para todo el planeta (Nel-
son 2006). Actualmente se continúan describiendo alre-
dedor de 200 nuevas especies por año, por lo que el nú-
mero de especies válidas podría llegar a 30 mil o 35 mil
debido a que se están estudiando áreas pobremente des-
critas y a la existencia de nuevas y mejores metodologí-
as (Eschmeyer, 2004).

En México se han documentado 259 familias de las 515
reconocidas (Nelson, 2006) para todo el mundo, esto es
poco más de 50 por ciento del total, incluida la nueva
Familia Lacantunidae descrita en el año de 2005 para la
Selva Lacandona, Chiapas3.
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Este tipo de especies las podemos encontrar en una de las
diferentes áreas protegidas de nuestro país, para la cual de-
bemos preservarlas para poder seguir disfrutando de estas
maravillas naturales, mismo que al cuidado de los ecosis-
temas permitimos que las especies que se encuentran den-
tro de estos puedan seguir disfrutando de su entorno sin ser
afectados por el hombre. 

En cuanto a flora algunas de las especies principales en-
contramos pinos, cedros, oyameles, encinos, fresnos, euca-
lipto, ahuehuete y palmeras en las zonas costeras, dando
cuenta que tenemos varias familias de árboles en nuestro
territorio diversificadas en cada uno de los diferentes pun-
tos de acuerdo a su tipo de clima y hábitat favoreciendo a
las especies que viven en cada uno de los bosques, selvas,
desiertos y territorio marino.

IV. La belleza de México es inigualable

Ante el deterioro de los ecosistemas, los daños causados a
los hábitats, la desaparición de especies, el avance de la su-
puesta modernidad, que día a día consume al mundo, lasti-
ma la naturaleza y cambia el clima, se implementó en 2011
el programa Plan Estratégico para la Diversidad Biológica;
cuyos objetivos representan el mayor compromiso interna-
cional hacia la preservación de la biodiversidad.

Mismo que tiene el objetivo de crear una plataforma para
reconciliar la diversidad biológica sostiene el funciona-
miento de los ecosistemas y proporciona los servicios de
los ecosistemas esenciales para el bienestar humano. Ella
asegura la seguridad alimentaria, la salud humana, el su-
ministro de aire y agua potable, ella contribuye a los me-
dios locales de subsistencia, y al desarrollo económico, y
es esencial para el logro de los Objetivos de Desarrollo
del Milenio, incluyendo la reducción de la pobreza. Ade-
más, es un componente central de muchos sistemas de
creencias de visiones del mundo y de identidades. Sin
embargo, a pesar de su importancia fundamental, la di-
versidad biológica se sigue perdiendo. Es dentro de este
contexto que las partes en el Convenio sobre la Diversi-
dad Biológica, en 2010 en Nagoya, Japón, aprobaron el
Plan Estratégico de la Diversidad Biológica 2011-2020
con el propósito de inspirar acciones a gran escala por to-
dos los países y las partes interesadas en apoyar la diver-
sidad biológica durante la próxima década. Reconociendo
la urgente necesidad de acción la Asamblea General de
Naciones Unidas ha declarado 2011-2020 como el Dece-
nio de las Naciones Unidas sobre la Biodiversidad.

“Para implementar el Plan Estratégico para la Diversi-
dad Biológica 2011-2020, las partes se encuentran: 

• Revisando y, en su caso, actualizando las estrategias y
los planes de acción nacionales para la diversidad bio-
lógica (EPANB) en línea con el Plan Estratégico para la
Diversidad Biológica 2011-2020.

• Desarrollando metas nacionales, usando el Plan Estra-
tégico y sus Metas de Aichi como marco flexible, e in-
tegrándolas a las EPANB actualizadas. Las metas na-
cionales son desarrolladas tomando en consideración
prioridades y capacidades nacionales, a fin de que con-
tribuyan a los esfuerzos colectivos para alcanzar las Me-
tas de Aichi para la Diversidad Biológica.

• Adoptando las EPANB actualizadas como instrumento
de política.

• Usando las EPANB actualizadas para la integración de
la biodiversidad en los procesos de desarrollo nacional,
contabilidad y planificación.

• Monitoreando y revisando la implementación de las
EPANB y las metas nacionales, usando indicadores.

Las estrategias y planes de acción nacionales en materia de
diversidad biológica (EPANDB) son los instrumentos prin-
cipales para la aplicación del convenio a nivel nacional (ar-
tículo 6). El Convenio pide a los países que preparen una es-
trategia nacional en materia de diversidad biológica (o un
instrumento equivalente) y que se aseguren de que esta es-
trategia se integre a la planificación y las actividades de to-
dos los otros sectores cuyas actividades pueden tener un im-
pacto (positivo o negativo) sobre la diversidad biológica.”4

V. Alcances sobre el cuidado de las áreas protegidas en un
futuro.

I. Las personas tendrán una conciencia sobre el cuidado
del medio ambiente y respeto a nuestras áreas protegi-
das.

II. Incrementar valores sobre el cuidado del medio am-
biente en todas las personas para poder seguir preser-
vando nuestro habitad.

III. Logra estrategias enfocadas a no deteriorar y hacer
mal uso de los recursos naturales que estén dentro de las
áreas protegidas.
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IV. Lograr obtener más incentivos y subsidios dirigidos
a la restauración y preservación de las áreas protegidas.

V. Fomentar una cultura ambientalista.

VI. Gobierno y empresas deben estar comprometidos
por el cuidado del medio ambiente focalizando activi-
dades en beneficio a proteger las áreas naturales prote-
gidas.

VII. Identificar y priorizar las áreas con mayor riesgo de
deterioro para implementar acciones de mejora en la zo-
na.

VIII. Se habrá reducido en número de incidentes que
propicien el deterioro a las áreas protegidas.

IX. Aumentar las campañas de reforestación en las áre-
as coludidas por el mal uso del recurso natural.

X. Habrá una mejora en la biosfera de nuestro país, per-
mitiendo una mayor diversidad de flora y fauna.

VI. Para tal efecto de la designación y cumplimiento está
bajo un marco normativo, donde tiene como fin la preser-
vación y restauración de las áreas naturales protegidas, que
éstas estarán vigiladas por los diferentes organismos desig-
nados para la protección y cuidado del medio ambiente en
México tales como la Comisión Nacional de Áreas Natura-
les Protegidas (Conanp), la Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales (Semarnat), Procuraduría Federal de
Protección al Medio Ambiente (Profepa), las cuales estarán
supervisando e implementando planes de trabajo para el
cuidado y mejoramiento de nuestra riqueza natural en el te-
rritorio mexicano.

Con base en la Ley General del Equilibrio Ecológico y Pro-
tección al Ambiente refieren a la preservación y restaura-
ción del equilibrio ecológico, así como a la protección al
ambiente, en el territorio nacional y las zonas sobre las que
la nación ejerce su soberanía y jurisdicción.

Con esto tipo de políticas ambientales se pretende garanti-
zar el mejoramiento de nuestro entorno ambiental en la
prevención y control de los contaminantes o mal uso de los
recursos naturales u explotación ilegal de la flora y fauna.

Dado que para que las áreas naturales protegidas serán con-
sideradas de acuerdo a lo que se establece en el:

Artículo 46. Se consideran áreas naturales protegidas: 

Fracciones I, III, IV, VI, VII, VIII.

Que de acuerdo a lo establecido en el artículo anterior en
México son consideradas 177 áreas naturales protegidas,
véase la siguiente tabla:

Como podemos observar en la tabla anterior existen 6 ca-
tegorías de clasificación de las áreas protegidas en México
comprendiendo una superficie de 25, 628,239 hectáreas de
áreas naturales dentro de nuestro territorio mexicano.

VII. Por ello que conmemoremos un día en especial donde
se le dé el valor que se merecen nuestras áreas naturales
porque como ya mencionamos son parte fundamental de
nuestra supervivencia y orgullo de nuestro país, contar con
las majestuosas vistas que se pueden observar en los dis-
tintos lugares de nuestro territorio.

Y así recordemos en un día especial la importancia que tie-
ne la preservación de nuestros bosques, selvas, y demás
ecosistemas promoviendo una cultura en pro del cuidado
del medio ambiente.

Cuatro estaciones climatológicas son con las que se mue-
ve el mundo, siendo la primavera la época de mayor im-
portancia climática, astronómicamente esta estación co-
mienza con el equinoccio (entre el 20 y 21 de marzo; día
en que el sol alcanza su punto más alto en el cielo en re-
lación a un observador en el ecuador terrestre, momento
que el día tiene la misma duración que la noche) por ser
una temporada llena de frescura, la primavera también
considerada como el rejuvenecimiento, la renovación, el
inicio del nuevo crecimiento en donde los árboles reco-
bran color y revestimiento después del invierno y en las
personas en la que se dice que está en la flor de la vida,
por representar esta estación climática, la juventud, la
primavera por el “aumento de luz provoca cambios hor-
monales importantes en el estado emocional de las perso-
nas, protagonizado por un aumento de la melatonina y la
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serotonina que incrementan la sensación de vitalidad, ale-
gría y potencian la actividad sexual. Durante estos meses,
la gente tiene ganas de salir a la calle, disfrutar de las bue-
nas temperaturas, hacer ejercicio y alternar en eventos so-
ciales. También se produce un aumento de la autoestima
y mejora el aspecto físico” según una investigación de
Universia México.

Varios países celebran la llegada de la primavera, en
una vieja tradición que pretende agradecer a la madre tie-
rra el renacer de sus frutos y otros elementos y conside-
rando que la mayoría de las áreas naturales protegidas en
México, son un patrimonio y con la intensión de preser-
var, y conservar la belleza natural de México y por estar
entre definido el 21 de marzo como día de la primavera se
propone como Día Nacional de las Áreas Protegidas el 20
de marzo de cada año.

Donde los paisajes se encuentran en su mayor resplandor y
florece la vida natural, por eso es que consideramos que
sea conveniente que el día 20 de marzo sea el Día Nacio-
nal de las Áreas Naturales Protegidas

Por lo antes expuesto pongo a consideración ante este ple-
no el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se declara el 20 de marzo de cada
año Día Nacional de las Áreas Naturales Protegidas de
México

Artículo Único. Se declara el 20 de marzo de cada año co-
mo Día Nacional de las Áreas Naturales Protegidas de Mé-
xico”.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y Centro
de Seguimiento de la Conservación Mundial, según la recopilación del
Instituto de Recursos Mundiales sobre la base de datos de autoridades
nacionales, legislación nacional y acuerdos internacionales

2 http://www.biodiversidad.gob.mx/pais/riquezanat.html

3 http://www.natura-medioambiental.com/flora-y-fauna-mexicana/#
La_Flora_y_Fauna_Mexicana_es_riquisima_y_se_halla_entre_las_
mas_ricas_en_biodiversidad_de_la_Tierra

4 https://www.cbd.int/gbo/gbo4/publication/gbo4-es-hr.pdf 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de noviembre de 2016.—
Diputada Angie Dennisse Hauffen Torres (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 36 de la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Rosa Alba Ramírez Nachis, diputada federal a
la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en rela-
ción con los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 77, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta honorable asamblea la presente ini-
ciativa que reforma el segundo párrafo del artículo 36 de la
Ley General de Salud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La profesión de trabajo social promueve el cambio social,
la resolución de problemas en las relaciones humanas y el
fortalecimiento y la liberación del pueblo para incrementar
el bienestar. Mediante la utilización de teorías sobre com-
portamiento humano y los sistemas sociales, el trabajo so-
cial interviene en los puntos en los que las personas inter-
actúan, como es el caso de la disciplinas de la salud.1

El derecho humano a la protección de la salud que consa-
gra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos en su artículo 4o., párrafo cuarto, dispone que toda per-
sona tiene derecho a la protección a la salud, para lo cual la
ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los
servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Fede-
ración y las entidades federativas en materia de salubridad
general;
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De conformidad a lo establecido en el artículo 35, de la Ley
General de Salud, son servicios públicos a la población en
general los que se presten en establecimientos públicos de
salud a los residentes del país que así lo requieran, regidos
por criterios de universalidad y de gratuidad en el momen-
to de usar los servicios, fundados en las condiciones so-
cioeconómicas de los usuarios;2

De conformidad al párrafo segundo del artículo 36, de la
Ley General de Salud, para la determinación de las cuotas
de recuperación por la prestación de servicios de salud, se
tomará en cuenta el costo de los servicios y las condiciones
socioeconómicas del usuario;

De conformidad al párrafo tercero del artículo 36, de la
Ley General de Salud, las referidas cuotas de recuperación
se fundarán en principios de solidaridad social y guardarán
relación con los ingresos de los usuarios, debiéndose exi-
mir del cobro cuando carezca de recursos para cubrirlas, o
en las zonas de menor desarrollo económico y social con-
forme a las disposiciones de esta Secretaría;

Que conforme a lo dispuesto por el artículo 54, fracción III,
de la Ley de los Institutos Nacionales de Salud, los Institu-
tos Nacionales de Salud proporcionarán servicios de aten-
ción médica bajo criterios de gratuidad, para lo cual las
cuotas de recuperación que al efecto se cobren se fundarán
en principios de solidaridad social y guardarán relación con
los ingresos de los usuarios, debiéndose eximir del cobro
cuando el usuario carezca de recursos para cubrirlas, o en
las zonas de menor desarrollo económico y social confor-
me a las disposiciones de esta Secretaría, y

Que resulta necesario establecer los criterios generales y la
metodología a la que deberán sujetarse los procesos de cla-
sificación socioeconómica de pacientes en los estableci-
mientos que presten servicios de atención médica de esta
Secretaría y de las entidades coordinadas por la misma, a
efecto de dar cumplimiento a lo establecido en los artícu-
los 36, párrafo tercero, de la Ley General de Salud y 54,
fracción III, de la Ley de los Institutos Nacionales de Sa-
lud.

Con base a estos lineamientos y con el resolutivo que se
presentó el pasado 27 de Mayo del 2013, donde se emiten
los criterios generales y la metodología a los que deberán
sujetarse los procesos de clasificación socioeconómica de
pacientes en los establecimientos que presten servicios de
atención médica de la Secretaría de Salud y de las entida-
des coordinadas por dicha Secretaría y que con base al pre-

sente anexo, se estará sujeto a las definiciones previstas en
la Ley General de Salud, el Reglamento de la Ley General
de Salud en materia de Prestación de Servicios de Atención
Médica y demás ordenamientos aplicables.

Considero pertinente que la función del trabajador social,
sea con base a los criterios de honestidad, integridad y del
conocimiento adquirido en su experiencia y estudio, para
estar en posibilidades de realizar los estudios socioeconó-
micos que ayuden a dar un veredicto sin sesgo alguno, dic-
taminar las cuotas que se establecen en la propia Ley de In-
gresos, y de conformidad con las marcadas por la
Secretaria de Hacienda y Crédito Público, comandadas con
los propios lineamientos de los regímenes de las institucio-
nes públicas.

Es necesario que los estudios socioeconómicos o batería
institucional, sea evaluada con base a los criterios estable-
cidos en los lineamientos que se presentaron el pasado 27
de mayo del 2013 y mismos que fueron publicados en el
Diario Oficial de la Federación.

Que las cuotas de recuperación sean las que contribuyan al
subsidio y al dictamen socioeconómico, que cubre el usua-
rio de servicios hospitalarios por concepto de consulta,
procedimientos médicos o estudios auxiliares de diagnósti-
co, cuyo costo no es cubierto en su totalidad pues se rela-
ciona con un porcentaje de obligación, diferenciado para
cada Nivel Socioeconómico y reflejado en el tabulador de
costos autorizado por la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público;

El profesional social e integrante del equipo de salud, cuya
tarea es identificar los problemas y necesidades del pacien-
te, para estar en la postura de dictaminar el subsidio que
tendrá el paciente es de suma importancia que estos datos
sean corroborados y que se haga una investigación minu-
ciosa para que no haya quebranto en las arcas instituciona-
les de la salud.

También es necesario que si estos son de escasos recursos
y que en el dictamen por causas de fuerza mayor y/ o en ca-
so de fallecimiento, los familiares sean exonerados de cual-
quier cuota o pago, ya que con la pérdida del ser humano y
con los otros gastos que se incurran por dar eterna sepultu-
ra incurrirán en más deuda por parte de los familiares.

El trabajador social será encargado de identificar los pro-
blemas y necesidades sociales del paciente y también po-
drá ofrecer y promover alternativas que beneficien el bien-
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estar de los familiares y que estos no incurran en costos in-
necesarios, al contrario la función del mismo será brincar
atención médica oportuna, de calidad y con el menos cos-
to posible.

Por lo que es necesario que al reformar el primer párrafo
del Artículo 36, de la Ley General de Salud, se contemple
que para la determinación de las cuotas de recuperación se
tomará en cuenta el costo de los servicios y las condiciones
socioeconómicas del usuario, previo estudio por parte de
las áreas de trabajo social.

El personal del área de trabajo social deberá identificar si
el paciente o el familiar tienen alguna discapacidad física o
mental, son adultos mayores o pertenecientes a una comu-
nidad indígena, a efecto de que, en coordinación con el per-
sonal de salud, se dé prioridad a las acciones que favorez-
can su atención.

En todo momento el personal del área social, deberá pro-
porcionar al paciente, familiar, tutor o representante legal,
un trato cordial, amable y empático, basado en el Código
de Ética Institucional, evitando toda distinción, exclusión o
restricción que, basada en el origen étnico o nacional, se-
xo, edad, discapacidad, condición social o económica, con-
diciones de salud, embarazo, lengua, religión, opiniones,
preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra, tenga
por efecto impedir o anular el reconocimiento o el ejercicio
de los derechos y la igualdad real de oportunidades de las
personas, a efecto de garantizar el respeto a los derechos
humanos de las personas, así como a los preceptos señala-
dos en la Carta de los Derechos Generales de los Pacientes;

Para la integración del estudio socioeconómico, el área de
trabajo social solicitará al paciente, familiar, tutor o repre-
sentante legal, la información, o en su caso, la documenta-
ción necesaria para la determinación de su Nivel Socioeco-
nómico.

Una vez realizado el estudio socioeconómico y asignado el
nivel correspondiente al Paciente, el área de trabajo social,
lo informará al Paciente, sus familiares, tutor o represen-
tante legal. Asimismo les hará saber la forma en que se
mantendrá la confidencialidad de la información vertida
durante la entrevista y los sensibilizará respecto de su obli-
gación de cubrir las Cuotas de Recuperación del Nivel So-
cioeconómico asignado.

Tratándose de pacientes beneficiarios del Sistema de Protec-
ción Social en Salud, para su Clasificación Socioeconómica,

se estará a lo dispuesto por la Ley General de Salud, el Re-
glamento de la Ley General de Salud en Materia de Protec-
ción Social en Salud y demás disposiciones aplicables.

Todo paciente atendido en cualquier servicio de hospital de
carácter público o del Sistema Nacional de Salud Pública y
al no contar con los medios económicos para adquirir me-
dicina que no existan en stock de la Farmacia Institucional
deberá por intermedio del Médico o la Enfermera de servi-
cio remitir a Trabajo Social.3

En virtud de que el trabajo social está inmerso en las políti-
cas públicas y programas sociales que van dirigidos a gru-
pos vulnerables, marginados o excluidos, es menester ana-
lizar su compromiso considerando su relación con la
gestión para el tratamiento de enfermedades y la rehabilita-
ción en instituciones del sector salud. 

En México, las políticas y programas sociales suponen la
asistencia a grupos vulnerables, marginados o excluidos a
través de la práctica profesional del trabajo social. En el
área de la salud, la gestión y promoción son ámbitos de in-
tervención del trabajo social; es decir, a medida que el Es-
tado incentiva el desarrollo humano en sus esferas de sa-
lud, educación y empleo incide en las estrategias
institucionales de prevención y tratamiento de enfermeda-
des. Sin embargo, la maquinaria político-institucional del
sector salud requiere de talentos comprometidos con gru-
pos sociales de escasos recursos, ya que entre éstos se for-
marán las redes para el desarrollo local (Barranco, Delga-
do, Melin y Quintana, 2010). Por ello, resulta relevante
estudiar los indicadores de compromiso laboral en profe-
sionistas vinculados con los programas de asistencia social.
Un diagnóstico de las áreas de oportunidad y las virtudes
del sistema de gestión y promoción de la salud permitirá
discutir la emergencia de nuevos paradigmas de asistencia
social centrados en los promotores de desarrollo humano
(Melano, 2007).

No obstante que las instituciones públicas están circunscri-
tas a un Plan de Desarrollo Nacional, el ejercicio profesio-
nal del trabajo social a menudo está condicionado por si-
tuaciones locales, institucionales, o bien por el clima
laboral, el salario o el estrés que implica la atención perso-
nalizada (Ocampo, 2008). En este sentido, es menester es-
tablecer las dimensiones del compromiso organizacional
de los profesionales del trabajo social, ya que un alto gra-
do de compromiso sugiere un nivel de atención eficiente
que podría traducirse en una evaluación favorable de las
políticas sociales y los programas institucionales.
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En ese sentido, este trabajo busca establecer las dimensio-
nes del compromiso laboral considerando niveles de com-
plejidad institucional que enmarcarían el desencuentro con
indicadores de un compromiso derivado de la socialización
primaria. 

No existe en México información sobre el número de egre-
sados de Trabajo Social que estén actualmente empleados.
Esto se debe en parte al hecho de que no existe una orga-
nización profesional sólida que agrupe a todos los trabaja-
dores sociales y que produzca estadísticas globales. A pe-
sar de las iniciativas para constituir un orden profesional 

Como antecedentes, en el contexto de las políticas sociales
para comprender la evolución del Trabajo Social en Méxi-
co es necesario hacer una breve contextualización de la
evolución de las políticas sociales. A diferencia de lo ocu-
rrido en los Estados Unidos, Canadá y diversos países eu-
ropeos, en México nunca se instauró un verdadero Estado
benefactor. 

En la primera mitad del s. xx se creó la primera escuela del
Trabajo Social en Latinoamérica en Santiago de Chile, por
el Doctor Alejandro del Río, de formación profesional en
medicina en el año de 1925; en Puerto Rico se creó en el
año de 1934; continuando por la misma línea, la primera
escuela de Servicio Social en Colombia, fue fundada por
María Carulla de Vergara en la ciudad de Bogotá, D.C., el
22 de octubre de 1936, sin embargo inició su funciona-
miento el 3 de abril de 1937, el grupo lo integraban 20 es-
tudiantes y se llamaba “Escuela de Servicio Social del Co-
legio Mayor”; en Argentina, se fundó la primera escuela en
1940, en Ecuador en 1945, en Venezuela en 1956; en 1966
se crea la primera escuela de Servicio Social en República
Dominicana.4

El Trabajo Social en América Latina ha estado influen-
ciado directamente por el de Estados Unidos y el de Eu-
ropa, lo que llevó entre muchas otras cosas del contexto
a que en 1965 se conformara el Movimiento de la Re-
conceptualización, impulsado por la inconformidad con
el modelo imperante de Estados Unidos, del cual hacía
parte el Servicio Social; en este movimiento de la re con-
ceptualización se cuestionó, se revisó y se buscaron al-
ternativas de transformación de la realidad del contexto
Latinoamericano.5

En virtud de lo anterior, propongo se reforme el segundo
párrafo del Artículo 36 de la Ley General de Salud, en el

cual se incluya al final del mismo previo estudio por par-
te de las áreas de trabajo social.

Someto a la consideración de esta Honorable Cámara de
Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el segundo párrafo del
artículo 36 de la Ley General de Salud

Artículo Único: Se reforma el segundo párrafo del artícu-
lo 36 de la Ley General de Salud en los términos siguien-
tes:

Artículo 36. Las cuotas de recuperación que en su caso se
recauden por la prestación de servicios de salud, se ajusta-
rán a lo que disponga la legislación fiscal y a los convenios
de coordinación que celebren en la materia el Ejecutivo Fe-
deral y los gobiernos de las entidades federativas.

Para la determinación de las cuotas de recuperación se to-
mará en cuenta el costo de los servicios y las condiciones
socioeconómicas del usuario, previo estudio por parte de
las áreas de trabajo social.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Notas:

1 https://trabajosocialmexico.wordpress.com/category/trabajo-social-
mexico/

2 http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5300256&fe-
cha=27/05/2013

3 http://es.slideshare.net/cristinavlzr/trabajo-social-en-el-rea-de-la-sa-
lud
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4 http://hablandodetrabajosocial.blogspot.mx/2009/11/trabajo-social-
en-latinoamerica.html

5 https://cetsocial.files.wordpress.com/2012/04/e4.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 17 de  noviembre de
2016.—Diputada: Rosa Alba Ramírez Nachis (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

Año II, Segundo Periodo, 2 de febrero de 2017 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados134


